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RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN 

OPOSICIÓN DESDE LA IZQUIERDA. CRÍTICA AL GOBIERNO DE LA 4T 

 

La investigación Oposición desde la izquierda. Crítica al gobierno de la 4T, se 

desarrolló en los términos y resultados que se presentan a continuación, detallando 

sus distintas partes, tales como la introducción, los temas de estudio, la justificación, 

el objetivo general y los objetivos particulares, el planteamiento del problema, el 

marco teórico y conceptual, la hipótesis y sus pruebas empíricas y cualitativas, el 

desarrollo, así como las conclusiones y las nuevas líneas de investigación que se 

desprende de ellas.  

I. INTRODUCCIÓN 

Frente a la llamada Cuarta Transformación se expresa una oposición conformada 

por fuerzas que convergen desde distintas motivaciones, con sus propios análisis y 

diagnósticos. El actuar mancomunado de dichas fuerzas (no unánime), que ha 

logrado contener a la mayoría legislativa en el afán de imponer unilateralmente las 

reformas constitucionales del Presidente, se concretó en acuerdos suscritos por el 

PAN, el PRI y el PRD, tanto en la arena electoral como en la parlamentaria, en la 

confluencia no expresa de abstención frente a la revocación de mandato, así como 

en triunfos electorales locales. 

Las fuerzas de oposición son plurales, lo mismo que sus causas, razones y 

orientación ideológica. El que en alguna medida hayan confluido y confluyan en lo 

futuro es una necesidad política, un acto de responsabilidad y, a la vez, de 

compromiso democrático. En defensa de los avances democráticos, vale la pena 
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que la convergencia opositora se amplíe y profundice, lo que se logrará con la 

revisión crítica de la administración actual y la formulación de alternativas 

programáticas que no remitan al pasado, sino que apunten la mirada hacia el futuro. 

La diversidad opositora implica que en dicho bloque haya diagnósticos distintos de 

los problemas nacionales, de las causas que los originan, así como diferentes 

formas de calificar las políticas y el programa del grupo en el poder. Para ilustrar 

esta disonancia con un par de ejemplos, se puede señalar que algunos sectores 

proclives a la derecha o a la tecnocracia reprochan a López Obrador que haya dado 

fin al neoliberalismo, como si ello hubiera ocurrido en realidad. Desde la izquierda, 

en cambio, se denuncia la demagogia de la “abolición del neoliberalismo”, lo mismo 

que al modelo de neoliberalismo populista y de capitalismo de cuates que aplica 

este gobierno. También hay quienes critican los programas sociales 

gubernamentales y abogan para que se supriman, pero la perspectiva 

socialdemócrata postula una política social para enfrentar la desigualdad social y 

denuncia, sí, el enfoque utilitario que le da el gobierno de AMLO, que las somete a 

sus metas electorales a través de un clientelismo de escala industrial.   

Pese a tales diferencias, desde el punto de vista de la izquierda socialdemócrata es 

pertinente que se unifiquen esfuerzos para hacer frente al presidencialismo 

exacerbado, tanto como lo es el que esta fuerza compita por el espacio de la 

izquierda que actualmente está usurpado por el populismo en el poder y garantice 

su existencia como corriente electoral.  

No se trata de oponerse neciamente a todo, mucho menos de una animadversión 

hacia quienes fueron compañeros de partido hasta hace unos pocos años. La 

oposición desde la izquierda al proyecto populista se asienta en la evaluación de 
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sus políticas con base en datos duros y en la denuncia de su desapego al principio 

de legalidad. Se trata de la reivindicación de la auténtica postura de izquierda en 

México, que responde a las raíces ideológicas e históricas de esta fuerza política, a 

su resistencia insumisa durante décadas contra el partido de Estado y su 

autoritarismo, contra la conducta patrimonialista de los gobernantes, la imposición 

de las recetas neoliberales, y que propugnó decididamente por el programa de la 

transición democrática y la ampliación de las libertades civiles y políticas.  

La metodología del estudio y el diseño de investigación utilizado es el de un estudio 

de tipo cualitativo en el que se analizaron diversas partes de la política del gobierno 

encabezado por Andrés Manuel López Obrador, con el objeto de obtener una 

caracterización de su orientación política e ideológica, así como algunas líneas para 

fundamentar una política alternativa desde la posición de la izquierda 

socialdemócrata.  

Así, se abordaron un total de doce tópicos, respecto de cada uno de los cuales se 

entró al estudio de temas particulares que sirvieron para fundamentar la crítica con 

datos duros y la formulación de alternativas. 

Los temas de estudio fueron los siguientes: 

1. Neoliberalismo populista y capitalismo de cuates 

2. Presidencialismo exacerbado 

3. Contrarreforma electoral 

4. Atropello al Estado laico 

5. Militarización sospechosa 

6. Promoción personalizada y culto a la personalidad 

7. Clientelismo electoral y coacción del voto 
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8. Improvisación como forma de gobierno 

9. Doble O: ocurrencias y omisiones de la 4T 

10. Democracia participativa 

11. Morena y sus corcholatas 

12. Alternativas desde la izquierda 

El estudio de los temas particulares condujo, en muchas ocasiones, a la revisión de 

fuentes documentales y bibliográficas, así como a detallados estudios estadísticos 

que recurrieron a métodos cuantitativos. 

II. JUSTIFICACIÓN DE LA REALIZACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN  

La caracterización de la orientación política e ideológica del gobierno de la llamada 

Cuarta Transformación es importante para comprender la realidad política actual y 

para fundamentar desde la izquierda una alternativa frente a la misma.  

Es de relevancia particular el que se desentrañe la orientación política e ideológica 

del grupo que encabeza el gobierno federal, dado que éste se auto presenta como 

una fuerza política de izquierda. Esta auto presentación, como se muestra en los 

resultados de la investigación, tiene un alto contenido demagógico que se revela al 

revisar su modelo de política económica, social, cultural, su estrategia de 

comunicación social, la operación política que llevan a cabo sus estructuras 

clientelares y el proceso de militarización de funciones civiles que ha cobrado 

impulso en este sexenio. 

La reflexión al respecto tiene utilidad en la educación cívica y la formación política 

de los miembros del PRD y la ciudadanía en general. Es pertinente, además, porque 
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se hace con base en fuentes documentales, bibliográficas, datos de la información 

pública y de las estadísticas oficiales. 

III. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 

Los fines de esta investigación responden al propósito de obtener una 

caracterización de la política del gobierno de la llamada Cuarta Transformación. Es 

por ello que se plantearon puntualmente los siguientes objetivos: 

Objetivo general:  

Caracterizar la orientación política e ideológica del gobierno de la llamada Cuarta 

Transformación. ¿Responde éste a las características de un proyecto de izquierda? 

Objetivos particulares: 

1. Estudiar el modelo al que responde la política económica del gobierno actual.  

2. Revisar el régimen político postulado por el grupo en el poder.  

3. Analizar las propuestas de reforma electoral emanadas del gobierno actual.  

4. Sopesar el apego a la laicidad del Estado por parte del actual gobierno.  

5. Analizar los alcances del proceso de intervención militar en la seguridad 

pública y otras funciones civiles.  

6. Estudiar la estrategia de comunicación política del gobierno actual.  

7. Revisar la operación de la política social del gobierno y sus desviaciones.  

8. Analizar en qué medida las políticas públicas derivan de la planeación del 

desarrollo ordenada por la Constitución y las leyes de la materia.  

9. Revisar los más notables casos de improvisación en las políticas públicas del 

gobierno federal.  
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10. Estudiar los mecanismos de democracia participativa empujados por el grupo 

en el poder.  

11. Revisar las campañas anticipadas en que incurren Morena y el gobierno 

federal.  

12. Formular líneas generales de políticas públicas alternativas a las practicadas 

por el gobierno federal.  

IV. PLANTEAMIENTO Y DELIMITACIÓN DEL PROBLEMA 

La investigación delimitó con claridad el problema de investigación que se delineó 

en el objetivo general y se desagregó al exponer los objetivos particulares.  

La delimitación señalada, junto con su desagregación, orientaron la realización de 

pruebas empíricas (enfoque cuantitativo) y la recolección de datos (enfoque 

cualitativo) cuando el tema particular así lo requirió.  

Esta mecánica metodológica permitió obtener respuestas a las preguntas que se 

plantearon en los siguientes términos: 

1. ¿Es el modelo económico del gobierno actual un neoliberalismo populista 

con la práctica del capitalismo de cuates? 

2. ¿Está en curso un cambio de régimen político o se puede hablar de un 

presidencialismo exacerbado? 

3. ¿Las propuestas de reforma electoral emanadas del gobierno actual 

responden a avances democráticos o se trata de una contrarreforma 

electoral? 

4. ¿Está en curso un atropello al Estado laico? 
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5. ¿Cuáles son las verdaderas causas de la militarización emprendida por el 

gobierno actual? 

6. ¿El gobierno actual lleva a cabo una estrategia de promoción personalizada 

y de culto a la personalidad? 

7. ¿Se puede afirmar que está en marcha una operación sistemática de 

clientelismo electoral y de coacción del voto? 

8. ¿Las políticas públicas del actual gobierno derivan de la planeación del 

desarrollo ordenada por la Constitución y las leyes de la materia o se 

caracterizan por la improvisación?  

9. ¿En qué medida se puede hablar de ocurrencias y omisiones de la 4T en las 

políticas públicas del gobierno actual? 

10. ¿El actual gobierno practica en realidad la democracia participativa? 

11. ¿Qué significado tienen las campañas anticipadas de las llamadas 

“corcholatas” designadas por el presidente? 

12. Desde la perspectiva de la izquierda socialdemócrata: ¿Qué posturas deben 

ser el fundamento de propuestas alternativas a las que sigue el gobierno 

actual? 

V. MARCO TEÓRICO Y CONCEPTUAL DE REFERENCIA 

Para desarrollar la investigación, se hicieron constantes referencias a obras 

teóricas, entre otros, sobre los siguientes temas y otras importantes materias: 

• los modelos económicos 

• el principio de legalidad 

• la jerarquía en los sistemas jurídicos 
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• el régimen político 

• la división de poderes 

• la laicidad del Estado 

• la desigualdad social 

• las finanzas públicas 

• los principios rectores de la función estatal electoral.  

Las obras que conforman esta parte del marco teórico y conceptual de referencia 

de la investigación se encuentran dentro de la relación de Bibliografía. 

El estudio de la orientación política e ideológica del gobierno de la llamada Cuarta 

Transformación ha sido abordado solo en forma tangencial o parcial por diversos 

autores, algunos de los cuales han incurrido incluso en un sesgo propagandista en 

favor del actual gobierno.  

La ausencia de estudios más integrales de este tema se debe en buena medida a 

dos razones:  

• La primera, consiste en que se trata de un proceso en curso, ante el cual 

muchos estudiosos han preferido tomar tiempo y distancia antes de emitir 

sus conclusiones.  

• La segunda, consiste en la confusión propiciada por el discurso oficial entre 

muchos analistas, dado que el mismo es pletórico en consignas que, de 

palabra, son de corte izquierdista y ocultan su auténtico carácter, tales como 

“primero los pobres”, “la abolición del neoliberalismo”, “servidores de la 

nación”, “devolver al pueblo lo robado”, etc. 
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Pese a lo anterior, a la fecha se han publicado algunos estudios al respecto. Entre 

ellos, se pueden mencionar los siguientes: 

• Servidores de la Nación. La operación política del gobierno de la 4T (2019), 

de Rafael Hernández Estrada, en el que se revisa con detalle la estructura 

burocrática encargada de operar los programas sociales del gobierno federal. 

• AMLO en la balanza. De la esperanza a la incertidumbre (2020), de José 

Antonio Crespo, obra en la que el autor hace un primer balance del gobierno 

federal actual y critica su desapego al programa y promesas de campaña que 

comprometió. 

• Balance temprano. Desde la izquierda democrática (2021), un libro 

coordinado por Ricardo Becerra y José Woldenberg que reúne 18 ensayos 

sobre materias diversas, los cuales fueron elaborados por los más calificados 

especialistas en cada una de ellas. Los autores de tales ensayos son Adrián 

Acosta Silva, Antonio Azuela, Julia Carabias, Salomón Chertorivski, Rolando 

Cordera, Carlos A. Flores Vargas, Luis Emilio Giménez Cacho, Tonatiuh 

Guillén López, Gonzalo Hernández Licona, Antonio Lazcano Araujo, Sergio 

López Ayllón, Saúl López Noriega, Javier Martín Reyes, Jacqueline 

Peschard, Rafael Rojas, Enrique Provencio, Jorge Javier Romero Vadillo, 

Pedro Salazar Ugarte, Mariano Sánchez Talanquer, Raúl Trejo Delarbre y 

Fernando Tudela. Con todo y la riqueza de estos estudios, y pese a que en 

las materias particulares abordadas ofrecen un balance objetivo de las 

políticas públicas seguidas por el gobierno actual, al libro coordinado por el 

Instituto de Estudios de la Transición Democrática le hace falta un abordaje 
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global que caracterice la orientación política e ideológica del proyecto del 

grupo en el poder.  

• Y mi palabra es la ley: AMLO en Palacio Nacional (2021), de Carlos Elizondo 

Meyer-Sierra, libro en el que el autor critica la deriva autoritaria del proyecto 

de la llamada Cuarta Transformación, su desapego al principio de legalidad, 

contrario a la división de poderes y a la existencia de organismos autónomos 

en las diferentes materias (Banco de México, INAI, INE, comisiones 

reguladoras). 

• No es normal: el juego oculto que alimenta la desigualdad mexicana y cómo 

cambiarlo (2021), de Viri Ríos, en el que se expone un detallado análisis de 

la insuficiencia fiscal del Estado mexicano, las limitaciones y desviaciones de 

la política social del actual gobierno y se aboga por una reforma fiscal integral. 

• 4T, claves para descifrar el rompecabezas (2021), libro coordinado por 

Hernán Gómez Bruera que reúne 17 ensayos en los que se revisan políticas, 

temas y acciones gubernamentales específicas. Aunque la obra tiene un 

sentido crítico y declara que busca entender el fenómeno obradorista en su 

conjunto, tal búsqueda está orientada a la defensa y justificación de las 

políticas del gobierno actual y a su reivindicación como proyecto de izquierda, 

pese a lo cual asume (con demasiada timidez) algunas críticas en asuntos 

particulares. 

• Reflexiones en torno al Estado mexicano: ausencias y tareas pendientes 

(2021), colección de doce ensayos coordinada por Edgar Pereyra Ramírez, 

Christian Miguel Sánchez Jáuregui y José Luis Cisneros, ensayos que 
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revisan temas como el populismo y la captura del Estado, la ausencia de la 

visión de estadista, la debilidad fiscal y el Estado fallido, abordados por 

académicos e investigadores de diversas universidades públicas. 

• La disputa por México: dos proyectos, frente a frente, para 2024 (2022), 

elaborado por los periodistas Álvaro Delgado y Alejandro Páez Varela. Es un 

libro cuyo texto tiene un claro sentido de proselitismo electoral en favor de 

Morena y del proyecto de la llamada Cuarta Transformación, así como en 

contra de cualquier crítica que se le haga desde la academia, la sociedad 

civil, las víctimas, los movimientos sociales o las fuerzas de oposición.    

Además de las obras relacionadas arriba, el tema general de esta investigación ha 

sido abordado por columnistas, políticos y analistas quienes, desde diversas 

ópticas, han contribuido al debate del mismo en ensayos y artículos publicados en 

revistas como Nexos, Letras Libres, Emeequis, así como en portales de Internet y 

los periódicos diarios nacionales y regionales. 

La presente investigación busca fundamentar una caracterización general sobre la 

orientación política e ideológica del proyecto de la llamada Cuarta Transformación 

que encabeza el gobierno federal actual, y hacer esta tarea desde una perspectiva 

de izquierda socialdemócrata.  

Para ello, toma como base el principio de legalidad, el marco constitucional y legal 

aplicable a cada una de las materias que aborda en los doce temas señalados atrás, 

recurriendo en todo momento al marco teórico, a la normatividad jurídica aplicable, 

a los datos de la información pública y a las estadísticas oficiales. 
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VI. FORMULACIÓN DE HIPÓTESIS 

Hipótesis: El actual gobierno de México responde a una orientación que mantiene 

el modelo económico neoliberal en su variante populista y esquemas del capitalismo 

de cuates, conduce al presidencialismo del régimen político hacia una deriva 

autoritaria y su política de desarrollo social está sesgada por una inclinación al 

clientelismo electoral. 

La comprobación de la hipótesis se concretó en los doce temas enunciados, que 

jugaron el rol de unidades de análisis, cuya revisión construyó las variables que 

soportan las conclusiones en cada una de ellas, de manera tal que establecieron 

una relación lógica que fundamentan la hipótesis planteada. 

VII. PRUEBAS EMPÍRICAS O CUALITATIVAS DE LAS HIPÓTESIS 

Los datos recolectados en el estudio de cada unidad de análisis construyeron la 

comprobación de la hipótesis planteada.  

La recolección de datos permite comprobar empíricamente la hipótesis, 

particularmente al concentrar información pública oficial, así como estadísticas 

generadas por el Banco Mundial, el Banco de México, el Instituto Nacional de 

Geografía y Estadística (INEGI), el Centro de Estudios de Finanzas Públicas de la 

Cámara de Diputados, los sistemas de información pública tales como la Nómina 

Transparente de la Administración Pública Federal y CompraNet, las Cuentas 

Públicas anuales rendidas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, los 

Presupuestos de Egresos de la Federación aprobados cada año por la Cámara de 

Diputados, las auditorías practicadas por la Auditoría Superior de la Federación 

(ASF), entre otras muchas fuentes. 
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DESARROLLO 

1. NEOLIBERALISMO POPULISTA Y CAPITALISMO DE CUATES 

EL NEOLIBERALISMO POPULISTA DE LA 4T 

Introducción 

Una de las ofertas de campaña de López Obrador que éste ha incumplido como 

cabeza de la nueva hegemonía política, fue la erradicación del neoliberalismo y su 

sustitución por un proyecto posneoliberal. 

En este ensayo se critica la pobreza conceptual e histórica que sobre el 

neoliberalismo comparte López Obrador con la intelectualidad orgánica que, en 

lugar de arroparlo teóricamente, lo acompaña más en el carácter de corte 

aplaudidora. Se aportan también consideraciones para desentrañar que la política 

del gobierno de la llamada 4T se circunscribe a los mandamientos que el “Consenso 

de Washington” dictó como sustancia de esa doctrina, junto con Milton Friedman, 

uno de sus creadores.  

Finalmente, en este trabajo se proponen líneas generales de una agenda que 

constituiría una verdadera política alternativa al neoliberalismo y que no puede 

originarse sino desde una visión de izquierda. 

Qué es el neoliberalismo 

El neoliberalismo es una doctrina económica que surge con la Gran Depresión de 

1929 y adquiere fuerza después de la Segunda Guerra Mundial como una crítica al 

Estado de Bienestar y a la escuela económica keynesiana, que constituyó su 

fundamento teórico. Los neoliberales pretenden renovar la escuela que en su 

momento postularon los economistas clásicos, otorgando al individuo el papel 
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central en la economía, al determinar éste, con su libre albedrío, el equilibrio del 

mercado. El neoliberalismo postula, entre otras, la idea del libre mercado, la 

apertura del comercio internacional y las privatizaciones de las empresas públicas. 

(Zorrilla, 2003, pág. 161) 

Destacan entre los principales ideólogos y promotores del neoliberalismo Friedrich 

August von Hayek, John Williamson y Milton Friedman,1 quienes lo propusieron 

como un modelo alternativo al Estado de Bienestar que estaba fundado en las ideas 

de Keynes. 

Líderes políticos como Ronald Reagan de los Estados Unidos, Margaret Thatcher 

del Reino Unido y el dictador chileno Augusto Pinochet, fueron los primeros 

gobernantes en implementar las políticas neoliberales en sus respectivos países. 

La doctrina neoliberal se extendió con la Ronda Uruguay del GATT,2 la adopción de 

lo que se conoce como el “Consenso de Washington”,3 y la creación de la 

Organización Mundial de Comercio.4  

 
1 Friedrich August von Hayek fue un economista, jurista y filósofo vienés de la Escuela Austríaca. Recibió el 
Premio Nobel en 1974, fue un firme defensor del liberalismo y crítico de la economía planificada y 
el socialismo. 
John Williamson es un profesor y economista británico, conocido por acuñar el término “Consenso de 
Washington” e impulsar la doctrina neoliberal desde sus cargos en el FMI y el Banco Mundial. 
Milton Friedman fue un economista estadounidense teórico y promotor del neoliberalismo. Recibió el 
Premio Nobel en 1976 y fue asesor de Margaret Tatcher, Ronald Reagan y Augusto de Pinochet en la 
implementación de políticas neoliberales (Barrientos, 2009, págs. 163-164). 
2 Se conoce como Ronda Uruguay a la octava ronda de negociaciones multilaterales en el marco del Acuerdo 
General Sobre Aranceles y Comercio (GATT, por sus siglas en inglés), efectuada en Punta del Este, Uruguay, 
en 1986. Las negociaciones de la ronda se prolongaron hasta 1993, cuando en Marraquech (Marruecos), se 
firmó por 123 países un nuevo acuerdo de comercio internacional que dio origen a la Organización Mundial 
de Comercio. 
3 El “Consenso de Washington” es un paquete de diez fórmulas que se pusieron como condicionantes del 
Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial y el Departamento del Tesoro de los Estados Unidos, para 
el otorgamiento de créditos a los países en desarrollo azotados por las crisis económicas. Se conocen así por 
ser producto de la reunión ocurrida en esa ciudad estadounidense en 1989. 
4 La Organización Mundial de Comercio (OMC) es una organización internacional que se ocupa de las 
normas que rigen el comercio entre los países. Comenzó a funcionar en 1995, con base en un sistema 
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Un mexicano, Fernando Escalante Gonzalvo, es el autor de una de las obras más 

completas acerca del neoliberalismo. Titulado Historia mínima del neoliberalismo, 

su estudio se despliega para dar a conocer el desarrollo histórico y teórico de esta 

doctrina económica, así como las implicaciones culturales, políticas, geopolíticas y 

sociales de la misma.  

Para Escalante, el neoliberalismo es un programa intelectual y es también un 

programa político que se expresa en leyes, arreglos institucionales, criterios de 

política económica y fiscal, que tienen el propósito de frenar y contrarrestar el 

colectivismo.  

La ubicación temporal el neoliberalismo, si bien se remonta su origen teórico a los 

años 20´s del siglo pasado, es explicada por el autor en términos de la evolución de 

las políticas predominantes en el capitalismo occidental:  

• hay un momento liberal que comienza con la revolución estadounidense, la 

revolución francesa, las independencias americanas, cuyo auge se presenta 

a mediados del siglo XIX;  

• continúa el momento keynesiano, que arranca a fines del XIX, y se impone 

de manera general tras la crisis de 1929 y llega hasta la década de los 

setenta;  

• a partir de 1980 tenemos el momento neoliberal, cuyo predomino se prolonga 

hasta la fecha.  

El programa neoliberal adquiere variaciones en el tiempo y en la geografía, pero 

cuenta con tres ideas centrales que son: 

 
multilateral de 60 acuerdos que imponen la liberalización general del comercio, orientado a la reducción de 
aranceles de aduana, subvenciones y otras medidas de "distorsión del comercio". 
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i. El neoliberalismo postula que el mercado no es un acontecimiento natural, 

sino que tiene que ser creado y apuntalado por el Estado, cuestión que lo 

diferencia del liberalismo clásico. Lejos de proponer la eliminación del Estado 

en aras del libre mercado, los neoliberales pugnan por su transformación 

para sostener al mercado. 

ii. La competencia en el libre mercado es lo que permite que los precios se 

ajusten automáticamente, al tiempo que garantiza el mejor uso posible de los 

recursos 

iii. Lo privado es superior técnica y moralmente sobre lo público. 

Adicional a lo anterior, Escalante expone que las líneas comunes de la política 

neoliberal se identifican con la privatización de los activos públicos: empresas, 

tierras, servicios (recursos naturales también, como los del subsuelo, el mar y el 

espacio aéreo); liberalización del comercio internacional, del mercado financiero y 

del movimiento global de capitales; introducción de mecanismos de mercado o de 

criterios empresariales como canon de calidad de los servicios públicos; y un 

impulso sistemático hacia la reducción de impuestos y la reducción del gasto 

público, del déficit fiscal y de la inflación (Escalante, 2016, págs. 11-14). 

El decálogo del “Consenso de Washington” consta de los siguientes puntos, a los 

que volveremos más adelante para hacer el balance de la política económica del 

gobierno de López Obrador:  

1. Disciplina fiscal.  

2. Disminución del gasto público.  

3. Mejorar la recaudación impositiva sobre la base de la extensión de los 

impuestos indirectos, especialmente el IVA.  
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4. Liberalización del sistema financiero y de la tasa de interés.  

5. Mantenimiento de un tipo de cambio competitivo.  

6. Liberalización comercial externa, mediante la reducción de las tarifas 

arancelarias y abolición de trabas existentes a la importación.  

7. Otorgar amplias facilidades a las inversiones externas.  

8. Realizar una enérgica política de privatizaciones de empresas públicas.  

9. Cumplimiento estricto de la deuda externa.  

10. Derecho a la propiedad, que debe ser garantizado, asegurado y ampliado por 

el sistema legal. 

En otro importante apunte, el autor mexicano expone una de las piedras angulares 

de la doctrina neoliberal, la que se refiere a la noción de un individualismo según el 

cual las personas concurren libremente al mercado, consumen racionalmente y 

maximizan su utilidad, generando automáticamente el equilibrio económico, pues 

con la ley de la oferta y la demanda se determinan los precios y la producción. El 

autor citado demuestra que tal racionalidad no es más que una especulación, que 

hace caso omiso de los propósitos vitales de cada persona, así como del contexto 

cultural, político, social y económico que determina la existencia de los individuos 

dentro de la comunidad (Escalante, 2016, págs. 104-106). 

Las crisis económicas del neoliberalismo 

Las más recientes crisis económicas globales desmienten aquello de que la 

apertura comercial y la circulación libre de capitales, así como la implementación 

del decálogo neoliberal, permitirían la realización del ciclo económico sin las 

recurrentes crisis, cuya causa se encontraba, de acuerdo con la doctrina neoliberal, 

en las ataduras y restricciones que al mercado imponían los Estados nacionales. 
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Economías de distintos países y regiones se han visto afectadas por crisis 

económicas que han destruido sus capacidades productivas y de intercambio, 

impactando también sus sistemas políticos.  

Son ejemplo de ello la crisis del peso mexicano de 1994-1995, cuyos efectos en la 

economía internacional, principalmente en América Latina, se conoció como “efecto 

tequila”; la Crisis de Asia, que inició con la devaluación de las monedas de Tailandia,  

Malasia, Indonesia y Filipinas, y que repercutió en Taiwán, Hong Kong y Corea del 

Sur, terminando por convertirse en una crisis global; y la crisis de la “burbuja 

inmobiliaria” en los Estados Unidos de 2008, cuyos efectos recesivos se extendieron 

por el mundo hasta nuestros días. 

Para los analistas críticos, entre ellos el economista altermundista francés Michel 

Husson, el cuadro de la economía mundial es sombrío tras diez años de recesión o 

crecimiento mínimo, pues  

“…la Unión Europea está dividida, entre Brexit y ascenso de la extrema derecha; la 

zona euro se fracciona; muchos de los llamados países emergentes están sometidos a 

movimientos erráticos de capitales; las deudas, y sobre todo las deudas privadas, no 

han dejado de acumularse; la parte de las riquezas creadas revertida a quienes las 

crean disminuye casi en todas partes, y las desigualdades se agudizan; el Estado social 

está minado por la concurrencia fiscal” (Husson, 2018). 

Desde este punto de vista, los efectos de la crisis recesiva se han agravado y está 

lejos de restablecerse el equilibrio de la economía, por lo que se anuncia ya una 

nueva crisis, sin que nadie pueda decir cuál será el elemento desencadenante. 

Husson afirma que la extendida inquietud proviene del hecho de que ya no existen 
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medidas disponibles que contrarresten la crisis venidera. Para ilustrar esta 

afirmación, cita al ex primer ministro británico, Gordon Brown:  

“Cuando se produzca la próxima crisis, descubriremos que no tenemos ni margen de 

maniobra fiscal o monetaria, ni voluntad de usarla”. 

La desigualdad en el neoliberalismo 

Pero a la imposibilidad de evitar la recurrencia de las crisis económicas, tanto de las 

que suceden al interior de cada uno de los países como las que tienen incidencia 

regional o global, se debe añadir que el neoliberalismo no ha sido capaz de resolver 

el problema de la desigualdad. Al contrario, la ha agravado. 

El paradigma neoliberal indica que, en el contexto del libre comercio, las diferencias 

de renta entre los integrantes de la sociedad son una condición necesaria que 

favorece a la economía y al dinamismo de la sociedad, pero, en realidad, la 

fragmentación de la sociedad y el empobrecimiento de una parte importante de la 

misma entorpecen el crecimiento económico.  

En su reconocido libro El precio de la desigualdad, el economista estadounidense 

Joseph Stiglitz, Premio Nobel de Economía 2001, explica que la desigualdad es una 

opción política o, en su caso, es fruto de decisiones o de frustradas decisiones 

políticas (Stiglitz, 2012). Es decir, la desigualdad no es un resultado fatal inherente 

al desarrollo económico, sino resultado de las políticas aplicadas.  

La libre circulación de capitales en el momento neoliberal, ha debilitado 

ampliamente la posibilidad de los Estados nacionales de aplicar políticas de 

reequilibrio mediante sistemas fiscales progresivos, porque la renta financiera 

escapa en gran medida a la fiscalidad. Así, de acuerdo con Stiglitz, la sede de las 

decisiones se desplazó desde las instituciones democráticas y controlables, como 
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son los gobiernos y el Parlamento, hacia las instituciones financieras y económicas 

que ni son transparente ni son controlables. 

Los datos son claros y preocupantes pues, en palabras del político y politólogo 

Mássimo D´Alema, que fuera Presidente del Consejo de Ministros de la República 

Italiana,  

“…una cuota de población ligeramente inferior al 1 por ciento de los ciudadanos del 

mundo detenta aproximadamente el 44 por ciento de la riqueza mundial. De otro lado, 

hay un 70 por ciento de la población que posee el 3 por ciento de la riqueza” 

(D`Alema, 2016, pág. 160). 

Como lo establece Escalante Gonzalvo, el momento neoliberal se impuso en la 

década de los ochentas en el marco de una globalización sin reglas, dominada por 

las finanzas. En el capitalismo financiero la acumulación de la riqueza es 

esencialmente individual, se desvincula de la producción y a menudo es resultado 

de operaciones especulativas. 

La aplicación de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación (TICs) 

en los intercambios económicos internacionales, así como la apertura de las 

fronteras nacionales, permiten una extrema facilidad en la movilidad de los capitales 

transnacionales, lo que ha puesto en crisis la progresividad y el efecto redistributivo 

de los sistemas fiscales de cada país. Esto ha provocado que el papel del Estado 

como agente de la redistribución de la riqueza se ha atenuado cada vez más en los 

últimos 40 años. 

En el momento neoliberal, la desigualdad afecta a los países desarrollados, lo 

mismo a Estados Unidos que a los de Europa. Con mayor razón, los países de la 

periferia capitalista, que traen a cuestas siglos de colonialismo y saqueo 
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imperialista, se han visto imposibilitados para mitigar los efectos de la desigualdad 

social y para evitar que ella se siga profundizando. 

Por otra parte, ninguno de los diez puntos del Consenso de Washington tiene qué 

ver con la desigualdad o la pobreza imperantes en los países subdesarrollados en 

que habrían de aplicarse. Al contrario, la reducción de impuestos, la privatización 

de empresas públicas, la abolición de los subsidios y la reducción del gasto público 

tienden, al menos indirectamente, a profundizar las desigualdades, como lo ha 

hecho notar la economista argentina Mariana Calvento. 

La doctrina neoliberal no tiene preocupación por la distribución del ingreso y la 

riqueza. Para esta escuela, las desigualdades son naturales, ocasionadas por el 

triunfo de los más aptos y el fracaso de los perdedores. Por ello es que las políticas 

sociales que dispone el neoliberalismo se caracterizan por ser marginales y 

distributivamente neutras y sus programas sociales se concentran en la pobreza y 

en los grupos socialmente más vulnerables, no en la distribución del ingreso 

(Calvento, 2006). 

En los programas de ajuste del Consenso de Washington, la política social se limita 

a constituir una herramienta de gobernabilidad, necesaria para garantizar la 

legitimación de las reformas exigidas. Los programas sociales acordes a la política 

neoliberal se caracterizan por llevar a cabo distintas formas de transferencia 

monetaria a los pobres, basadas en una ética de compasión cristiana, no en una 

concepción de redistribución del ingreso. 

Neoliberalismo a la mexicana 

El antiguo modelo de desarrollo económico de México, orientado a la sustitución de 

importaciones con una fuerte inspiración en el paradigma del Estado de Bienestar y 
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en la escuela keynesiana, mostró graves signos de agotamiento en la década de 

los años setenta del siglo pasado. A punta de las crisis económicas ocurridas en los 

años 1976 y 1982, en las que distintos sectores de la economía resultaron 

fuertemente golpeados, se devaluó el peso y el gobierno entró en mora por la 

imposibilidad de pagar la deuda externa, las instituciones financieras impusieron sus 

condiciones para mantener las líneas de crédito al país (programas de ajuste les 

llamaron) y la élite empresarial y la gobernante se asimilaron al dogma neoliberal. 

Puesta en marcha por el Presidente Miguel de la Madrid, la política neoliberal en 

México se ha mantenido vigente desde entonces, independientemente de la 

alternancia política acontecida en la Presidencia de la República y en los gobiernos 

locales. Después de De la Madrid, Salinas de Gortari, Ernesto Zedillo, Vicente Fox, 

Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto se empeñaron por igual en profundizar la 

política neoliberal. 

Los planes económicos de De la Madrid buscaron reducir el déficit fiscal y controlar 

la inflación, para lo cual redujo el gasto público y paralizó la actividad económica, a 

la vez que mantuvo estancados los salarios, logrando un respiro en el pago de la 

deuda externa con su renegociación. Sin embargo, los planes de ajuste 

delamadridistas, el Programa Inmediato de Reordenación Económica (PIRE) de 

1982; el Plan de Aliento y Crecimiento (PAC) de 1986; y el Pacto de Solidaridad y 

Crecimiento (PSE) de 1987, pese a contar con la bendición del FMI y el Banco 

Mundial, resultaron infructuosos y la crisis económica se prolongó hasta 1987, etapa 

que terminó con el colapso del mercado petrolero. 
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El gobierno de De la Madrid llevó a cabo la privatización masiva de las empresas 

públicas, que pasaron de 1 mil 115 en 1982, a solo 617 en 1987. Por otro lado, se 

relajó el sistema proteccionista al liberar el 64% de las importaciones del requisito 

de permiso previo y reducir las tarifas de importación. Asimismo, se decidió el 

ingreso de México al GATT en 1985. 

Salinas de Gortari tomó posesión en diciembre de 1988 para continuar con los 

programas de estabilización y en ese año lanzó el Pacto para la Estabilidad y el 

Crecimiento Económico (PECE). En 1989 se adhirió al Plan Brady que lanzó el 

Tesoro de los Estados Unidos para apoyar la reducción de la deuda de los países 

más endeudados, por lo que demagógicamente el presidente pidió a los mexicanos 

que dijeran a sus hijos que “el problema de la deuda externa estaba resuelto”. En 

1990, siguiendo los dictados neoliberales, anunció la reprivatización de la banca y 

la decisión de México de negociar lo que sería el Tratado de Libre Comercio de 

América del Norte (TLCAN) con Estados Unidos y Canadá.  

La aplicación de la doctrina neoliberal revirtió el esquema proteccionista que prevalecía en 

México. Nuestro país se adhirió al GATT y firmó el Tratado de Libre Comercio de América 

del Norte (TLCAN), además de acuerdos comerciales con otros países.  

Se abrieron al capital extranjero sectores que hasta entonces estaban restringidos 

a mexicanos o al Estado, como la petroquímica y otros. La nueva Ley de Inversión 

Extranjera de 1993 prácticamente eliminó los límites de participación máxima de los 

extranjeros en las empresas, incluida la banca y las compañías de seguros. 

Entre los principales cambios del sexenio salinista se encuentran la reprivatización 

de la banca comercial, la de Telmex, Imevisión, la venta de compañías mineras, 

siderúrgicas, aeronáuticas, de ingenios azucareros, de las autopistas, etcétera. 
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Para fines de 1993 ya solo quedaban 257 empresas públicas, de las cuales 48 

estaban en proceso de desincorporación. 

A juicio de Enrique Cárdenas, la reforma al sistema de tenencia de la tierra es quizá 

el cambio estructural más trascendente del salinismo. Esta reforma consistió en una 

reforma al artículo 27 de la Constitución para permitir la venta de tierras ejidales a 

particulares (Cárdenas, 1996).  

Vale decir que estas reformas contaron con el apoyo de la entonces mayoritaria 

bancada del Partido Revolucionario Institucional (PRI) y de la representación 

legislativa del Partido Acción Nacional (PAN), así como con la férrea oposición de 

los legisladores representantes del Partido de la Revolución Democrática (PRD). 

Una de las prioridades del PECE era la lucha contra la inflación, por lo que el déficit 

público se eliminó hacia 1993 y la inflación, que en 1988 era de 51%, bajó al 8% en 

1993. Sin embargo, esta política produjo un debilitamiento del aparato productivo y 

una desaceleración de la actividad económica, además de la sobrevaluación del 

tipo de cambio. Pese al optimismo generado por los primeros resultados del nuevo 

modelo, el neoliberalismo salinista condujo al país al colapso económico conocido 

como “el error de diciembre”. La crisis de 1994-1995 quebró al sistema bancario, a 

cientos de miles de pequeños ahorradores y a millones de usuarios de la banca. 

El gobierno de Ernesto Zedillo creó el Fondo Bancario de Protección al Ahorro 

(FOBAPROA), que luego devino en Instituto de Protección al Ahorro Bancario 

(IPAB), institución que efectuó el “rescate bancario” adquiriendo las deudas 

impagables que se habían contraído con las instituciones de la banca privada y las 

de éstas con sus propios cuentahabientes. Los pasivos del FOBAPROA 
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ascendieron a 552 mil millones de dólares por concepto de cartera vencida, mismos 

que fueron canjeados por pagarés del Banco de México que aún hoy se siguen 

pagando con cargo al erario. 

Los gobiernos de Vicente Fox, Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto no hicieron 

más que mantener una línea de continuidad en la aplicación de la doctrina neoliberal 

en México. La reforma laboral y la que privatizó los fondos de pensiones de los 

trabajadores fue la aportación del gobierno calderonista, en tanto que en el sexenio 

de Peña Nieto se produjo la reforma energética privatizadora. La mayoría legislativa 

que posibilitó estas reformas, como las del sexenio salinista, estuvo formada por el 

PRI y el PAN, en tanto que, en cada caso, a los perredistas les correspondió el papel 

de opositores.  

En resumen, la implantación del neoliberalismo a la mexicana se puede evaluar de 

la siguiente manera:  

• La apertura comercial, tuvo efectos devastadores en el aparato productivo 

nacional que fue destrozado por la competencia internacional. Se trató de 

una desindustrialización que derivó en una especialización del tipo 

maquiladora con bajos salarios y con un bajo nivel de inversión y de 

transferencia de tecnología (Mariña, 2015). 

• La privatización de las empresas estatales, incluida la banca comercial, 

terminó en el desastre de los rescates bancarios y carreteros, los que 

importan una deuda gigantesca que se suma al lastre histórico de la deuda 

externa. Vale decir que, en un primer momento, la privatización posibilitó al 

gobierno empeñado en el dogma neoliberal el generar una amplia política de 
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asistencia social concretada en el Programa Nacional de Solidaridad 

(PRONASOL) y en otros como el entonces famoso de los Tortibonos. 

• La reforma que permitió la venta de las tierras ejidales o la asociación de los 

ejidos con empresarios tampoco ha mostrado sus efectos positivos. Lo más 

que se puede decir es que algunas empresas explotan una relativamente 

pequeña porción de tierras dedicadas a productos de exportación, pero en 

su conjunto, el campo mexicano está en el abandono y México se ha 

convertido en importador de alimentos, incluidos granos básicos como el 

maíz y el frijol. 

¿Abolición del neoliberalismo? 

El 17 de marzo de 2019, en el foro "Planeando juntos la transformación de México" 

en Palacio Nacional, el Presidente López Obrador hizo uno de sus primeras 

declaraciones referidas a un nuevo modelo posneoliberal. Dijo en su discurso: 

"…para nosotros ya se terminó con esa pesadilla que fue la política neoliberal, 

declaramos formalmente desde Palacio Nacional el fin de la política neoliberal, 

aparejada esa política o modelo neoliberal con su política económica, de pillaje, 

antipopular y entreguista. Quedan abolidas las dos cosas: el modelo neoliberal y su 

política económica de pillaje, antipopular y entreguista" (López Obrador, 2019).  

Dijo después que enumeraría los lineamientos para elaborar la que llamó la política 

posneoliberal, pero se limitó a enunciar algunos conceptos propios de un libro de 

texto nivel básico de la materia de Civismo: honradez y honestidad; no al gobierno 

rico con pueblo pobre; economía para el bienestar; el mercado no sustituye al 

Estado; por el bien de todos, primero los pobres; no dejar a nadie atrás, no dejar a 

nadie fuera; no hay paz sin justicia; no más migración por hambre o por violencia; 
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la democracia, que significa el poder del pueblo, el mandar obedeciendo; y ética, 

libertad y confianza. 

De los citados conceptos, si acaso el de economía para el bienestar y el que dice 

que el mercado no sustituye al Estado tienen una cierta connotación económica. El 

primero se refiere al momento keynesiano en el cual México llevó a cabo la política 

de sustitución de importaciones que, si bien mantuvo una elevada tasa de 

crecimiento económico, culminó con la larga crisis de la década de los setentas y 

con los mayores casos de corrupción gubernamental. 

El segundo implica una confusión conceptual pues, como hemos visto, la doctrina 

neoliberal no postula la desaparición del Estado en aras del mercado, sino que 

instrumentaliza y transforma al Estado nacional para que cree, apuntale y sostenga 

al mercado capitalista globalizado.  

Al formular el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 a fines de abril, mismo que 

fue aprobado por la mayoría morenista de la Cámara de Diputados sin moverle ni 

una sola coma,5 López Obrador perdió otra oportunidad de dotar de contenido a su 

 
5 Curiosamente, el Presidente López Obrador remitió legalmente a la Cámara de Diputados no uno, sino dos 
documentos denominados Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024. Ambos documentos muestran en 
conjunto un trabajo de elaboración inconcluso y poco serio. El primero, de 64 páginas, es el más alejado de 
las reglas técnicas y legales obligatorias, así como de los fines del proyecto nacional contenidos en la 
Constitución. Se limita a una arenga más en la idea de un discurso en la plaza pública que de un Plan.  
El segundo de tales documentos, de 227 páginas, muestra un acercamiento tímido al cumplimiento de los 
requisitos legales y metodológicos.  
La mayoría morenista de la Cámara de Diputados, atenta a la orden presidencial, aprobó el primero, el más 
deficiente (GP-PRD Cámara de Diputados, 2019). 
Este episodio, con tintes chuscos, culminó con la renuncia del Doctor Carlos Urzúa de la importante 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público del gobierno de López Obrador. Encargado por ley de formular el 
proyecto de PND, el exsecretario entregó en su momento el segundo documento, mismo que fue calificado 
de neoliberal por López Obrador y desechado en el proceso legislativo por la mayoría morenista, sin que 
mediara discusión alguna (Urzúa, El asunto del Plan Nacional de Desarrollo (II), 2019). 
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proclamada “abolición del neoliberalismo”, a su pretendido proyecto posneoliberal y 

a la llamada Cuarta Transformación. 

Aunque en su parte introductoria el PND 2019-2024 asume la crítica a la doctrina 

neoliberal aplicada en México, denunciando que el ciclo neoliberal no fue la 

superación ni la salida de las crisis finales del desarrollo estabilizador, sino su 

perpetuación y ahondamiento, y que el mayor desastre de este periodo de 36 años 

fue la destrucción del contrato social construido por los gobiernos 

posrevolucionarios y la incapacidad de remplazarlo por un nuevo pacto. 

En la Introducción del PND 2019-2024 se dice que éste marcará el fin de los 

planes neoliberales y debe distanciarse de ellos de manera clara y tajante, reivindica 

que el pueblo se unió y se organizó para enterrar el neoliberalismo y enuncia que el 

gobierno lopezobradorista tiene ante el mundo la responsabilidad de construir una 

propuesta posneoliberal y de convertirla en un modelo viable de desarrollo 

económico. Aunque se promete que el PND correspondiente al sexenio 2018-2024 

tendrá un carácter histórico, el documento en su conjunto queda a deber todas esas 

previsiones (Presidencia de la República, 2019). 

El PND de López Obrador es una larga arenga que elude la definición de, aunque 

sean, los contornos de la propuesta posneoliberal, esto pese a que, en forma 

presuntuosa, se adelanta que será un ejemplo para los pueblos del mundo. Frases 

hechas y un amasijo mal organizado y malhecho de ideas sueltas, entre las que se 

confunden supuestas políticas públicas con programas presupuestales anuales, 

ocupan el resto de las 64 cuartillas del documento. 

Cosa similar ocurre con el texto presentado como el nuevo libro de la autoría del 

Presidente, cuyo título es Hacia una economía moral (López Obrador, 2019). Al 
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respecto diremos, coincidiendo con el ex Secretario de Hacienda y Crédito Público, 

que dicho libro tiene muy poco de economía y muy poco de moral. En opinión del 

acreditado economista, se trata de una versión corregida y aumentada del 

manifiesto político que el Presidente logró que la Cámara de Diputados le aprobara 

como PND 2019-2024, notando en todo caso una corrección importante que 

consiste en que fue eliminada la aseveración de que la economía mexicana crecerá 

al 6 por ciento hacia el final de este sexenio, con un promedio de 4 por ciento anual 

a lo largo del mismo, propuesta fantasiosa que cayó por su propio peso. También 

anota Urzúa que se reitera un error al afirmar que no se gastará más dinero que el 

que entra a la Tesorería, pues la deuda ya se ha incrementado en 500 mil millones 

de dólares tan solo en el presente ejercicio fiscal. 

Además de lo anterior, el citado autor nos hace ver, sin cesar en su propia denuncia 

de la doctrina y la política neoliberal, una falla sustancial en el concepto del 

neoliberalismo que manifiesta el Presidente. López Obrador asigna la 

responsabilidad del crecimiento de la desigualdad a la política instaurada a partir de 

1982 y sobre todo durante la presidencia de Salinas de Gortari, porque los índices 

de mala distribución del ingreso se elevaron de 0.45 en 1984 a 0.52 en 1994. Pero 

Urzúa demuestra que la añoranza presidencial por el periodo de desarrollo 

estabilizador omite considerar que el índice de distribución del ingreso reportaba 

0.45 en 1958 y había llegado hasta el 0.56 en 1975, lo que indica que la distribución 

del ingreso en México era tan pésima antes del neoliberalismo como en la etapa 

neoliberal (Urzúa, 2019). 

En un error similar al detectado por Urzúa incurre López Obrador cuando identifica 

a la corrupción con el predominio neoliberal, el saqueo del erario y la riqueza 
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nacional, como si el régimen priista previo a 1982 hubiera estado exento de dichas 

conductas. El manejo patrimonialista del presupuesto público y de la partida secreta, 

los cochupos y las tranzas de todo tipo, caracterizaron a los gobiernos anteriores a 

la implantación del neoliberalismo a la mexicana y continuaron en los sexenios 

neoliberales con sus privatizaciones, FOBAPROA, rescate carretero, Estela de Luz, 

Casas Blancas y demás atracos. Por cierto, algunos de los beneficiarios de aquellas 

corruptelas despachan hoy en Palacio Nacional y en otras oficinas del gobierno 

pretendidamente posneoliberal, como Alfonso Romo y Manuel Bartlett, o son sus 

aliados como Elba Esther Gordillo, Salinas Pliego y demás integrantes del Consejo 

Asesor Empresarial del Presidente. 

Pero, bueno, el libro de López Obrador no trae nada acerca de la propuesta 

posneoliberal prometida, al igual que el PND que le aprobó el Congreso aplaudidor. 

Neoliberalismo populista 

La omisión presidencial referida en el apartado anterior no tiene su origen solo en 

su descuido o en su falta de pericia. La ausencia de definiciones sobre el pretendido 

proyecto posneoliberal de López Obrador se debe a que su formulación es una 

consigna demagógica, carente de contenido, pues su política no es sino una 

variación del neoliberalismo. Lo he denominado neoliberalismo populista 

(Hernández Estrada, 2019).  

Revisando los hechos recientes, así como el discurso de López Obrador dictado en 

el mes de marzo anterior, el PND 2019-2024 y su reciente libro, se puede ver 

que, en términos generales, el proyecto de la 4T se adscribe a lo que en México 

hemos sufrido como neoliberalismo.  
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El siguiente cuadro muestra un comparativo entre el decálogo del Consenso de 

Washington, más cinco puntos sugeridos por Carlos Urzúa, con respecto a las 

políticas del gobierno de López Obrador. Para el ex Secretario de Hacienda el 

gobierno de la 4T se apega en 12 de 15 puntos a la política neoliberal. En el caso 

de los tres restantes, a su juicio el Presidente jamás aceptaría públicamente el tercer 

mandamiento, se apartaría del octavo en referencia a los energéticos y respecto del 

noveno no se le conoce ninguna opinión (Urzúa, 2019). 

 Consenso de Washington y 5 puntos 
adicionales 

Política del gobierno de la 4T 

1 Disciplina fiscal que implica la reducción 
drástica del déficit presupuestario.  

Disciplina fiscal con repetidos recortes al 
presupuesto 

2 Disminución del gasto público, 
especialmente en la parte destinada al 
gasto social (salud, educación, servicios 
públicos). 

Recortes y subejercicios presupuestales 

3 Mejorar la recaudación impositiva sobre la 
base de la extensión de los impuestos 
indirectos, especialmente el IVA. 

Recaudación de ISR a la baja y esfuerzo 
recaudatorio basado en impuestos indirectos 
como el IVA y el IEPS. 

4 Liberalización del sistema financiero y de la 
tasa de interés. 

Se mantiene la liberalización del sistema 
financiero y la tasa de interés 

5 Mantenimiento de un tipo de cambio 
competitivo.  

Se mantiene un tipo de cambio competitivo 

6 Liberalización comercial externa, mediante 
la reducción de las tarifas arancelarias y 
abolición de trabas existentes a la 
importación.  

Urge el gobierno mexicano a sus 
contrapartes para la ratificación del TLCAN, 
rebautizado TMEC 

7 Otorgar amplias facilidades a las 
inversiones externas.  

Ofrece facilidades a la IED 

8 Realizar una enérgica política de 
privatizaciones de empresas públicas. 

No se plantea la reversión de ninguna 
privatización 

9 Cumplimiento estricto de la deuda 
externa. 

Se paga religiosamente la deuda externa y se 
negocian refinanciamientos para cumplir 
pagos 

10 Derecho a la propiedad, que debe ser 
garantizado, asegurado y ampliado por el 
sistema legal. 

La Ley de Extinción de Dominio y reformas 
fiscales otorgan atribuciones al gobierno para 
confiscar y rematar bienes sin que concluya 
el juicio respectivo 

11 Autonomía del Banco de México Compromiso expreso de respetar la 
autonomía del Banco de México 
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12 Libre flotación del peso Se mantiene la libre flotación del peso frente 
a las divisas extranjeras 

13 Metas inflacionarias para la política 
monetaria 

Se respeta la política monetaria del Banco de 
México ajustada al control de la inflación 

14 Libre asociación laboral Recientes reformas impulsan la libre 
asociación laboral como condición del TMEC 

15 Acuerdos de libre comercio con otros 
países además del TLCAN 

Se mantienen múltiples Tratados comerciales 
con otros países y se buscan más 

 

En opinión de quien esto escribe, son positivos para el neoliberalismo los tres puntos 

reservados por Urzúa, por las razones expuestas en la línea respectiva del cuadro 

comparativo. En cambio, pongo en duda el apego al décimo mandamiento, dada la 

amenaza a la propiedad privada que representan recientes reformas en materia 

fiscal y de extinción de dominio. 

De cualquier manera, según ambos criterios, la política económica del gobierno de 

López Obrador califica sobradamente como neoliberal. 

El Presidente destina grandes presupuestos a programas sociales de subsidios 

entregados directamente a los respectivos beneficiarios, política que identifica 

erróneamente como posneoliberal. De hecho, los funcionarios del gobierno federal 

y su intelectualidad orgánica pretenden presentar la política social de la 4T como 

demostración de que el suyo es un proyecto distinto del neoliberalismo. Pero la 

historia de la predominancia de la doctrina neoliberal en México desmiente tal aserto 

pues, como lo demostró el salinismo en su esplendor con el PRONASOL y los 

Tortibonos para los pobres, el populismo suele ser un complemento necesario y 

legitimador del proyecto neoliberal.  

Coincidimos con tal formulación con el gran maestro Pablo González Casanova, 

crítico del extractivismo que caracteriza la explotación de materias primas de los 

países subdesarrollados por parte de las potencias neoliberales, quien expresó su 
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sorpresa porque tanto en la restructuración del poder como en el ejercicio del 

gobierno de López Obrador, “cuando se les analiza en su conjunto y en sus partes, 

tienen más que ver con el neoliberalismo populista en sus explicaciones y en sus 

reformas o proyectos de reforma institucional, y que no es exagerado afirmar que 

estas reformas son neoliberales tanto cuando dan más importancia a la corrupción 

que al capitalismo como causa de la inmensa desigualdad, criminalidad y amenazas 

de ecocidio” (González Casanova, 2019). 

En un sentido similar, aunque variando en las voces, Octavio Rodríguez Araujo 

escribió: “Le he seguido dando vueltas —con recientes lecturas— a mis reflexiones 

sobre el gobierno actual. ¿Es o no un nuevo régimen?”. Rememora la denominación 

de liberalismo social que usó Salinas de Gortari para sustituir el nacionalismo 

revolucionario que supuestamente definía al PRI, describiéndolo como un 

liberalismo asistencialista que puso en marcha el PRONASOL. 

“El liberalismo asistencialista, al igual que el neoliberalismo asistencialista, tuvo y ha 

tenido —en donde se ha aplicado con ése u otro nombre— una intención política: 

cooptar apoyos tanto al gobierno como a su partido; esto es, propiciar el 

agradecimiento de todos los beneficiarios del programa al gobierno y a su partido… 

Por lo anterior y en mi perspectiva, propongo una hipótesis para el debate: no se está 

construyendo, pese al discurso en boga, un nuevo régimen político en México, sino 

una variante asistencialista del neoliberalismo” (Rodríguez Araujo, 2019). 

Coincidiendo con el maestro Pablo González Casanova y con Octavio Rodríguez 

Araujo, podemos afirmar que no hay tal proyecto posneoliberal y que la política 

económica de la llamada Cuarta Transformación es tan solo un neoliberalismo 

populista o asistencialista. 
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Otro mundo es posible 

Corresponde a las izquierdas y, señaladamente al PRD, la formulación y defensa 

de una alternativa verdaderamente posneoliberal al proyecto dominante. Si no se 

pretende que tal postura sea solamente testimonial, la alternativa debe hacerse 

cargo de que el neoliberalismo es a la vez un programa intelectual, político y 

económico que debe ser desentrañado y entendido en su complejidad y 

globalización, de modo que la alternativa o conjunto de proposiciones se asuman 

como parte de una política global altermundista que plantee nuevas formas de 

intercambio económico y comercial entre los países y las regiones, atendiendo las 

asimetrías del desarrollo, para hacer un mundo más justo, menos desigual. 

Es necesario replantear en la escena mundial el tema de la solución de la deuda 

externa de los países subdesarrollados, que representa una carga eterna que 

empeña su crecimiento y desarrollo, a la vez que se debe impulsar un esquema que 

administre los flujos financieros internacionales para incentivar la inversión 

productiva y mitigar la especulación. 

De igual forma, es preciso promover una mayor diversificación del intercambio 

económico y comercial con regiones y países, como una forma de mitigar la 

dependencia estructural de la economía nacional respecto de la estadounidense. 

En el plano nacional, se deberá postular la necesidad de revertir la 

desindustrialización y el abandono del campo, producidos por décadas de apertura 

comercial indiscriminada, mediante programas de fomento que asimilen la Cuarta 

Revolución Industrial, las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, 

que sean sostenibles medioambientalmente y promuevan la inversión privada, la 

social, la comunitaria y la cooperativa. 
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Parte esencial de este proyecto será la recuperación de las condiciones de trabajo 

y de vida de la población trabajadora en términos de empleo formal, mejora salarial, 

expansión de los servicios públicos y de la seguridad social, así como la 

recuperación del sistema de pensiones de los trabajadores. 

A contrapelo del decálogo neoliberal, el Estado debe emprender una reforma fiscal 

progresiva que le permita dinamizar el gasto público corriente y la inversión en 

infraestructura productiva, social y en comunicaciones. 

Tales son algunas de las líneas básicas de una propuesta auténticamente 

alternativa al neoliberalismo.  

TAMALIZA Y CAPITALISMO DE CUATES 

A despecho de los anuncios presidenciales de transformación del modelo 

económico, sigue instalado en el país el capitalismo de cuates, cuyas raíces se 

remontan a una añeja historia de corrupción gubernamental. Así lo evidencian la 

cena que el Presidente de la República ofreció el 12 de febrero de 2020 en Palacio 

Nacional a los más grandes empresarios del país, la instauración del llamado 

Consejo Asesor Empresarial pero, sobre todo, el que un 86% de las contrataciones 

del sector público se realicen burlando la ley que obliga a que se sujeten al resultado 

de la licitación pública. 

El concepto de capitalismo de cuates ha sido desarrollado por economistas de la 

talla del Premio Nobel de Economía, Joseph E. Stiglitz. El crony capitalism 

(capitalismo de amigos, capitalismo de cuates) al que éste y otros estudiosos se 

refirieren, da cuenta de prácticas que conceden ventajas indebidas a ciertos agentes 

económicos sobre los demás. No se trata de políticas públicas que creen 
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condiciones generales para atraer las inversiones, sino de acciones de 

influyentismo que vulneran la competencia económica en favor de empresas 

seleccionadas por el gobierno con criterios de amistad, complicidad o corrupción. 

Tales prácticas no son nuevas en México. Se remontan a la era posrevolucionaria, 

a la del modelo de sustitución de importaciones y están presentes en la etapa 

neoliberal. Las privatizaciones de empresas que eran de propiedad gubernamental 

en los años 80 y 90 se guiaron por esta premisa, originando monopolios privados 

protegidos durante décadas, como el del servicio telefónico, cuya propiedad quedó 

en manos de Carlos Slim. Durante el gobierno de Ernesto Zedillo, así se orientó la 

privatización de las carreteras y de la red ferroviaria. La alternancia no alteró tal 

práctica, pues es conocido el favoritismo con el que los gobiernos panistas 

entregaron la propiedad de Mexicana de Aviación al Grupo Posadas, entre otros 

negros antecedentes documentados en su tiempo por los medios de comunicación. 

No son la transparencia y una regulación clara sino la discrecionalidad, la que 

campea en esa práctica, que se caracteriza porque los empresarios cercanos a las 

autoridades reciben favores tan importantes que sedimentaron algunas de las 

fortunas más grandes del planeta.  

Los mismos empresarios favorecidos en los sexenios anteriores se enlistan entre 

quienes fueron convidados a cenar tamales de chipilín en Palacio Nacional. Sus 

más distinguidos representantes forman parte del llamado Consejo Asesor 

Empresarial, comenzando por el Jefe de la Oficina Presidencial, Alfonso Romo. Los 

dueños de Televisa y TV Azteca, Hank Rohn del Grupo Banorte, el dueño de Interjet 

Miguel Alemán, entre otros, constituyen el organismo que se reúne en privado con 
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el Presidente en Palacio Nacional (¿cómo era aquello de “separar el poder político 

del poder económico”?). 

A pesar de que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 dice expresamente que 

la lucha contra la corrupción iniciará con prohibir la adjudicación directa de los 

contratos del sector público, la práctica del capitalismo de cuates del gobierno de la 

4T está desbordada: el 86% de los contratos del gobierno se han hecho eludiendo 

la licitación pública.  

Efectivamente, una reciente investigación de Mexicanos Contra la Corrupción y la 

Impunidad da cuenta de que, en 2019, el 78% de los contratos del gobierno se hizo 

mediante adjudicación directa, en tanto que otro 8% se realizó mediante invitación 

restringida a empresas seleccionadas previamente por el mismo gobierno. A esto 

debe añadirse el que las contrataciones se han centralizado en la Ciudad de México, 

excluyendo a los contratistas locales en aras de los favorecidos por la cúpula 

gobernante. 

CINCELADA:  en lugar de lamentar el dolor de los deudos, la orfandad de sus hijos, 

el asesinato de Samir Flores, el Presidente se duele de que se afectó su fama. 

ULTRANEOLIBERALISMO DE AMLO 

Solo palabrerías para sus fieles seguidores son la “abolición” del neoliberalismo que 

reivindica el Presidente López Obrador y sus “aportaciones” a la teoría económica 

y al diccionario de rutilantes conceptos pues, en los hechos, su proyecto se ajusta 

al neoliberalismo populista, en tanto que las medidas ante la emergencia sanitaria 

y la crisis económica son una variante ultraneoliberal del mismo. 
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En días pasados (mayo de 2020), queriendo curarse en salud de la catástrofe que 

se avecina, dijo el Presidente que “en vez de crecimiento se debe hablar de 

desarrollo y, en vez de hablar del PIB, hablar de bienestar”. Tal descubrimiento de 

seguro fue posterior al Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 que él mismo 

presentó a la Cámara de Diputados, cuya mayoría aplaudidora le aprobó y que fue 

publicado el 12 de julio de 2019 en el Diario Oficial de la Federación. 

En su PND, López Obrador se refiere al PIB en dos ocasiones, la primera al 

pronosticar un incremento anual del 6% en el año final de su sexenio, con un 

promedio anual de 4%, y al anunciar el Programa para la Zona Norte del país. El 

crecimiento económico es reivindicado al menos en 20 ocasiones en el documento 

que se supone es la guía de las políticas públicas de su gobierno. 

Algunas de esas alusiones son las siguientes: detonar el crecimiento, mediocres 

tasas de crecimiento en el neoliberalismo, la corrupción y la inseguridad inhiben el 

crecimiento, retomamos el camino del crecimiento, impulsar el crecimiento sin 

atentar contra el medio ambiente, un promedio sexenal de 4% de crecimiento 

económico, una tasa de crecimiento de 6% para el año 2024. 

El Presidente debería aclarar si ha derogado su propio PND o si, como indican los 

hechos, simplemente incurrió en un juego de palabras que, como sus chistoretes y 

lugares comunes, pueblan sus cada vez más anticlimáticas comparecencias ante 

los medios de comunicación.  

En un artículo de mi autoría, publicado en mayo de 2019 en Big Bang 2.0, retomé 

la sugerencia del maestro Pablo González Casanova, quien había sugerido el 

término neoliberalismo populista para definir la política económica de López 
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Obrador. Con más amplitud, desarrollé esta idea en un ensayo publicado en enero 

de 2020. 

El 23 de abril de 2020 se publicó en el DOF el “DECRETO por el que se establecen 

las medidas de austeridad”, suscrito por el Presidente. Tal Decreto, motivado por la 

crisis de la epidemia de coronavirus y por la crisis económica que ha desatado, no 

se sale de la línea neoliberal. Si acaso, incorpora una variación que, muy al revés 

del discurso supuestamente izquierdista del Presidente y de sus aduladores, es en 

verdad ultraneoliberal. 

Efectivamente, si se hacen a un lado la fantasiosa creación de dos millones de 

empleos que decreta, así como los programas clientelares que redobla y que son la 

parte populista de su neoliberalismo, lo único que queda en dicha determinación 

son dos cosas: 1) recorte salarial a la burocracia y 2) más recorte presupuestal a 

las dependencias públicas. El Decreto adelgaza los sueldos de la burocracia en un 

25% y les arrebata el aguinaldo, así sea “voluntariamente”. También dispone la 

reducción del 75% de los gastos de servicios generales de las oficinas públicas. Tal 

reducción afectará la operación de las dependencias, pues las puede dejar sin 

teléfonos, agua, luz y consumibles, sin renta de inmuebles ni servicios profesionales 

y de limpieza y sin gasolina. Una y otra medida son de un radicalismo neoliberal 

propio de Margaret Tatcher, Ronald Reagan y Augusto Pinochet. 

CINCELADA: Los afanes reeleccionistas perdieron una batalla en la SCJN. Triunfo de 

los bajacalifornianos, del PRD y de Jaime Martínez Veloz. 
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LA “DEVOLUCIÓN” DE LOS TIEMPOS OFICIALES DE RADIO Y TV 

El presidente López Obrador apareció en unos 9 millones de spots trasmitidos por 

radio y televisión desde 2009, a partir de una reforma constitucional que garantizó 

el acceso de todos los partidos a los medios masivos de comunicación.6 Es 

paradójico que quien más se benefició de esta regla, ahora pretenda “devolver” los 

tiempos oficiales a los concesionarios privados, cual émulo de lo que en su 

momento hicieron Díaz Ordaz y Vicente Fox en esta materia.  

Además de cuestionar la ética de tal determinación (o la falta de ella), cabe 

preguntarse si jurídicamente es posible que el Presidente pueda hacer lo que él 

denomina “devolución” y, para responder esa interrogación, conviene tener 

presente cuáles son y cómo han evolucionado las normas jurídicas que regulan los 

mencionados tiempos oficiales.  

La trasmisión gratuita de los mensajes del Estado mexicano en la radio y la 

televisión abiertas es posible gracias a los tiempos de que éste dispone en las 

estaciones de radio y en los canales de televisión abierta. En su conjunto, dichos 

tiempos reciben la denominación genérica de tiempos oficiales y se componen de 

tiempo del Estado y de tiempos fiscales. 

Tiempos oficiales 

 
6 Me refiero a la reforma político-electoral de 2008. Los promocionales de radio y televisión trasmitidos con 

López Obrador a cuadro o en audio, son los adjudicados al PT y Convergencia en la elección intermedia de 
2009; los de la coalición PRD-PT-MC en su segunda campaña presidencial de 2012; los de Morena en 2015 y 
los de la coalición Juntos Haremos Historia en 2018. A estos se deben sumar los correspondientes a las 
elecciones locales de ese periodo, en los que también salió a cuadro. 
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La definición precisa de los conceptos de tiempos oficiales, tiempos de Estado y 

tiempos fiscales se encuentra en la Ley General de Comunicación Social, que en 

su artículo 4 define lo siguiente: 

• El tiempo del Estado son 30 minutos diarios gratuitos de transmisión de cada 

estación de radio y canal de televisión que todos los concesionarios, sean 

públicos o privados, están obligados a otorgar al Estado  

• El tiempo fiscal son los tiempos al aire en radio y televisión que recibe el 

Estado como pago en especie del impuesto sobre servicios expresamente 

declarados de interés público por la Ley, impuesto que aplica solo a los 

concesionarios de uso comercial. Actualmente son 35 minutos diarios para 

las estaciones de radio y 18 minutos en el caso de los canales de televisión 

• Los tiempos oficiales comprenden la suma del tiempo del Estado y el tiempo 

fiscal  

Para comprender de dónde salen los tiempos oficiales, conviene referir el artículo 

27 de la Constitución, que establece que corresponde a la Nación el dominio directo 

de todos los recursos naturales, entre otros, “el espacio situado sobre el territorio 

nacional”. El mismo artículo señala que el dominio de la Nación sobre los recursos 

nacionales es inalienable e imprescriptible y que la explotación de los mismos, 

incluido el espacio radioeléctrico por el que se realizan las trasmisiones de radio y 

televisión, requiere de concesiones reguladas por la ley.  

El artículo 41 constitucional, en su fracción III, estipula que el Instituto Nacional 

Electoral es la autoridad única para la administración del tiempo que corresponda al 

Estado en radio y televisión para fines electorales. Producto de la reforma político-
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electoral de 2008, esta regulación sentó la base constitucional de lo que entonces 

se denominó nuevo modelo de comunicación política.  

El texto constitucional fue regulado en detalle tanto en la Ley de Instituciones y 

Procedimientos Electorales como en la Ley General de Partidos Políticos, cuyos 

perfiles principales son: 

• El INE administra 48 minutos diarios de trasmisión de cada estación de radio 

y canal de televisión en el periodo que va desde inicio de las precampañas 

hasta la jornada electoral 

• Fuera de ese plazo, al INE le corresponderá administrar el 12 por ciento de 

los tiempos oficiales 

• Se prohíbe a los partidos políticos y candidatos el adquirir propaganda en 

radio y televisión, por sí mismos o por interpósita persona y bajo cualquier 

modalidad, garantizándoles el acceso mediante el uso de los tiempos 

oficiales 

Por otra parte, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en su artículo 

27, en correspondencia Ley General de Comunicación Social, asigna a la Secretaría 

de Gobernación la tarea de administrar los tiempos oficiales en radio y televisión, 

excepción hecha de los que corresponden al INE. 

En los reglamentos interiores de las distintas dependencias del gobierno federal se 

detallan los procedimientos para que las mismas empleen los tiempos oficiales en 

radio y televisión.  

Los tiempos del Estado 
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La Ley Federal de Radio y Televisión de 1960, misma que fue abrogada en el año 

2014, refería la razón y el concepto de los tiempos del Estado en las trasmisiones 

de la radio y la televisión. 

Decía el artículo 1 de esta Ley que corresponde a la Nación el dominio directo de 

su espacio territorial y, en consecuencia, del medio en que se propagan las ondas 

electromagnéticas, en tanto que el artículo 4 definían a la radio y la televisión como 

actividades de interés público. Asimismo, en el artículo 59 se prescribía la obligación 

de las estaciones de radio y televisión de efectuar trasmisiones gratuitas diarias, 

con duración de hasta 30 minutos, y que el Ejecutivo federal dispondría de las 

mismas. 

Luego de 5 décadas de vigencia, dicha Ley se abrogó el 14 de junio de 2014, fecha 

en que fue promulgada la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. En 

ésta se reitera lo que ya está en el artículo 27 de la Constitución en referencia al 

dominio inalienable e imprescriptible que la Nación tiene del territorio y el espacio 

nacionales, y se reivindica que la radiodifusión es un servicio público de interés 

general. 

En esta norma se retomaron parte de las disposiciones de la Ley abrogada, pues 

sus artículos 252 y 252 ordenan a los concesionarios de uso comercial, público y 

social que efectúen trasmisiones gratuitas diarias en cada estación y canal de 

programación de, al menos, 30 minutos continuos o discontinuos de duración, 

estableciendo que el incumplimiento de esta norma puede ser sancionado por la vía 

administrativa. 

Los tiempos fiscales 



Página 48 de 270 
 

En lo que hace a los tiempos fiscales, se deben revisar tres ordenamientos que son 

la Ley de 1968, el Acuerdo de 1969 y el Decreto de 2002. 

i) La Ley de 1968 

La Ley que establece, reforma y adiciona las disposiciones relativas a diversos 

impuestos fue promulgada el 31 de diciembre de 1968. Es una ley vigente en sus 

términos originales hasta la actualidad, dado que no ha sido reformada o abrogada 

por el Congreso de la Unión.  

El artículo 4 de la ley establece que la base gravable del impuesto será el monto 

total de los pagos en efectivo o en especie que reciban las empresas 

concesionarias. El artículo 5 dispone que el impuesto equivaldrá al 25% de la base 

gravable. 

Se trata de un impuesto directo que grava los ingresos, no la renta. Efectivamente, 

esta Ley toma como base gravable la totalidad de pagos que reciba cada 

concesionaria por la explotación comercial de la concesión, esto es, el total de los 

ingresos, sin deducir ni los gastos de producción ni los administrativos, aplicándose 

la tasa impositiva al ingreso total. 

Recordemos que el impuesto al ingreso es un tipo de impuesto que consiste en la 

aplicación de un porcentaje sobre la facturación de un negocio, independientemente 

de sus gastos y de su ganancia.7 

ii) El Acuerdo de 1969 

 
7 En 1960, el economista de origen húngaro Nicholas Kaldor (1906-1984) fue contratado por el gobierno 
mexicano para que realizara un estudio del sistema tributario. En su informe propuso una reforma fiscal 
integral que tenía como pieza central el “impuesto al ingreso”, cuyo objetivo era fortalecer al erario para 
posibilitar una mejor redistribución de la riqueza. Pese a que su recomendación fue rechazada, se retomó en 
lo que hace al impuesto especial a las concesionarias privadas de radio y televisión. 
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A solo seis meses de la vigencia del impuesto del 25% sobre los pagos, en julio de 

1969, el presidente Gustavo Díaz Ordaz concedió a las concesionarias privadas de 

radio y televisión una sustanciosa rebaja en el monto del impuesto, además de 

otorgarles facilidades para que pudiera optar por un peculiar pago en especie para 

cubrirlo. 

Efectivamente, el 1º de julio de 1969 se expidió el Acuerdo Presidencial que admite 

el 12.5% del tiempo diario de trasmisión de cada estación de radio y canal de 

televisión, como pago en especie del impuesto referido. Así surgió el llamado 

“tiempo fiscal”. El Punto Segundo del Acuerdo precisa que, con la puesta a 

disposición del tiempo de trasmisión mencionado, quedará cubierto íntegramente el 

impuesto del 25% sobre los pagos recibidos por las concesionarias. 

En el Punto Tercero se da fuerza a esta determinación pues se establece que, si 

algún concesionario incumple con proporcionar los tiempos de trasmisión, deberá 

pagar el impuesto en efectivo. 

Tanto el Punto Primero como el Tercero del Acuerdo toman a la Ley citada como 

base de la modalidad de pago del impuesto. 

iii) El Decreto de 2002 

El 10 de octubre de 2002, el presidente Vicente Fox publicó un nuevo Decreto que 

tomó prestada la estructura y fundamento del Acuerdo que en 1969 publicó Díaz 

Ordaz. Sin embargo, Fox introdujo importantes y sustanciales modificaciones. En el 

Punto Primero de su Decreto, el presidente panista sustituyó el 12.5% de la 

trasmisión diaria de cada estación de radio y canal de televisión, por 37 minutos de 

trasmisión por día, en el caso de las estaciones de radio, y por solo 18 minutos 

diarios en los canales de televisión. 
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Para dimensionar el regalo que, con cargo al patrimonio del Estado Fox hizo a las 

concesionarias privadas, se puede considerar un horario de las 6 am a las 24 horas, 

con lo que se tienen 18 horas de trasmisión al día. El 12.5% de ese tiempo son 2 

horas con 15 minutos, esto es, 135 minutos diarios, los cuales son el monto en 

tiempo de trasmisión que las concesionarias privadas deberían pagar como 

sustituto del impuesto legal. 

Fox regaló 100 de los 135 minutos en el caso de la radio y 117 minutos diarios en 

lo que respecta a la televisión. Tal fue el costo del “decretazo” foxista. Con todo, el 

impuesto original del 25% de los pagos mantuvo su vigencia. 

De rebaja en rebaja 

Una primera conclusión de este recuento es que no hay ni puede haber ninguna 

“devolución” de los tiempos oficiales en radio y televisión. El espacio radioeléctrico 

es de dominio original y directo de la Nación y, al otorgar concesiones, el Estado se 

reservó tiempos gratuitos de trasmisión, a la vez que estableció un impuesto 

especial. Ningún presidente, por más popular que sea, puede disponer de los 

tiempos oficiales como se pretende. 

Una segunda conclusión es que tal “devolución” no puede jurídicamente realizarse 

por decreto presidencial pues, como se ha demostrado, los tiempos oficiales están 

prescritos en la Constitución y en al menos 7 leyes federales y generales expedidas 

por el Congreso de la Unión. 

Por otro lado, queda claro con este recuento que las empresas concesionarias 

privadas de radio y televisión han sido favorecidas por gobiernos de distintos signos, 

los que les permitieron el pago en especie del impuesto especial y decretaron 

rebajas en el curso de esta historia.  
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Igual camino pretende el presidente López Obrador, pero con agravantes. Si Díaz 

Ordaz y Fox afectaron el patrimonio público al decretar rebajas del tiempo fiscal, el 

anuncio de quien encabeza la “cuarta transformación” amenaza de plano con 

desaparecer los tiempos oficiales en radio y televisión. Pareciera que el cuarto poder 

no es la prensa en general, sino el duopolio televisivo y las nuevas cadenas de radio 

y televisión, ante quienes se rinde López Obrador.  

De paso, el Presidente pretende cerrar el acceso de los partidos y candidatos de 

oposición a los medios masivos de comunicación, con el objeto de monopolizar la 

comunicación política. 

Aún en su versión limitada al tiempo fiscal y solo en la parte que corresponde al 

Poder Ejecutivo, la llamada “devolución” es claramente inconstitucional. Constituiría 

además un regalo doble a los concesionarios de radio y televisión pues, como lo 

explicó el propio Presidente, éstos podrán comercializar los tiempos oficiales.8 En 

tanto, el gobierno deberá en adelante contratar tiempos y pagar cada uno de los 

promocionales de sus campañas institucionales en materia de salud, educación, 

protección civil, el pago de impuestos y la promoción turística, entre otras. 

EL SALINISMO DE LÓPEZ OBRADOR 

Etcétera, 23 de enero de 2021 

La reforma a la Ley de Banco de México, aprobada por Morena en el Senado de la 

República, evidenció que el Presidente de la República es salinista. Sí, salinista, al 

menos en lo que se refiere a su favoritismo por el empresario Ricardo Salinas Pliego, 

el dueño de TV Azteca y Banco Azteca quien, hay que recordar, se volvió magnate 

 
8 Así lo declaró en su conferencia de prensa del 3 de abril de 2020, como consta en la versión estenográfica 
de la misma. 
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en los años 90 a partir las privatizaciones neoliberales de Salinas de Gortari (con el 

favor presidencial y el dinero que le prestó Raúl Salinas de Gortari). La iniciativa fue 

aprobada por el Senado el 9 de diciembre anterior y turnada a la Cámara de 

Diputados, en donde se empantanó, pero la evidencia del salinismo 

lopezobradorista permanece aún y con las señales de naufragio que amenazan tal 

reforma. 

Presentada por el senador Ricardo Monreal, previa indicación y/o visto bueno del 

inquilino de Palacio Nacional, la exposición de motivos de la iniciativa postula el 

beneficio para los paisanos que trabajan en Estados Unidos, envían remesas a sus 

familias y viajan de este lado de la frontera para gastar sus dólares en comercios y 

servicios turísticos nacionales. Sin embargo, se ha demostrado que el 99% de las 

remesas llegan a México mediante transferencias bancarias y no en efectivo, como 

la iniciativa mañosamente sugiere. 

Lo cierto es que en la iniciativa propuesta los paisanos quedaron en el olvido, pues 

cada una de sus frases tiene una dedicatoria particular. Con el marco legal hoy 

vigente, los bancos que operan en México y captan dólares los repatrían a Estados 

Unidos mediante contratos de corresponsalía con bancos de aquel país; los bancos 

estadounidenses les intercambian los dólares en valores con los que pueden operar 

y se hacen cargo de los controles contra el lavado de dinero, conforme a las leyes 

del país vecino. 

Pero sucede que hay un banco que se ha visto imposibilitado de realizar ese tipo de 

operaciones y es precisamente el Banco Azteca. Este tenía contrato de 

corresponsalía, con el Lone Star National Bank, pero el acuerdo se suprimió luego 

de que la agencia antilavado de Estados Unidos (Fincen) detectó riesgos de lavado 
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de dinero y operaciones irregulares. Es por ello que, desde entonces, el Banco 

Azteca se ve en la necesidad de canjear los dólares que capta en los centros 

cambiarios nacionales, percibiendo por ellos un pago más barato que si los 

repatriara.  

La reforma, que por instrucciones de López Obrador aprobaron los senadores de 

Morena, se aboca a resolver ese problema exclusivamente, ya que propone que el 

Banco de México tenga la obligación de aceptar los dólares que la banca privada 

no pueda repatriar a su país de origen. Pero ésta norma violaría la autonomía de 

esta institución y pondría a las reservas internacionales de México en el grave riesgo 

de convertirse en un gigantesco mecanismo del lavado de dinero de procedencia 

ilícita. Con justa razón, tanto especialistas como las autoridades del banco central 

se han opuesto a esta reforma, cuyos impulsores ahora trastabillan en su 

consumación.  

Añadiendo este intento a la larga lista de adjudicaciones directas por miles de 

millones de pesos con las que el gobierno de la 4T ha favorecido al emporio 

salinista, hasta intelectuales identificados con el lopezobradorismo como Jorge 

Zepeda Patterson han cuestionado: ¿qué le debe López Obrador a Salinas Pliego? 

Interrogación a la que se puede añadir: ¿o será que algo le sabe? 

CINCELADA: La mitad de lo que se dice en las “mañaneras” son falsedades. El otro 

50% son hipótesis de muy dudosa comprobación. 

EL GOBIERNO MIENTE CON “PRIMERO LOS POBRES” 

Mucha gente se ha creído el cuento, repetido miles de veces, de que el gobierno 

actual se distingue de los anteriores porque practica una opción preferencial por los 
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pobres, que ésta es su preocupación central y que sacrifica otros gastos para 

llevarla a cabo. La reiteración de esta falacia se adorna con frases que terminarán 

en el museo de la demagogia, como aquellas de “primero los pobres”, “ya no me 

pertenezco”, “amor con amor se paga” y otras que derraman sentimentalismo del 

más barato. 

En un ensayo publicado recientemente en la revista nexos, Máximo Ernesto 

Jaramillo-Molina desentraña los mitos de la política social cuatroteísta y la confronta 

con datos duros. Este ejercicio de análisis devasta los cimientos de lo que no es 

sino simulación y grandilocuencia repetidas con exceso.  

En primer lugar, Jaramillo-Molina analiza el gasto gubernamental dedicado a la 

política social entre los años 2010 al 2021, incluyendo programas y acciones 

federales con reglas de operación, otros subsidios, prestación de servicios y 

provisión de bienes públicos. Con base en datos oficiales, demuestra que el gasto 

en programas sociales del gobierno de la 4T es un 8% menor que su máximo 

histórico, el cual corresponde al año 2015, es decir, al tercer año del sexenio de 

Enrique Peña Nieto. Aquello de que “nunca se había destinado tanto presupuesto a 

los programas sociales” es una falsedad que engaña a los seguidores de López 

Obrador pero que también trae confundidos a algunos de sus opositores, quienes 

no atinan a revisar las cifras. 

En segundo lugar, el especialista da cuenta de que, mientras otros países 

incrementaron su gasto social para apoyar a sus habitantes, México no lo hizo. Esto 

desmiente a López Obrador, quien afirma que atendió los dañinos efectos de la 

crisis del Covid-19 con sus programas sociales, lo que reiteró en el “mensaje a la 

Nación” que dictó apenas el pasado primero de diciembre. Para mitigar los estragos 
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sociales de la crisis pandémica, Francia incrementó el gasto social en 6.8 puntos de 

su Producto Interno Bruto (PIB), Chile en 7.3 puntos, Brasil 7.6, Reino Unido 8.7 y 

Estados Unidos agregó 22 puntos del PIB, mientras que en México prácticamente 

se gastó lo mismo que antes de la pandemia en ese rubro: en lugar de aumentar los 

montos de los programas sociales y su cobertura, la 4T dejó a su suerte a decenas 

de miles de empresas que quebraron y a los trabajadores que perdieron el empleo. 

Jaramillo-Molina revisó una tercera idea, consistente en que la política social de la 

4T entrega apoyos a tantos hogares como nunca antes. En uno de sus tantos 

“informes” el presidente afirmó el 5 de abril de 2020 que los programas sociales del 

gobierno llegaban al 50% de todos los hogares de México, pero los censos del 

INEGI muestran que su cobertura era de solo 28% el año pasado y de 30% para el 

2021.  

Asociada a la anterior, tenemos la afirmación presidencial de que el 95% de los 

hogares más pobres reciben apoyos del gobierno, lo que se devela como una 

mentira más de la política social obradorista. El investigador, quien es doctor en 

Ciencias por el Colegio de México, desnuda este cuarto mito cuando hace ver que, 

en 2016, con el 61%, se alcanzó la mayor cobertura de los programas sociales en 

los hogares con menores ingresos. En el año 2020, ya en la actual administración, 

los apoyos solo alcanzaban al 35% de los hogares más pobres, lo que también 

quiere decir que actualmente la mayoría de los apoyos terminan en los hogares de 

la clase media y en los hogares más ricos.  

En otros textos he señalado que una buena parte (casi medio billón de pesos 

anuales) del gasto social del gobierno de la 4T se canaliza a través de una estructura 

de operación político-electoral creada y encabezada por López Obrador. La forma 
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de operar los programas sociales explica buena parte de los defectos encontrados 

por Jaramillo-Molina en su estudio, pues la estructura de los llamados Servidores 

de la Nación atiende, no a las zonas de alta marginación social, sino a los distritos 

y secciones electorales y su plan está focalizado para atender a la clientela electoral 

y no a los hogares de menores ingresos. El objetivo de esta operación 

gubernamental no es el impulso del desarrollo social en beneficio de las personas 

en condiciones de pobreza, sino el logro de las metas electorales del proyecto 

transexenal del inquilino de Palacio Nacional. 

Las cifras que nos muestra el estudio que aquí comentamos son contundentes: la 

política social de López Obrador es la continuidad de la que se siguió en gobiernos 

anteriores, su apego al dogma neoliberalismo se expresó en su negativa a 

incrementar el gasto social durante la emergencia sanitaria. El populismo se localiza 

más en el discurso y en la narrativa, porque los hechos demuestran que “primero 

los pobres” es más una frase demagógica que una práctica gubernamental. 

CINCELADA: Los recolectores para la revocación de mandato se aburren como una 

ostra, pero los “vividores de la nación” obligan a firmar a los beneficiarios de los 

programas sociales. 

UN SEGUNDO CONFLICTO DE INTERÉS (GRUPO VIDANTA) 

El propio José Ramón López Beltrán reveló que su empleador en los Estados 

Unidos es una empresa que forma parte del Grupo Vidanta. Eso lo confirmó el 

inquilino de Palacio Nacional y padre de aquél. Pero resulta que el capitalismo de 

cuates, política practicada por el gobierno de la autodenominada 4T, incluye a este 
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grupo empresarial: su dueño forma parte del Consejo Asesor Empresarial de Andrés 

Manuel López Obrador. 

Primero, la investigación de Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad que 

difundió Latinus y replicaron Aristegui Noticias y otros medios, dio cuenta de que 

López Beltrán ocupó en Houston, Texas, la mansión propiedad de un directivo de 

Baker Hugues, empresa petrolera estadounidense que ha recibido del gobierno de 

López Obrador contratos por cientos de millones de dólares. En lugar de aclarar 

este primer conflicto de interés, López Obrador hizo una campaña de ataques contra 

los periodistas Carmen Aristegui, Carlos Loret y contra todo aquél que difundiera u 

opinara sobre la Mansión del Bienestar o Casa Gris.  

Pasaron más de dos semanas en las que guardó silencio, hasta que el vástago 

presidencial intentó salir al paso de los cuestionamientos e informó que se dedica a 

la abogacía empleado por una empresa con sede en aquella ciudad texana. Pero, 

por querer tapar un hoyo, el Presidente de la República y su hijo destaparon otro, 

pues ellos mismos dieron a conocer un segundo conflicto de interés.  

Resulta que dicha empresa es propiedad de la familia del empresario Daniel Chávez 

Morán, dueño del Grupo Vidanta, cuyas empresas se dedican principalmente a la 

hotelería y bienes raíces. Como lo ha declarado el propio empresario, este grupo 

obtuvo importantes concesiones, permisos y autorizaciones de los gobiernos de 

anteriores sexenios y la actual administración las ha actualizado y ampliado a través 

de las Secretarías de Turismo (Sectur), de Medio Ambiente (Semarnat) y la 

Comisión Nacional del Agua (Conagua). Un reporte detallado al respecto lo dio a 

conocer un oportuno reportaje de Marco Muedano del portal La Silla Rota 

(15/02/2022). 
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Tales actualizaciones y ampliaciones permiten la construcción, ampliación y 

funcionamiento de complejos turísticos en zonas naturales protegidas, concesiones 

para la extracción de mantos acuíferos para el riego de campos de golf, el uso 

exclusivo de playas en Puerto Vallarta, Puerto Peñasco y Acapulco (virtuales 

privatizaciones) y hasta un proyecto relacionado con el Aeropuerto Internacional de 

Mar de Cortés. 

Debido a que salió a colación el cargo de supervisor de la obra del Tren Maya que 

el empresario mencionado ostenta, el presidente se apresuró a aclarar que dicha 

encomienda la desempeña en forma honorífica, sin cobrar sueldo. Pero omitió decir 

que el empresario tiene intereses en la región, particularmente en la Riviera Maya 

de Quintana Roo, en donde cuenta con hoteles y resorts, campos de golf y 

desarrollos residenciales, todos ellos ubicados (casualmente) en las inmediaciones 

del recorrido de la vía férrea en construcción. 

La ley vigente en México define al conflicto de interés como la posible afectación del 

desempeño imparcial y objetivo de los servidores públicos debido a intereses 

personales, familiares o de negocios. El artículo 7 de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas obliga a los servidores públicos a evitar y dar 

cuenta de los intereses que puedan entrar en conflicto con sus facultades y 

obligaciones, en tanto que el artículo 31 estipula que las dependencias 

gubernamentales y sus Órganos Internos de Control verificarán la situación o 

posible actualización de algún Conflicto de Interés. El artículo 58 tipifica esta 

conducta como falta administrativa. 

La revelación del empleo del hijo del presidente incorporó a la escena un segundo 

conflicto de interés de la familia presidencial. Al que se detectó con la Mansión del 
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Bienestar se sumó el que implica la relación laboral de López Beltrán con uno de 

los empresarios más cercanos al Presidente de la República. El gobierno está 

obligado legalmente a investigar estos casos, hacer las aclaraciones que procedan 

y, en su caso, sancionar dicha falta. 

CINCELADA: Traidor a la patria es quien viola reincidente y retadoramente la 

Constitución que juró cumplir y hacer cumplir, así como quienes le aplauden.  

4T: CONTRATOS PARA LOS CUATES 

La revisión que hizo la Auditoría Superior de la Federación (ASF) de la Cuenta 

Pública 2020 demuestra que fracasó la lucha contra la corrupción prometida por 

Andrés Manuel López Obrador y que, en materia de contratación pública, éste 

contravino su deber de cumplir y hacer cumplir la Constitución. En abierta violación 

a la Carta Magna, el 88% de los contratos que su gobierno firmó en 2020 fueron 

otorgados sin licitación pública. Los recursos del erario implicados en esta conducta 

irregular equivalen a casi el 60% del monto total erogado en contrataciones públicas 

durante ese año. 

El texto del artículo 134 constitucional ordena que los recursos públicos se 

administren “con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para 

satisfacer los objetivos a los que estén destinados”. También, que “las 

adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación 

de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra que realicen (las 

dependencias gubernamentales), se adjudicarán o llevarán a cabo a través de 

licitaciones públicas… para que libremente se presenten proposiciones solventes 

en sobre cerrado, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al Estado las 
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mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, 

oportunidad y demás circunstancias pertinentes”. 

El reporte 1508-GB de la ASF, titulado “Evaluación a la política de compras 

públicas”, deja muy mal parado el discurso de austeridad republicana y de lucha 

contra la corrupción con el que se llena la boca el gobierno de la mal llamada cuarta 

transformación. Según la información oficial, durante el año 2020 el gobierno 

suscribió 157 mil 786 contratos en total, de los cuales solo 18 mil 610 (el 12%) se 

sujetaron al procedimiento de licitación pública, en contravención a lo que 

expresamente manda el texto constitucional. En cambio, el 88% (equivalente a 134 

mil 385 contratos) se otorgó mediante procedimientos distintos que permiten la 

confabulación de servidores públicos y contratistas para que éstos sean 

seleccionados a cambio de favores o de pagos ilegales.  

Tal práctica no se justifica por el hecho de que la Ley de Adquisiciones incluya los 

mecanismos de adjudicación directa e invitación restringida para el otorgamiento de 

contratos, pues la misma ley les da un carácter excepcional y los sujeta a causales 

que deben ser plenamente comprobadas en cada caso. Contrario a ello, el gobierno 

que proclama que “se acabó la corrupción” y agita repetidamente un anticlimático 

pañuelo blanco, otorgó mediante la adjudicación directa casi el 80% de los contratos 

a sus amigos, protegidos y aliados, y otro 8% utilizando la invitación restringida u 

otros mecanismos igualmente opacos. El monto de dinero implicado en estas 

irregulares contrataciones equivale al 59% del total de los recursos comprometidos 

por contratos públicos: 41% por adjudicación directa, 5% por invitación restringida y 

13% por otros procedimientos. 
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Es cierto que esta conducta no es nueva, pues era una práctica común de los 

gobiernos de “la etapa neoliberal”. Lo novedoso es que el gobierno de López 

Obrador continúe con el capitalismo de cuates en lugar de erradicarlo y que, encima, 

lo profundice. Una política anticorrupción eficaz debiera reducir la utilización de 

procedimientos distintos a la licitación pública, pero en este sexenio se incrementó 

su uso. El análisis de la evaluación que hizo la ASF aporta datos interesantes al 

respecto: mientras que en el año 2015 el gobierno de Enrique Peña Nieto firmó el 

84% de los contratos por mecanismos distintos a la licitación pública, el gobierno de 

la 4T elevó su porcentaje al 88% en el ejercicio 2020. Pudiera parecer poco un 

incremento de 4%, pero esa impresión se desvanece si se observan los montos de 

dinero implicados: en 2015, EPN erogó el 37% del monto total de las contrataciones 

gubernamentales por la vía de contratos sin licitación pública, en tanto que AMLO 

casi duplicó ese récord pues elevó el porcentaje, como se apuntó arriba, al 59% en 

el ejercicio 2020. Nada menos que 303 mil millones de pesos en contratos 

gubernamentales dedicados a cultivar el capitalismo de cuates, en abierto desacato 

a la Constitución. 

CINCELADA: Dos años de huelga en Notimex, dos años de arbitrariedad patronal y 

de esquirolaje del gobierno de la 4T, dos años de sufrimiento y resistencia de las y 

los trabajadores. 
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2. PRESIDENCIALISMO EXACERBADO 

UN CONGRESO APLAUDIDOR 

El Congreso de la Unión, con el Partido Morena como fuerza mayoritaria en ambas 

cámaras, no parece fiel a su carácter de depositario del Poder Legislativo, pues en 

sus primeros actos tiende a acomodar el marco jurídico a las decisiones que 

previamente ha tomado Andrés Manuel López Obrador. La fórmula parece ser: 

primero la ocurrencia o decisión del Presidente electo, luego la reforma para que la 

ley se ajuste a sus actos. 

Se pueden enumerar varios casos, pero aquí me limitaré a referir dos: la reforma a 

la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en lo que se refiere a los 

superdelegados, que fue dictaminada y puesta a consideración del pleno de la 

Cámara de Diputados el 13 de noviembre de 2018, y las reformas a la Constitución 

en materia de consulta popular, cuyo dictamen se está elaborando en el Senado 

para su pronta aprobación. 

Como se recordará, a fines de julio de 2018 el Presidente electo anunció que en su 

gobierno desaparecería a los delegados de las secretarías y las dependencias 

federales en los estados de la República y que, en su lugar, designaría a un solo 

superdelegado por cada entidad federativa. El pasado 21 de agosto, el presidente 

electo anunció la designación de Gabriel García Hernández como coordinador 

general de programas de desarrollo, a cargo de los superdelegados. Semanas 

antes, ya había dado a conocer la lista de quienes ocuparán tales cargos en cada 

entidad federativa, cuyos nombramientos, curiosamente, recayeron en legisladores 
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electos de Morena, en dirigentes de ese partido y en ex coordinadores de su 

campaña electoral.  

La iniciativa de reformas a la Ley Orgánica del gobierno federal, presentada por el 

coordinador de los diputados morenistas en San Lázaro, propuso con fidelidad y 

mansedumbre lo que López Obrador ya había decidido, hasta con nombres y 

apellidos, dos meses antes. El dictamen aprobado por la mayoría parlamentaria 

ratifica el esquema, a pesar de la inconstitucionalidad que se asoma en el mismo.  

Teóricamente, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal establece las 

reglas a las que el Poder Ejecutivo se debe ajustar en su integración y funciones, 

pero en la práctica, los legisladores actúan a la inversa: acomodan la ley a los 

designios previos del gobierno entrante. 

Este perfil de actuación se repite en la materia de la consulta popular. Algunos 

legisladores de Morena habían propuesto diversas iniciativas de reforma al artículo 

35 constitucional, pero vino la “consulta” sobre el nuevo aeropuerto que López 

Obrador que se realizó del 25 y el 28 de octubre del referido año, ajena totalmente 

a lo dispuesto en la norma vigente y que se alejó incluso de las reformas que el 

partido mayoritario había propuesto. 

Entonces, se emprendió la elaboración de un dictamen cuya finalidad central es 

legalizar a posteriori las “consultas” que han sido convocadas por el gobierno 

entrante, incluida la “consulta múltiple” anunciada para fines de este mes. Tal es el 

sentido del dictamen que se está realizando en las comisiones del Senado, aunque 

realmente es una incógnita si los senadores de la mayoría guinda serán capaces de 

hacer a un lado al propio Congreso de la Unión de la convocatoria de las consultas 

populares, eliminar la intervención de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
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la formulación de la pregunta sujeta a consulta y la del INE en su organización. El 

secreto del voto y la garantía de votar en las consultas populares también tendrían 

que ser violentados para que el texto constitucional se parezca a las “consultas” 

obradoristas. 

Dice nuestra Constitución que el Supremo Poder de la Federación se divide para su 

ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial y que el Poder Legislativo se deposita 

en el Congreso de la Unión. Al actuar de la manera referida, aparte de revivir los 

viejos tiempos del presidencialismo priísta, la mayoría parlamentaria que ostenta el 

partido Morena está desvalorizando la función de contrapeso y control que tiene el 

parlamento en un régimen democrático y pudiera rebajarlo al papel de compinche y 

aplaudidor de lo que diga el señor presidente. 

PRESIDENCIALISMO VS PODER LEGISLATIVO 

Una de las características del presidencialismo exacerbado de Andrés Manuel 

López Obrador, es su menosprecio por el Poder Legislativo. El ser un Presidente 

que fue electo con el 53% de los votos de la elección de 2018, con mayorías que le 

aplauden desde las cámaras y con altos niveles de popularidad, parece reforzar la 

soberbia que profundiza tal postura. 

Refiriéndose al hecho de que se han prolongado las negociaciones para la 

contrarreforma educativa entre el gobierno federal y la CNTE, López Obrador 

expuso una idea que puso en evidencia tal presidencialismo extremo. La externó en 

su discurso del 13 de abril de 2019 en el municipio de Hopelchén, Campeche. Cito 

a continuación un fragmento del boletín oficial, respetando la transcripción de la 

Coordinación General de Comunicación Social de la Presidencia: 
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“Nosotros vamos a estar dialogando con todos hasta que haya un acuerdo, pero si 

se tarda mucho y no hay ningún acuerdo, voy a sacar un decreto abrogando, 

quitando la mal llamada reforma educativa en tanto se aprueba la nueva reforma” 

(https://www.gob.mx/presidencia/archivo/prensa). 

Como se recordará, el 12 de diciembre del mismo año, el Presidente presentó la 

primara iniciativa de reforma de su mandato, que fue la de la contrarreforma de 

aquella reforma educativa de 2013 que quitó el control de las plazas magisteriales 

a las cúpulas sindicales. La iniciativa presidencial se centró en eliminar los 

exámenes de ingreso y permanencia al servicio docente, así como en suprimir el 

órgano autónomo encargado de los mismos, que es el Instituto Nacional de 

Evaluación Educativa (INEE). 

Para alcanzar los votos necesarios en la Cámara de Diputados y garantizar su 

aprobación en el Senado, el gobierno tuvo qué hacer concesiones a la oposición, 

mismas que se plasmaron en el dictamen aprobado el 27 de marzo por las 

comisiones dictaminadoras en San Lázaro. 

En este dictamen se incorporó como prioritario el derecho de la niñez a recibir 

educación, se mejoró sustancialmente el proyecto en términos de una auténtica 

reforma pedagógica y se corrigió el “error mecanográfico” que había suprimido la 

autonomía universitaria. Si bien se desvinculó la evaluación de los maestros de su 

permanencia en las aulas, ésta se incorporó al dictamen como mecánica de ingreso 

y de promoción a cargos directivos, así como parte de un sistema para mejorar la 

calidad de la educación. 

Las cúpulas del sindicalismo magisterial, tanto las del sindicato charro como las de 

su némesis disidente, rechazaron el contenido del dictamen. Uno de los puntos 

https://www.gob.mx/presidencia/archivo/prensa
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centrales de su repudio es la evaluación para el ingreso, pues quieren que los 

egresados de las escuelas normales obtengan automáticamente su plaza, sin 

examen alguno, lo que aplicaría también para el resto de las plazas, que quieren 

que vuelvan a ser administradas por el sindicato. Otro de los puntos que critican es 

la incorporación del concepto de calidad de la educación, pues lo entienden como 

una ofensa al trabajo de los maestros y como avanzadilla de la privatización. 

Tales disensos no se quedaron en palabras: contingentes magisteriales bloquearon 

los accesos de la sede de la Cámara de Diputados del 19 al 28 de marzo e 

impidieron que ésta sesionara durante dos semanas. Ante esta acción de fuerza, el 

Presidente recomendó a la Cámara que no sesionara y preguntó “¿Quieren estar 

ahí un mes?, pues ni modo” (conferencia de prensa presidencial del 21 de marzo 

de 2019). Es indebida la permisividad que, con indolencia, avala que un grupo 

suspenda el funcionamiento de la Cámara de Diputados.  

Además, lo cierto es que la Constitución mexicana no autoriza al Poder Ejecutivo a 

expedir decretos que abroguen ley alguna, mucho menos el texto de la propia 

Constitución. Ello contravendría palmariamente la división de poderes, puesto que 

la aprobación y la reforma de las leyes le corresponden al Poder Legislativo, no al 

Presidente.  

CINCELADA: Es Elektra la tienda de raya de la 4T. 

EL “GOLPE BLANDO” DE LA 4T 

Ante el declive de la popularidad del presidente López Obrador, muy ostensible en 

las redes sociales y con efectos menos perceptibles en las encuestas de opinión, 
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los estrategas del gobierno morenista han lanzado como reacción la denuncia de 

que está en marcha un supuesto golpe de Estado, al que llaman “golpe blando”. 

Aunque los intelectuales orgánicos del gobierno federal visten con arrestos teóricos 

tal invento, la historia política de nuestro país lo relaciona directamente con aquella 

estratagema que puso en marcha el entonces presidente Luis Echeverría Álvarez 

(LEA) hace 49 años, para justificar la represión gubernamental. Envuelta en 

demagogia populista y en un discurso tercermundista, la divisa de su política era 

“Yo o el fascismo”, aplicando mano dura a los movimientos sociales, a la juventud 

de izquierda y a la oposición de cualquier signo. Desde los tiempos en que era el 

Secretario de Gobernación del sátrapa Gustavo Díaz Ordaz, LEA inventó a un 

amenazante enemigo con el objeto de justificar crímenes de lesa humanidad que 

cometió: se trataba de la “conjura comunista internacional”. Por cierto, uno de los 

oradores oficiales de aquellos tiempos era el entonces joven político Porfirio Muñoz 

Ledo, 

Así, sucedieron el halconazo del 10 de junio de 1971; la actuación de la criminal 

Brigada Blanca, que tenía patente de corso para acabar con las guerrillas de 

izquierda y que fue el semillero de los jefes de los cárteles del crimen organizado 

que hoy padecemos; el golpe contra el Excélsior de Julio Scherer; el 

encarcelamiento, los despidos y desapariciones contra sindicalistas independientes, 

comunistas, estudiantes, profesores y campesinos, entre las muchas violaciones a 

los derechos humanos y a las libertades democráticas acaecidas durante la década 

de los 70 del siglo pasado. 

A despecho de lo que ocurre hoy en el mundo, y debido a que el lopezobradorismo 

pactó una alianza con las fuerzas armadas, John Ackerman y Carlos Mendoza dicen 
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que los golpes militares ya son obsoletos. Tanto el doctor en Derecho como el 

director del célebre Canal 6 de Julio, convertidos en publicistas del gobierno, 

intentan vanamente dar soporte teórico a la especulación que comparten y, para 

ello, recurren al politólogo estadounidense Gene Sharp, a quien atribuyen los cinco 

pasos del “golpe blando”: 1) Fase de ablandamiento: donde algunos medios intentan 

crear malestar y desesperanza social; 2) Deslegitimación: hecha mediante la 

difusión de comentarios contra el gobierno, mofas y noticias falsas; 3) 

Calentamiento en calles: donde se promocionan constantemente las 

manifestaciones de protesta; 4) Combinación de todas las formas de lucha: se crean 

rumores, se crea una falsa carestía, se acusa al gobierno de incompetente y se 

inician causas judiciales contra gobernantes; y 5) Fractura institucional: las causas 

judiciales prosperan, los medios apoyan y los gobiernos caen.  

En realidad, esta teoría descalifica a las libertades democráticas, pues a despecho 

de la misma, no son golpistas ni los comentarios críticos, las burlas al gobierno, ni 

las manifestaciones de protesta, como tampoco lo son el acusar a los gobernantes 

por su incompetencia o el interponer demandas judiciales contra las 

determinaciones de la autoridad. Es más, el listado atribuido al autor de “De la 

dictadura a la democracia” se puede identificar en gran medida con la resistencia 

pasiva practicada tanto por Gandhi para lograr la independencia de la India, como 

por Martin Luther King en la lucha por los derechos civiles de la población negra de 

los Estados Unidos. 

Al igual que Echeverría, el gobierno actual ha inventado a sus enemigos 

amenazantes. El propio presidente identificó a sus adversarios como 

conservadores, además de que los tachó de fifís, neoporfiristas, neoliberales, 
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reaccionarios, hipócritas, etc. Un gran abanico de fuerzas disímiles entra en esta 

ocurrente clasificación: científicos y técnicos, ambientalistas, gente de la cultura, 

madres afectadas por el recorte a las estancias infantiles, médicos residentes, 

economistas, pacientes desatendidos en las clínicas y hospitales, multitud de 

despedidos del gobierno federal; medios de comunicación, periodistas y articulistas 

críticos, además de aquellos que militan en la oposición de izquierda, centro o en la 

derecha. Para el presidente todos son conservadores y, para los intelectuales 

orgánicos de su gobierno, todos los disidentes son los actores del “golpe blando”.  

Preocupa la posible deriva de esta teoría porque, ¿qué se hace con los golpistas? 

Durante el mandato echeverrista a los sospechosos se les acusó del delito de 

disolución social, se les persiguió, encarceló y desapareció. Hemos de decir que, 

hasta el momento, la del “golpe blando” es una vil estratagema publicitaria que 

busca intimidar a la crítica y a la oposición, pero es un deber el informar a sus 

promotores que no lograrán tal intimidación. 

CINCELADA: Despilfarro es la nómina de 3,240 millones de pesos anuales que se 

gasta el gobierno en la campaña inconstitucional de los Servidores de la Nación. 

LOS ALCALDES Y LOS BORREGOS 

Lo más probable es que no recibirán ninguna respuesta positiva los presidentes 

municipales que han acudido al Palacio Legislativo de San Lázaro, en demanda de 

que en el Presupuesto 2020 se incluyan recursos para la infraestructura municipal. 

Son alcaldes de todos los estados de México, de todos los partidos políticos, que 

están ahogados por el centralismo fiscal y la falta de recursos federales para atender 

las necesidades de los habitantes de sus municipios. 

https://twitter.com/hashtag/ServidoresDeLaNación?src=hashtag_click
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El jueves 7 de noviembre de 2019 se reunieron alrededor de 450 alcaldes y 

alcaldesas en un auditorio de la Cámara de Diputados. Exigían ser recibidos por la 

Junta de Coordinación Política (JUCOPO), pero su presidente y líder de los 

diputados de Morena no los atendió; en un momento dado, salió corriendo. La 

mayoría de ellos, aunque agradecieron la presencia del diputado Alfonso Ramírez 

Cuéllar, presidente de la Comisión de Presupuesto, consideraron que sus discursos 

no responden, ni siquiera parcialmente, a sus demandas de recursos. 

Entre las intervenciones de los ediles llamó la atención la del alcalde de 

Tlahuelilpan, Hidalgo. Se recordará a este municipio afectado por la “guerra contra 

el huachicoleo” que decretó a principios de año el Presidente López Obrador, 

cuando la explosión de un ducto cobró la vida de 137 personas. Juan Pedro Cruz 

Frías, el alcalde emanado del partido Morena, se quejó por el incumplimiento del 

compromiso que el titular del Ejecutivo asumió aquél 18 de enero, consistente en 

apoyar a la población de ese lugar. El edil denunció que nunca lo ha recibido y que 

sus secretarios de Estado le contestaron, después de muchas insistencias: 

“Presidente, no tenemos presupuesto”. 

Dijo el alcalde hidalguense que acudió a la movilización de los presidentes 

municipales, y que levanta la voz, por el compromiso que siente con los vecinos de 

su municipio, quienes confiaron en él y le dieron el voto para ser electo en el cargo. 

“Es lamentable que veamos que, en este momento, y discúlpenme lo que voy a 

decir, que no haya una separación entre el Legislativo y el Ejecutivo, eso es lo que 

nos dejan ver a los Presidente Municipales de todo el país” dijo, refiriéndose a las 

negativas de los diputados para modificar el Presupuesto 2020 y resolver sus 

demandas. 
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Agudo en sus observaciones, continuó: “Hace uno días escuchaba yo a mi 

Presidente. Que se acabaron los acarreos. Ya no hay borregos y le hizo dos veces 

como borrego”. Se dirigió a todos los integrantes de la Cámara de Diputados: 

“Señores diputados, demuestren lo que dijo nuestro Presidente: ya no hay borregos. 

Porque si no, yo en lo particular pensaré que el mayor rebaño está aquí en el 

Legislativo”. En medio de la ovación, con las y los presidentes municipales 

aplaudiendo de pie su discurso, cerró: “Y no hace falta aclarar quién es su pastor”. 

Lo cierto es que los municipios no están en el proyecto de la Cuarta Transformación 

y por ello el mal trato con el que el gobierno federal atiende a las y los alcaldes, 

independientemente de su origen partidario. El PND 2019-2024 ni siquiera 

menciona al primer orden de gobierno ni al federalismo, mucho menos establece 

alguna política pública para su fortalecimiento. Los Presupuestos de Egresos de la 

Federación de este y del año próximo los consideran más bien una carga, un barril 

sin fondo por el que desaparecen cuantiosos recursos que, según la óptica del 

gobierno lopezobradorista, se aprovecharían mejor en los programas sociales del 

gobierno federal. 

CINCELADA: Al discutir el PEF 2020, la mayoría morenista de San Lázaro demostrará 

si la Cámara es un poder autónomo o si son borregos. 

PIEDRA EN LA CNDH 

Un verdadero reallity show del fraude electoral fue escenificado, en vivo y en directo, 

desde el Senado de la República. La ocasión fue la elección de la presidenta de la 

CNDH, su primer capítulo se transmitió el día 7 de noviembre de 2019 y el segundo 

el día 12 del mismo mes. 
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En la primera fecha, el Senado votó la terna de candidatos propuestos, con la 

presencia de 116 legisladores. El número de senadores presentes determinó que, 

aplicando el artículo 102 de la Constitución, se requerían de, al menos, 78 votos en 

favor de la candidata o candidato mejor votado para que resultara electo a tan 

importante encargo.  

La candidata recomendada por el Presidente de la República, Rosario Piedra Ibarra, 

obtuvo en la tercera ronda de votaciones solo 76 votos. La mayoría morenista y su 

coordinador Ricardo Monreal “arreglaron” el problema a la antigüita: hicieron 

perdedizos dos de los sufragios y redujeron a 114 el número total de los votos 

emitidos. Así, en forma fraudulenta, declararon que la candidata recomendada 

había cubierto más de la mayoría calificada requerida, pasando por alto que la 

Constitución se refiere al número de los senadores presentes, no al de la votación 

emitida. 

Algunos senadores de la mayoría morenista, particularmente el expanista 

recientemente converso a la 4T, Germán Martínez, arguyeron que la oposición no 

podía alegar fraude, porque una de sus legisladoras había estado ayudando a los 

escrutadores. Tal argumento, digno de alguna asamblea distrital de Morena, de 

esas que terminan a golpes y sillazos, o de alguna elección de la reina de la 

primavera, es insostenible porque la violación constitucional no se solventa por el 

hecho de que algún opositor dé por buena la maniobra o porque no se haya 

percatado de la misma. 

En el segundo capítulo, transmitido el día 12, la mayoría morenista rechazó todas 

las mociones para repetir la votación, incluida una de su propio coordinador, 

ratificando así el resultado de la votación fraudulenta y la violación a la Constitución. 
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Acto seguido, algunas de las senadoras de Morena que se habían apoderado de la 

tribuna se trenzaron con un solitario Gustavo Madero que pretendía protestar, y 

forzaron la toma de protesta de la así electa. Ésta, atónita, no fue capaz ni de 

levantar el brazo para hacer la juramentación, cosa que resolvió un atingente 

senador chiapaneco con pinta de guarura. Si la señora Piedra no fue capaz de rendir 

protesta por sí sola, mucho menos lo fue para actuar con dignidad y declinar el 

papelazo que se asignaron en la escenificación. 

Además, resulta que la señora Piedra ni siquiera era elegible al cargo. Siendo 

actualmente consejera nacional de su partido, resulta impedida por el artículo 9, 

fracción IV, de la Ley de la CNDH, que establece que no puede ser electo presidente 

de dicha Comisión quien ostente un cargo directivo partidario durante el año previo 

a su elección. Para mayor agravante, la señora Piedra mintió al respecto, bajo 

protesta de decir verdad, ante las comisiones del Senado que declararon su 

idoneidad. 

Como lo ha hecho ver Miguel Alfonso Meza, en el artículo que publicó en Animal 

Político el día 15 de noviembre de ese año, tal conducta pudiera constituir los delitos 

de falsedad en declaración ante autoridad distinta a la judicial y de falsificación de 

documentos, tipos penales que se sancionan con pena corporal. 

En opinión de Ricardo Raphael, expuesta en el artículo que publicó en el semanario 

Proceso del 17/11/2019, Rosario Piedra debería renunciar al cargo como única 

forma salvar a la institución, limpiar su imagen y resarcir la trayectoria de lucha de 

su familia. Estoy de acuerdo en que eso debería, pero no lo va a hacer. Junto al 

Presidente de la República, la señora Piedra concibe su acceso al cargo como parte 
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de un “cambio de régimen” que incluye, como una pieza determinante, el control 

presidencial de los órganos autónomos. 

CINCELADA: Respaldemos las acciones afirmativas a favor de los indígenas. 

Repudiemos que los Servidores de la Nación hagan clientelismo electoral con ellas. 

RUPTURA DE LA DEMOCRACIA (EL BONILLAZO) 

La “consulta patito” a que convocó la mayoría morenista del Congreso de Baja 

California transcurrió el domingo 13 de octubre de 2019, enmedio del desinterés de 

los electores del estado fronterizo. Según datos calculados por el consejero del INE 

Marco Antonio Baños (hasta la fecha no se han publicado los “resultados oficiales” 

de este bodrio), participaron unas 25 mil personas, de las que apenas 17 mil 500 

apoyaron el alargamiento del periodo gubernamental, es decir, solo el 0.6 por ciento 

de los casi 3 millones de electores de aquella entidad federativa. 

Pero la escuálida participación no importa para el gobernador electo, que da por 

buena su “consulta” como un respaldo a la intención de alargar su gobierno de 2 a 

5 años. Al mismo tiempo, con su respaldo al bonillazo, el partido Morena y el 

gobierno de López Obrador están dando un paso para romper la democracia en 

nuestro país. 

Carente de toda seriedad, ilegal por los cuatro costados, esa “consulta” no tiene 

valor jurídico alguno. No es representativa, no fue organizada por autoridades 

electorales autónomas, no cuenta con la vigilancia de los partidos políticos ni de los 

ciudadanos, pero para los bonillistas sus resultados son buenos. 

Jaime Bonilla y quienes lo respaldan, legisladores federales carentes de agenda, 

producto de una tómbola de azares infaustos, alcaldes recién electos que ya son 
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campeones en nepotismo, diputadillos locales sedientos de poder y de dinero, 

forman un conjunto de politiqueros de baja estofa. Pero no están solos, pues 

cuentan con el apoyo del gobierno federal y de la dirección nacional del partido 

Morena. 

El Presidente de la República es el primer obligado a velar por la vigencia de la 

Constitución, del régimen democrático y republicano, pero el fin de semana se 

atrevió a tuitear sobre una inexistente controversia en manos de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación y que “Antes eran dedazos y concertacesiones, aunque 

parece que ya se les olvidó a los conservadores.” 

O sea que, para que erradicar las nefastas concertacesiones, deja obrar a su 

pupilo… Lo cierto es que la omisión es acción: si en declaraciones públicas trata de 

ser elusivo, ambiguo, echándole la bolita a los jueces que abomina cuando no le 

son proclives, es porque en el fondo el presidente simpatiza con el plan golpista de 

Bonilla o, más bien, porque ese proyecto de burlar la democracia es el suyo. La 

única amnesia en relación a Baja California consiste en que López Obrador olvidó 

la democracia. 

Con más cinismo, la presidenta de Morena, Yeidckol Polevsky, aplaudió desde el 

mes de julio el golpe artero: “No es endeble jurídicamente, al contrario, (la reforma 

que alarga el periodo de gobierno) es muy fuerte. Todos los diputados la aprobaron, 

la gente lo reclama y lo que es una aberración es hacer una Gubernatura de dos 

años” – dijo. 

La trascendencia de este intento se proyecta a toda la República, puesto que implica 

una ruptura de la democracia y del orden constitucional. Lo que ocurre en el territorio 

bajacaliforniano dista de ser un asunto local, por lo que se deben reclamar 
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responsabilidades políticas al Presidente de la República, así como al partido 

Morena y a sus dirigentes nacionales, en su calidad de autores intelectuales o, al 

menos, como cómplices de este golpe antidemocrático. 

CINCELADA: Las asambleas distritales del partido Morena en el norte del país 

resultaron una mezcla de tango y narco-corridos. 

¿CUÁNTAS LEYES VIOLA EL DECRETAZO DE AMLO? 

El Acuerdo presidencial que el Diario Oficial de la Federación publicó el 22 de 

noviembre de 2021 ha sido denunciado por ser contrario a la Constitución. Las 

críticas al mismo se han centrado en la violación de los derechos de amparo y de la 

transparencia de la información gubernamental, pero, además de estas dos 

materias, el citado Acuerdo transgrede, al menos, ocho artículos constitucionales y 

23 leyes federales.  

El presidente justifica su Acuerdo en la lucha contra el tortuoso burocratismo, pero 

desconoce que con su expedición viola los derechos humanos, sociales, 

ambientales y de muchas otras materias. Para demostrar lo anterior, se puede ver 

en particular la Manifestación de Impacto Ambiental (MIA), que es uno de esos 

centenares de “aborrecibles trámites” que pretende eliminar de un plumazo. La MIA 

está a cargo de las autoridades ambientales y se necesita que éstas la dictaminen 

antes de que inicie cualquier obra de infraestructura pública. Requiere de 16 

requisitos entre los que destacan el estudio del sistema ambiental regional, de los 

impactos de la obra y del estudio de los riesgos para el ecosistema y los recursos 

naturales. Al no aplicarse este procedimiento, se elimina la prevención de 

afectaciones al ambiente, daños a la salud y a los recursos naturales, además de 

que se permitirán proyectos cuyos costos por la contaminación pueden ser mayores 
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a los beneficios generados, lo redundará en la reducción del capital ambiental del 

país y pondrá en riesgo su sustentabilidad para la actual y las futuras generaciones. 

El Acuerdo de Andrés Manuel López Obrador declara de interés público y seguridad 

nacional “la realización de proyectos y obras (de infraestructura) a cargo del 

Gobierno de México” de quince diferentes materias y, para colmo, abre un amplio 

abanico al añadir “todos aquellos que se consideren prioritarios y/o estratégicos 

para el desarrollo nacional”. En los artículos Segundo y Tercero, el presidente 

ordena a todas las dependencias de la Administración Pública Federal que otorguen 

de inmediato los dictámenes, permisos o licencias necesarias para iniciar esos 

proyectos u obras (cinco días a partir de la solicitud). 

De entrada, este Acuerdo viola los siguientes artículos constitucionales: el 2º 

(derecho de los pueblos indígenas a la opinión informada), el 6º (derecho a la 

información pública), los artículos 72 y 73 (facultades del Congreso de la Unión), el 

90 (competencias de las Secretarías de Estado), los artículos 103 y 107 (derecho 

de amparo), así como el artículo 134, que contiene los principios a que debe 

sujetarse la administración pública. 

Además de lo anterior, al cancelar arbitrariamente las tareas que las diversas 

dependencias gubernamentales deben cumplir antes de expedir dictámenes, 

permisos y licencias, López Obrador está ordenando a los funcionarios de su 

gobierno la transgresión de diversas leyes que regulan esos procedimientos. A 

resultas de la orden presidencial podrán resultar transgredidas al menos 23 leyes 

federales: la Ley de Amparo, las leyes Agraria, de Aguas Nacionales, Aduanera, de 

Aeropuertos, Caminos y Puentes Federales, la Ley de Equilibrio Ecológico, la de 

Desarrollo Rural Sustentable, Obras Públicas, Puertos; asimismo, las que regulan 
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a la administración pública federal (competencia de las distintas secretarías de 

Estado), Adquisiciones (regulación de los contratos gubernamentales), 

Transparencia, Planeación, la de Extinción de Dominio; las leyes de Expropiación, 

Fiscalización, Austeridad Republicana, Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 

Responsabilidad Ambiental, Mejora Regulatoria, la Ley Orgánica del Congreso 

General, así como la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 

Territorial y Desarrollo Urbano. 

Estos datos ilustran la afirmación que el maestro constitucionalista Elisur Arteaga 

escribió en Proceso: se trata de un auténtico golpe al Estado de Derecho. 

Cincelada: Muy bien que las y los perredistas transformen al partido en una 

organización de izquierda socialdemócrata, de hondas raíces y con una visión 

moderna y de futuro. 

EL REPLICANTE DE PALACIO NACIONAL 

El presidente Andrés Manuel López Obrador la hace de replicante desde Palacio 

Nacional. Durante tres semanas seguidas de febrero de 2022 se ha dedicado a 

atacar y descalificar a los periodistas y los medios que dieron a conocer la 

investigación periodística conocida como la Mansión del Bienestar o Casa Gris. El 

presidente y sus corifeos mienten cuando dicen que ejerce su derecho de réplica 

porque, en realidad, actúa contra la libertad de expresión y viola los derechos de la 

ciudadanía consagrados en la Constitución. 

Los aficionados al cine de ciencia ficción recordarán que los replicantes son 

máquinas cibernéticas tan parecidas a los humanos, que es difícil distinguirlas de 

éstos. En la película Blade Runner (dirigida por Ridley Scott en 1982) el detective 

Rick Deckard (Harrison Ford) descubre a los androides mediante interrogatorios y 
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sofisticados equipos que evalúan sus recuerdos y respuestas fisiológicas. 

Adaptación de la novela ¿Sueñan los androides con ovejas eléctricas? de Phillip K. 

Dick, la trama desarrolla la historia de los replicantes que se hacen pasar por 

humanos para destruir a la Humanidad.  

El inquilino de Palacio Nacional actúa como si fuera un replicante porque, mientras 

aparenta ser víctima de los poderes fácticos, él es quien abusa del poder, además 

de que su ofensiva está muy alejada de lo que es en verdad el derecho de réplica. 

El derecho de réplica fue una causa de la izquierda para la defensa de las personas 

frente a los excesos de los medios masivos de comunicación y del gobierno en 

turno. Quedó plasmado en el artículo 6º de la Constitución y en su Ley 

Reglamentaria, expedida el 4 de noviembre de 2015. Consiste en que toda persona 

tiene derecho a que sean publicadas o difundidas las aclaraciones respecto de 

información inexacta o falsa, cuya divulgación le haya causado un agravio ya sea 

político, económico, en su honor, vida privada y/o imagen. El artículo 3 de dicha Ley 

ampara como sujetos del derecho de réplica a las personas físicas y morales, a los 

partidos políticos, precandidatos y candidatos a puestos de elección popular y 

señala como sujetos obligados a los medios de comunicación, agencias de noticias, 

productores independientes y a cualquier otro emisor de información y de crítica 

periodística. Los artículos 21 y 36 al 41 señalan que los tribunales de la Federación 

son competentes para conocer y resolver las controversias que se susciten con 

motivo del derecho de réplica, así como para imponer sanciones a los sujetos 

obligados que incumplan con el mismo. La participación del gobierno en este rubro 

se limita a la obligación que la Ley le marca a la Secretaría de Hacienda y Crédito 
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Público para que ejecute las sanciones pecuniarias que ordenen los jueces (o sea, 

para el cobro de multas). 

Así es que, de conformidad con la ley, ni los servidores públicos ni las dependencias 

del gobierno son titulares del derecho de réplica. Si acaso tendrían que ser 

clasificados como sujetos obligados los canales de radio y televisión que son 

propiedad gubernamental y los directivos de estos (tal es el caso del IMER, los 

canales 11, 14, 21 y 22, así como TV Mexiquense y demás radiodifusoras de los 

gobiernos estatales).  

La lectura de la Ley demuestra que miente el Presidente cuando dice que ejerce el 

derecho de réplica. Pero suponiendo que su persona pudiera desdoblarse y que 

respecto del caso Mansión de Bienestar hubiese actuado como un ciudadano 

común, haciendo a un lado la investidura presidencial, aun así, omitió proceder 

como establece la Ley para ejercer ese derecho. El artículo 10 dicta dos 

posibilidades para quien quiere hacer una réplica: si se trata de un programa en 

vivo, la puede solicitar al medio de comunicación mientras transcurre la transmisión. 

Si no es una transmisión en vivo, sino pregrabada o impresa, la persona deberá 

presentar un escrito ante el sujeto obligado y tiene un plazo de hasta quince días 

hábiles para ello. Los artículos 11 y 16 establecen que el medio de comunicación 

(sujeto obligado) dispondrá hasta de tres días para emitir una respuesta al escrito 

del supuesto afectado y que la rectificación o respuesta tendrá que difundirse en el 

mismo formato y espacio en que se difundió la información replicada (en el caso de 

los medios impresos) o en un programa, horario y con características similares a la 

transmisión que la haya motivado, cuando se trate de radio y televisión. 
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Nada de esto hizo López Obrador en el caso de la Mansión del Bienestar. La forma 

en que procedió no es la que legalmente corresponde al derecho de réplica, pues 

no dirigió ningún escrito al medio de comunicación que difundió la información. No 

permitió que los medios de comunicación (en este caso, Latinus, Aristegui Noticias, 

Reforma y El Universal) respondieran su solicitud. Violó todas las formas y 

procedimientos previstos por la Ley de la materia. 

Al tiempo que se brincó las formas para hacerse justicia por propia mano, el inquilino 

de Palacio Nacional violó además la regulación del contenido del derecho de réplica 

y lo hizo en forma arbitraria y atrabiliaria. Vulneró lo que la Ley estipula en su artículo 

13, que dice que “el contenido de la réplica deberá limitarse a la información que la 

motiva y, en ningún caso, podrá comprender juicios de valor u opiniones, ni usarse 

para realizar ataques” personales. Lejos de ello, utilizó un largo catálogo de insultos 

contra los periodistas y los medios de comunicación (les dijo mercenarios, 

chayoteros, conservadores, golpistas, corruptos, prensa vendida, mafia del poder, 

etc.), además de que llamó traidora a Carmen Aristegui y violó la protección de los 

datos personales y el secreto fiscal en perjuicio de Carlos Loret. 

Igualmente, López Obrador violó otra regla del derecho de réplica: que ésta “no 

podrá exceder del tiempo o extensión del espacio que el sujeto obligado dedicó para 

difundir la información falsa o inexacta que genera un agravio”. Contrario a ello, 

utilizando indebidamente los recursos públicos del gobierno federal, ha dedicado 

quince de sus conferencias matutinas desde Palacio Nacional (más las que se 

acumulen) a denostar la información que juzga adversa a su proyecto político y 

atacar a los periodistas, internautas y a la ciudadanía en general que la reproduce 

y comenta. 
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Si en Blade Runner los androides replicantes simulan ser humanos, López Obrador 

finge que es un humilde ciudadano que resultó agraviado por información sesgada, 

cuando es en realidad un poderoso abusivo que ataca la libertad de expresión con 

tal de tapar sus conflictos de interés y los de su familia. 

VIOLADOR SERIAL DE LA CONSTITUCIÓN 

La frase “violador serial de la Constitución” con la que Lilly Téllez se refirió al 

presidente Andrés Manuel López Obrador, no es un señalamiento que carezca de 

sustento jurídico. Así lo muestran no solo denuncias en distintas materias, sino 

también sentencias que, emitidas por los tribunales competentes, señalan al 

gobierno que éste encabeza como responsable de reiteradas infracciones 

constitucionales.  

Sentencias de tribunales de diversas materias dan fundamento a esa aseveración: 

el gobierno obradorista burla en forma contumaz lo dictado por la Carta Magna.  

En amparos concedidos por juzgados de distrito quedó probada la violación al 

derecho a la protección de la salud, contenido en el artículo 4 de la Constitución, en 

perjuicio de niños con cáncer y pacientes con VIH, a quienes las autoridades 

federales no les proporcionan sus tratamientos, lo mismo que en los casos de 

menores que requieren de la vacuna contra el Covid-19, a quienes se les negó la 

inoculación. 

El gobierno de López Obrador violó los derechos colectivos de los pueblos y 

comunidades indígenas, especificados en el apartado A del artículo 

2 Constitucional, al construir el Tren Maya sin la opinión informada de éstas, como 

se ha demostrado en los diversos amparos que han conseguido.  
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La iniciativa de Reforma Eléctrica que hoy se discute se intentó primero por decreto: 

Rocío Nahle, la secretaria de Energía, expidió la “Política de Confiabilidad, 

Seguridad, Continuidad y Calidad” que fue declarada inconstitucional por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Controversia Constitucional 89/2020. 

La SCJN señaló que esos lineamientos violaron los artículos 25 y 27 

constitucionales al invadir las facultades de la Comisión Federal de Competencia 

Económica, violar el derecho de libre competencia y otorgar una "ventaja indebida" 

a la Comisión Federal de Electricidad, por lo que invalidó 22 de sus disposiciones. 

A estos tres antecedentes (desabasto de medicamentos, Tren Maya y política 

eléctrica) se deben sumar las violaciones constitucionales en otras materias como 

el Estado laico que, dispuesto en los artículos 24, 40 y 130 de la Constitución, es 

permanentemente burlado por el propio Presidente.  

Respecto a la materia electoral, se pueden mencionar, al menos, una decena de 

sentencias del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) que, 

aunque no imputan en su persona al presidente, sí señalan la responsabilidad 

directa de integrantes de su gabinete y a su primer círculo de colaboradores.  

En una apretada síntesis, se pueden mencionar los casos de uso indebido de 

recursos públicos con promoción personalizada de AMLO, llevada a cabo por los 

llamados “Servidores de la Nación”, la propaganda gubernamental disfrazada de 

“informes” de los 100 días de gobierno y el “AMLOFEST”, así como la realizada 

durante las campañas electorales de 2019. En el año 2020, la reincidencia de 

propaganda gubernamental en periodo prohibido, las cartas del IMSS con 

propaganda personalizada de AMLO a los beneficiarios de microcréditos, la 

utilización propagandística de la Campaña de Vacunación contra el Covid-19. Ya en 
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el año 2021, las conferencias mañaneras en las que López Obrador hizo abierto 

proselitismo electoral, así como el caso de su “Informe de los 100 días del Tercer 

Año de Gobierno” (así lo bautizó), realizado en plena campaña electoral federal. En 

todos estos casos, quedó probado que el gobierno de López Obrador incurrió en la 

violación a los artículos 41 y 134 de la Constitución. 

Infracciones consuetudinarias a los artículos 2, 4, 24, 25, 27, 40, 41, 130 y 134… 

¡vaya que se trata de un caso de violación serial de la Constitución! 

CINCELADA: Este recuento debería incluir el derecho de los trabajadores a la huelga, 

el que se viola desde hace dos años en Notimex, a despecho del artículo 123 

constitucional. 
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3. CONTRARREFORMA ELECTORAL 

REFORMA ELECTORAL Y CONTRARREFORMA 

Nuestro sistema electoral ha garantizado condiciones de equidad en las campañas 

electorales, la alternancia en todos los niveles, incluida la Presidencia de la 

República y, más que nada, la libertad y la efectividad del voto. Eso no quiere decir 

que no deba mejorarse, pero es conveniente distinguir esto de los ataques en su 

contra que provienen de posturas anti partido y falsamente apolíticas que son 

alentadas desde el poder.  

Tal actitud ha engendrado propuestas de contrarreforma planteadas por el partido 

Morena, acicaladas con supuestos afanes ahorrativos y un falso discurso sobre la 

democracia participativa. Entre ellas, podemos mencionar las siguientes: 

• Reducir o desaparecer los diputados plurinominales, proposición que atenta 

contra la representación de una sociedad cada vez más plural 

• Reducir el financiamiento público a los partidos, que en realidad está dirigida 

a dar ventaja al partido Morena en la contienda política con el uso indebido 

de los recursos públicos, como lo demuestra el caso “Servidores de la 

Nación” 

• Desaparecer el Consejo General del INE, eliminar los Organismos Públicos 

Locales Electorales (Oples), reducir el periodo de funciones de los 

magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 

iniciativas que buscar poner el control de los procesos electorales en manos 

del gobierno 
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• Entregar el padrón electoral a la Secretaría de Gobernación, proposición que 

junto con las anteriores constituye una involución de 30 años, a aquellos 

tiempos en los que el PRI-gobierno inflaba y rasuraba el padrón a 

conveniencia 

• Legislar la revocación del mandato para que se realice en el año 2021, con 

el único interés de usar la popularidad presidencial en favor de los candidatos 

del partido Morena en las elecciones de gobernadores, diputados y alcaldes 

que se realizarán ese año 

Desde un punto de vista democrático, tales iniciativas no debieran ser transitables 

para la oposición, ni deben ser consideradas como resultado de negociaciones en 

las que se intercambien por propuestas opositoras de cualquier materia, pues cada 

una representa un retroceso de lo que hay de democracia en el sistema electoral 

mexicano. 

En cambio, la oposición debiera poner sobre la mesa algunas propuestas tendentes 

a mejorar el sistema político electoral. A juicio de quien redacta estas cinceladas, 

son tres los rubros en los que la oposición debiera concentrarse: 

I. Implantar la urna electrónica, que reducirá el costo de las elecciones al 

economizar en el papel-seguridad que se emplea para imprimir cientos de 

millones de boletas electorales, lo mismo que en la selección y capacitación 

de una parte de los funcionarios de las mesas directivas de casilla. 

II. Eliminar la cláusula de sobrerrepresentación del 8% en la integración de la 

Cámara de Diputados, la cual ha permitido que la coalición del partido 

Morena tenga en esta legislatura el 62% de los diputados federales, cuando 

solo obtuvo el 44% de los votos en la elección legislativa de 2018. 
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III. Establecer la inelegibilidad de los superdelegados y los coordinadores 

regionales de los Servidores de la Nación, cuya campaña anticipadísima ha 

sido denunciada y demostrada. 

Estas tres propuestas sí irían en la dirección de economizar en el gasto en las 

elecciones, al tiempo que fortalecen el pluralismo y la equidad en la contienda 

electoral. 

CINCELADA: El alcalde morenista de Jaltenco, México, dio el Grito de Independencia 

portando una banda presidencial, cual personaje de La Ley de Herodes. 

REGRESO A SAN GARABATO DE LAS TUNAS 

Gran desilusión para quienes, con sinceridad, creyeron que la regeneración 

nacional que AMLO proclamaba era una transformación progresista y democrática, 

pues la verdadera intención del grupo en el poder es eternizar su dominio e 

implantar un monopolio político. A esa pretensión responde el contenido de la 

contrarreforma electoral presentada el 28 de abril de 2022 por el inquilino del Palacio 

Nacional. López Obrador quiere la regeneración, sí, pero la del sistema de partido 

de Estado que por décadas estancó la democracia en México y entronizó la 

violación del Estado de Derecho, la arbitrariedad y la corrupción.  

Algunas personas con sentido común ven similitudes entre el nuevo proyecto 

legislativo de la cuarta transformación y la película La Ley de Herodes (1999), 

dirigida por Luis Estrada. Particularmente, señalan las escenas en las que 

Varguitas, el alcalde de San Pedro de los Saguaros (Damián Alcázar), concentra 

los tres poderes del Estado en su persona y el Licenciado López (Pedro Armendáriz 

Jr.) lo felicita por “reformar” la Constitución a conveniencia. Pero se puede encontrar 
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una similitud más exacta al remontarse a la historieta Los Supermachos de Rius 

(editada entre 1965 y 1967).  

En San Garabato de las Tunas, Cuc., Don Perpetuo del Rosal es el eterno cacique 

y presidente municipal arbitrario, atrabiliario y abusivo. Él mismo organiza las 

elecciones y declara el reiterado triunfo del partidazo (el R.I.P.), manda su propia 

Guardia Nacional (El Lechuzo y Arsenio, los policías municipales), cuenta con el 

apoyo de los acaparadores y hacendados favorecidos Ticiano Truyé y Don Plutarco 

(una especie de Consejo Asesor Empresarial), y, claro, tiene el respaldo 

incondicional de “las fuerzas vivas” (el pueblo bueno). Como conciencia crítica de la 

situación, aparecen los protagonistas de la historieta, el boticario Lucas Estornino y 

Juan Calzonzin, el personaje central (hoy serían tildados como “oposición 

moralmente derrotada”). El genial Eduardo del Río, Rius, caricaturizó y denunció así 

al régimen de partido casi único que gobernó México durante décadas de monopolio 

de poder, capitalismo de cuates, crisis económicas, altas dosis de demagogia para 

los incautos, represión contra los disidentes, y mucha, mucha corrupción.  

La contrarreforma electoral de AMLO quiere restaurar aquel régimen, exhumarlo de 

su tumba y revivirlo en pleno Siglo XXI. Que el gobernante se reelija o, al menos, 

que pueda seguir gobernando tras bambalinas, moviendo las corcholatas desde su 

rancho; que las votaciones sean electrónicas, para que se abaraten; que el gobierno 

organice los comicios (y que también los califique, para que no haya fallas); que las 

cámaras tengan super mayorías artificiales que aprueben todas las ocurrencias 

presidenciales (sin moverles ni una coma); que se reduzca la representación de los 

partidos de oposición en las cámaras (y en los congresos locales y municipios, 

faltaba más); que se reduzca su financiamiento y deban contratar su publicidad en 



Página 89 de 270 
 

radio y televisión (cosa que podrán hacer a precios de libre mercado y solo si la 

llevan bien con los concesionarios privados). La contrarreforma de AMLO pretende 

instaurar una caricatura de democracia, es un proyecto para que el sistema político 

electoral de México sea como el de San Garabato de las Tunas. Tal es la 

regeneración que busca esa iniciativa. 

Para impulsar su sueño, el presidente cuenta solo con los legisladores de Morena 

(debidamente instruidos en Palacio Nacional), pues al menos en algunos de los 

puntos particulares encontrará resistencias hasta de sus partidos rémoras. Es claro 

que la oposición rechazará su pretensión por lo que, al no alcanzar la mayoría 

calificada que se requiere para modificar la Constitución, será desechada cuando 

se vote en San Lázaro. Es por esto último que cabe preguntarse ¿por qué el 

Presidente la presenta en momentos en que, lejos de buscar acuerdos con la 

oposición, quiere meter a la cárcel a los diputados que votaron contra su Ley 

Bartlett? Será porque da por descontado el desechamiento legislativo y calcula que, 

haciéndose la víctima, pueda nutrir un discurso envuelto en demagogia patriotera y 

antipolítica contra la disidencia, y que tal narrativa le alcance para seguir 

acumulando posiciones, al tiempo que espera que, antes de las elecciones 

presidenciales de 2024, algún acontecimiento sorpresivo le ayude a imponer su 

proyecto transexenal. 

CINCELADA: En México quedan impunes el 97% de los feminicidios, pero algunas h. 

diputadas insisten en reformas penales para incrementar las penas (punitivismo 

populista, le dicen).   
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EL RECHAZO A LA CONTRARREFORMA ELECTORAL DE AMLO 

Luego de múltiples avisos (algunos de los cuales datan del año 2019, cuando 

apenas iniciaba su sexenio), el presidente Andrés Manuel López Obrador finalmente 

presentó su iniciativa de reforma electoral, la que fue interpuesta en el Palacio 

Legislativo de San Lázaro el 28 de abril de 2022. Revisando sus términos, resulta 

que es una contrarreforma con la que el inquilino de Palacio Nacional pretende 

dinamitar la democracia y el pluralismo que han hecho posible la alternancia entre 

partidos y su propia llegada al poder en 2018. 

El carácter de la iniciativa presidencial es regresivo porque pretende establecer un 

monopolio político que le permita controlar las cámaras del Congreso de la Unión, 

los congresos locales y hasta los Ayuntamientos municipales. Quiere que el 

gobierno tenga el control del INE y del Tribunal Electoral a través de sus 

incondicionales. Así como debilitar a los partidos de oposición, al tiempo que deja 

la ubre presupuestal abierta para el partido oficial y sus rémoras.  

Acerca de la génesis de la propuesta presidencial llaman la atención dos cosas: 

Primera: La reforma que propone AMLO no contiene respuesta a las exigencias o 

demandas de la oposición, sino que se origina desde la cima del poder político 

actual. Segunda: El presidente no está dispuesto a instalar una mesa de acuerdos 

para alcanzar la reforma mediante el consenso, sino que presiona y ataca a todo el 

que se oponga a sus ocurrencias. 

A diferencia de este intento, se debe recordar que los procesos de las reformas 

constitucionales en materia político-electoral promulgadas en 1996, 2007 y 2014, 

que fueron reformas de grandes transformaciones democráticas, tuvieron la 

siguiente ruta crítica:  
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1) La lucha política (expresada en intensas campañas, conflictos 

poselectorales, movilizaciones callejeras y controversias jurídicas) arrojó la 

necesidad de establecer reglas para la alternancia y el pluralismo.  

2) El contenido de las reformas democráticas nació de las demandas de la 

oposición. 

3) Se instalaron mesas de negociación y se realizaron foros de consulta pública. 

4) Se procesaron acuerdos entre los opositores y la fuerza política dominante.  

5) Las reformas fueron aprobadas con el consenso de todas o de la absoluta 

mayoría de las fuerzas políticas.  

A diferencia de un flujo tendiente al acuerdo, como el que se puede identificar en 

aquellas reformas, ahora el Presidente de la República se ha fijado el objetivo de 

imponer unilateralmente su propio proyecto. Para hacerlo, ordenó con descaro a los 

legisladores de su partido que “no le muevan ni una coma” e intimida a la oposición 

para que lo respalde. Tilda como “traidores a la patria”, por adelantado, a quienes 

voten en contra de su iniciativa o se abstengan. 

Mientras que las reformas pactadas ajustaron al pluralismo las reglas de integración 

de las cámaras del Congreso de la Unión y se acercaron a una representación 

proporcional acorde a los votos obtenidos por cada partido, López Obrador quiere 

reglas que favorezcan el monopolio político mediante la sobrerrepresentación en 

favor de su movimiento. Se trata, ni más ni menos, de imponer un proyecto político 

transexenal que recuerda al Maximato que en su tiempo intentó Plutarco Elías 

Calles luego de la Revolución Mexicana. Es ésta la verdadera razón de la propuesta 

de reducción del número de legisladores federales, no la austeridad (modificación 

de los artículos 52, 54 y 56 de la Constitución). Aprovechando el viaje, pretende 



Página 92 de 270 
 

extender y eternizar ese monopolio político a los congresos locales y hasta a los 

gobiernos municipales (con reformas a los artículos 115, 116 y 122), aunque esto 

implique violar la soberanía de los estados de la República.  

Mientras que las reformas del pasado reciente le arrancaron al gobierno el control 

de las elecciones y del padrón electoral, la propuesta de AMLO pretende la extinción 

del INE y el cese fulminante de los actuales consejeros y magistrados electorales 

(reforma a los artículos 41, fracción V, 99 y los transitorios 2º, 3º y 4º de la iniciativa 

presidencial). El presidente propone que los integrantes de estos órganos se elijan 

mediante voto popular lo que, además de eliminar todo requisito de experiencia, 

conocimientos e idoneidad para el cargo, implicaría un enorme gasto en otro 

proceso electoral nacional (contradiciendo la austeridad que supuestamente 

persigue). El fin de esta propuesta poco seria (y rayana en lo ridículo), es la 

eliminación de la autonomía del nuevo organismo y del tribunal electoral, a través 

de la presencia dominante de militantes incondicionales del partido del presidente 

en sus órganos de dirección.   

Si las reformas anteriores reforzaron la equidad de la contienda entre partidos, la 

iniciativa de López Obrador busca debilitar a los partidos de oposición y establecer 

ventajas indebidas en favor de Morena y sus rémoras. Para ello se propone suprimir 

el financiamiento público de las actividades ordinarias de los partidos (mediante la 

modificación al artículo 41, fracción II) al tiempo que se mantienen y refuerzan los 

mecanismos tramposos en beneficio del partido oficial y sus aliados. Esto último 

implica mantener intocados esquemas de clientelismo electoral (como el de los mal 

llamados “servidores de la nación”), que utilizan indebidamente los programas 

sociales para coaccionar el voto, eliminar la veda electoral de propaganda 
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gubernamental durante las campañas electorales y consultas, así como legalizar la 

intervención de los gobernantes en las mismas (lo que se propone con reformas a 

los artículos 35 y 41, fracción III). 

La aprobación de la contrarreforma electoral de López Obrador, constituiría un grave 

atentado contra los principios de independencia y profesionalismo del órgano 

encargado de las elecciones, contra la equidad en la contienda entre partidos y 

candidatos y la eliminación del principio de imparcialidad a que está obligado el 

gobierno respecto a los temas electorales y partidarios.  

Por las razones expuestas, basadas en un análisis riguroso del contenido de la 

iniciativa presidencial, es pertinente llamar a la oposición y a la ciudadanía a que 

rechacen terminantemente la contrarreforma electoral de López Obrador.  

Junto al rechazo de esta intentona antidemocrática, la oposición y la ciudadanía 

deben asumir que solo es digna de apoyarse alguna reforma político electoral si 

reúne las siguientes e irrenunciables condiciones: 

a) Un sentido de progresividad democrática 

b) Consenso de todas las fuerzas políticas 

c) Fortalecimiento y autonomía del INE y del Tribunal Electoral 

d) Equidad en la contienda política 

e) Erradicación del clientelismo electoral 

#YODEFIENDOALINE 

Que no va a desaparecer el INE con su reforma, que nada más va a cambiar de 

nombre, que nadie debe preocuparse por ello… Mientras tanto, sus huestes en el 

Congreso de la Ciudad de México pusieron en práctica una manera de darle vuelta 
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a la Constitución para destruir al instituto electoral local, lo que demuestra que la 

llamada 4T va con todo para extinguir al INE. No debe sorprender la enjundia 

presidencial contra un órgano que ha defendido su autonomía constitucional, lo que 

asombra es la frescura con la que miente el inquilino de Palacio Nacional, pues la 

iniciativa que firmó y presentó en la Cámara de Diputados propone expresamente 

la desaparición del INE y el cese de sus actuales consejeros, además de la extinción 

de los órganos electorales de los estados. 

En lo que hace al INE, la contrarreforma de AMLO no solo modifica la redacción de 

los artículos 35 y 41 de la Constitución, sino que en su Artículo Transitorio Tercero 

dice que el Instituto Nacional de Elecciones y Consultas (INEyC) “sustituirá 

plenamente al INE” y que “los integrantes del Consejo General de este último 

cesarán en sus funciones” cuando tomen posesión los nuevos consejeros (que 

serán electos mediante un mecanismo que garantizará su incondicionalidad al 

gobierno).  

El texto propuesto incluye la disposición de que los recursos humanos, materiales, 

financieros y presupuestales con que cuenta el INE pasarán a formar parte del 

INEyC y que “El Instituto Para Devolver al Pueblo lo Robado coordinará las acciones 

de desincorporación y transferencia de activos”, lo que constituye una violación 

flagrante a la autonomía del órgano electoral y de las atribuciones que en todo caso 

le corresponderían a la Auditoría Superior de la Federación, que es una 

dependencia técnica del Poder Legislativo.  

Nótese, además, que López Obrador no solo se refiere a la transferencia de 

recursos humanos y materiales (lo que sería característico del simple cambio de 

nombre de una dependencia pública), sino que también pretende una 
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“desincorporación de activos” financieros y presupuestales, lo que evidencia su 

interés de dar una tarascada a los fondos laborales y de pensiones formados en 

favor de los trabajadores y el personal profesional del INE, muy al estilo del saqueo 

de los fideicomisos públicos que injustificadamente llevó a cabo en el año 2020 

(Fondo de Desastres Naturales y Fondo de Salud, entre otros muchos). Y para ello, 

qué mejor que una de sus creaciones más cercanas, más incondicionales y más 

opacas, como lo es el ya tristemente célebre constituido para robar al pueblo lo 

devuelto. 

El Transitorio Quinto dice crudamente: “Quedan extinguidos los organismos 

públicos locales electorales a partir de la instalación del Consejo General (del 

INEyC)”. Esta propuesta, junto con la idea de centralizar la legislación en materia 

electoral, amputándola de las funciones de los congresos estatales, constituye una 

abierta amenaza contra el Pacto Federal y un golpe a la soberanía de los estados 

de la República. Pero, además, también contradice las afirmaciones de López 

Obrador de que “no hay de qué preocuparse”. 

Coincidentemente, en la misma semana en que se emitieron las declaraciones aquí 

desmentidas, la mayoría morenista en el Congreso de la Ciudad de México aprobó 

una reforma al código electoral local para amputar funciones sustanciales al instituto 

electoral local (entre ellas la de proteger la paridad de género y fiscalizar el dinero 

de los partidos). Los diputados locales de Morena y sus rémoras se saltaron todos 

los procedimientos legales y reglamentarios y, en un acto de fuerza, lo hicieron 

dentro del cerco de la sede legislativa a cargo del h. Cuerpo de Granaderos de 

Claudia Sheinbaun.  
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La 4T va con todo en contra del INE, lo que hace imperioso el que la ciudadanía y 

la oposición reiteren el hashtag #YoDefiendoAlINE y lo conviertan en acciones de 

resistencia civil.  

CINCELADA: La “nueva escuela mexicana” de la delincuente Delfina Gómez y el tal 

Marx Arriaga ignora la condición de rezago educativo en que está la tercera parte 

de la población de México. 
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4. ATROPELLO AL ESTADO LAICO 

ACOSO AL ESTADO LAICO 

Durante los últimos años, han ocurrido diversos actos públicos que constituyen 

violaciones al Estado laico de nuestro país, actos que violan las normas 

constitucionales y la ley de la materia. Pero en los meses recientes, este tipo de 

eventos se caracterizaron por dos rasgos novedosos: uno de ellos es que, cada vez 

más, son funcionarios públicos quienes los han protagonizado pese a que, al tomar 

el cargo, habían protestado “cumplir y hacer cumplir la Constitución y las leyes que 

de ella emanen”. El otro es que, de un tiempo acá, tales transgresiones se han 

presentado tan reiteradamente que se puede afirmar que está en marcha un acoso 

al Estado laico.  

Ministros de culto, asociaciones religiosas, personas que encabezan 

organizaciones para-religiosas o candidatos a cargos de elección, han llevado a 

cabo infracciones de este tipo. Se trata de reacciones respecto a temas 

relacionados con la despenalización del aborto, el reconocimiento al matrimonio 

entre personas del mismo sexo y la adopción de menores por parte de éstos, de 

promociones del clero propugnando que se legisle el derecho a la vida desde la 

concepción y la familia tradicional como el único tipo de familia. En tales casos, las 

iglesias y las organizaciones cercanas a las mismas presionan para imponer 

criterios religiosos en las normas civiles o penales y en las políticas públicas.9 En 

 
9 Tal es el caso de la intervención de la iglesia católica en los asuntos políticos con motivo de las reformas 
que, paulatinamente, despenalizaron el aborto en el Distrito Federal, hoy Ciudad de México, entre los años 
2002 y 2007, así como el litigio que la Suprema Corte de Justicia de la Nación debió resolver sobre la 
constitucionalidad de los matrimonios entre personas del mismo sexo en 2010. Al respecto, véase: 
GIRE (2008). El proceso de despenalización del aborto en la Ciudad de México. México: Ed. GIRE A.C., pp. 18-
24. 
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otro tipo asuntos, los clérigos han intervenido en campañas o en contracampañas 

electorales, o bien diversos candidatos se exhiben en su campaña como 

profesantes para captar la simpatía de los feligreses, cuestión que en algunos casos 

llevó a la anulación de las elecciones.10 

En cuanto a infracciones a cargo de servidores públicos, se pueden recordar dos 

antecedentes destacados. El primero de ellos es la ocasión en la que, en la 

recepción del papa Juan Pablo II el Presidente de la República lloró, se postró y 

besó el anillo piscatorio que aquél portaba. Era el panista Vicente Fox Quezada y 

era el 30 de julio de 2002, en el hangar presidencial del Aeropuerto Internacional de 

la Ciudad de México.11 Los invitados a dicho evento, entre los que se contó al 

entonces Jefe de Gobierno del Distrito Federal, Andrés Manuel López Obrador, 

fueron testigos de la penosa escena sin que surgiera de ellos algún comentario 

crítico. 

El segundo antecedente de este tipo es la entrega de Monterrey a Jesucristo, 

dispuesta y anunciada por la alcaldesa priista de esa ciudad. Tal suceso ocurrió el 

8 de junio de 2013, en el evento público “Monterrey Ora” de la Alianza de Pastores. 

Como si hablara en un mitin, la munícipe dijo en su arenga: "Es por eso que hoy 

estamos aquí reunidos y yo, Margarita Alicia Arellanes Cervantes, entrego la ciudad 

de Monterrey, Nuevo León, a nuestro señor Jesucristo... para que su reino de paz y 

 
10 En cuanto a la participación de candidatos en eventos de culto religioso o la intervención de ministros de 
culto y asociaciones religiosas en campañas o contracampañas electorales, recuérdense los casos de 
Zimapán y de Santiago Tulantepec, que llevaron a la nulidad de las elecciones municipales, así como del 
“Caso Arquidiócesis de México”, que concluyó en la imposición de una sanción a esta asociación religiosa y a 
su vocero. Al respecto, véase:  
Domínguez Narváez, L. (2014). Expresiones de ministros de culto en materia político-electoral. México: Ed. 
TEPJF, Serie Temas Selectos de Derecho Electoral No. 43. 
11 Proceso (30/07/2012). “Lágrimas de Fox en la bienvenida al Papa”. Consultado en: 
https://www.proceso.com.mx/243709/lagrimas-de-fox-en-la-bienvenida-al-papa  

https://www.proceso.com.mx/243709/lagrimas-de-fox-en-la-bienvenida-al-papa
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bendición sea establecido". No satisfecha con lo anterior, entre aplausos de los 

feligreses presentes, añadió: “Abro las puertas de este municipio a Dios como la 

máxima autoridad".12 

Espacio de neutralidad 

Contra lo que sus adversarios dicen, el concepto de Estado laico no es antirreligioso 

o anticlerical, sino primordialmente neutral respecto tanto a las creencias religiosas 

de las personas, como a la decisión de quienes no adoptan ni practican credo 

alguno. Uno de los teóricos fundadores de la idea del Estado moderno, John Locke, 

en su célebre Carta sobre la tolerancia, expuso que la República era una sociedad 

de hombres construida para procurar, preservar y hacer progresar sus propios 

intereses civiles y que su jurisdicción excluía la salvación de las almas. 

La libertad de pensamiento y la de creencia, que son parte sustancial de los 

derechos humanos universales, son tuteladas mediante tratados internacionales y 

están contenidos en las leyes y políticas públicas de los Estados modernos. Tienen 

por base, precisamente, la neutralidad que el Estado debe sostener frente a 

cualquier posición o valoración a favor o en contra del fenómeno religioso. Para ello 

resulta necesario que se disponga la separación de las iglesias y el Estado en las 

constituciones o leyes fundamentales de cada país, así como el que se excluya de 

las mismas el reconocimiento oficial a alguna o algunas religiones.  

El papel del Estado (y el de los titulares de sus diversos órganos) como árbitro 

imparcial frente a la pluralidad de opiniones, puntos de vista y prácticas de corte 

religioso, tiene como condiciones indefectibles el reconocimiento de la diversidad 

 
12 El Siglo de Torreón (10/06/2013). “Alcaldesa regia entrega Monterrey a Jesucristo”. Consultado en: 
https://www.elsiglodetorreon.com.mx/noticia/879714.alcaldesa-regia-entrega-monterrey-a-jesucristo.html  

https://www.elsiglodetorreon.com.mx/noticia/879714.alcaldesa-regia-entrega-monterrey-a-jesucristo.html
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de tendencias y pensamientos y una postura ajena a cualquier creencia o dogma 

religioso. 

Como nos hace ver Lucila Domínguez Narváez en su ya citada obra, la participación 

política de los líderes religiosos se prohíbe y se sanciona en la tradición 

constitucional mexicana porque afecta la separación de los ámbitos político y 

religioso, pues tendería a la adopción por el Estado de la ideología religiosa de un 

grupo determinado en perjuicio de la libertad de pensamiento del conjunto de los 

ciudadanos. En el mismo sentido, si quien ejerce el poder se alinea en su actuación 

pública a los valores y dogmas de una doctrina religiosa, favorecerá negativamente 

a dicha creencia específica, pues su desempeño será incompatible con la igualdad 

de derechos de todos los seres humanos en materia de libertad de creencias. 

Así, concluye la autora, un Estado laico es condición necesaria para garantizar la 

libre opción y el derecho de toda persona, en lo individual o en lo colectivo, de elegir 

y practicar la religión de su preferencia, o bien el de no adoptar ni ejercer creencia 

religiosa alguna.13 

Con brillante claridad y capacidad de síntesis, Octavio Rodríguez Araujo14 hizo ver 

que: 

• Una cosa es que las iglesias tengan sus derechos y otra que sus valores 

deban formar parte de las políticas públicas del Estado Mexicano e 

imponerse a quienes no comulgan con ellos 

 
13 Domínguez Narváez, L. (2014), pp. 15-16. 
14 Rodríguez Araujo, O., coord. (2010). La Iglesia contra México. México: Grupo Editor Orfila Valentini. 
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• El laicismo estatal no defiende ninguna verdad que debe prevalecer en lo 

público, sino que promueve una esfera pública neutral que permite abrazar 

una (o ninguna) verdad en lo privado 

• El signo de la laicidad es la neutralidad en materia de creencias 

Estampas cristianas (riguroso orden cronológico) 

El jueves 13 de septiembre de 2018, la actual Legislatura de la Cámara de 

Diputados llevó a cabo la primera votación en su trienio de un dictamen legislativo. 

En virtud de la misma, se aprobó una vieja minuta del Senado, plena de 

anacronismos legales y que estaba a punto de la extemporaneidad reglamentaria, 

para expedir la Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores Públicos. Dado 

que para esas fechas no se había hecho el registro de las huellas dactilares de los 

diputados federales en el sistema de tablero electrónico, la votación nominal debió 

realizarse “a la antigüita”, es decir, mediante la alocución de cada legislador. Al 

corresponder el turno de votar a una diputada del partido Morena, quien por cierto 

es una cuestionada lideresa de comerciantes ambulantes del centro de la Ciudad 

de México, ésta clamó desde su curul: “María Rosete Sánchez, a favor. Gracias a 

Dios y a Andrés Manuel López Obrador, la transformación llegó, benditos sean 

diputados”.15 Pese a que lo anterior ocurrió en una sesión plenaria de los integrantes 

del Poder Legislativo de un Estado laico, ninguno de ellos verbalizó comentario 

alguno, mucho menos un reproche de tal conducta. 

Uno de los varios legisladores que son adictos a las bendiciones de inmuebles 

oficiales es Pedro Carrizalez, alias El Mijis. El legislador local de San Luis Potosí 

 
15 Cámara de Diputados (2018). Versión estenográfica de la sesión ordinaria del jueves 13 de septiembre de 
2018. Consultada en: http://cronica.diputados.gob.mx/  

http://cronica.diputados.gob.mx/
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organizó el 19 de septiembre anterior un evento en el edificio del Congreso Estatal, 

en el cual el presbítero Rubén Pérez Ortiz, párroco de la iglesia de Tequisquiapan, 

consagró con oraciones y agua bendita el despacho del novel parlamentario.16 El 

diputado morenista arguyó que la ceremonia no atentó contra el Estado laico, pues 

se realizó al interior de su oficina, respetando al resto del edificio sede del Poder 

Legislativo local (como si el interior de dicha oficina no fuera también propiedad 

pública). Paradójicamente por cierto, ese inmueble lleva el nombre de Benito 

Juárez. 

El 7 de octubre de 2018, en sesión solemne del cabildo de ese municipio, tomó 

protesta la alcaldesa de Centla, Tabasco, quien es militante del partido Morena. 

Guadalupe Cruz Izquierdo protestó arrodillada su cargo, para lo cual dispuso una 

ceremonia religiosa conducida por un pastor evangélico, quien le tomó de la cabeza 

mientras declamaba a gritos: “Ahora el pueblo de Dios declara que Centla está bajo 

el poder de Cristo Jesús, ¡aleluya! y ninguna obra maligna prosperará. En el nombre 

de Jesús yo declaro bendiciones para tu hija, Señor, porque es sierva tuya, para 

guiar los destinos de este municipio.” 17 Mientras tanto, los regidores y demás 

funcionarios municipales aclamaron el sermón con gritos a la divinidad, cual si se 

tratara de una misa evangélica y no de un evento cívico ordenado por la constitución 

del estado.   

El diputado local Oscar Herrera Estrada del izquierdista Partido del Trabajo, aliado 

del partido Morena, invitó el 9 de noviembre de 2018 al rector de la Catedral 

 
16 El Universal (19/09/2018). “El Mijis bendice su oficina en Congreso del estado”. Consultado en: 
http://www.eluniversal.com.mx/estados/el-mijis-bendice-su-oficina-en-congreso-de-san-luis-potosi  
17 Tabasco Hoy (7/10/2018). “Causa controversia toma de protesta de alcaldesa de Centla”. Consultado en: 
https://www.tabascohoy.com/nota/456311/causa-controversia-toma-de-protesta-de-alcaldesa-de-centla  

http://www.eluniversal.com.mx/estados/el-mijis-bendice-su-oficina-en-congreso-de-san-luis-potosi
https://www.tabascohoy.com/nota/456311/causa-controversia-toma-de-protesta-de-alcaldesa-de-centla
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Metropolitana de Guadalajara, Valentín Ruiz, para que éste impartiera la bendición 

católica a sus oficinas en la Cámara de Diputados de Jalisco. Relatan las crónicas 

periodísticas que el sacerdote dijo: “Porque aquí se viva en espíritu, sabiduría, 

justicia y servicio al prójimo, sea de cualquier condición social. En el nombre del 

padre, del hijo y del espíritu santo, amén”, a la vez que agitó el hisopo para salpicar 

agua bendita en cada rincón de la oficina del legislador. En declaraciones 

posteriores, éste arguyó que el acto religioso no rompió con el Estado laico y lo 

equiparó con una consagración al pueblo. 

El sábado 1º de diciembre de 2018, horas después de que tomó protesta como 

Presidente de la República, Andrés Manuel López Obrador convocó y participó en 

un rito de purificación religiosa en el Zócalo capitalino. Apareció en el evento 

portando la banda presidencial, fue sujeto de una limpia ritual por oficiantes 

indígenas y mestizos y se puso de rodillas para escuchar una de sus admoniciones, 

dicha en lengua náhuatl: “Toda la confianza está depositada en ti, no dejes solos a 

los pueblos indígenas. El indígena sufre, sufren nuestros niños. Le pido al Creador 

que te proteja en tu mandato…”, dijo el oficiante ataviado, extrañamente, con una 

camiseta que mostraba el anuncio comercial de Materiales para Construcción 

Martínez.18 Quien fuera presentado como un médico indígena por los entusiastas 

comentaristas de la red nacional de televisión, entregó al presidente un crucifico 

católico, quien lo recibió y lo abrazó junto con el bastón de mando que también le 

habían entregado.19 Hipólito Arriaga Pote, el presidente de la organización priista 

 
18 Traducción libre al español, la cual agradezco a mi amigo Samuel Hernández Galicia y a su familia, 
hablantes del náhuatl de la sierra nororiental de Puebla. 
19 Foro TV (2018). AMLO se arrodilla ante indígena. Video consultado en: https://t.co/bwft7ZN22A  

https://t.co/bwft7ZN22A
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Gobierno Nacional Indígena, de muy discutible representatividad entre los pueblos 

originarios de México, fue el encargado de aportar el contenido regional y religioso 

del evento. 

Un día después de lo anterior, el 2 de diciembre, Porfirio Muñoz Ledo, presidente 

de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, publicó un par de tuits refiriendo 

la sesión solemne del Congreso de la toma de protesta presidencial. Pontificó el 

diputado: “Desde la más intensa cercanía confirmé ayer que Andrés Manuel 

@lopezobrador_ (sic) ha tenido una transfiguración: se mostró con una 

convicción profunda, más allá del poder y la gloria. Se reveló como un personaje 

místico, un cruzado, un iluminado. La entrega que ofreció al pueblo de México es 

total. Se ha dicho que es un protestante disfrazado. Es un auténtico hijo laico de 

Dios y un servidor de la patria”.20 El destacado y veterano parlamentario recurrió 

a conceptos nítidamente religiosos, como la transfiguración (capítulo del credo 

católico según el cual Jesucristo se volvió radiante, en gloria divina, sobre una 

montaña) y la iluminación (experiencia de lo divino), para finalmente equiparar a 

los patriotas con la descendencia de Dios. Consciente de su error y arguyendo 

que su cuenta de Twitter es personal, Muñoz Ledo intentó deslindar del mismo 

al cargo que ostenta como Presidente de la Cámara de Diputados. 

El miércoles 12 de diciembre, en el interior del Palacio de Gobierno del estado de 

Morelos, el gobernador Cuauhtémoc Blanco recibió al sacerdote católico Gabriel 

Calderón Ruiz, a quien invitó para oficiar una misa. En su convocatoria, el 

gobernador plasmó que “en el marco de respeto que debe prevalecer en un estado 

 
20 Los mensajes aludidos se pueden consultar en la cuenta de Twiter @PMunozLedo, de fecha 2 de 
diciembre de 2018: https://twitter.com/PMunozLedo/status/1069368383920119808  

https://twitter.com/lopezobrador_
https://twitter.com/PMunozLedo/status/1069368383920119808
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laico, se les extiende una cordial invitación a la misa para festejar el Día de la Virgen 

de Guadalupe”.21 O sea que, en la concepción del ex futbolista, postulado al cargo 

por la coalición formada por Morena y el Partido Encuentro Social, el Estado laico 

debe respetar la realización de una misa en un recinto público, aunque ello resulte 

violatorio de la Constitución y de los derechos de quienes cultivan una religión 

distinta a la católica o no practican ninguna. 

El 16 de diciembre, el presidente López Obrador convocó a un rito religioso en el 

que pidió permiso a la Madre Tierra para construir el Tren Maya, uno de sus más 

importantes proyectos.22 En la ceremonia realizada en Palenque, Chiapas, 

acompañado del gobernador electo Rutilio Escandón, el Ejecutivo participó junto a 

“rezadores” que oraron y ofrendaron diversos bienes a la advocación divina, tales 

como guisos de pollo y aguardiente, con el fin de pedir su permiso para el 

megaproyecto de mil 500 kilómetros que circunvalará la península de Yucatán, 

cruzando los estados de Chiapas, Tabasco, Campeche, Yucatán y Quintana Roo, 

incluidas dos reservas de la biósfera, que son el reducto de especies en peligro de 

extinción, y numerosas zonas con alto valor arqueológico. 

El 26 de diciembre, dos días después del incidente que cobrara la vida de la 

gobernadora de Puebla, Marta Éricka Alonso y de su esposo, el senador Rafael 

Moreno Valle, el Presidente de la República, en su conferencia mañanera, después 

de atacar por igual a quienes le demandaron una investigación independiente y a 

 
21 La Jornada (12/12/2018). “Participa Blanco en misa por el día de la Virgen de Guadalupe”. Consultado en: 
https://www.jornada.com.mx/ultimas/2018/12/12/participa-blanco-a-misa-por-el-dia-de-la-virgen-de-
guadalupe-4090.html  
22 Milenio (16/12/2018). “AMLO pide permiso a la Madre Tierra para construir Tren Maya”. Consultado en: 
http://www.milenio.com/politica/ritual-piden-permiso-madre-tierra-construir-tren-maya  

https://www.jornada.com.mx/ultimas/2018/12/12/participa-blanco-a-misa-por-el-dia-de-la-virgen-de-guadalupe-4090.html
https://www.jornada.com.mx/ultimas/2018/12/12/participa-blanco-a-misa-por-el-dia-de-la-virgen-de-guadalupe-4090.html
http://www.milenio.com/politica/ritual-piden-permiso-madre-tierra-construir-tren-maya
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los que, indebidamente, lo culparon del fúnebre suceso, puso a su declaración un 

matiz conciliador, pero lo hizo con un lenguaje parroquial: “Hay que serenarnos, 

portarnos bien, todos a portarnos bien. Todos a portarnos bien, eso es lo que me 

gustaría que quedara de manifiesto. Y que cero odios, nada de odios, amor al 

prójimo, más en estas épocas y, siempre, amor al prójimo… Sólo siendo buenos 

podemos ser felices. El que se porta mal puede ser que sea feliz por un tiempo, 

transitoriamente; es una felicidad efímera. La verdadera felicidad es estar bien con 

uno mismo, con nuestra conciencia y con el prójimo”.23 

El 4 de enero de 2019 en Reynosa, Tamaulipas, el presidente dijo, refiriéndose al 

incremento salarial con motivo de la puesta en marcha de la Zona Libre de la 

Frontera Norte: “Esto nos va a hacer sentir mejor a todos, vamos a poder ir con más 

gusto, con más satisfacción a los templos y a la iglesia, porque vamos a estar 

cumpliendo los Mandamientos. Por eso es muy importante este programa”.24 Con 

tal discurso, una política pública que debiera tener una motivación civil (sea 

económica, democrática o de justicia social) quedó vinculada a una exaltación 

mística propia de las religiones cristianas.  

El alcalde de Juchitán, Oaxaca, Emilio Montero Pérez, emanado del partido Morena, 

convocó a una ceremonia religiosa que se realizó en el Centro Escolar Federal, un 

recinto de propiedad pública. Las invitaciones, impresas en papel oficial, decían que 

el evento era para que “… autoridad y pueblo cristiano, clamemos y veamos la 

 
23 AMLO (26/12/2019). Versión estenográfica de la conferencia de prensa matutina del presidente Andrés 

Manuel López Obrador. Consultada en: https://lopezobrador.org.mx/2018/12/26/version-estenografica-de-

la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-11/  
24 AMLO (04/01/2019). Versión estenográfica del inicio del Programa Zona Libre de la Frontera Norte. 
Consultada en: https://lopezobrador.org.mx/2019/01/04/version-estenografica-del-inicio-del-programa-
zona-libre-de-la-frontera-norte/  

https://lopezobrador.org.mx/2018/12/26/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-11/
https://lopezobrador.org.mx/2018/12/26/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-11/
https://lopezobrador.org.mx/2019/01/04/version-estenografica-del-inicio-del-programa-zona-libre-de-la-frontera-norte/
https://lopezobrador.org.mx/2019/01/04/version-estenografica-del-inicio-del-programa-zona-libre-de-la-frontera-norte/


Página 107 de 270 
 

respuesta de lo que Dios puede hacer si nos unimos a este propósito, pues es mi 

voluntad entregar la llave de la ciudad a nuestro señor Jesucristo y proclamar 

delante de todos que Jesucristo es el Señor de Juchitán”. Fue el 25 de enero el día 

en que se efectuó tal evento, el cual fue encabezado por ministros de culto 

evangélicos y el propio alcalde, quien arengó: “Si Dios está con nosotros, ¿quién 

contra nosotros? Me siento muy contento, porque lo que un día fue sólo una oración, 

hoy es una realidad. El día del cambio llegó, ya empezó, ya está en curso.” 25 

El 31 de enero el Presidente de la República predicó, a despecho del escudo 

nacional que muestra el pódium que utiliza: “Es un pecado, está en la Biblia, en el 

Antiguo Testamento, y hasta se los puedo citar, el no pagarle a un trabajador, el 

retenerle el salario a un trabajador, es ilegal y es un pecado social”. 26 Así, en el 

discurso presidencial, el paro y el bloqueo de la CNTE en Michoacán tienen una 

justificación divina, sin importar que afecten a cientos de miles de estudiantes y a 

sus familias y que ocasionen pérdidas por 1,300 millones de pesos a la industria y 

el comercio, según algunas estimaciones.   

Constitución moral y conclusión 

 
25 Apro (29/01/2019). “Oaxaca: alcalde morenista entrega las llaves a Dios…” Consultado en: 
https://www.proceso.com.mx/569580/oaxaca-alcalde-morenista-entrega-las-llaves-a-dios-otro-da-a-actor-
de-televisa-imagen-cultural 
26 Ana Paula Ordorica (31/01/2019). “Es un pecado no pagarle a tiempo a un trabajador, está en la Biblia: 

AMLO sobre CNTE”. Consultado en: http://anapaulaordorica.com/es-un-pecado-no-pagarle-a-tiempo-a-un-

trabajador-esta-en-la-biblia-amlo-sobre-cnte/  

 

https://www.proceso.com.mx/569580/oaxaca-alcalde-morenista-entrega-las-llaves-a-dios-otro-da-a-actor-de-televisa-imagen-cultural
https://www.proceso.com.mx/569580/oaxaca-alcalde-morenista-entrega-las-llaves-a-dios-otro-da-a-actor-de-televisa-imagen-cultural
http://anapaulaordorica.com/es-un-pecado-no-pagarle-a-tiempo-a-un-trabajador-esta-en-la-biblia-amlo-sobre-cnte/
http://anapaulaordorica.com/es-un-pecado-no-pagarle-a-tiempo-a-un-trabajador-esta-en-la-biblia-amlo-sobre-cnte/


Página 108 de 270 
 

El 20 de febrero de 2018, al acudir al Congreso Nacional Extraordinario del hoy 

extinto Partido Encuentro Social, López Obrador orientó su discurso de aceptación 

de la candidatura a postular su propuesta de Constitución Moral. No eludió 

fundamentarla en el Nuevo Testamento, en el que dijo: “Se señala que Jesús 

manifestó con sus palabras y sus obras su preferencia por los pobres y los niños. Y 

para muchos, Cristo es amor”.27  

Aunque ya como Presidente matizó lo tendencioso de esta propuesta, refiriendo la 

pluralidad de pensamientos y adjudicándole un carácter laico, la convocatoria de la 

Constitución Moral para una Nueva República, dada a conocer el 26 de noviembre, 

sigue reivindicando una trasformación espiritual de México. La comisión redactora 

de la misma, designada de a dedazo por el propio presidente, está constreñida a su 

criterio unilateral. Aunque se establece que no será un estatuto jurídico ni 

obligatorio, dispone en su Base 6 que su elaboración culminará con una convención 

el 31 de julio de 2019, en la que se aprobará el texto final.28  

Carente de fundamento jurídico, la elaboración de dicho ordenamiento es 

indebidamente un esfuerzo gubernamental, como lo prueban la Convocatoria 

respectiva expedida con la firma del Presidente de la República y el micrositio 

dedicado a la misma, hospedado en la página oficial de Internet del gobierno federal.  

Aunque la Constitución Moral no tenga obligatoriedad jurídica, su aprobación 

mediante un simulado acto democrático intimaría a los ciudadanos a conducirse en 

 
27 El País (22/02/2018). “¿En qué consiste una Constitución moral como la que propone López Obrador?”. 

Consultado en: https://verne.elpais.com/verne/2018/02/21/mexico/1519252673_380030.html  
28 Gobierno de México (2018). “Convocatoria para la elaboración de la Constitución Moral”. Consultada en: 
https://constitucionmoral.mx/#  

https://verne.elpais.com/verne/2018/02/21/mexico/1519252673_380030.html
https://constitucionmoral.mx/
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la forma en que el presidente cree que es la correcta, sujetándose a su concepto 

personal de moralidad.  

La propuesta de Constitución Moral desconoce que no existe una moral, sino 

muchas, una de las cuales es la moralidad cristiana, que es la que favorece el 

presidente. Ésta es válida para los creyentes de diversas denominaciones 

religiosas, pero no puede ni debe imponerse al conjunto de la sociedad, salvo que 

se haga violando el derecho humano a la libertad de pensamiento y de creencias 

que garantizan la Constitución y los tratados internacionales de los que México 

forma parte. 

El acoso al Estado laico amerita su denodada defensa. La prevalencia del carácter 

laico del Estado es una tarea primordial para el mantenimiento y fortalecimiento de 

la democracia, nos solo en su noción electoral, sino en su sentido vital.  

Ni la mayoría electoral que se expresó en las elecciones federales de 2018, ni los 

índices de popularidad que arrojan las encuestas de opinión, justifican que se 

atropelle la libertad de pensamiento y de creencia. 

El Estado laico es una conquista de México que debe defenderse si se quiere la 

sobrevivencia y el fortalecimiento de la democracia.  Representa la oportunidad para 

que, en la neutralidad de éste, pueda generarse y llevarse a cabo, con libertad, el 

progreso de la cultura y de la convivencia de quienes pueden tener creencias y 

cosmogonías diversas, pero están unidos en los objetivos de un mejor desarrollo 

que beneficie a todos. 



Página 110 de 270 
 

DEFENDER AL ESTADO LAICO (EL MITIN DE AMLO EN TIJUANA) 

En el mitin al que convocó el gobierno federal en Tijuana realizados a mediados de 

2019, el presidente López Obrador incurrió, una vez más, en flagrante infracción al 

Estado laico. Violentó lo que la Constitución ordena respecto de la libertad de 

pensamiento, el carácter laico de la República y la separación de la iglesia y el 

Estado. 

Confundiendo el pódium de la Presidencia de la República con el púlpito de una 

parroquia, dijo en dicho mitin el cura católico Alejandro Solalinde, que México es un 

espacio bendecido por una gran señora que es la Virgen de Guadalupe, que una 

persona es referente para este cambio (el de la “Cuarta Transformación”) y que esa 

persona es Jesús de Nazareth. 

Desde la misma tribuna, el pastor evangélico Arturo Farela acreditó al mismo Dios 

el entendimiento logrado entre los gobiernos de Estados Unidos y de México, 

acuerdo que se festejaba en la concentración convocada por López Obrador. 

No critico a Solalinde por ejercer de cura de la iglesia católica. Critico el hecho de 

que intervenga en actos políticos. Tampoco critico el que el pastor Farela profese e 

imparta las enseñanzas bíblicas conforme al principio evangélico. Denuncio que el 

presidente lo invite como orador en un acto supuestamente republicano. 

Por mí, que el futbolista Cuahtémoc Blanco sea todo lo guadalupano que quiera, 

pero que no organice como gobernador una misa en honor a la Virgen de Guadalupe 

en pleno Palacio de Gobierno en Morelos. 

Tampoco critico al diputado Carrizales, a quien apodan El Mijis, por ser católico, 

apostólico y romano, pero no acepto que contrate a un cura para que bendiga sus 

oficinas en el edificio “Benito Juárez”, sede del Poder Legislativo de San Luis Potosí. 
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No acuso a la alcaldesa morenista de Centla, Tabasco, porque sea asidua a los ritos 

evangélicos. Critico el que su toma de protesta constitucional la haya realizado 

arrodillada, tomada su inclinada cabeza por un pastor en plena perorata religiosa. 

En lo que hace a mí, el presidente municipal de Juchitán puede tener las 

inclinaciones religiosas que prefiera, pero critico que en carácter oficial haya 

entregado las llaves de la ciudad a Jesucristo (a saber cómo lo hizo) y que proclamó 

en un acto oficial que Jesucristo es el Señor de Juchitán, Oaxaca. 

Me parece hasta simpático el que se convoque a un ritual tecnochamánico y se 

instruya a los asistentes a llevar veladoras a la Estela de Luz, pero repudio el que 

tal convocatoria se realice por la Secretaría de Cultura del gobierno federal, con 

recursos públicos y que, para colmo, el cartel promocional porte el logotipo de la 

UNAM. 

Ni alabo ni desapruebo el que legisladores federales de Morena, encabezados por 

Martí Batres y Sergio Meyer sean diáconos, amigos o simples conocidos del líder 

de la iglesia de la Luz del Mundo. Rechazo el que hayan usado sus influencias para 

que el Palacio de Bellas Artes fuera utilizado en un evento de homenaje al “apóstol 

de Jesucristo” y el que las funcionarias a cargo lo hayan autorizado. 

Me es indiferente el que Andrés Manuel López Obrador cuente con la moralidad que 

elija, siempre que su conducta se apegue a lo ordenado por la Constitución y las 

leyes. Lo denuncio porque en su página oficial de internet el Gobierno de México 

tenga la convocatoria para expedir la “Constitución Moral para una Nueva 

República”, lo que en sí mismo es una afrenta a la libertad de pensamiento. 

No critico que López Obrador se arrodille ante rezanderos indígenas, mucho menos 

a éstos, que con oraciones celebraron un rito en el que creen. Sí critico que aquél 
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lo hizo portando la Banda Presidencial en un evento público convocado por el 

Gobierno federal, tan solo horas después de haber protestado “guardar y hacer 

guardar la Constitución y las leyes que de ella emanen”. 

El concepto de Estado laico no es antirreligioso: garantiza por igual la libertad de 

pensamiento tanto de quienes abrazan la religión de su preferencia, como la de 

quienes no profesan religión alguna.  

Quienes somos partidarios del Estado laico criticamos a la iglesia cuando invade el 

ámbito político y electoral pero, ante todo, reprochamos a aquellos servidores 

públicos que infringen la neutralidad estatal en materia religiosa, al preferir sus 

creencias por sobre y en contra de lo que les ordena la ley. 

CINCELADA: El mundo no está de cabeza, lo que ocurre es que la 4T no es 

izquierda. 

AMLO: HACER LO QUE FOX NO PUDO 

Mintiendo con frescura, escudado en una admiración por Juárez y los liberales que 

los hechos exhiben como falsa, el presidente López Obrador parece decidido a 

continuar el plan que Vicente Fox quiso aplicar durante su sexenio, pero no pudo: 

el desmantelamiento el Estado laico. 

Dijo el presidente, en su conferencia matutina del 27 de septiembre de 2019, que 

en el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 se habla de la libertad religiosa y al 

mismo tiempo del Estado laico, cosa que es falsa. Dicho Plan, publicado el 12 de 

julio de aquel año en el Diario Oficial de la Federación, ni siquiera menciona al 

Estado laico ni al laicismo, ignorando palmariamente los artículos 40 y 130 de la 

Constitución. 
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Una búsqueda acuciosa demuestra que el Estado laico tampoco fue mencionado 

en el discurso que el presidente dio en Palacio Nacional el primero de septiembre y 

que dicha ausencia se reiteró en cada una de las 994 páginas del Primer Informe 

de Gobierno y su Anexo Estadístico, que en esa fecha entregó a la Cámara de 

Diputados (338 del Informe, más 656 del Anexo). 

Si es falaz la repentina reivindicación presidencial del laicismo, no lo es su intentona 

de desmantelarlo. En otras ocasiones he propuesto el concepto de acoso al Estado 

laico como una serie de recurrentes infracciones a la separación del Estado y las 

iglesias cometidas desde el poder, señaladamente a partir de que se instalaron los 

gobiernos federal y locales emanados del partido Morena (véase el ensayo que 

publiqué en nexos 496, del mes de abril de 2019), pero acontecimientos recientes 

muestran que está en marcha una ofensiva para acabar con el laicismo estatal y 

que ésta ha sido decretada desde el Palacio Nacional. La expedición del nuevo 

Reglamento de la Secretaría de Gobernación, que contradice al texto constitucional 

en la materia; la encomienda de distribuir la Cartilla Moral a la organización de 

pastores evangélicos Confraternice y la incorporación de éstos a las filas de los 

Servidores de la Nación; el otorgamiento subrepticio de concesiones de radio a 

organizaciones religiosas y la intención, anunciada por el propio López Obrador, de 

“dar facilidades” al otorgamiento de concesiones de televisión a las iglesias, exhiben 

las verdaderas intenciones del lopezobradorismo en esta materia. 

En su campaña presidencial, Vicente Fox, inspirado por el modelo español, firmó en 

abril del año 2000 diez compromisos con los jerarcas católicos. Tales compromisos 

fueron llamados “El decálogo” y son atentatorios de la histórica separación de los 

asuntos estatales y religiosos. En esos compromisos, el panista incluyó: 1) facilitar 
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los trámites que los ministros de culto y las asociaciones religiosas deben realizar 

ante las autoridades; 2) reconocimiento a las capellanías religiosas en el ejército, la 

marina y la policía federal; 3) la protección de la vida desde la concepción 

(penalización del aborto); 4) quitar restricciones al culto público; 5) ampliar la libertad 

religiosa; 6) la participación de las iglesias en las políticas sociales 

gubernamentales; 7) el otorgamiento de concesiones de radio y televisión a las 

asociaciones religiosas; 8) educación religiosa en las escuelas públicas; 9) el 

reconocimiento a la familia tradicional; y 10) que los ministros de culto puedan 

ocupar cargos de elección popular. 

Se puede decir que, en su sexenio, el panista solo pudo avanzar en los dos primeros 

compromisos y, en forma parcial en el tercero, en tanto que el resto le fueron 

intransitables debido a la oposición de una ciudadana cada vez más despierta y a 

la resistencia de la opinión pública. Pero resulta que, años después, quien relevó a 

Fox en la tarea de desmantelar al Estado laico es un sedicente juarista, quien parece 

decidido a llevar a cabo los puntos que quedaron pendientes del “decálogo” foxista.  

Luego de que el gobierno de López Obrador avance en quitar restricciones al culto 

público, en la llamada ampliación de la libertad religiosa, la incorporación de las 

iglesias en las políticas públicas y el otorgamiento de concesiones de radio y 

televisión a las asociaciones religiosas, como es su intención ¿qué seguirá? ¿La 

educación religiosa en las escuelas públicas y la elección como diputados, alcaldes 

y gobernadores de pastores y curas en activo? 

CINCELADA: 2 de octubre no se olvida. 
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5. MILITARIZACIÓN SOSPECHOSA 

BIPOLARIDAD Y GUARDIA NACIONAL 

A propósito de la iniciativa de reforma constitucional para crear la Guardia Nacional, 

propuesta por el Presidente electo a través de los diputados federales de su partido 

y que se discutirá en los días próximos (diciembre de 2018), se ha referido por 

algunos columnistas o tuiteros que dicha propuesta es bipolar, aunque quizás la 

bipolaridad se encuentre, más bien, en algunos de los promotores del nuevo cuerpo 

militar al que se pretende encargar de la seguridad pública. 

Se debe recordar que los expertos dicen que el trastorno bipolar es una enfermedad 

mental severa, debido a la cual las personas que la sufren experimentan cambios 

de ánimo, pasando de ser eufóricos y felices (etapa maníaca) a sentirse muy tristes 

y desesperanzados (depresión).  

Quienes están a favor de la creación de la Guardia Nacional han intentado 

desmentir que sea un proyecto militarizante, similar al que llevaron a cabo Felipe 

Calderón y Enrique Peña Nieto en sus respectivos sexenios. Para ello, construyeron 

un par de grupos de argumentos que son en sí mismos contradictorios. 

El cuanto al primero de tales grupos, fue expuesto con formas cantinflescas por la 

ex ministra, actual senadora y futura Secretaria de Gobernación, Olga Sánchez 

Cordero. Ésta se esmeró en demostrar que los policías militares no son soldados 

pues, dijo, tienen “otro chip”. La evidencia, el sentido común y las propias leyes 

desmienten este aserto, pues los policías militares son soldados o marinos con 

funciones policíacas en el ejército y la marina armada. Los artículos 109 y 110 de la 

Ley Orgánica del Ejército y la Fuerza Aérea dicen que la policía militar es un Cuerpo 
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del ejército integrado por soldados. Por su parte, la Ley Orgánica de la Armada de 

México ni siquiera contempla la existencia de un cuerpo policíaco en el interior de 

la Marina, pues lo que se conoce como “policía naval” se conforma, en realidad, por 

efectivos de la infantería de marina comisionados por sus mandos en tareas 

policiacas. 

El segundo conjunto de argumentos de este tipo nos lo regaló la diputación del 

partido Morena, en la Exposición de Motivos de su iniciativa de reforma 

constitucional, publicada el 20 de noviembre en la Gaceta Parlamentaria de la 

Cámara de Diputados. En dicho texto se denuncia que el gobierno de Felipe 

Calderón violó la Constitución al encargar a las fuerzas militares las tareas de 

seguridad pública, lo que derivó en un baño de sangre. Contradictoriamente, líneas 

adelante, los diputados morenistas afirman que no se puede retirar a los soldados 

y marinos de las tareas de seguridad pública, porque ambos cuerpos armados son 

los únicos que cuentan con la disciplina necesaria para enfrentar esa tarea. 

Recurriendo a una floritura dialéctica que raya en la poesía, afirman también que la 

Guardia Nacional tendrá disciplina militar en lo interno, pero en lo externo su 

conducción será civil.  

En verdad, la militarización contenida en el proyecto de Guardia Nacional queda al 

desnudo en el artículo Transitorio Quinto de la propia iniciativa, por medio del cual 

se exceptúa a los policías militares y navales de la aplicación del artículo 129 de la 

propia Constitución, que les prohíbe actuar en asuntos ajenos a la materia militar. 

La propuesta de que la Guardia Nacional se encargue de la seguridad pública no 

es tan bipolar como la presentan sus promotores: está claramente definida como 
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una militarización, que extiende y profundiza la guerra declarada hace 12 años y 

continuada desde entonces. 

El trastorno bipolar se podría diagnosticar más bien a los proponentes de esta 

iniciativa: a la futura Secretaria de Gobernación, que aplaudió la abrogación de la 

Ley de Seguridad Interior y que hoy festina a la Guardia Nacional; al diputado Mario 

Delgado, quien años atrás declamó sentidos discursos contra la militarización que 

hoy promueve; y al propio López Obrador, quien cambió de ánimo y olvidó su 

promesa de campaña de regresar el Ejército a sus cuarteles. 

MILITARIZACIÓN CRECIENTE 

El gobierno de Andrés Manuel López Obrador niega que el de la Guardia Nacional 

sea un proyecto de mayor militarización, pero lo desmienten los términos de la 

iniciativa de reforma constitucional que su partido presentó en esta materia. 

Interpuesta el 20 de noviembre de 2018 por la diputada del partido Morena, 

Guillermina Alvarado y con la firma de otros integrantes del mismo grupo 

parlamentario, la iniciativa propone reformar 13 artículos constitucionales y dictar 

siete transitorios para crear una nueva Guardia Nacional. 

Integrada por ciudadanos enlistados bajo el mando de los gobiernos estatales, de 

acuerdo al texto vigente de la Constitución, la Guardia Nacional es un mecanismo 

temporal de defensa territorial ante amenazas externas. Tal instrumento puede ser 

llamado por el Presidente de la República, pero para ello se requiere de la 

autorización del Senado. 

Esto cambiará radicalmente al aprobarse la reforma propuesta: la Guardia Nacional 

se convertirá en un organismo militar permanente, con funciones de seguridad 
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pública y de investigación criminal. El texto propuesto para reformar el primer 

párrafo del artículo 21 constitucional dice expresamente que la investigación de los 

delitos corresponde al ministerio público, las policías y la Guardia Nacional, en tanto 

que los párrafos noveno y décimo del mismo artículo enlistan a ésta como una de 

las instituciones a cargo de la seguridad pública. 

El dotar a la milicia de facultades de investigación implica autorizar su intervención 

en la ejecución de órdenes de aprehensión, entrevistas a víctimas y testigos y en el 

aseguramiento de bienes, pasando por la cadena de custodia de objetos y personas 

detenidas. Tal intervención socavará el carácter civil de la justicia penal y violará los 

principios del debido proceso del sistema penal acusatorio, independientemente de 

que el nuevo esquema propicie nuevos capítulos de graves violaciones a los 

derechos humanos. 

Los promoventes de esta iniciativa han tratado de desvanecer su carácter militar 

con pobres resultados. En el dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales 

de la Cámara de Diputados, incorporaron un enredo orgánico sobre la ubicación de 

la Guardia Nacional en el organigrama gubernamental: primero se establece que 

dependerá de la Secretaría de Seguridad Ciudadana en lo que respecta a la 

ejecución de sus funciones pero que, a la vez, dependerá de la Secretaría Defensa 

Nacional (Sedena) en cuanto a su estructura jerárquica, disciplina y ascensos. Pero, 

por encima de lo anterior, el artículo Transitorio Quinto establece el mando total en 

favor de ésta última, cuando menos durante los primeros cinco años. 

En otra tentativa de difuminar el talante castrense del proyecto, quienes lo apoyan 

argumentan que se constituirá por los integrantes de las policías Militar y Naval, 

además de los reclutas nuevos, pretendiendo hacer aparecer a los integrantes de 
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esos cuerpos como policías y no como los militares que son. Lo cierto es que las 

propias leyes desmienten este aserto, pues estos elementos son soldados o 

marinos con funciones policíacas dentro el ejército y la marina armada.  

La Sedena, que integra al ejército y a la fuerza aérea, se compone de Unidades de 

Combate, Unidades de los Servicios, Cuerpos de Defensas Rurales, 

Establecimientos de Educación Militar y Cuerpos Especiales. Los Cuerpos 

Especiales son los de Guardias Presidenciales, Aerotropas y el Cuerpo de la Policía 

Militar. Para mayor precisión, los artículos 109 a 112 de la Ley Orgánica del Ejército 

y la Fuerza Aérea estipulan que la policía militar es un Cuerpo del ejército integrado 

por soldados, sujetos a la disciplina y al mando castrense.  

Por su parte, la Ley Orgánica de la Armada de México ni siquiera contempla la 

existencia de un cuerpo policíaco en el interior de la Marina, pues lo que se conoce 

como “policía naval” se conforma, en realidad, por infantes de marina comisionados 

por sus mandos en tareas de custodia y vigilancia. 

El 8 de enero de 2019 iniciaron las audiencias públicas sobre la Guardia Nacional 

en la Cámara de Diputados. Este ejercicio de deliberación quedó manchado antes 

de empezar, pues el Ejecutivo anticipó la convocatoria de reclutamiento al nuevo 

organismo que a la fecha es jurídicamente inexistente, aunque ya presume 

uniforme, escudo y lema, además de presupuesto. 

Contra lo que se vislumbra, cabe hacer votos para que, en virtud de la 

independencia legislativa, se eluda este nuevo capítulo de creciente militarización y 

guerra sin sentido, encontrando caminos alternos para enfrentar a la delincuencia y 

su violencia. 
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GUARDIA NACIONAL: INVALIDEZ DE LA REFORMA 

La aprobación de la reforma constitucional que convierte a la Guardia Nacional en 

una institución encargada de la seguridad pública se realizó mediante graves 

violaciones reglamentarias. Efectivamente, como se exhibe a continuación, el 

dictamen legislativo fue indebidamente sustituido en el pleno de la Cámara de 

Diputados, sin que para ello hubiera el acuerdo de la comisión dictaminadora y 

violando los procedimientos legislativos de la propia Cámara. 

Como se recordará, la iniciativa de reforma constitucional en materia de Guardia 

Nacional fue presentada el 20 de noviembre de 2018, a nombre del Grupo 

Parlamentario del partido Morena, por la diputada María Guillermina Alvarado. La 

diputada propuso reformas y adiciones a 13 artículos de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, sustituyendo el carácter ciudadano de la Guardia 

Nacional y su perfil federalista, por uno de carácter militar y centralista. 

La iniciativa fue turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales para su dictamen, 

así como a las comisiones de Gobernación y de Seguridad Pública para su opinión. 

La primera acordó el dictamen aprobatorio el 20 de diciembre del mismo año, 

aceptando la reforma propuesta de reforma de 13 artículos constitucionales e 

incorporando a la misma 7 transitorios. Previamente, la comisión realizó audiencias 

públicas y conoció la opinión de las otras dos comisiones ordinarias. El dictamen 

lleva la firma de 24 de los 33 integrantes de la comisión dictaminadora, esto es, de 

la mayoría de sus miembros. 

Dado que el gobierno y su partido no logró en diciembre la mayoría calificada 

necesaria para que se aprobara la reforma, se desistió de someter el dictamen al 

Pleno en aquel momento y, en su lugar, promovió la convocatoria de un periodo 
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extraordinario que se realizó el 16 de enero de 2019. En el inter se convocaron 

nuevas audiencias públicas, en las cuales el dictamen fue duramente criticado por 

contradecir el artículo 129 de la propia Constitución, que reserva la seguridad 

pública a las autoridades civiles, e incumplir los tratados internacionales en la 

materia. 

Con el objeto de alcanzar la mayoría calificada y de paso responder a las críticas 

generalizadas a la reforma propuesta, el partido mayoritario acordó con la diputación 

priista modificaciones a todos los artículos cuya reforma fue aprobada en el 

dictamen de la comisión.  

En la sesión plenaria de la Cámara, al hacer uso de la palabra la diputada de Morena 

Miroslava Carrillo en su carácter de presidenta de la Comisión de Puntos 

Constitucionales, debió presentar el dictamen de la comisión. En lugar de ello, 

presentó una “adenda” acordada con el PRI, que en los hechos era un dictamen 

distinto, lo que derivó en graves violaciones al Reglamento de la Cámara. Para 

mencionar algunas diré que la “adenda” es una figura inexistente en el marco 

jurídico del Congreso de la Unión; la “adenda” presentada lleva la firma de 11 

integrantes de la comisión, tan solo la tercera parte del total, siendo que se requiere 

la participación de, al menos, la mitad más uno; la comisión dictaminadora no 

sesionó para aprobar las modificaciones al dictamen. Vale añadir que ni la 

presidencia ni la Junta Directiva de una comisión ordinaria de la Cámara de 

Diputados tienen atribución para la aprobación de dictamen alguno, pues ello es 

facultad exclusiva del pleno de la misma. 

Al carecer de fundamento reglamentario, el escrito presentado por la presidenta de 

la comisión se fundó en el artículo 109 del Reglamento, relativo a las reservas en lo 
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particular, pero el trámite que se le dio por la Mesa Directiva fue el de un dictamen: 

la “adenda” se sometió a la discusión en lo general, se registraron reservas a su 

texto y luego se sometió a votación en lo general y en lo particular. Es decir, 

indebidamente, el dictamen aprobado por la comisión encargada fue sustituido por 

un escrito sin valor reglamentario y fue éste el que se sometió a la discusión y 

aprobación del Pleno de la Cámara. 

Constancia de lo expuesto arriba se encuentra en la versión estenográfica de la 

sesión de la Cámara de Diputados del 16 enero del mismo año y en los ejemplares 

de la Gaceta Parlamentaria de las fechas referidas.  

Independientemente de las vías jurídicas que los diputados de oposición pudieran 

emprender contra estas violaciones al proceso de reforma constitucional en materia 

de Guardia Nacional, el Senado de la República, en su carácter de cámara revisora, 

tiene la obligación de, previo análisis, declarar la invalidez del procedimiento que 

llevó a cabo la Cámara de Diputados y devolverle la minuta respectiva. 

LA MILITARIZACIÓN SOSPECHOSA 

¿Adónde lleva la creciente militarización del país emprendida por el gobierno 

federal? ¿Responde al naufragio y temprana decadencia de la estructura mal 

llamada los “servidores de la nación”, que estaba llamada a ser la protagonista de 

la transformación? ¿Es producto de la desesperación presidencial porque los 

resultados de la administración son raquíticos y el sexenio avanza hacia su final? 

O, ¿se trata de una reacción autoritaria por la inviabilidad de la reforma para 

establecer la reelección constitucional, que Andrés Manuel López Obrador 
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acariciaba y se esfumó porque, en las pasadas elecciones, Morena y sus rémoras 

perdieron la mayoría relativa que ostentaban en la Cámara de Diputados?   

La militarización arrancó aún antes de que López Obrador tomara posesión, cuando 

el 14 de noviembre del año 2018 anunció los ocho puntos de lo que llamó Plan 

Nacional de Paz y Seguridad. Justamente en el inciso b) del octavo punto, dispuso 

la creación de la Guardia Nacional, con carácter temporal, “como instrumento 

primordial del Ejecutivo federal en la prevención del delito, la preservación de la 

seguridad pública, la recuperación de la paz y el combate a la delincuencia en todo 

el país”, según se dijo entonces. 

La iniciativa correspondiente, que reformó diversos artículos constitucionales, fue 

promulgada en marzo de 2019. En esa ocasión, el presidente debió ceder y la 

Guardia Nacional quedó en el texto constitucional como institución civil, no militar, y 

no fue adscrita a la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena), cosa que el 

gobierno burló pronto al incorporar a sus filas a marinos, soldados, y establecerle 

disciplina y mandos del ejército.   

Con el tiempo, los hechos demostraron que la Guardia Nacional fue la punta del 

iceberg de un proceso en el cual la militarización de México se expandió a todo tipo 

de materias: la persecución de migrantes, el control de las carreteras, la 

construcción ferroviaria y su administración, los puertos, aeropuertos y la marina 

mercante, la navegación aérea, las aduanas, la distribución de gas doméstico, la 

banca de desarrollo y hasta las campañas de salud.  

Pero no se ha quedado ahí, pues las recientes manifestaciones del titular de la 

Sedena son una incursión militar en la arena del proselitismo político-electoral a 

favor del presidente y su partido. Con su discurso en el acto conmemorativo del 20 
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de noviembre, el general Cresencio Sandoval no solo violó los artículos 41 y 134 de 

la Constitución, que disponen el principio de imparcialidad de los servidores públicos 

y les ordenan la neutralidad en las contiendas partidistas, sino que también violó el 

artículo 17 de la Ley de Disciplina del Ejército y la Fuerza Aérea, que prohíbe 

estrictamente a los militares en servicio activo inmiscuirse en asuntos políticos. A la 

vez, tal conducta se puede tipificar como delito electoral, de acuerdo con la Ley de 

la materia. 

Es natural el planteamiento de las interrogantes con las que se inicia este artículo, 

si se observa a la creciente militarización en conjunto con otros elementos de la 

coyuntura política. Me refiero a la insistente polarización del discurso presidencial, 

su propensión a descalificar a las feministas, a las y los padres de los niños con 

cáncer, a los defensores de los derechos humanos, a los opositores y a gremios 

enteros como los médicos, los científicos, los abogados, arquitectos e ingenieros, 

etcétera; su cruzada contra las universidades, contra los órganos con autonomía 

constitucional, la vocación de control que pretende anular la separación de los 

poderes, así como la conducta presidencial de reincidente trasgresión de las leyes 

y de la Carta Magna (que ha llevado a calificar al inquilino de Palacio Nacional como 

un violador serial de la Constitución). A la lista, de por sí incompleta, cabe añadir el 

Acuerdo que publicó el Diario Oficial de la Federación del 22 de noviembre de 2021, 

mediante el cual el presidente dispone que las obras y proyectos que él mismo 

califique como prioritarias quedan exentas de permisos administrativos y 

ambientales, además de que será reservada su información.  

Considerando el contexto descrito, es también pertinente cerrar estas líneas con 

otra pregunta, la cual expresa una preocupante hipótesis: ¿será que el 
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empoderamiento de los militares que lleva a cabo López Obrador tiene como fin 

defender su proyecto transexenal hasta el grado de un autogolpe de Estado? 

CINCELADA: No es del género periodístico la entrevista a Claudia Sheinbaum en El 

País Semanal. Se trata de un infomercial, publirreportaje, gacetilla o embute con 

cargo al erario. 
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6. PROMOCIÓN PERSONALIZADA Y CULTO A LA PERSONALIDAD 

EL PRESIDENTE EN SU SOLILOQUIO 

El espectáculo de giras presidenciales, mañaneras y hasta "informes al pueblo" en 

plena emergencia sanitaria no se detiene. Enmedio de una recesión que se 

convierte rápidamente en crisis (depresión económica, le dicen los economistas), la 

inseguridad en permanente ascenso y la imparable violencia de 

género, el Presidente ha mostrado poca capacidad y disposición para reinventar 

su liderazgo y adecuarlo a los enormes retos del México que le tocó gobernar. 

Días atrás, Leo Zuckerman sostuvo en un artículo que la gira presidencial por Baja 

California y Sinaloa del fin de semana anterior fue un “exitazo” para López Obrador, 

pues impuso su agenda del debate público por encima de la epidemia de Covid-19. 

Dijo que nadie monta espectáculos como él y que mantiene entretenida a la gente 

en estos tiempos de crisis sanitaria y económica.  

El analista sostiene que el titular del Ejecutivo conserva la genialidad 

comunicacional que lo sacó a flote de situaciones adversas hasta encumbrarlo con 

el triunfo que lo llevó a la Presidencia. Tal es la valoración de no pocos intelectuales 

y comentaristas y esa es la que priva en el círculo íntimo del gobierno y en la cúpula 

de Morena. 

Sin embargo, un balance más equilibrado muestra error tras error, sobre todo en la 

última semana. La gira por el noreste la hizo en abierto desacato de los Acuerdos 

que el Consejo de Salubridad General y la Secretaría de Salud emitieron declarando 

la emergencia; la entrega de obras minúsculas, propias de un gobierno municipal, 

presentándolas como si se tratara de grandes obras de infraestructura; el 
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pronunciamiento contra las energías renovables (llamó despectivamente 

ventiladores a los campos eólicos); el trato deferente a la madre del Chapo Guzmán, 

presentando una acción fríamente calculada como si se hubiera tratado de una 

cortesía casual. A ello le siguieron su frase de que la pandemia y la crisis económica 

le vinieron “como anillo al dedo”, la extinción de decenas de fideicomisos, la 

“devolución” de los tiempos oficiales a las concesionarias de radio y televisión y, 

para rematar, el “informe al pueblo” en un patio desolado. 

Tales lances evidencian que en López Obrador late una desesperación por el 

descenso de su popularidad en las encuestas de opinión. Acostumbrado a dominar 

la discusión pública, se muestra iracundo e impaciente porque en las semanas y 

meses recientes se han impuesto asuntos que escapan a su control. Los primeros 

atisbos de lo anterior fueron sus reacciones ante la denuncia del caso Servidores 

de la Nación y el emplazamiento que el INE le dirigió. Luego el "culiacanazo", por 

cuyas críticas trastabilló, seguido del desabasto de medicamentos. A principios del 

año que corre, los saldos de la recesión económica y los de la violencia incontenible 

no encontraron de su equipo más que un tímido control de daños, después fue 

rebasado por las protestas feministas y luego por la pandemia. 

Con el paso del tiempo, los recurrentes chistoretes y las frases hechas, repetidas 

hasta el cansancio, se han desgastado y resultan cada vez más anticlimáticas. Lo 

que antes presumía como "diálogo circular" se trasmutó en un monólogo en el que 

el personaje reflexiona en voz alta y a solas, a manera de diálogo consigo 

mismo. Un soliloquio, pues. 

A la luz de promesas incumplidas, develadas su falta de plan de gobierno, la 

improvisación y la ineptitud de su gabinete, igual que la de buena parte de los 
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gobernantes emanados de su partido, el presidente enfrenta la que será una de las 

peores crisis de la historia nacional. 

¿Será capaz López Obrador de reinventar su liderazgo frente a la crisis múltiple que 

se cierne sobre México? ¿O seguirá en su ininterrumpida campaña electoral? 

CINCELADA: Dijo en su informe que "son tiempos de entereza", pero la única que se 

vio fue la del cadete a su lado, quien soportó a pie firme el vendaval de lugares 

comunes. 

SUSPENDER LAS “MAÑANERAS” 

Debido al inicio de las campañas electorales, la transmisión de las “mañaneras” de 

López Obrador deberá suspenderse a partir de marzo en los estados en los que se 

elegirá gobernador y desde 4 de abril de 2021 en toda la República, de acuerdo a 

lo que ordena la Constitución. Pero, además, las cotidianas homilías del Presidente 

están fuera de orden desde el 28 de octubre anterior, fecha en la cual se emitió la 

Convocatoria de Consulta Popular que el propio Presidente solicitó.  

La expedición de la Convocatoria a Consulta Popular debió adelantar la interrupción 

de las “mañaneras” pese a que, muy a destiempo los legisladores federales de 

Morena intentaron “salvar” las conferencias “mañaneras” al aprobar una reforma 

malhecha y también inconstitucional.  

Los diarios ejercicios propagandísticos se ubican en la inconstitucionalidad por su 

sola realización, independientemente de las reiteradas violaciones que han llevado 

al INE a adoptar dos acuerdos para ordenar medidas cautelares, debido a las 

constantes intromisiones gubernamentales en temas electorales que no le 

competen.  
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No debe haber propaganda gubernamental durante las campañas electorales 

La Constitución y la legislación electoral ordenan, en forma terminante, la 

suspensión de la propaganda gubernamental de todos los órdenes de gobierno 

durante las campañas electorales locales y federales. Con esta disposición se 

protege el principio de equidad en la contienda entre los partidos políticos, sus 

coaliciones y candidaturas, y se evita el uso de recursos públicos y del aparato 

estatal en favor o en contra de las distintas opciones políticas que se disputan el 

apoyo del electorado. 

La Constitución lo expresa sin dejar espacio a otras interpretaciones: 

Artículo 41. Fracción III. Apartado C (segundo párrafo) 

“Durante el tiempo que comprendan las campañas electorales federales y locales y 

hasta la conclusión de la respectiva jornada comicial, deberá suspenderse la difusión 

en los medios de comunicación social de toda propaganda gubernamental, tanto de 

los poderes federales, como de las entidades federativas, así como de los Municipios, 

de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México y cualquier otro ente 

público. Las únicas excepciones a lo anterior serán las campañas de información de 

las autoridades electorales, las relativas a servicios educativos y de salud, o las 

necesarias para la protección civil en casos de emergencia.” 

Este mandato se ha aplicado en todas las elecciones locales y federales desde su 

inclusión en la Constitución en 2008, no sin resistencias, infracciones y litigios a 

cargo de gobiernos federales y locales de distintos partidos. Esos litigios han 

producido sentencias y tesis de jurisprudencia de los tribunales electorales que han 

obligado a su cumplimiento. Se debe decir que al poner “piso parejo” en la 

contienda, esta regla benefició a los candidatos opositores, coadyuvó a la 
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alternancia y que, en la campaña presidencial de 2018, su observancia favoreció 

las aspiraciones de López Obrador. 

En lo que hace a las elecciones de 2021, el texto constitucional citado originará la 

suspensión a partir del 5 de marzo en Colima, Guerrero, Nuevo León, San Luis 

Potosí y Sonora, pues en estos estados iniciarán en esa fecha las respectivas 

campañas de gobernador. En Campeche, la propaganda oficial tendrá que 

detenerse 29 del mismo mes por la misma razón y la suspensión deberá abarcar a 

todo el país a partir del 4 de abril, dado que en esa fecha dan inicio las campañas 

de los candidatos a diputados federales. 

Era altamente probable que, como está ocurriendo, López Obrador intentara violar 

o burlar la norma aludida, pues da un peso central a su ejercicio diario de lo que 

llama engañosamente “diálogo circular”. Pero debido a la convocatoria a la consulta 

popular, que él mismo solicitó, quedó obligado a anticipar esta suspensión. 

No debe haber propaganda gubernamental durante la consulta popular 

Ello es así porque la Constitución, la legislación electoral y la Ley Federal de 

Consulta Popular disponen que la realización de las consultas populares origina la 

suspensión de la propaganda gubernamental de todos los órdenes de gobierno. Se 

trata de evitar que una influencia indebida y sesgada influya en el voto de la 

ciudadanía en la consulta popular. Por la misma razón se estableció que la SCJN, 

además de calificar la constitucionalidad del tema que se pretende someter a 

consulta, debe revisar la formulación de la pregunta y, de ser necesario, modificarla 

para evitar sesgos y parcialidad en favor de alguna de las opciones a seleccionar. 

Igualmente, se dispuso que ningún gobierno, ningún partido, organización ni 

persona particular puedan emitir propaganda a favor o en contra de las opciones a 
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consulta, pues reserva al Instituto Nacional Electoral (INE) el difundir información 

sobre éstas, cosa que se deberá hacer con imparcialidad. 

Por cierto, la misma regla se incluyó en la reciente reforma constitucional para 

incorporar la revocación de mandato al texto constitucional, propuesta también por 

el Ejecutivo y que fue impulsada por la mayoría de Morena en ambas cámaras 

legislativas. 

El periodo de suspensión arrancará con la convocatoria a la consulta popular. Así 

lo establece la Constitución: 

Artículo 35. (fracción VIII, numeral 4º, párrafo tercero) 

“Durante el tiempo que comprende el proceso de consulta popular, desde la 

convocatoria y hasta la conclusión de la jornada, deberá suspenderse la difusión en 

los medios de comunicación de toda propaganda gubernamental de cualquier orden 

de gobierno, salvo aquellas que tengan como fin difundir campañas de información 

de las autoridades electorales, las relativas a los servicios educativos y de salud, o las 

necesarias para la protección civil en casos de emergencia; (…)” 

Tal es el caso de la convocatoria a consulta popular solicitada por el Presidente 

López Obrador, autorizada por la SCJN y aprobada por el Congreso de la Unión, la 

cual se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 18 de octubre de 2020.29 Esto 

implica el que la suspensión de la propaganda gubernamental debió iniciar desde 

esa fecha y extenderse durante un total de siete meses antes de la jornada electoral 

del primer domingo de junio de 2021, además de otros dos meses adicionales 

 
29 DOF (28 de octubre de 2020). Consultado en: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5603705&fecha=28/10/2020 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5603705&fecha=28/10/2020
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previos al primer domingo de agosto de 2021, fecha prevista para la realización de 

la consulta.  

El cometido de las “mañaneras es presumir los logros del gobierno 

Al término del año 2020, el Presidente impartió 520 conferencias de prensa 

matutinas con una duración promedio de 2 horas, aunque a veces se han extendido 

más de 3 horas. La producción de las mismas corre a cargo del Centro de 

Producción de Programas Informativos y Especiales (CEPROPIE), se transmiten en 

vivo por todos los canales y estaciones del Sistema Público de Radiodifusión del 

Estado Mexicano (SPR) y por algunas concesionarias privadas de radio y televisión. 

Estudios realizados muestran que la información verídica sufre en las conferencias 

presidenciales. Un reporte de Verificado, que abarca de diciembre de 2018 a marzo 

de 2020 muestra que, luego de ser sometidas a investigación, las frases del 

Presidente son engañosas en un 24.5% y resultaron falsas en otro 24%. 

El deslinde de lo que el discurso presidencial denomina “conservadores” y el 

objetivo de mantener de la hegemonía de su proyecto están entre los fines 

declarados de esos diarios ejercicios. Esto se ilustra con lo que dijo López Obrador 

el 9 de abril anterior: 

“Están nada más buscando las podridas (sic). Entonces, tenemos que estar informando 

constantemente a la gente para que no se deje manipular. ¿Saben qué hay en el fondo 

de estas personas? (refiriéndose a sus críticos). Pues es su interés obsesivo, enfermizo, 

irracional de mantener el régimen corrupto que prevalecía… Pero la gente quiere el 

cambio, por eso votó y vamos hacia adelante. Porque, imagínense, si estos 

conservadores se imponen, triunfan y regresamos a lo de antes… Por eso informarle 
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a la gente, primero: vamos, a pesar de los pesares, bien; tenemos todo el plan para 

enfrentar situaciones críticas.” 30 

Como se ve, aduciendo su libertad de expresión y el derecho de réplica, el 

Presidente desborda su carácter institucional y se dedica a hacer promoción de su 

gobierno, de sus logros, además de que entra en polémicas y denigra, insulta y 

descalifica a quienes lo critican o disienten de lo que él considera la verdad. Es más, 

ha afirmado que tales encuentros son el instrumento principal de su gobierno para 

mantener el apoyo popular y la aprobación mayoritaria de la opinión pública. Así lo 

dijo en su declaración del 19 de diciembre de 2019: 

“Bueno, yo creo que es un buen sistema de comunicación (las conferencias 

“mañaneras”) porque nos permite informar a los ciudadanos de lo que estamos 

haciendo, de los problemas que hay en el país, de temas que son importantes… Y 

también (combatir) las desinformaciones o falsedades, aquí se aclaran, nos da esa 

oportunidad. Entonces, yo estoy muy contento con lo de las conferencias de las 

mañanas…” 31 

En otra ocasión, luego de quejarse de ser el Presidente más atacado desde 

Francisco I. Madero y de embestir contra todos los medios, menos La Jornada, 

mencionó que, en comparación con el héroe de la Revolución Mexicana, él tiene 

tres ventajas: el apoyo popular, las redes sociales (bueno, ya la está dando por 

perdidas), y: 

 
30 López Obrador (4 de abril de 2020). Consultado en: https://lopezobrador.org.mx/2020/04/09/version-
estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-296/ 
31 López Obrador (19 de diciembre de 2019). Consultado en: 
https://lopezobrador.org.mx/2019/12/19/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-
presidente-andres-manuel-lopez-obrador-220/  

https://lopezobrador.org.mx/2020/04/09/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-296/
https://lopezobrador.org.mx/2020/04/09/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-296/
https://lopezobrador.org.mx/2019/12/19/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-220/
https://lopezobrador.org.mx/2019/12/19/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-220/
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“… lo tercero que nos ayuda mucho son estas conferencias. Imagínense si el 

presidente Madero hubiese podido tener la oportunidad, si hubiese contado con esta 

forma de comunicación, él, que era tan inteligente, un hombre culto, convincente, 

bueno, hubiese podido contrarrestar a toda esa pandilla de rufianes que lo atacaban y 

que terminaron quitándole la vida. Entonces, ese es el fenómeno. Desde luego, 

nosotros vamos a ejercer nuestro derecho de réplica. Tenemos que informarle a la 

gente, tenemos que aclarar, argumentar…” 32 

No se trata entonces de que las ruedas de prensa presidenciales tengan como 

principal cometido la difusión de información pública en forma institucional e 

imparcial, sino de presumir los logros del gobierno y desmentir a los críticos de éste. 

En realidad, las “mañaneras” son el instrumento principal de comunicación social y 

de gobierno de López Obrador a la vez que son uno de los instrumentos principales 

de la estrategia de su proyecto político. 

Definición de propaganda gubernamental 

Una de las primeras sentencias del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación (TEPJF) en relación al cese de la propaganda gubernamental durante 

las campañas electorales data del año 2009. Mediante ella, se obligó al gobierno 

del entonces presidente Felipe Calderón a “bajar” spots que se transmitían por radio 

y televisión. Después de ésta, muchas otras sentencias han sido adoptadas por 

diversos tribunales electorales en las que se ordena a alcaldes, gobernadores y 

presidentes la suspensión de la propaganda gubernamental durante las campañas 

electorales locales y federales.  

 
32 López Obrador (14 de octubre de 2020). Consultado en: https://lopezobrador.org.mx/2020/10/14/version-
estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-396/  

https://lopezobrador.org.mx/2020/10/14/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-396/
https://lopezobrador.org.mx/2020/10/14/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-396/


Página 135 de 270 
 

De conformidad con lo resuelto en la sentencia SUP-RAP-119/2010 y acumulados, 

en la SRE-PSC-070/2019, la SRE-PSC-071/2019 (ésta última adoptada en el caso 

“Servidores de la Nación”) y en muchas otras resoluciones judiciales, la propaganda 

gubernamental es el conjunto de actos, escritos, publicaciones, imágenes, 

grabaciones, proyecciones y expresiones, emitido por los poderes federales, 

estatales y municipales con la finalidad difundir públicamente la existencia de logros, 

programas, acciones, obras o medidas de gobierno, difusión mediante la cual el 

gobierno intenta conseguir o incrementar su aceptación social.  

Las “mañaneras” son propaganda gubernamental 

Las “mañaneras” de López Obrador encajan en la definición de propaganda 

gubernamental y ya han sido analizadas por el INE y el tribunal electoral. El 28 de 

mayo de 2019, mediante el acuerdo ACQyD-INE-37/2019, la Comisión de Quejas y 

Denuncias del INE ordenó medidas cautelares a las concesionarias de radio y 

televisión, así como a la Presidencia de República, para que cesaran la difusión de 

manera completa e ininterrumpida de las referidas conferencias en los estados con 

proceso electoral en ese año (Aguascalientes, Baja California, Durango, Quintana 

Roo, Tamaulipas y Puebla). Dicho acuerdo quedó jurídicamente firme porque nadie 

lo impugnó. El mismo día por la mañana, a pregunta de un reportero sobre el 

acuerdo que iba a tomar el INE para suspender las mañaneras, el Presidente dijo: 

“…estoy de acuerdo que no hacen falta que nos manden una notificación; estoy de 

acuerdo que no se transmitan las conferencias en donde hay elecciones.” 33 

 
33 López Obrador (28 e mayo de 2019). Consultado en: https://lopezobrador.org.mx/2019/05/28/version-
estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-91/  

https://lopezobrador.org.mx/2019/05/28/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-91/
https://lopezobrador.org.mx/2019/05/28/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-91/
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Posteriormente, el 27 de noviembre del mismo año, la Sala Regional Especializada 

del TEPJF dictó la sentencia SRE-PSC-70/2019, por medio de la cual multó a las 

concesionarias públicas SPR-Canal Catorce con 549 mil pesos; al Canal 11 del 

Instituto Politécnico Nacional con 257 mil pesos; y a la concesionaria privada Media 

Sports de México, S.A. de C.V. con 12 mil pesos, “por la transmisión íntegra de las 

conferencias de prensa realizadas por el Presidente de la República” durante el 

periodo de campaña en los estados mencionados arriba. 34 

Acuerdos similares del INE y sentencias jurisdiccionales se adoptaron con motivo 

de las elecciones locales de Coahuila e Hidalgo en el año 2020. Es de explorado 

derecho, como dicen los juristas, el que las cotidianas conferencias matutinas del 

Presidente López Obrador constituyen piezas de propaganda gubernamental. En 

ellas, además de denostar a las feministas, ambientalistas, científicos, 

organizaciones campesinas, organismos no gubernamentales, órganos con 

autonomía constitucional, empresarios, periodistas, medios de comunicación y 

partidos de oposición, que son catalogados como conservadores, defensores del 

neoliberalismo y la corrupción, López Obrador presume los logros de su gobierno 

(la mayoría de las veces inventando “otros datos”), sus programas, acciones, obras 

o medidas gubernamentales, con el fin declarado de incrementar o mantener la 

aceptación de su gobierno por la ciudadanía. 

Las “mañaneras” deben (debieron) cesar 

A destiempo, a poco más de un mes de expedida y publicada la Convocatoria de 

Consulta Popular, los legisladores de Morena y sus aliados sacaron adelante un 

 
34 SRE-TEPJF (27 de noviembre de 2019). Sentencia de la Sala Regional del TEPJF SRE-PSC-70/2019. 
Consultado en: https://www.te.gob.mx/buscador/  

https://www.te.gob.mx/buscador/
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Decreto para reformar un transitorio de otro Decreto (suena chusco, pero así lo 

hicieron). Con esa reforma se modificó el artículo Transitorio Primero del Decreto 

por el que se aprobó la Convocatoria de la Consulta Popular de 2021. El fin confeso 

de dicha reforma consiste en evitar que las conferencias matutinas del Presidente 

se suspendan de inmediato.35 

Como se puede ver en el siguiente cuadro comparativo, esta reforma busca derogar 

la vigencia que empezó al publicarse el Decreto original en el DOF, al tiempo que 

pretende dar retroactividad a la reforma reciente, ambas cosas del todo 

improcedentes.  

Decreto de Convocatoria a Consulta Popular Decreto de Convocatoria a Consulta Popular, 
reformado 

(28 de octubre de 2020) (19 de noviembre de 2020) 

Transitorio Primero 
El presente Decreto (de expedición de la 
convocatoria) entrará en vigor el día de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Transitorio Primero  
El presente Decreto y la Convocatoria de 
Consulta Popular que se expide entrarán en 
vigor el jueves 15 de julio de 2021 

Fuentes: Elaboración propia con base en el Diario Oficial de la Federación de fechas 28/10/2020 y 

19/11/2020 

La anómala reforma, publicada apresuradamente en la edición vespertina del Diario 

Oficial de la Federación de la misma fecha en que se aprobó,36 además de exhibir 

la ineptitud de los asesores jurídicos de la Presidencia de la República y de los 

propios legisladores de Morena (que aprobaron el decreto original sin reparar en 

sus consecuencias), debiera ocupar un lugar en el Museo de las Pifias Legislativas. 

 
35 Cámara de Diputados (19 de noviembre de 2020). Gaceta Parlamentaria Número 5655, Anexo III. 
Consultado en: http://gaceta.diputados.gob.mx/  
36 DOF (19 de noviembre de 2020). Congreso de la Unión. “Decreto por el que se reforma el Artículo Primero 
Transitorio del Decreto por el que se expide la Convocatoria de Consulta Popular, publicado el 28 de octubre 
de 2020”. Consultado en: http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5605445&fecha=19/11/2020  

http://gaceta.diputados.gob.mx/
http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5605445&fecha=19/11/2020
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Además, con una reforma a un artículo transitorio de un Decreto, se pretende nada 

menos que burlar la Constitución, cuyo texto ordena expresamente que la 

propaganda gubernamental se suspenda “desde la convocatoria a la consulta 

popular y hasta la conclusión de la jornada” respectiva.  

Desde los últimos días de octubre anterior, la transmisión que hacen los canales 

públicos de radio y TV de cada conferencia “mañanera” es violatoria de la 

Constitución, pues desde ese entonces debieron suspenderse como su artículo 41.  

Lo expuesto en este ensayo permite concluir lo siguiente:  

1) La convocatoria a consulta popular fue publicada en el DOF el 28 de octubre 

2) Las “mañaneras” de López Obrador son propaganda gubernamental 

3) La propaganda gubernamental debe cesar desde la convocatoria a la 

consulta popular y hasta el término de la jornada de consulta (en el caso, el 

plazo va del 28 de octubre de 2020 al 1 de agosto de 2021 

4) La mayoría morenista en el Congreso de la Unión pretendió burlar la 

Constitución con una reforma improcedente 

5) El Presidente de la República está en falta, en postura de infractor de la 

Constitución, mientras no suspenda las “mañaneras” 

6) Independientemente de la suspensión ocasionada por la Consulta Popular, 

la transmisión de las “mañaneras” deberán suspenderse irremisiblemente a 

partir de marzo en Colima, Guerrero, Nuevo León, San Luis Potosí, Sonora 

y Campeche y, a partir del 3 de abril, en toda la República 
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EL CULTO A LA IMPERSONALIDAD 

El culto a la personalidad es un recurso que implementan los líderes populistas y 

dictadores, tanto de izquierda como de derecha, para cimentar su dominio 

unipersonal. Politólogos, historiadores y biógrafos han estudiado con detalle sus 

características en las dictaduras de Hitler, Franco, Mussolini, en las de Stalin, 

Ceassecu, Pol Pot y, más cercanamente, en los largos mandatos de Perón y Trujillo 

en Argentina y República Dominicana.  

Entre tales estudios sobresale la aguda reflexión de la escritora china Jong Chang 

en su libro Cisnes Salvajes, quien nos hace ver que, paradójicamente, el culto a la 

personalidad tiene como su corolario esencial el culto a la impersonalidad.  

En el libro, la autora revisa críticamente la idolatría al Gran Líder, a partir de su 

propia experiencia de niña y joven en la China de Mao Tse Tung. Testimonia la 

manipulación de los tristes recuerdos que la gente conservaba de su pasado y la 

alerta dosificada permanentemente en contra de “los enemigos de clase”. Éstos 

eran presentados como crueles malhechores que querían arrastrar a China a una 

época anterior, en la que los niños perderían sus escuelas, su calzado de invierno 

y sus alimentos. Desde 1949 se había impuesto el poder de la República Popular, 

pero la dirigencia china recurría a esa figura en las décadas siguientes para justificar 

el régimen de un solo partido y, durante la denominada Revolución Cultural, sirvió 

a Mao para establecer su dictadura unipersonal, previa purga y eliminación de los 

dirigentes del Partido Comunista que no le eran incondicionales. 

La dirigencia maoísta difundió la vida y obra de Lei Feng, un personaje 

pretendidamente del pueblo, de condición humilde, trabajador empeñoso, austero, 

caracterizado ante todo por su amor y devoción ilimitada al presidente Mao. En su 
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diario, que era lectura obligatoria, emitía indicaciones como las siguientes: “Debo 

estudiar las obras del presidente Mao, prestar atención a las palabras del presidente 

Mao, seguir las instrucciones del presidente Mao y ser un buen soldado del 

presidente Mao”.  

Desde hace más de dos años se lleva a cabo en México una operación sistemática 

de enaltecimiento del Presidente de la República, operativo en que han participado 

ciertos políticos e intelectuales orgánicos de la 4T y cuenta con el entusiasmo, muy 

bien pagado, de los mal llamados Servidores de la Nación. Es parte de esta 

operación el colocar a López Obrador en el nivel de personajes de la historia y otras 

comparaciones aún más disparatadas. 

Se induce entre la ciudadanía la fijación mental de un pasado ominoso identificado 

como “la etapa neoliberal” (para este efecto, se oculta con demagogia el hecho de 

que el modelo de política económica que sigue el actual gobierno es, en realidad, 

un neoliberalismo populista) y, siguiendo el patrón descrito, se creó discursivamente 

a “los conservadores” como los adversarios de una pretendida misión histórica, 

quienes tienen la intención de quitar al pueblo los apoyos que el Licenciado le 

dispensa. En ese arbitrario concepto se mete a todo aquél que critique a su 

gobierno. 

Para representar el papel de Lei Feng en esta puesta en escena, López Obrador 

formó la burocracia de los Servidores de la Nación. Los caracterizó como benignos 

repartidores a domicilio de la Cuarta Transformación, sin intermediarios, e intentó 

dotarlos con una aureola de austeridad, desprendimiento épico y hasta heroicidad. 

Pero esta burocracia dorada ha sido incapaz de representar ese papel, pues 
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degeneró con prontitud en virtud de los escándalos de moches, nepotismo y 

aviadurías que ha producido a raudales. 

El coro teatral del culto a la personalidad quedó a cargo de los políticos e 

intelectuales de la 4T. Beneficiados con cargos públicos tanto para ellos como para 

sus familiares, debieron hacer a un lado sus propias convicciones, dejar atrás su 

trayectoria profesional y de lucha (bueno, los pocos que la tenían) y, sobre todo, 

justificar y defender con ahínco las ocurrencias presidenciales, aún al extremo de la 

ignominia.  

En el guion de la 4T, al pueblo le corresponde aplaudir al líder y sus ocurrencias, 

abuchear al enemigo inventado y, como lo hubiera instruido Lei Feng, leer las obras 

del presidente, prestar atención a las palabras del presidente en sus “mañaneras”, 

seguir las instrucciones del presidente y ser un buen soldado del presidente López 

Obrador. En fin, practicar con empeño el culto a la impersonalidad en aras del 

carisma fabricado del Licenciado. 

El otro lado de la moneda del culto a la personalidad es el culto a la impersonalidad. 

Es esta una verdad que devela el antídoto contra la imposición de un liderazgo 

unipersonal, que es el ejercicio de la libertad de pensamiento y que la gente piense 

por sí misma.  

CINCELADA: El PRD ratificó su lugar en la oposición de izquierda al deslindarse del 

alargamiento de periodo del presidente de la Suprema Corte, que fue aprobado 

inconstitucionalmente. 
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TRAICIÓN A LA PATRIA, AMLO Y LA GUARDIA ROJA 

Aunque su motivación inmediata es el desquite y tiene una alta dosis demagógica, 

preocupa la deriva retórica del Presidente de la República, quien se lanzó contra 

quienes llamó “traidores a la patria”. Deben atenderse las similitudes de esta 

narrativa con las Camisas Negras de Mussolini, la Guardia Roja de Mao y los “actos 

de repudio” a los que aún hoy recurre la dictadura cubana. La orden presidencial de 

exhibir a las y los diputados federales que votaron contra su reforma eléctrica instiga 

a sus seguidores para que los agredan verbal o físicamente, bajo el disfraz de una 

movilización supuestamente patriótica.  

De entrada, al difamar e insultar a las personas que integran poco menos de la mitad 

de la Cámara de Diputados, Andrés Manuel López Obrador violó la Constitución 

una vez más. Puso en entredicho la función esencial del Poder Legislativo, que es 

la formación de las leyes. Efectivamente, los representantes populares que integran 

las cámaras deben conocer y dictaminar las iniciativas de reforma constitucional, 

las de nuevas leyes y las de reformas a las leyes existentes. Tienen la atribución de 

votar a favor o en contra de aprobarlas, de conformidad con los artículos 

constitucionales 50, 70, 72 y 135 (este último, cuando se trata de reformas a la 

Constitución), así como por la Ley Orgánica del Congreso de la Unión y los 

reglamentos de las cámaras.  

Tal derecho está expresamente protegido por el artículo 61 de la propia Carta 

Magna, que establece que “Los diputados y senadores son inviolables por las 

opiniones que manifiesten en el desempeño de sus cargos, y jamás podrán ser 

reconvenidos por ellas.” 
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Como parte de la cargada, en la que diputados y dirigentes disputan a empellones 

el lugar más destacado para hacer notar su fidelidad al líder de la llamada cuarta 

transformación, Mario Delgado e Ignacio Mier (presidente y coordinador 

parlamentario del partido Morena, respectivamente) tradujeron el epíteto 

presidencial en líneas de acción: el primero anunció una campaña nacional para 

denostar a los 223 diputados federales y dijo que los demandará penalmente por el 

delito de traición a la patria descrito en el artículo 135 del Código Penal Federal. El 

segundo habló de paredón y de fusilamiento contra los supuestos traidores, pese a 

que la pena de muerte fue derogada de las leyes penales de México desde 1980. 

La proclama del diputado Mier es, de plano, una conducta típica de otro delito 

federal: la provocación y apología del delito, pues es un llamado expreso a la 

comisión de crímenes como el homicidio, las lesiones y/o el daño patrimonial contra 

los señalados.   

Como se ha dicho, un sentido práctico de la grave acusación de AMLO, consiste en 

azuzar a los seguidores y a los burócratas bajo su mando, como en su tiempo operó 

Benito Mussolini con sus Camisas Negras, que eran un “instrumento de persuasión” 

de su movimiento, encargado de la exhibición pública de los oponentes políticos y 

sociales del fascismo para intimidarlos. A la intimidación seguía la violencia en su 

contra y hasta el asesinato. 

Mao Tse-tung presentó la llamada Revolución Cultural como una profunda 

reforma de los valores de la sociedad, pero, en la práctica, fue una lucha para 

imponer su poder unipersonal en la República Popular China. Los maoístas en 

el poder denunciaron en 1965 un supuesto golpe de Estado de “los derechistas” 

y, en mayo de ese año, profesores y estudiantes de la Universidad de Pekín 
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colgaron carteles (llamados dazibaos) para denunciar a otros universitarios 

como “elementos derechistas”. Esta forma de exhibición pública se extendió por 

todo el país con la participación de grupos de jóvenes bautizados como la 

Guardia Roja, vestidos con uniforme paramilitar, brazaletes rojos y portando el 

Pequeño Libro Rojo (selección de citas del Presidente Mao), sin importar que 

los acusados fueran héroes nacionales, destacados científicos o dirigentes del 

Partido Comunista. De los dazibaos con el nombre, fotografía y acusaciones 

contra los imputados, pronto se pasó a la realización de actos de humillación 

pública en los que éstos eran forzados a exhibirse con carteles, tocados 

grotescos y a “confesar” ante la multitud que eran espías del Koumintang o 

“personas afectas a Jrushov” (el líder soviético que sustituyó y criticó a Stalin). 

Millones de víctimas sufrieron ese trato arbitrario, algunos fueron asesinados, 

otros se suicidaron o quedaron incapacitados para el trabajo. Sus “crímenes” 

podían consistir en conocer a un extranjero, poseer libros prohibidos, dedicarse 

a estudios clásicos, ser profesores o jefes exigentes o haber criticado o dudado 

de Mao en algún comentario ocasional. 

Una experiencia similar, más cercana geográficamente a nuestro país, se vive aún 

hoy en la querida Cuba. Desde la década de los setenta, los Comités de Defensa 

de la Revolución (CDR) llevaron a cabo “actos de repudio” contra diferentes 

personas que habían sido identificadas como desafectos a la revolución 

encabezada por Fidel Castro y que eran calificadas como “antisociales”.  

Hacia la década de los noventa, los CDR fueron sustituidos en estas tareas 

represivas por las llamadas Brigadas de Respuesta Rápida, que son grupos de corte 

paramilitar. Aunque aparentan que sus acciones son espontáneas y cuentan con la  
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participación masiva de la población, en realidad son orquestadas desde el gobierno 

de la isla. Los “actos de repudio” son una política represiva utilizada contra artistas, 

activistas, youtubers, periodistas disidentes, las Damas de Blanco (que son un 

grupo de mujeres que exige la liberación de los presos políticos), homosexuales. 

Consisten en el cerco de las casas de los disidentes, a veces por días enteros, 

impidiéndoles salir, cortando la luz o el agua potable, insultándolos en forma 

escandalosa y pintando las fachadas de sus casas para marcarlas como reducto de 

gusanos, parásitos, escoria. El gobierno cubano ha expresado que los “actos de 

repudio” son necesarios para “mostrarle al enemigo que con el pueblo no se juega”. 

El 21 de abril, López Obrador respaldó la campaña en la que Morena exhibe 

públicamente a los diputados que rechazaron la también llamada Ley Bartlett en los 

siguientes términos: “Que cada quien se haga responsable de sus actos, pero que 

no se rasguen las vestiduras diciendo ‘no quiero que me digan que soy traidor’ 

cuando consciente o inconsciente ayude a las empresas extranjeras”. Además, al 

dar lectura al artículo 135 del Código Penal Federal, prácticamente amenazó con la 

cárcel a los legisladores disidentes. 

Por eso cabe preguntar, como se hace también desde otros ámbitos: ¿México está 

en el arranque de una ola de arbitrariedad gubernamental extrema como las del 

fascismo italiano, el maoísmo chino y la dictadura cubana? 
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7. CLIENTELISMO ELECTORAL Y COACCIÓN DEL VOTO 

LOS SUPERDELEGADOS 

Una de las novedades del nuevo gobierno federal, que ya son y en el futuro seguirán 

siendo motivo de múltiples conflictos, son los llamados superdelegados. La razón 

de tal conflictividad deviene de la concentración de poderes que se ha asignado a 

estos funcionarios, a la centralización que ello conlleva y al perfil político electoral 

de quienes han recibido tales nombramientos. 

En cuanto a la concentración de poderes, debemos recordar que la reciente reforma 

a la Ley de la materia ubicó dentro de la estructura de la nueva Secretaría de 

Bienestar a las Delegaciones de Programas para el Desarrollo de cada entidad 

federativa, que así se llaman legalmente los superdelegados. Contradictoriamente 

con esa ubicación orgánica, la instancia que será la autoridad jerárquicamente 

superior de las mencionadas delegaciones es la Coordinación General de 

Programas para el Desarrollo, la que se adscribió directamente a la Presidencia de 

la República. En realidad, la designación de los mismos, de acuerdo a la reforma 

aprobada, es una potestad del titular de la Coordinación General, limitándose la 

Secretaría de Bienestar a firmar sus nombramientos. 

Parte importante del poder que los nuevos funcionarios federales concentrarán se 

debe a que, entre sus facultades, está la de designar a los titulares de las Oficinas 

de Representación (que sustituyen a los delegados anteriores), para que sean 

acreditados por la respectiva secretaría y/o dependencia federal en cada entidad 

federativa. Es decir, el superdelegado nombrará a los delegados o representantes 

estatales de todas las dependencias del gobierno federal (desde la SEGOB, SCT, 
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SEP, SSP, la Secretaría de Economía, hasta la Cofepris, Pemex y Correos de 

México), pues los secretarios de Estado o los directores de las dependencias se 

limitarán a firmar los nombramientos de quienes aquél decida, según dispone el 

nuevo inciso f) del artículo 17-Bis, Fracción III, de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal. 

Lo anterior implica que los superdelegados ejercerán poder no solo en cuanto a los 

programas de desarrollo social del nuevo gobierno federal, pues también abarcarán 

los programas de obras, los educativos, los de salud, el desarrollo metropolitano y 

un largo etcétera. Como ya lo han sufrido los gobernadores de diversos estados, los 

nuevos funcionarios federales serán, incluso, quienes coordinen los gabinetes de 

seguridad pública en los estados de la República. 

La nueva figura orgánica del gobierno federal, a juicio de la oposición, es violatoria 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues implica 

establecer, por parte del gobierno federal, una poderosa estructura político-

administrativa en menoscabo del poder y la autoridad de los gobiernos electos 

democráticamente en cada entidad federativa. Se trata de una política 

centralizadora de la administración pública federal y en demérito de la soberanía de 

los estados de la República y del gobierno de la Ciudad de México. 

Finalmente, estas adecuaciones a la estructura orgánica del gobierno federal 

responden a la necesidad de legislar asuntos que, unilateralmente, ya había 

resuelto el presidente Andrés Manuel López Obrador, con fines presumiblemente 

político-electorales.  

Efectivamente, desde el pasado 21 de agosto de 2018, el entonces presidente 

electo anunció la designación de Gabriel García Hernández como coordinador 
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general de programas de desarrollo, al mando de los delegados de programas para 

el desarrollo. Días antes, el propio presidente electo había dado a conocer la lista 

de los superdelegados estatales. Todos los nombramientos recayeron en 

excandidatos a gobernador, en legisladores electos y dirigentes locales de Morena 

y en ex coordinadores de su campaña electoral. En algunos casos, como Jalisco, 

Estado de México y otros, raya en la imprudencia al nombrar en tal cargo a quienes 

compitieron y perdieron las elecciones de gobernador. Ahora, los candidatos 

morenistas regresarán a la entidad, investidos con plenos poderes federales, para 

confrontar a quienes los vencieron electoralmente y para preparar su nueva 

campaña. 

LA OPERACIÓN ELECTORAL DEL GOBIERNO DE LA 4T 

Desde agosto del año 2018, antes de tomar posesión, el presidente Andrés Manuel 

López Obrador puso en marcha una gravosa estructura burocrática, la que desde 

entonces realiza una gigantesca operación electoral en la que se usa indebidamente 

el presupuesto destinado a los programas sociales. Esta operación tiene el objetivo 

de consolidar e incrementar la base electoral proclive al presidente y a su partido, 

como lo hizo ver María Amparo Casar (Casar, M.A., 2019). 

De acuerdo a los datos publicados en la plataforma Nómina Transparente de la 

Administración Pública Federal de la Secretaría de la Función Pública,37 la 

erogación anual en los sueldos de la estructura de los “Servidores de la Nación” 

alcanza los 2,577 millones de pesos, sin contar prestaciones ni bonos. A esta cifra 

 
37 Secretaría de la Función Pública (2019). Nómina Transparente de la Administración Pública Federal. 
Consultada en: https://nominatransparente.rhnet.gob.mx/ 

https://nominatransparente.rhnet.gob.mx/
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se debe añadir una estimación conservadora de gastos de operación por 663 

millones de pesos, de manera que hacen un total de 3,240 millones de pesos.38 

Para dimensionar este monto, cabe decir que es equivalente al presupuesto 

autorizado en este ejercicio fiscal al Fondo Nacional de Desastres Naturales 

(FONDEN), al del Registro Federal de Electores para la actualización del padrón 

electoral y la emisión de la credencial del INE o al del Fondo Metropolitano, que son 

programas presupuestales estratégicos del Estado mexicano. El monto aludido 

cubriría diez años el presupuesto de los Refugios para Mujeres Víctimas de 

Violencia y 16 años el del programa de protección a periodistas. 

En la nómina correspondiente a la primera quincena del mes de julio, los “Servidores 

de la Nación” contabilizan un personal de 18,299 individuos contratados por 

honorarios, número que incluye a los Coordinadores Regionales de Programas para 

el Desarrollo. Si la masa de los “Servidores de la Nación”, que enlista a más de 18 

mil personas, tiene un sueldo bruto de 10 mil 217 pesos, cada uno de los 266 

Coordinadores Regionales percibe en cambio 73 mil 507 pesos cada mes. 

Los Coordinadores Regionales de Programas para el Desarrollo coordinan a los 

“Servidores de la Nación” en regiones que coinciden geográficamente con los 

distritos electorales federales, por si quedaba alguna duda de la naturaleza electoral 

de su tarea. En las grandes ciudades, que cuentan con más de un distrito electoral 

federal, se designó a un solo coordinador regional por municipio o alcaldía, cosa 

que también responde a un sentido electoral, por lo que su número total no es 

 
38 En la actualización 2021 de estas cifras, se incrementaron dramáticamente los montos de la nómina anual, 
gastos de operación, el número del personal contratado y el de los programas sociales que maneja esta 
estructura burocrática, como puede observarse en el ensayo “Elecciones 2021: uso ilegal de los programas 
sociales”, al final de este capítulo. 
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equivalente con los 300 distritos electorales federales en los que está dividido el 

territorio nacional. 

Los Coordinadores Regionales de Programas para el Desarrollo son, a su vez, 

coordinados por los delegados estatales del gobierno federal, más conocidos como 

superdelegados. Éstos reciben un sueldo bruto mensual de 122,512 pesos. Los 

Delegados Estatales de Programas para el Desarrollo, que tal es el nombre que la 

ley asigna a estos cargos, además de mandar sobre los Coordinadores Regionales 

y sus huestes de “Servidores de la Nación”, cuentan con múltiples facultades. El 

artículo 17-Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal obliga todas 

a las oficinas estatales de las secretarías y dependencias federales a informarles 

de la ejecución de los programas que entreguen un beneficio directo a la población, 

sus padrones y actividades. Además, la misma disposición otorga a los 

superdelegados la facultad de designar a todos los representantes de las 

secretarías y dependencias del gobierno federal en su estado, pues sus 

nombramientos serán realizados por el titular de éstas, pero a propuesta del 

respectivo Delegado Estatal.39 

El vértice superior de esta estructura está ocupado por el Coordinador General de 

Programas para el Desarrollo, que responde directamente al Presidente de la 

República. Aunque los nombramientos de los superdelegados llevan la firma de la 

titular de la Secretaría de Bienestar y su nómina se carga a dicha dependencia, se 

 
39 En su renuncia al cargo de Director General del IMSS, presentada el 21 de mayo, Germán Martínez se 
refirió a esta anómala disposición pues, aunque culpó de ello a la Secretaría de Hacienda, denunció la 
pretensión de nombrar “delegados” estatales del IMSS distintos a los designados por el Consejo Técnico del 
propio Instituto.  
Ver el texto completo de la renuncia en: https://www.jornada.com.mx/ultimas/2019/05/21/texto-
completo-de-la-renuncia-de-german-martinez-al-imss-128.html 

https://www.jornada.com.mx/ultimas/2019/05/21/texto-completo-de-la-renuncia-de-german-martinez-al-imss-128.html
https://www.jornada.com.mx/ultimas/2019/05/21/texto-completo-de-la-renuncia-de-german-martinez-al-imss-128.html


Página 151 de 270 
 

efectúa en la Presidencia tanto su designación como la coordinación de sus 

trabajos. Dado que ilustra el involucramiento directo del Presidente de la República 

en esta operación, conviene citar las palabras que, en un evento con los mil 200 

“Servidores de la Nación” de la Ciudad de México a principios de marzo de este año, 

dijo Gabriel García Hernández, quien ocupa el cargo de Coordinador General de 

Programas para el Desarrollo. Luego de ofrecer un repaso a los programas sociales 

del gobierno federal, que para él son la respuesta de la Cuarta Transformación a las 

penurias de la población, el Coordinador General añadió:  

“Reciban un saludo del Presidente de la República (aplausos). Él diario, diario ve el 

esfuerzo que ustedes hacen, él sabe perfectamente, todos los días revisa el andar de 

ustedes (sic)…”. 40 

La estructura burocrática que aquí hemos descrito, aunque está sufragada con 

cuantiosos dineros públicos, es más parecida a un tipo de organización partidaria 

en campaña, que al de una de carácter gubernamental.  

Como queda claro, esta estructura es centralizada y designada de arriba hacia 

abajo, lo que se asegura su control verticalista. Es, además, excluyente de los 

gobiernos estatales y municipales, de las organizaciones sociales y comunitarias y 

prescinde, incluso, de las propias dependencias del gobierno federal que han visto 

menoscabadas sus atribuciones para el nombramiento de sus representantes en 

las entidades federativas en favor de los superdelegados, a la vez que varias de 

ellas han debido jugar un papel testimonial en la ejecución de programas sociales 

 
40 El video con el discurso completo de Gabriel García Hernández se podía ver, a la fecha de entrega de este 
ensayo, en la cuenta de Facebook a nombre de “Servidores de la Nación CDMX”. Está integrado en el 
expediente SRE-PSC-71/2019 de la Sala Regional Especializada del TEPJF.  
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que son de su competencia, competencia que ha sido arrebatada en favor de los 

“Servidores de la Nación”. 

Pero además de ello, el estudio de los antecedentes de los Delegados Estatales del 

gobierno federal y los Coordinadores Regionales de Programas para el Desarrollo 

muestra un perfil netamente partidista.41 Se ha escrito mucho sobre quiénes son los 

superdelegados, baste decir que antes de ocupar sus altos cargos federales fueron 

candidatos postulados por el partido Morena o dirigentes de este partido o de alguna 

de sus organizaciones aliadas. En lo que respecta a los 266 Coordinadores 

Regionales de Programas para el Desarrollo, habrá que añadir  que las principales 

fuentes de su reclutamiento son la coordinación de las recientes campañas 

electorales del mismo partido (ejerciendo cargos de coordinadores, enlaces 

distritales o representantes electorales), con un 34%; las candidaturas a los diversos 

cargos de elección popular, con el 30%; el 20% proviene de diversos cargos de 

elección popular postulados por Morena (diputados locales y federales, alcaldes, 

regidores); en tanto que una décima parte integra las estructuras de dirección 

partidaria. 

Se puede afirmar que los Delegados Estatales y los Coordinadores Regionales de 

Programas para el Desarrollo intercambiaron su designación o cargo partidario por 

un nombramiento oficial que los convirtió en servidores públicos federales de alto 

rango, sin que mediara ningún procedimiento que asegurara, con un sentido 

 
41 Un estudio completo de los antecedentes políticos de cada uno de los Delegados Estatales y Regionales de 
Programas para el Desarrollo se presentó, como anexo, en la queja electoral interpuesta por el PRD ante el 
Instituto Nacional Electoral el pasado 9 de agosto. 
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institucional, su idoneidad para el cargo, su habilitación legal, conocimientos y nivel 

académico necesario. 

Las organizaciones sociales y civiles, los especialistas y el personal capacitado en 

la ejecución de políticas de desarrollo social enfocadas a apoyar a los adultos 

mayores, a las personas con discapacidad, a los productores agrícolas y ganaderos, 

a los estudiantes, a los pequeños comerciantes o pequeños industriales, entre 

muchos otros sectores, que después de años de labor acumularon pericia y 

experiencia especializada y focalizada, quedaron desplazados con el argumento, 

repetido muchas veces por el propio Presidente de la República, de que había que 

evitar intermediarios en la entrega de los apoyos. Para éste, los únicos 

intermediarios válidos son los “Servidores de la Nación” que él designa y maneja. 

Todo indica que el amiguismo y el compadrazgo fueron los criterios de integración 

de esta costosa estructura burocrática, mezclados con la fidelidad en grado de 

incondicionalidad respecto de quienes ocupan los escalones superiores de la 

misma. 

Es a través de esta estructura que el Gran Benefactor, descrito por María Amparo 

Casar, está canalizando los dineros de los programas sociales del gobierno federal. 

A los siete programas sociales que la autora contabilizó se deben añadir cuatro 

adicionales que también manejan los “Servidores de la Nación”: Crédito Ganadero 

a la Palabra, con 4 mil millones de pesos; Programa de Mejoramiento Urbano, con 

8 mil; Programa Nacional de Reconstrucción, también con 8 mil; y Producción para 

el Bienestar, que tiene presupuestados 9 mil millones de pesos más. Añadidos a los 

191 mil que la autora había detectado, la suma alcanza la cifra de 220 mil millones 

de pesos tan solo en este ejercicio fiscal. 
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En la ejecución de estos presupuestos no prevalece una administración que 

racionalice y supervise la labor censal y la entrega de beneficios y apoyos mediante 

tarjetas bancarias u órdenes de pago. No hay Reglas de Operación que garanticen 

apego al objetivo del gasto presupuestal, los “Servidores de la Nación” recorren las 

localidades y visitan los domicilios del país decidiendo sobre el terreno, bajo las 

órdenes de sus coordinadores, a quién enlistan y a quién no en los padrones de los 

distintos programas. Dichos padrones de beneficiarios, hasta hoy ocultos por las 

autoridades, guardan de seguro muchas historias de exclusión, de simulación, de 

arbitrariedades y de corrupción en el manejo de los apoyos, las que se conocerán 

cuando se publiquen y se les apliquen las correspondientes auditorías. 

Todo ello en aras de una meta que desentrañó la autora mencionada: 23 millones 

de beneficiarios-votantes afines y agradecidos con el gobierno de Morena, 

agrupados en un masivo caudal electoral que podría representar la mitad de la 

votación en las elecciones intermedias de 2021. 

Los “Servidores de la Nación” levantan el Censo del Bienestar y entregan los apoyos 

a los beneficiarios, al tiempo que llevan a cabo una incesante promoción 

personalizada en favor del Presidente de la República y de sus propios 

coordinadores estatales y regionales, quienes en su momento se convertirán en los 

candidatos a gobernador, a diputados y a alcaldes que en el futuro postule el partido 

Morena.  

En las visitas domiciliarias y en los mítines políticos que realizan en escuelas 

públicas, en auditorios municipales o ejidales, los “Servidores de la Nación” 

declaman que van de parte del Presidente, que éste otorga a la población 

necesitada su apoyo económico e intiman a los beneficiarios a agradecerle la 
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atención al titular del Ejecutivo. Lo anterior se puede ver desde la vestimenta: en 

todas sus actividades aparecen ataviados con chalecos de color café claro que 

llevan estampado el nombre de López Obrador en el pecho, el que también aparece 

en sus mochilas y gafetes de identificación. 42 

Al respecto se debe tener presente lo que dicta el artículo 134 de la Constitución 

Política de nuestro país: los recursos de que dispongan los servidores públicos en 

virtud de su cargo se deben emplear con eficiencia, honradez, de conformidad con 

planes y programas de trabajo y con fundamento legal. A la vez, su uso debe ser 

neutral, es decir, no debe favorecer a partido o persona alguna, además de que está 

prohibido el que la propaganda gubernamental de cualquier tipo realice promoción 

personalizada de un servidor público.  

A despecho de lo que ordena el texto constitucional, los “Servidores de la Nación” 

efectúan un operativo electoral del gobierno federal, que incurre de entrada en dos 

violaciones a la Constitución: 1) el uso indebido de los recursos públicos, vulnerando 

el principio de imparcialidad del servicio público, y 2) la promoción personalizada de 

los servidores públicos. 

A través del despliegue de los “Servidores de la Nación”, su indumentaria y su 

discurso, el gobierno federal hace una propaganda que ni es institucional ni tiene 

fines informativos, educativos o de orientación social. Tal propaganda viola la 

prohibición de incluir el nombre del servidor público, en este caso el del presidente 

Andrés Manuel López Obrador. Pero es también propaganda personalizada la 

 
42 Miles de ejemplos que comprueban lo anterior se encuentran en las Actas Circunstanciadas levantadas 
con los números de expediente 65/2019 y 106/2019 de la Oficialía Electoral del INE. La primera consta de 
398 páginas y la segunda 1,173. 
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exhibición de los superdelegados y de los Coordinadores Regionales en reuniones 

de entrega de apoyos gubernamentales, las que se convierten en mítines políticos 

en los que se les agradece y ensalza tanto como a los fines de la Cuarta 

Transformación. Con esta mecánica se les da a conocer y se les posiciona 

favorablemente en la opinión de un mercado político cautivo constituido por los 

beneficiarios o los aspirantes a serlo.  

Los “Servidores de la Nación” son una estructura apartada de lo que ordena la 

Constitución, porque ha sido concebida con el verdadero propósito de hacer una 

vinculación directa de los programas sociales y de sus cuantiosos recursos 

presupuestarios con la exaltación de la figura presidencial y la de los 

superdelegados y los coordinadores regionales. 

Junto a lo anterior, se debe afirmar que la concentración de todos los programas 

sociales en la operación de una sola estructura de naturaleza ejecutiva, como la 

descrita arriba, contradice también el artículo 90 constitucional, pues incumple con 

lo que se podría llamar el espíritu competencial de la administración pública, 

consistente en distribuir las atribuciones del Poder Ejecutivo entre las distintas 

Secretarías de Estado. En virtud de ello, éstas tienen competencias específicas que 

se desarrollan con detalle en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 

ley ésta en la que nadie encontrará la denominación “Servidores de la Nación”. 

En resumen, el Gran Benefactor es un monstruo de 18 mil cabezas, dirigido desde 

el Palacio Nacional por el mismo Presidente de la República. Bien aceitada con una 

cuantiosa nómina anual de más de 3 mil 200 millones de pesos, la ilegal estructura 

es la encargada de cortejar a la población necesitada de México, al ritmo de 220 mil 

millones de pesos cada año. 
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“VIVIDORES DE LA NACIÓN” 

Se ha bautizado a los mal llamados servidores de la nación de muchas formas 

burlonas, entre ellas la que los señala como los “vividores de la nación”. Tal 

denominación es común al interior del movimiento lopezobradorista, muchos de 

cuyos integrantes se refieren así a la burocracia dorada del gobierno de la 4T, 

consentida al grado de que sus integrantes fueron vacunados primero que nadie 

contra el Covid-19, antes incluso que el personal médico y los adultos mayores. 

La decisión de López Obrador de encargar la Campaña Nacional de Vacunación a 

sus brigadas electoreras provocó la indignación generalizada y ocasionó que por 

doquier surgieran más apodos que, en son de burla y descontento, los identifican 

como los “cuervos de la nación”, “la yunta de Andrés Manuel”, “ser vividores de la 

vacunación”, entre otros (se omiten los que incluyen malas palabras y mentadas). 

Pero entre todos destacan dos motes, “servidores de AMLO” y “vividores de la 

nación”, porque subrayan con mordacidad un par de características sustanciales del 

ejército electoral que creó y desplegó el gobierno de la 4T desde antes de que 

tomara posesión en 2018. Eso de “servidores de AMLO” resalta en una sola frase 

el hecho de que, más que servir a la nación o a la administración pública, la tarea 

de esta estructura fue desde el principio el enaltecimiento de López Obrador. La 

primera edición del libro que en 2019 escribí sobre el tema tuvo esa frase como 

título provisional e, incluso, así se nombra el archivo de texto que se remitió al editor 

para el diseño e impresión (se agotaron los ejemplares de la primera edición, pero 

su versión electrónica está disponible sin costo en 

https://www.prd.org.mx/libros/libros-prd.html#). 

https://www.prd.org.mx/libros/libros-prd.html
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Es más reciente aquello de los “vividores de la nación”, sobrenombre emanado 

desde interior del movimiento encabezado por López Obrador, como dije al inicio. 

Esa formulación la compartió una persona del más alto círculo de dirección del 

gobierno y del partido en el poder y me he enterado que su uso es común entre la 

dirigencia partidaria, parlamentaria y en los círculos gubernamentales de Morena, 

lo que manifiesta un sordo descontento con el protagonismo que el Presidente 

otorga a dicha estructura. 

El adjetivo de vividores cabe porque, muy a despecho de la aureola con que su 

creador intentó adornarlos, sus integrantes se destacan por vivir a expensas de los 

demás y buscar por malos medios lo que les conviene. Para darle un tono épico, se 

inventó que eran voluntarios, cuando en realidad cobran sueldo desde la etapa de 

transición, además de que, por cierto, ganan bien. Los brigadistas (más de 20 mil), 

perciben casi el triple del salario mínimo. Como lo demuestro en la segunda edición 

de mi libro (de próxima aparición) cualquiera de estos promotores, carente de toda 

preparación u oficio, tiene un sueldo superior al de una calificada jefa de enfermeras 

y mayor que el ingreso promedio de un ingeniero mexicano. 

Los 266 coordinadores regionales ganan cada uno 76 mil pesos mensuales más 

prestaciones, mucho más que el director de una escuela de educación superior con 

sus años de cátedra, maestrías y doctorados. Eso, sin contar los “moches” que 

algunos arrebatan a las becas, pensiones y demás apoyos. Cada delegado estatal, 

a los que se ha dado en llamar superdelegados, percibe 126 mil pesos al mes y su 

ingreso anual, mochadas aparte, alcanza 1 millón 777 mil pesos cuando se 

contabilizan sus prestaciones. Los delegados regionales y estatales de los 

servidores de la nación se ubican en el 1% de los empleados que ganan más en 
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todo México. La prometida austeridad republicana de AMLO se revela como una 

frase hueca al observar esta auténtica burocracia dorada encabezada por su 

Coordinador General, quien rinde cuentas solo al Presidente de la República y cuyo 

ingreso anual es de 2.2 millones de pesos. 

Mucho dinero se gasta en esta nómina, que ronda los 3 mil 700 millones de pesos 

anuales solo en sueldos, dinero que sale del erario para destinarse al proselitismo 

electoral presidencial y para mantener a una runfla de “vividores de la nación”. 

Cincelada: No sería el colmo que el gobierno de la 4T rifara las vacunas contra el 

Covid-19. El colmo sería que esa rifa la hiciera ¡sin vacunas! (es probable). 

REGAÑO Y SABLAZO PARA LOS “VIVIDORES DE LA NACIÓN” 

Etcétera, 28 de junio de 2021 

Dos reuniones del Presidente en Palacio Nacional: en una, regaño y despidos de 

superdelegados porque los llamados Servidores de la Nación no cumplieron con 

sus expectativas electorales; en la otra, el sablazo a los gobernadores electos de 

Morena. La motivación de ambas posturas es que, en adelante, el Ejecutivo deberá 

negociar la aprobación del presupuesto anual. 

El miércoles 23 de junio de 2021, los superdelegados de AMLO en los estados 

asistieron a una reunión a que se les convocó intempestivamente para hacer el 

balance de la campaña de vacunación. Sin siquiera dar los buenos días, el 

Presidente les dirigió un regaño de 10 o 12 minutos, en el cual les informó que había 

separado del cargo a la delegada de la Ciudad de México (esa información ya era 

pública desde días atrás) y que haría más cambios. Los recriminó porque lo dejaron 

con la obligación de negociar (“con mis adversarios”, les dijo) el presupuesto de los 



Página 160 de 270 
 

años siguientes. Les reclamó que en sus filas había oportunismo y politiquería, que 

se habían dedicado a cimentar sus ambiciones personales, en lugar de 

concentrarse en la Cuarta Transformación, y que de nada había valido tanta 

inversión. Todo ello, según lo comentó a este columnista una persona que fue 

testigo presencial.  

Acto seguido, sin escuchar a nadie, se retiró. No se despidió de los presentes, que 

se miraban asombrados entre sí e interrogaban con la mirada a Gabriel García 

Hernández, su Coordinador General y jefe máximo de los mal llamados Servidores 

de la Nación. Este, sin salir del azoro, intentó restablecer la reunión convocada pero 

personal de la oficina presidencial lo interrumpió para notificarle que era esperado 

en el despacho presidencial. Según parece y, de acuerdo con algunas versiones 

periodísticas, ahí se le informó que estaba fuera y tan solo pudo negociar el permiso 

de hacerlo público con un “Hazle como quieras”. En efecto, si trascendió al público 

esta destitución fue porque García Hernández anunció en las afueras del Palacio 

Virreinal que retomaría su escaño plurinominal en el Senado. Puso de pretexto que 

su suplente ocuparía un cargo partidario en Morena. Un día después, el propio 

Presidente informó del nombramiento del nuevo Coordinador General de 

Programas para el Desarrollo en la persona de Carlos Torres, el secretario técnico 

del gabinete, y añadió que éste asumirá la doble función. 

El viernes siguiente, a la segunda reunión a que nos referimos, fueron convocados 

los once gobernadores electos que fueron postulados por Morena. No se explicó la 

exclusión de los gobernadores electos por otros partidos, incluso de quien fue el 

verdadero candidato de López Obrador y que ganó en San Luis Potosí, pero se 

difundió una foto oficial y un boletín de lo que supuestamente se trató ahí. La versión 
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oficial no incluyó el discurso presidencial pero se ha sabido, también por testigos de 

primera mano que, aparte de felicitar a los recién electos y demandarles que se 

guíen en su gobierno por los principios de “no robar, no mentir y no traicionar”, el 

huésped de Palacio compartió con ellos la queja de que no tendrá Morena los votos 

suficientes para aprobar el presupuesto del año entrante, por lo que deberá 

“negociar con los adversarios”. Con esto fundamentó el sablazo: les pidió que 

convinieran con la Federación una aportación del 50% de los programas sociales 

federales, particularmente los apoyos a personas con discapacidad y el denominado 

“La Escuela es Nuestra”, pero de modo tal que éstos sigan llegando en forma directa 

a los beneficiarios “sin intermediarios”, lo que traducido quiere decir que les pidió el 

dinero, pero para que se distribuya a través de su ya depurado ejército proselitista 

de los “Vividores de la Nación”. 

Como se ve, el resultado de las elecciones del pasado 6 de junio sigue cobrando 

facturas en el más alto círculo de la 4T y también queda claro que el clientelismo 

electoral sigue en marcha. 

CINCELADA: Toda la solidaridad con Ciro Murayama, consejero, y René Miranda, 

director del Registro de Electores, quienes han sido acosados por la UIF para 

amedrentar al INE. 

ELECCIONES DE 2021: USO ILEGAL DE LOS PROGRAMAS SOCIALES 

Los programas sociales emprendidos por el gobierno de Andrés Manuel López 

Obrador, lejos de ser un proyecto de política pública tendiente a erradicar o mitigar 

la pobreza y la pobreza extrema en nuestro país, constituyen una estrategia de 

operación política y de clientelismo electoral.  
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Esta aseveración se puede comprobar en las diferentes etapas de formulación, 

regulación y ejecución de dichos programas, mismas que se caracterizan por una 

deficiente planeación, la operación sesgada de los mismos, y una presupuestación 

que no se atiene a los principios que debieran observar los servidores públicos. 

Como se verá detalladamente en este ensayo, cada una de estas etapas está 

guiada por un criterio de rentabilidad electoral que atenta contra la imparcialidad de 

la administración pública y que ha implicado el uso indebido de recursos públicos 

con elementos de promoción personalizada, en grave violación a los artículos 41 y 

134 de la Constitución.43 

Territorialización electoral 

La puesta en práctica de la estrategia de clientelismo electoral, a cargo de una 

estructura burocrática denominada “Servidores de la Nación”, tiene una 

intencionalidad que se expresó en la forma en que se despliega territorialmente. 

Está territorializada no en función de las zonas en que habita la población en 

condiciones de vulnerabilidad o marginación, sino de conformidad con la geografía 

electoral (distritos y secciones electorales).  

El análisis de los especialistas en desarrollo social demuestra que la pobreza y el 

rezago social son fenómenos complejos y que su comprensión requiere de un 

estudio integral. Además, la pobreza y la marginación sociales se distribuyen de 

 
43 A partir de las sentencias del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) en el caso 
“Servidores de la Nación”, el uso indebido de recursos públicos con elementos de promoción personalizada 
en que incurrió esta estructura dejó de ser una conjetura para convertirse en verdad jurídica.  
Efectivamente, las sentencias SRE-PSC-071/2019 y SUP-REP-433/2021, emitidas por la Sala Regional 
Especializada y la Sala Superior del TEPJF, respectivamente, encontraron fundada la queja que interpuso el 
Partido de la Revolución Democrática, en la que denunció el uso indebido de recursos públicos y la 
promoción personalizada del Presidente de la República en la propaganda gubernamental. 
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manera heterogénea entre las distintas regiones, las entidades federativas y los 

municipios que las integran.44 Una metodología adecuada permite conocer los 

distintos desafíos que en esta materia existen en las distintas partes del territorio, 

de manera que una política pública que busque mitigar o erradicar la pobreza y la 

pobreza extrema tenga como base las necesidades existentes en la realidad y 

permita establecer prioridades de atención que atiendan las  

peculiaridades de cada territorio.45 

Ignorando por completo toda consideración metodológica de la política de desarrollo 

social, el gobierno del presidente Andrés Manuel López Obrador creó una estructura 

burocrática organizada no en función de la tarea de atender a la población en 

situación de pobreza y de pobreza extrema, pues las regionalización decretada para 

los Servidores de la Nación tiene como base la delimitación de los distritos 

electorales federales y, al interior de éstos, cada brigadista tiene asignadas 

determinadas secciones electorales.46 

 
44 El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL), ha desarrollado una 
metodología en permanente actualización que permite un acercamiento a la dimensión local de la pobreza y 
del rezago social. Este organismo publica Informes periódicos en los que aborda la situación de estos 
fenómenos en cada una de las entidades federativas y, dentro de ellas, cada uno de los municipios. El más 
reciente Informe fue publicado en el año 2020 (CONEVAL, 2020) 
45 Un interesante artículo sobre el debate entre focalización versus universalidad de los programas sociales 
en América Latina, a partir de la experiencia de Brasil, se puede encontrar en la investigación del Instituto de 
Estudios de Trabajo y Sociedad (IETS) de aquel país. Sus autores, Ricardo Paes de Barros y Micaela de 
Carvalho, concluyen que: “No existe un potencial conflicto entre la universalidad de los derechos y la 
focalización de los programas sociales. Incluso, es perfectamente posible compatibilizar ambos factores” 
(Paes, R. y De Carvalho, M., 2019).  
Independientemente del debate acerca de los enfoques de la política de desarrollo social, es indudable que 
cualquiera de los dos que se han mencionado amerita, para su operación exitosa, un diagnóstico detallado 
que permita tanto la optimización de los recursos como el logro de objetivos y metas. 
46 Como se sabe, el territorio nacional está dividido en 300 distritos electorales federales, los que a su vez se 

subdividen en 65 mil secciones electorales. A cada sección electoral corresponde un listado nominal de 
electores formado por los ciudadanos que residen en su perímetro. Durante la jornada electoral, en cada 
sección se instala una Casilla Básica y las Casillas Contiguas que sean necesarias para recibir la votación de 
los electores de la sección, en razón de una casilla por cada 750 electores. 
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Se trata de una estructura al mando de un Coordinador General adscrito 

directamente al despacho presidencial, quien lleva la coordinación de 32 Delegados 

Estatales (conocidos coloquialmente como superdelegados) y, a través de ellos, la 

de 266 Coordinadores Regionales que a su vez el trabajo de 20 mil brigadistas. El 

cargo de estos brigadistas se denomina administrativamente “Enlace de Prestación 

de Servicios a la Nación”, de acuerdo a los contratos que suscriben (SFP, 2021). 

Pese a lo opacidad que el gobierno mantiene al respecto, la reconstrucción que 

mediante la investigación de datos oficiales y periodísticos se ha realizado, permitió 

señalar que la delimitación de las regiones de la estructura de los SN se 

corresponde a la de los distritos electorales federales, lo que refuerza la evidencia 

del objetivo electoral de dicha organización (Hernández, 2019). 

También se ha determinado que si el número de regiones de los Servidores de la 

Nación (266) no coincide con el número de distritos electorales federales (300), es 

porque tal estructura opera como una sola región en las ciudades con más de un 

distrito, lo que también tiene un evidente sentido electoral. En el caso de la Ciudad 

de México, la demarcación de sus regiones se ajusta a la división territorial de las 

alcaldías capitalinas. 

Aunado a lo anterior, recientemente se ha mostrado evidencia de que a cada 

brigadista se le responsabiliza de una o varias secciones electorales,47 lo que da 

cuenta del verdadero carácter del trabajo que realizan. Este consiste en detectar a 

potenciales beneficiarios de los programas sociales del gobierno federal y 

 
47 Nota de Carolina Tiznado en: Noroeste (22 de septiembre de 2019). “Denuncian tráfico de influencias, 

duplicidad de salarios y hasta aviadores en Servidores de la Nación”. Consultado en: 
https://www.noroeste.com.mx/publicaciones/view/denuncian-trafico-de-influencias-duplicidad-de-salarios-
y-hasta-aviadores-en-servidores-de-la-nacion-1174800 

https://www.noroeste.com.mx/publicaciones/view/denuncian-trafico-de-influencias-duplicidad-de-salarios-y-hasta-aviadores-en-servidores-de-la-nacion-1174800
https://www.noroeste.com.mx/publicaciones/view/denuncian-trafico-de-influencias-duplicidad-de-salarios-y-hasta-aviadores-en-servidores-de-la-nacion-1174800
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entregarles los apoyos económicos como pensiones, becas y créditos, de manera 

tal que los beneficiarios son enrolados en una fidelidad en favor del Presidente de 

la República y de su proyecto de la llamada Cuarta Transformación. El objetivo es 

construir una corriente electoral de millones de personas que garantice los triunfos 

electorales del partido Morena y sus aliados.  

La estructuración territorial-electoral de la burocracia llamada Servidores de la 

Nación evidencia el verdadero objetivo de su operación, el cual nada tiene qué ver 

con el combate a la desigualdad y la erradicación de la pobreza y sí, mucho, con los 

objetivos del proyecto político transexenal de López Obrador y su partido. 

Clientelismo electoral reforzado 

A despecho de las sentencias en las que el TEPJF determinó la inconstitucionalidad 

de la conducta de los Servidores de la Nación y el uso indebido de los programas 

sociales, y pese a las limitaciones que esas decisiones judiciales le implicaron a su 

operación (como, por ejemplo, el retiro del nombre del presidente de la indumentaria 

y papelería utilizada por los Servidores de la Nación, así como la supresión casi 

completa de su propaganda en las redes sociales), la misma continuó operando 

antes, durante y después de las campañas electorales de 2021. Y no solo continuó 

en marcha la estrategia denunciada, sino que se reforzó desde el año previo a las 

elecciones, como se puede ver a continuación: 

• El número de los operadores contratados se incrementó de 18 mil 694 personas 

a 21 mil 319 (casi tres mil contrataciones nuevas) 
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• El monto de la nómina de dicha burocracia pasó de 2 mil 667 millones de pesos 

a 3 mil 696 millones de pesos anuales (mil millones de pesos adicionales, un 

50% de incremento) 48 

• El número de programas sociales que maneja este el ejército electoral eran 11 

en 2019, pero para los años 2020 y 2021 son ya 17 

• El monto presupuestal de los programas sociales operados por los Servidores 

de la Nación era de 220 millones de pesos en el ejercicio 2019. Para 2021, el 

año de las elecciones, dicho monto se había incrementado hasta alcanzar los 

323 mil millones de pesos 

El reforzamiento de la operación clientelar no sufrió mengua por la pandemia de 

Covid-19, ni por la crisis económica que se profundizó por la emergencia sanitaria. 

Al respecto, es conocida la omisión del gobierno de la 4T respecto de un programa 

económico para salvar los empleos de los trabajadores y la viabilidad de las 

empresas, pero en cambio sí se ha ocupado de garantizar el presupuesto destinado 

a sus “programas prioritarios” (que son los programas sociales y sus tres obras de 

relumbrón). Destinó 50 mil millones de pesos adicionales para créditos a 

microempresas, distribuidos por su ejército electoral, y llegó al extremo de asignar 

la coordinación de las brigadas de la Campaña Nacional de Vacunación contra el 

Covid-19, faltaba más, a los Servidores de la Nación.49 

 
48 El desmesurado incremento de la nómina de los Servidores de la Nación se debe a los siguientes factores: 
a) incremento del personal contratado; b) aumento salarial de entre el 20 y hasta el 32%; c) otorgamiento 
de bases de estructura a todo personal contratado, lo que implicó una carga adicional del 17% en 
prestaciones laborales. 
49 Nota de Diana Lastiri en: El Universal (12 de enero de 2021). “Servidores de la nación participarán en 

brigadas de vacunación: AMLO”. Consultado en: https://www.eluniversal.com.mx/nacion/servidores-de-la-
nacion-participaran-en-brigadas-de-vacunacion-contra-covid-amlo  

https://www.eluniversal.com.mx/nacion/servidores-de-la-nacion-participaran-en-brigadas-de-vacunacion-contra-covid-amlo
https://www.eluniversal.com.mx/nacion/servidores-de-la-nacion-participaran-en-brigadas-de-vacunacion-contra-covid-amlo
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Incrementado el desempleo y el número de personas en condición de pobreza a 

consecuencia de la crisis, con un entorno económico incierto, los subsidios de los 

programas sociales se pueden convertir en el componente principal del ingreso de 

muchas familias, lo que para los operadores gobiernistas redundará en una mayor 

fidelidad electoral.  

Por cierto, la expresión “como anillo al dedo”, que el Presidente usó en su 

conferencia del 2 de abril de 2020 para referirse a las oportunidades que la crisis 

supuestamente abre a su “Cuarta Transformación”,50 se convirtió en una tesis formal 

de la administración federal, muy a pesar de las más de 269 mil defunciones que se 

contabilizan en las cifras oficiales (en el corte de septiembre de 2021),51 y a 

despecho de la profundización de lo que se ha convertido en una gravísima crisis 

económica. Así lo demuestran las declaraciones de Irma Sandoval, cuando aún 

ostentaba la titularidad de la Secretaría de la Función Pública, quien también festinó 

la catástrofe: 

“La crisis por el Covid 19 vino como anillo al dedo a la Cuarta Transformación, ya 

que por décadas durante el periodo neoliberal las emergencias se convirtieron en 

terreno fértil para esa corrupción estructural” 52 

 
50 De acuerdo a la versión estenográfica de la conferencia de prensa presidencial del 2 de abril de 2020, este 
dijo: “Esto no va a tardar y vamos a salir fortalecidos porque no nos van a hacer cambiar en nuestro 
propósito de acabar con la corrupción y que haya justicia en el país. Por eso vamos a salir fortalecidos, o sea, 
que nos vino esto como anillo al dedo para afianzar el propósito de la transformación”. Consultado en: 
https://lopezobrador.org.mx/2020/04/02/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-
presidente-andres-manuel-lopez-obrador-290/  
51 A la fecha del cierre de edición de este libro (agosto de 2022), el número de fallecidos por Covid 19 es de 
329 mil personas, según cifras oficiales, aunque el exceso de mortalidad en el periodo de la pandemia llegó 
casi a los 700 mil casos. 
52 Nota de Arturo Ordaz Díaz en: Forbes (17 de noviembre de 202), “Crisis por Covid-19 le vino como anillo al 

dedo a la 4T: Irma Eréndira Sandoval”. Consultado en: https://www.forbes.com.mx/politica-crisis-covid-19-
como-anillo-al-dedo-a-la-4t-irma-erendira-sandoval/  

https://lopezobrador.org.mx/2020/04/02/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-290/
https://lopezobrador.org.mx/2020/04/02/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-290/
https://www.forbes.com.mx/politica-crisis-covid-19-como-anillo-al-dedo-a-la-4t-irma-erendira-sandoval/
https://www.forbes.com.mx/politica-crisis-covid-19-como-anillo-al-dedo-a-la-4t-irma-erendira-sandoval/
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Considerando los hechos, aquella frase del Presidente debería dejar de verse como 

un dislate o un desatino. Es, en todo caso, un desliz, un exceso de sinceridad, que 

develó la estrategia de López Obrador y que lo muestra como un líder a quien se le 

extravió el sentido social de su proyecto, que tiene una limitada noción de la 

emergencia que sufre la población pero, eso sí, tiene en marcha un plan para 

mantenerse en el poder. 

Resultados electorales y despidos 

Para Morena y sus aliados, los resultados electorales de las elecciones del 6 de 

junio de 2021 muestran claroscuros. Si bien este partido se mantuvo como primera 

fuerza política en el Palacio Legislativo de San Lázaro y ganó 12 de las 

gubernaturas en disputa,53  lo que en buena medida se debe acreditar al éxito de la 

estrategia clientelar que hemos señalado, también se deben apuntar como 

descalabros el que el partido oficial no haya logrado la mayoría absoluta de la 

votación ni la mayoría por sí mismo en la integración de la Cámara de Diputados, 

además de la pérdida de la mayor parte de las alcaldías de la Ciudad de México.  

La mayoría absoluta de la cámara quedó sujeta al apoyo que le brinden sus partidos 

aliados (PVEM y PT), respaldo con el que podrá sacar adelante reformas legales y 

los proyectos presupuestales del gobierno. Sin embargo, perdió la mayoría 

calificada de más de dos terceras partes de los integrantes que se requiere para la 

consumación de las reformas constitucionales anunciadas. La magnitud que tiene 

 
53 Las gubernaturas que en 2021 ganó Morena y sus aliados son: Baja California, Baja California Sur, 
Campeche, Colima, Guerrero, Michoacán, Nayarit, Sonora, Sinaloa, Tlaxcala y Zacatecas. En San Luis Potosí, 
el verdadero candidato de López Obrador y quien triunfó fue postulado por el PVEM, por lo que se debe 
añadir a la cuenta de “logros” de la estructura clientelar. En Chihuahua y Querétaro triunfó el PAN y en 
Nuevo León el MC.  
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este contratiempo para el proyecto lopezobradorista es tan importante que le 

impedirá quitar la autonomía constitucional al INE, al TEPJF y a otros organismos 

pero, sobre todo, porque quedó eliminada por ahora la añorada aunque negada 

intención de establecer la reelección constitucional, salvo que le rindan frutos los 

intentos de cooptación de legisladores o una dramática ruptura de la coalición 

opositora. 

En la elección de la Ciudad de México, la oposición se alzó con la victoria en gran 

parte de la capital del país, que había sido bastión político de López Obrador y de 

su partido desde antes de que alcanzara la Presidente de la República.54 

Los traspiés referidos tuvieron costos expresados en regaños y despidos de 

importantes mandos de los Servidores de la Nación. Trascendió que el miércoles 

23 de junio los superdelegados estatales de AMLO fueron convocados 

intempestivamente al Palacio Nacional. En la hora señalada, sin siquiera saludarlos, 

el Presidente les dirigió un regaño en el cual les informó que había separado del 

cargo a la delegada de la Ciudad de México  y que haría más cambios. Los recriminó 

porque lo dejaron con la obligación de negociar el presupuesto de los años 

siguientes y que practicaban el oportunismo y la politiquería. Acto seguido, sin 

escuchar a nadie, se retiró para llamar después a su despacho a Gabriel García 

Hernández, el Coordinador General de los Servidores de la Nación.55 

 
54 La coalición opositora Va por México, que participó en las elecciones locales de 2021 en la Ciudad de 
México mediante un convenio de candidaturas comunes, obtuvo el triunfo en las alcaldías de Álvaro 
Obregón, Azcapotzalco, Coyoacán, Cuajimalpa, Cuauhtémoc, Magdalena Contreras, Miguel Hidalgo y 
Tlalpan. Además, el PAN obtuvo en solitario el triunfo en Benito Juárez. En contraparte, Morena ganó en 
Gustavo A. Madero, Iztacalco, Iztapalapa, Milpa Alta, Tláhuac, Venustiano Carranza y Xochimilco, por lo que 
la oposición gobernará 9 de las 16 alcaldías. 
55 Los detalles de la reunión mencionada fueron referidos al autor de estas líneas por una persona que fue 
testigo presencial de la misma. 
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Un día después, el propio Presidente informó del nombramiento del nuevo 

Coordinador General de Programas para el Desarrollo en la persona de Carlos 

Torres, el secretario técnico del gabinete, y añadió que éste asumirá la doble 

función.56 

Más presupuesto para el clientelismo 

Con la presentación del Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para 

el ejercicio 2022 (PPEF 2022), el gobierno federal a través de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público (SHCP) anunció un incremento importante del 

presupuesto destinado a los programas sociales del gobierno federal, 

particularmente a los que están a cargo de su estructura de operación política. 

Tal proyecto, que seguramente será aprobado por la mayoría legislativa que 

alcanzarán los diputados federales de Morena al sumar a sus aliados del PVEM y 

PT (más uno que otro desbalagado), redundará en un escandaloso incremento del 

dinero manejado por la operación de clientelismo electoral en forma de pensiones, 

becas y apoyos entregados “en forma directa, sin intermediarios” por López 

Obrador.57 

Como se puede ver en el siguiente cuadro, el monto correspondiente al ejercicio 

2019 fue de 220 mil millones de pesos; en el año 2020, se elevó a 292 mil, en el 

 
56 Nota de El Financiero (25/06/2021). “Carlos Torres será el nuevo coordinador de los superdelegados, 
anunacia AMLO”. Consultado en: https://www.elfinanciero.com.mx/nacional/2021/06/25/carlos-torres-
sera-el-nuevo-coordinador-de-superdelegados-anuncia-amlo/  
57 La “entrega directa, sin intermediarios” de los beneficios de los programas sociales es un elemento 
reiterado en el discurso presidencial y el de sus operadores políticos. Se presenta como una medida para 
evitar que la corrupción disminuya los apoyos o la cobertura de los programas, pero en realidad tiene como 
fin la promoción personalizada del Presidente de la República, quien creó una estructura burocrática con 
más de 20 mil empleados como única intermediaria entre él y los beneficiarios, para marginar a los 
gobiernos estatales y municipales (y aún a las dependencias de su propio gobierno), del “mérito” de asignar 
y repartir los apoyos. 

https://www.elfinanciero.com.mx/nacional/2021/06/25/carlos-torres-sera-el-nuevo-coordinador-de-superdelegados-anuncia-amlo/
https://www.elfinanciero.com.mx/nacional/2021/06/25/carlos-torres-sera-el-nuevo-coordinador-de-superdelegados-anuncia-amlo/
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correspondiente a 2021 llegó a 323 mil y para el ejercicio del año 2022 alcanzará 

los 430 mil millones de pesos.58 Casi medio billón de pesos destinados anualmente 

al clientelismo electoral… 

De un ejercicio presupuestal para otro (de 2021 a 2022), se adicionarán 107 mil 

millones de pesos al siempre ascendente presupuesto de subsidios asistencialistas. 

Si se compara con el PEF 2019, el monto presupuestal manejado por los Servidores 

de la Nación, el incremento es de 210 mil millones adicionales, que equivalen al 

95% de lo que se había destinado al inicio del sexenio.  

 

Pero tal incremento no deviene de un fortalecimiento de las finanzas públicas, que 

redunde en más recursos del erario para favorecer el desarrollo social. La crisis 

económica que se arrastra desde antes de la pandemia, agudizada por ésta, ha 

 
58 Así se demuestra en el cuadro siguiente, basado en los datos oficiales de los decretos presupuestales, los 
Tomos y Anexos Estadísticos de los PEF 2019, 2020 y 2021, así como los correspondientes al proyecto de PEF 
2022 (SHCP, 2021). 

Programa
Ramo 

administrativo
PEF 2019 PEF 2020 PEF 2021

Proyecto 

PEF 2022

Pensión para el bienestar de las personas adultas mayores SB 100,000       126,650       135,066       238,015

Beca universal Benito Juárez para estudiantes de educación media superior SEP 17,280         28,995         33,172         34,500

Programa de becas de educación básica para el bienestar Benito Juárez SEP 0 30,475         31,937         33,211

Sembrando vida SB 15,000         25,131         28,930         29,447

Jóvenes construyendo el futuro STPS 44,000         25,614         20,600         21,197

Pensión para el bienestar de las personas con discapacidad SB 8,500            11,906         15,456         18,038

Producción para el bienestar SADER 9,000            11,000         13,500         14,007

La escuela es nuestra SEP 0 7,280            12,280         13,964

Jóvenes escribiendo el futuro / Becas para estudiantes de educación superior * SEP 320 7,776            10,176         10,584

Programa de mejoramiento urbano SEDATU 8,000            4,056            8,360            4,180

Programa de becas Elisa Acuña SEP 0 4,164            4,164            4,334

Programa de apoyo para el bienestar de las niñas y niños de madres trabajadoras SB 0 2,192            2,685            2,785

Fertilizantes SADER 1,912            2,500

Programa de Fomento a la Agricultura, Ganadería, Pesca y Acuicultura ** SADER 4,000            1,000            0 1,606

Programa Nacional de Reconstrucción *** SEDATU / SEP 8,000            3,068            1,800            1,332

Programa para el Bienestar de las Personas en Emergencia Social o Natural SB 703               492 511

Programa de Apoyo Financiero a Microempresas Familiares **** SE 0 0 1,600            0

Programa de microcréditos para el bienestar/Tandas para el bienestar **** SE 6,000            2,500            1,500            0

TOTAL 220,100       292,512       323,630       430,209

* Denominación del programa en 2020, 2021 Y 2022 / Denominación del programa en 2019.

** En los ejercicio 2019 y 2020 se denominó "Crédito ganadero a la palabra". No se le asignó presupuesto para el ejercicio 2021.

*** Como parte del PNR 2022, se presupuestaron 203 mil mdp para la SEP y 1,128 mdp para la SEDATU.

**** No se le asignó presupúesto en el PPEF 2022.

PROGRAMAS SOCIALES MANEJADOS POR LOS "SERVIDORES DE LA NACIÓN" 2019-2022

 (millones de pesos)

FUENTES: Elaboración propia con base en datos de la información contenida en el tabloide Censo para el Bienestar publicado en 2018 por el Gobierno de 

Transición, el Primer y Segundo Informe de Gobierno y los de la Secretaría de Bienestar, así como los PEF 2019, 2020, 2021 y PPEF 2022.



Página 172 de 270 
 

descalabrado la recaudación tributaria y otros ingresos del Estado, pese al 

terrorismo fiscal y a los cuantiosos apoyos a Pemex y la CFE. 

El incremento presupuestal señalado tampoco se relaciona con una evaluación de 

los éxitos y obstáculos de la política de desarrollo social que ha seguido el 

gobierno de la 4T, evaluación que podría permitir detectar sus fortalezas y 

debilidades para mejorar las posibilidades de reducir la desigualdad social y de 

favorecer a las personas en situación de pobreza y pobreza extrema, dotándolas 

de mejores oportunidades de trabajo, de estudio, salud y vivienda para sus 

familias. 

Imposible encontrar la motivación y fundamento de tan desmesurados aumentos 

en los Criterios Generales de Política Económica de la SHCP o en alguna 

evaluación seria de la Secretaría de Bienestar. Tal conducta, alejada de toda 

responsabilidad hacendaria, no responde a la lógica de la consecución del 

desarrollo social sino a la lógica de la rentabilidad del clientelismo electoral. 

Los resultados de la encuesta nacional de El Financiero, que fue publicada el 1 de 

septiembre de 2021, pueden dar luz a las verdaderas motivaciones del 

comportamiento presupuestal referido. En un artículo publicado en dicho medio el 

encuestador Alejandro Morena señala, con base en los resultados de su medición 

demoscópica, que:  

“…el apoyo a AMLO está por arriba del promedio entre las mujeres (59 por ciento), 

entre los mayores de 50 años de edad (62 por ciento), en la región sur del país (60 

por ciento), y entre los que ya se pusieron la vacuna anti-Covid-19 (58 por ciento), 

particularmente quienes ya tienen las dos dosis (63 por ciento). La encuesta también 

indica que el nivel de aprobación es muy superior al promedio entre beneficiarios 
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de programas sociales (74 por ciento) ... Esos son los segmentos más favorables a 

López Obrador.”59 

Si el 62% de los mayores de 50 años apoyan a AMLO, la estrategia electoral de la 

4T indica que se debe bajar de 68 a 65 años la edad para que los beneficiarios 

accedan a la llamada “Pensión para el Bienestar de las personas Adultas Mayores”. 

También, que se amplíe la cobertura del programa, aunque estas medidas 

representen más de 100 mil millones de pesos adicionales al monto del ejercicio 

anterior. Como puede verse, la encuesta indica que, de cada 10 adultos mayores, 

6 apoyan “la transformación” y que este apoyo sube hasta las tres cuartas partes 

cuando se les incluye como beneficiarios de un programa social. La rentabilidad 

electoral, no la justicia social, es el criterio al que obedecen las decisiones 

presupuestarias en la materia de desarrollo social del gobierno de la 4T.  

El pasmo opositor 

La oposición de izquierda denunció la estrategia de clientelismo electoral y sus 

intenciones transexenales desde agosto de 2019. Contra todo pronóstico, la 

judicialización de la denuncia obtuvo logros indudables en las sentencias de las 

salas del TEPJF a las que se hizo referencia al inicio de este ensayo.60 

La expresión pública de la denuncia desenmascaró una estrategia proyectada 

también como un supuesto acto justiciero que era llevado a cabo por héroes 

 
59 Tales son las conclusiones que expone el encuestador Alejandro Moreno a partir de la encuesta publicada 
por El Financiero del 1º de septiembre de 2021. El artículo del especialista en demoscopía se titula “El apoyo 
y el rechazo al Presidente” y está disponible en:  
https://www.elfinanciero.com.mx/opinion/alejandro-moreno/2021/09/03/el-apoyo-y-el-rechazo-al-
presidente/  
60 Proceso (08/08(/2019). “PRD denuncia a AMLO y Servidores de la Nación por actos de promoción 
personalizada ante el INE. Consultado en: https://www.proceso.com.mx/nacional/2019/8/8/prd-denuncia-
amlo-servidores-de-la-nacion-por-actos-de-promocion-personalizada-ante-el-ine-229170.html  

https://www.elfinanciero.com.mx/opinion/alejandro-moreno/2021/09/03/el-apoyo-y-el-rechazo-al-presidente/
https://www.elfinanciero.com.mx/opinion/alejandro-moreno/2021/09/03/el-apoyo-y-el-rechazo-al-presidente/
https://www.proceso.com.mx/nacional/2019/8/8/prd-denuncia-amlo-servidores-de-la-nacion-por-actos-de-promocion-personalizada-ante-el-ine-229170.html
https://www.proceso.com.mx/nacional/2019/8/8/prd-denuncia-amlo-servidores-de-la-nacion-por-actos-de-promocion-personalizada-ante-el-ine-229170.html
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desinteresados, quienes se desplegaban con grandes esfuerzos hasta los lugares 

más recónditos de la geografía mexicana y que lo hacían sin cobrar, por puro 

voluntarismo, para llevar “su pedazo de la transformación” a cada persona 

necesitada. Con la queja y las sentencias que recayeron, se hizo público que, en 

lugar de acto justiciero, se trataba de una estrategia clientelar, que los voluntarios 

en realidad cobraban altos sueldos, que la entrega de apoyos se parecía mucho a 

la coacción y compra del voto. 

Las determinaciones judiciales obligaron al gobierno a “bajarle dos rayitas” a su 

operación. Debieron quitar el nombre del Presidente de la República en la 

indumentaria de sus brigadistas, su incesante propaganda debió retirarse de las 

redes sociales y los superdelegados debieron andarse con más cuidado en sus 

mítines de autopromoción. 

Pero, como hemos visto, el propio aparato gubernamental ha protegido a sus 

operadores y hasta la fecha les ha garantizado impunidad, al tiempo que reforzó la 

estructura burocrática encargada de la operación clientelar y le destinó cada vez 

mayores recursos presupuestales para su manejo. 

No hay duda de que la responsabilidad de estas violaciones constitucionales recae 

en el gobierno de la 4T. Pero también se debe decir que al conjunto de la oposición 

le hace falta salir del pasmo en el que se encuentra desde el tsunami electoral de 

2018 y demandar con mayor energía el cumplimiento de los principios rectores de 

las elecciones, de la imparcialidad a que debe circunscribirse la autoridad pública, 

exigir la vigencia del Derecho y la sanción a sus infractores. 

Quizá para ello sea necesario que las fuerzas opositoras realicen su propia 

autocrítica mediante una reflexión que les permita romper, en definitiva, con sus 



Página 175 de 270 
 

propios resabios de clientelismo y patrimonialismo, los cuales arrastran desde que 

probaron (algunas largamente) las mieles del poder. 
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8. IMPROVISACIÓN COMO FORMA DE GOBIERNO 

2 PND 2 

A última hora, el Presidente de la República remitió a la Cámara de Diputados su 

Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024. Y si digo que fue a última hora no es por 

retórica, pues el sello de recibido que la secretaría técnica de la Mesa Directiva de 

la Cámara impuso al oficio respectivo dice: 30 de abril de 2019 a las 22 horas con 

57 minutos, es decir, que se recibió faltando una hora para que se venciera el plazo 

legal. 

Pero la demora no es el único de los defectos de este capítulo. La remisión se llevó 

a cabo sin el protocolo de una interacción de dos de los Poderes de la República, 

ya que el PND fue depositado en una ventanilla y no entregado a la Mesa Directiva, 

que es el órgano de gobierno de la Cámara de Diputados. El Presidente no envió 

para hacer la entrega a la Secretaria de Gobernación, ni siquiera a algún 

subsecretario que marcara la relevancia del acto, sino a un mensajero anónimo que 

parqueó su moto para ir a entregar los papeles que le encomendaron. 

En el primer artículo de opinión que se publicó sobre el PND 2019-2024, que 

apareció en esta columna el día 30 de abril del mismo año, señalé que el desdén y 

la indolencia definen la actitud del Presidente con respecto a la planeación 

democrática del desarrollo y, sobre todo, en lo referente a la atribución exclusiva 

que la Constitución le confiere a la Cámara de Diputados en esta materia. Tal 

previsión se confirmó en los hechos, pues a lo ya señalado se tiene debe añadir que 

el titular del Ejecutivo entregó a la Cámara un trabajo visiblemente inconcluso, 

consistente en dos documentos distintos, que en muchos puntos se contradicen. 
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La Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados fechada el 30 de abril de 2019, 

en su Anexo XVIII, contiene la evidencia: en la sexta página de la misma se 

encuentra una portada que dice: “Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024”, iniciando 

a partir de la siguiente página un texto, con numeración, tipografía e índice propios, 

que consta de 63 páginas. Inicia con una introducción y continúa con los siguientes 

apartados: I. Política y gobierno, II. Política social, III. Economía y IV. Epílogo: Visión 

de 2024.  

En un anexo del Anexo XVIII (la redundancia no es mía, sino de los editores de la 

Gaceta Parlamentaria), el órgano de difusión de la Cámara da cuenta de un 

segundo documento: también se titula “Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024”, y 

cuenta con un índice, tipografía y numeración distintos del otro. La extensión de este 

otro documento es de 227 páginas y su índice contiene los siguientes apartados: 

Carta del Presidente, I. Introducción, II. Principios rectores de política, III. Ejes 

transversales, IV. Ejes generales, V. Sistema Nacional de Planeación Democrática, 

VI. Vinculación con los Objetivos de Desarrollo Sostenible, Siglas y acrónimos. 

Es decir, el Presidente remitió dos documentos de diferente contenido, ambos 

titulados “Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024”.  ¿Cuál de los dos documentos 

remitidos por el Presidente es el que la Cámara de Diputados debe aprobar? Es una 

cuestión que se debe aclarar para que la Cámara cumpla con la atribución 

constitucional contenida en el artículo 74 de la Constitución. Con urgencia, la 

Cámara baja debiera utilizar el recurso de la pregunta parlamentaria o el de los 

exhortos y dirigirse al propio Presidente para que responda esta cuestión. 

La mayoría morenista, obsecuente con el titular del Ejecutivo, ha tomado el camino 

de rebajar la trascendencia del papel del Poder Legislativo en la definición del Plan 
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de Desarrollo. Con el turno que se dio a todas las comisiones ordinarias para que 

opinen del PND, se apresta a simular consultas y “parlamento abierto” para aprobar 

el documento presidencial sin moverle “ni una coma”. 

CINCELADA: Somos más grandes que nuestros desafíos, nunca nos hemos rendido 

(Silvano Aureoles, en el 30 Aniversario del PRD).   

PLANEAR SIN CIENCIA 

Es prácticamente inexistente la política pública de fomento a la ciencia, la tecnología 

y la innovación por parte del gobierno de López Obrador. Así lo muestran las 

decisiones presidenciales y el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2019-2024 que se 

presentó a la Cámara de Diputados para su aprobación.  

A la desgracia de que el CONACYT se haya encomendado a una persona 

notoriamente incapaz, cuyo único mérito parece ser el amiguismo característico de 

este gobierno, y quien ha ido de error en error en los pocos meses en que ha 

ocupado tan alta responsabilidad, se suma el desinterés en la ciencia y la tecnología 

que se exhibe desde la Presidencia de la República. 

Los integrantes del Programa Universitario de Estudios del Desarrollo (PUED) de la 

UNAM han de estar desilusionados, pues fueron palmariamente ignoradas las 100 

Propuestas para el Desarrollo 2019-2024 que formularon y que fueron entregadas 

al gobierno por la máxima casa de estudios como una contribución de alto nivel para 

la elaboración del PND. Tal fue la suerte de todas esas propuestas, pero aquí nos 

concentraremos en comentar las referidas a la ciencia y a la política pública 

relacionada con ella. 
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En el PND 1 encontramos (a quienes no están enterados, les aclaro que el 

presidente entregó no uno, sino dos PND a los diputados), en un párrafo de cinco 

líneas, que se promoverá la investigación científica y tecnológica, se apoyará con 

becas a estudiantes y académicos y que el CONACYT coordinará un plan nacional. 

En una sociedad del conocimiento, que adopta un uso intensivo de las nuevas 

tecnologías de la información y la comunicación, con la cuarta revolución industrial 

en curso incontenible en el mundo globalizado, en un país rezagado en el 

conocimiento científico y tecnológico, pero con recursos humanos más que 

dispuestos y calificados para aportar nuevos conocimientos a la humanidad, el 

presidente dedicó a la ciencia y a la tecnología solo cinco líneas del PND 1…  

Por otra parte, el PND 2 (que dicen que lo elaboró la Secretaría de Hacienda con 

aportaciones de las demás secretarías del gabinete federal) no es más abundante 

que el primero en este tema. Se limita a un par de alusiones a la ciencia en 

diagnósticos relacionados con la cultura y el desarrollo sustentable y la mención 

circunstancial de ella en una estrategia de promoción cultural, la 2.9.4, que dice: 

“Salvaguardar y difundir la riqueza patrimonial de México, tanto material como 

inmaterial, así como promover la apropiación social de las humanidades, las 

ciencias y las tecnologías”.  

“Apropiación social” es todo. Nada de destinar el 1% del PIB a la investigación 

científica y tecnológica, nada que tenga que ver con el incremento de patentes de 

origen nacional y su registro internacional, nada de apoyos a la creación científica y 

tecnológica, nada de adquisición de modernos equipos y laboratorios de 

investigación para dotar a las universidades… 
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Bueno sería que los diputados federales, al ejercer la facultad de aprobar el PND 

2019-2024, señalaran enfáticamente esta debilidad. Los legisladores debieran 

insistir en que la ciencia y la tecnología son esenciales para generar riqueza y 

alcanzar la prosperidad de México, por lo que se debe emprender una política de 

Estado que promueva y proteja a la actividad científica y le otorgue certeza en el 

mediano y largo plazos. 

Por ello sería positivo que la Cámara de Diputados retomara tres de las 100 

ignoradas propuestas del PUED-UNAM y las plasmara en un acuerdo reprobatorio 

del PND 2019-2024, para que se incorporen obligatoriamente al mismo: 

1) Diseñar una agenda científica, tecnológica y de innovación, con la más alta 

prioridad política, y alineada con los objetivos del desarrollo incluyente y 

sustentable. 

2) Invertir lo necesario en ciencia, tecnología e innovación, no lo sobrante. 

Cubrir el 1% del PIB en esta materia. 

3) Dar un impulso especial a sectores de alto potencial, bajo el marco de la 

economía del conocimiento y las áreas de mayor rezago en el desarrollo. 

En esta materia, como en todas las demás, la atribución exclusiva para aprobar el 

PND, que le asigna la Constitución a la Cámara de Diputados, no debe entenderse 

como un mero trámite o una simple manifestación de apoyo al presidente. La 

Cámara está obligada a un auténtico estudio de los documentos que le fueron 

remitidos, desecharlos en lo que no sirva y establecer en su acuerdo las propuestas 

pertinentes e idóneas. 
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CINCELADA: Al aducir ignorancia como excusa, las autoridades exhiben su ineptitud 

por el uso religioso del Palacio de Bellas Artes (homenaje al líder de la Iglesia de la 

Luz del Mundo). 

DE LOS DOS PND, EL PEOR 

Para no variar, el Presidente de la República incumplió lo que mandan la 

Constitución y la Ley en materia de Plan Nacional de Desarrollo (PND). Con visible 

desgana y confiado en el apoyo incondicional y aplaudidor de la mayoría morenista 

en la Cámara de Diputados, remitió de última hora su Plan, pero sin hacer caso de 

los mandatos legales en cuanto a su estructura y contenido. 

Primero, la pifia: el Ejecutivo remitió dos documentos muy diferentes y 

contradictorios titulados cada uno como “Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024”. 

El primero de ellos, al que yo llamo PND 1, de 64 páginas, consiste en un discurso 

de campaña muy desestructurado. El PND 2, de 227 páginas, es igualmente 

deficiente y reprobable pero tiene una apariencia más cercana a lo que es un Plan. 

Comentaristas de distintas especialidades y signos ideológicos notaron esta 

duplicidad: en Animal Político, Sergio Negrete denunció la bipolaridad; Mario Luis 

Fuentes, en Excélsior, señaló un documento de arenga y otro gradualista; Jorge 

Javier Romero Vadillo señaló desde sinembargo.mx la falta de correlación entre el 

documento político y el documento programático; Julio Boltvinik en su “Economía 

Moral” de La Jornada denunció la demagogia del primer documento y el 

apartamiento de los derechos humanos del segundo; el ex ministro José Ramón 

Cossío preguntó en las páginas de El Universal “¿Cuál es el plan?”; igual en El 

Universal, José Antonio Crespo dijo que no es algo anecdótico que hayan aparecido 
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dos PND, uno de la Presidencia y otro de Hacienda, que es el que cumple con los 

requisitos de ley; y, en el mismo periódico, Hernán Gómez Bruera, un intelectual 

orgánico de Morena, afirmó que la existencia de los dos planes mostraba un 

gobierno con déficit de liderazgo, improvisado, falto de seriedad e incompetente. 

En varias audiencias convocadas por diferentes comisiones legislativas en San 

Lázaro, los ponentes invitados han coincidido con tal señalamiento. Laura Gurza, la 

directora de planeación de la CNDH, lo mismo que el urbanista Roberto 

Eibenschutz, se dijeron preocupados por el contenido y la forma del PND 1 y 

señalaron que, aunque deficiente, el PND 2 representaba una rectificación. 

Los diputados del PRD dirigieron una carta a López Obrador en la que, en aras de 

la certeza jurídica, le piden que aclare cuál de los dos es su PND 2019-2024. 

Pero el Presidente de la República no ha respondido la pregunta parlamentaria, 

cosa que, sin que fuera el destinatario de la misma, intentó otro presidente, el de la 

Mesa Directiva de la Cámara. Sin tener atribuciones legales para ello el buen Porfirio 

Muñoz Ledo decretó en plena audiencia pública que “el documento de Hacienda no 

es el PND. Punto. El Plan son las 64 páginas… (Aquél) no es materia de trabajo de 

la Cámara”. 

Pese a la falta de respuesta presidencial y contra lo que unilateralmente decidió 

Muñoz Ledo, la ley obliga a que el PND deba tener una estructura que el PND 1 

incumple escandalosamente: el diagnóstico general, los ejes estratégicos, objetivos, 

estrategias, los indicadores y las metas brillan por su ausencia en las 64 páginas de 

este documento. 

En cuanto al contenido el Plan debe observar, por ley, los fines del desarrollo 

nacional plasmados en la Constitución. Pero el PND 1 incluye a medias solo tres de 
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los doce principios de la planeación democrática que estipula la legislación, 

excluyendo de plano los siguientes mandatos: soberanía nacional, régimen 

democrático, Estado laico, no discriminación, derechos humanos, Pacto Federal, 

Municipio Libre, equilibrio de los factores de producción y la perspectiva intercultural. 

Sorprende la existencia de dos PND porque es manifestación de fuertes 

discrepancias al interior del gabinete presidencial. Pero más sorprende que, de 

entre los dos documentos, el gobierno y su mayoría legislativa vayan por la 

aprobación del PND 1 pues, si ambos son malos, éste es el peor. 

El gobierno, en cualquiera de sus órdenes, está obligado a conducirse de 

conformidad con la Ley, pero esa no es la convicción del gobierno del presidente 

López Obrador. Ha dicho que prefiere la justicia por encima de las leyes, como si 

fuera un ciudadano en resistencia civil y no un Jefe de Estado. La ley es específica, 

establece obligaciones y derechos, requisitos y causales. En cambio, la justicia así 

entendida depende de la discrecionalidad del gobernante, lo que lleva a la 

arbitrariedad. 

CINCELADA: Las recientes designaciones muestran que es la incondicionalidad, no 

la competencia, el criterio de ascenso en la burocracia de la 4T. 

LA CAUSA: EL PND (RENUNCIA DE URZÚA A LA SHCP) 

En su renuncia y en la entrevista que concedió a la revista Proceso, el Doctor Carlos 

Urzúa fue críptico respecto de la verdadera causa de su separación del cargo de 

Secretario de Hacienda y Crédito Público. 

Su carta de renuncia refiere que sostuvo muchas discrepancias con el presidente 

en materia económica, el hecho de que éste tomó decisiones sin fundamento en la 
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materia y la designación como altos funcionarios hacendarios de personas sin 

conocimiento ni experiencia.  

En la entrevista, que se publicó el sábado 13 de julio de 2019, detalló más 

disconformidades: la renuencia presidencial a una reforma fiscal progresiva; el 

conflicto de interés permanente que representa Alfonso Romo, Jefe de la Oficina de 

la Presidencia y empresario en activo; los indebidos manejos de Manuel Bartlett en 

la Comisión Federal de Electricidad y la descalificación que recibió del Presidente 

al denunciarlos; los excesivos y desordenados recortes presupuestarios dispuestos 

por la Secretaría de la Función Pública. Además, mencionó su desacuerdo con la 

cancelación del nuevo aeropuerto de Texcoco y con la construcción de la refinería 

de Dos Bocas en Tabasco. 

Pero, como lo señala el entrevistador Hernán Gómez, Carlos Urzúa no reveló la 

razón última de su salida del gabinete. Fue el Presidente López Obrador quien 

reveló la causa principal de su separación del cargo. Lo hizo en su conferencia 

matutina del 10 de julio, en la que se refirió al PND 2019-2024 que la Secretaría de 

Hacienda había elaborado.  

La elaboración del proyecto de PND correspondió a la SHCP encabezada por 

Urzúa, en términos de lo ordenado por la Ley de Planeación. Aunque el Ejecutivo 

omitió expedir el Reglamento respectivo, dicha secretaría fue la encargada de 

generar una metodología para que las diversas dependencias elaboraran sus 

contribuciones al Plan y las remitieran para la confección del proyecto. Finalmente, 

la SHCP entregó el PND 2019-2024 al Presidente para que éste lo autorizara y lo 

remitiera a la Cámara de Diputados para su aprobación. 
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Al respecto, relató el Presidente en su mañanera que hubo dos versiones del PND 

y que “la versión que quedó es la versión que yo autoricé, que incluso me tocó 

escribirla”. Denunció que la presentada por Urzúa respondía a una concepción 

neoliberal, para concluir que “era como si (el PND) lo hubiese hecho Carstens o 

Meade”. 

Como señalé en artículos publicados en los meses recientes en el blog 

www.rafahdez.blogspot.com y en EL CINCEL, a la última hora del 30 de abril de 2019, 

el último día del plazo para que el Presidente lo remitiera a la Cámara de Diputados, 

se entregó en la misma un paquete que contenía no uno, sino dos PND. El primero, 

de 64 páginas, incumple palmariamente con lo ordenado por la ley en cuanto al 

contenido y estructura del PND. El segundo, de 227 páginas, aunque no cumple 

plenamente con la expectativa constitucional, muestra al menos mayor respeto por 

la ley.  

La mayoría morenista en la Cámara de Diputados, haciendo gala de su carácter de 

coro aplaudidor del Ejecutivo, aprobó el primero de los dos documentos, el más 

deficiente e ilegal.  

Con la aprobación parlamentaria, el Presidente ordenó la publicación del texto de 

su autoría en el Diario Oficial de la Federación, ignorando las múltiples 

observaciones de las comisiones camarales y sin la firma del Secretario de 

Hacienda. La posición de Urzúa era insostenible, por eso la renuncia. 

CINCELADA: Inadmisible, que sea subsecretario de la SEGOB uno de los que 

pretenden justificar el golpe antidemocrático de Bonilla en Baja California. 

  

http://www.rafahdez.blogspot.com/
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9. DOBLE O: OCURRENCIAS Y OMISIONES DE LA 4T 

PRIMER FRACASO DE LA 4T (JÓVENES CONSTRUYENDO EL FUTURO) 

En lo que constituye el primer fracaso de los programas prioritarios de la 4T, 

“Jóvenes construyendo el futuro” apenas alcanzó el 39% de la cobertura que tenía 

programada para el 2019. 

Según los Lineamientos de Operación del programa, la población objetivo a atender 

es de 2.3 millones de jóvenes de entre 18 a 29 años que no estudian y no trabajan 

al momento de su incorporación en el mismo, quienes obtendrán una beca mensual 

de 3 mil 600 pesos durante un año, siendo preciso que laboren como aprendices 

una jornada de 5 a 8 horas diarias por cinco días a la semana. 

De acuerdo a la proyección del Consejo Nacional de Población (CONAPO), que se 

basa en el Censo de Población de 2010 y en el Conteo de 2015, la población en el 

rango de edad mencionado es de 21.4 millones de personas, de las cuales 4.7 

millones, el 22% no estudia ni trabaja y son conocidos coloquialmente como ninis. 

La pretensión del programa fue abarcar a poco menos de la mitad de los jóvenes 

en esa condición, como ya se dijo, incorporar a 2.3 millones de becarios-aprendices.  

Sin embargo, desde agosto del año pasado, cuando se inició el Censo del Bienestar 

levantado por los Servidores de la Nación, que incluía este programa, comenzaron 

a trascender quejas por la forma de inscribir a los beneficiarios, sujeta a la 

discrecionalidad de los coordinadores regionales y estatales de aquellos, 

presentándose también casos de simulación y de malos manejos de las becas. 

Hubo quejas por los efectos nocivos del programa que no se consideraron en su 

momento: algunas empresas o empleadores incorporados como tutores despidieron 
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a sus trabajadores fijos, a quienes pagaban un salario normal y prestaciones, para 

recibir a los aprendices pagados con la beca gubernamental, lo que les representó 

un ahorro en su gasto corriente. 

El programa representa el 94.2% del presupuesto de la Secretaría del Trabajo y 

Previsión Social en 2019. Según el reporte de dicha Secretaría, a 7 meses y medio 

de operación, se llegó a la cifra de 900 mil becarios y en ese momento se cerró por 

este año, por lo que la cobertura del mismo se limitó al 39% de la población objetivo 

que se había propuesto. 

Ahora bien, además de las quejas ya referidas y la limitada cobertura nacional 

alcanzada por el programa, surgen suspicacias al revisarse la cobertura alcanzada 

en cada entidad federativa. Si se considera en cada estado un porcentaje de 

población objetivo similar a la nacional y se le compara con el número de becarios 

reportado por la STPS, resulta que Tabasco, Chiapas y Campeche destacan como 

las entidades con más beneficiarios, alcanzando una cobertura de 222%, 119% y 

113%, respectivamente.  

Tal éxito no se compadece de los estados de Coahuila Sonora y Guanajuato, con 

el 9% de cobertura cada uno, mucho menos de los industriosos Nuevo León y Baja 

California, con apenas el 5 y el 4%, respectivamente. 

Hace falta que la ciudadanía y una diputación atenta a la labor gubernamental 

demanden a las autoridades encargadas una explicación acerca de este fracaso. 

Los recursos públicos de que dispone el gobierno para los programas sociales no 

son dádivas otorgadas a placer o a conveniencia, son recursos públicos que 

ameritan una administración institucional, imparcial, honesta y eficaz para cumplir 

con los objetivos planteados. 
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CINCELADA: En caso de que se aprobase la iniciativa para eliminar la rotación 

partidista de la Mesa Directiva de la Cámara, tal reforma se podrá aplicar hasta la 

siguiente Legislatura, pues ninguna ley puede ser retroactiva. 

EL CLIENTELISMO NO RESISTE UNA AUDITORÍA (PRODUCCIÓN PARA EL BIENESTAR) 

El gobierno de López Obrador se guía por el capricho, no por la planeación. Eso 

parece concluir la Auditoría Superior de la Federación (ASF) a partir de la revisión 

de uno de los programas prioritarios de la 4T, en cuyas conclusiones señala que, 

debido a la carencia de indicadores de gestión, no puede medirse el buen uso de 

los recursos públicos presupuestados. Tan cruda conclusión es válida para todos y 

cada uno de los programas asistenciales que tanto presume López Obrador, por lo 

que la auditoría pone en la picota toda la política social de este gobierno. 

Efectivamente, la Auditoría de Desempeño 274-DE, que la ASF aplicó al programa 

“Producción para el Bienestar” correspondiente al ejercicio 2019, arrojó las 

conclusiones citadas. Nominalmente este programa depende de la Secretaría de 

Agricultura y Desarrollo Rural (SADER), pero en realidad es operado por la 

burocracia dorada de los “Servidores de la Nación”. Los recursos erogados en este 

programa alcanzaron en 2019 y 2020 un monto de 22 mil millones de pesos, los 

cuales se aplicaron arbitrariamente, sin orden ni concierto y, aunque quizá tengan 

algún efecto positivo para el clientelismo electoral que practica el gobierno, en 

términos de políticas públicas es como si el dinero del erario se hubiera tirado a la 

basura. 
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La ASF apunta las siguientes deficiencias en el diseño programático de “Producción 

para el Bienestar”, las cuales afectan a todos los programas sociales de la actual 

administración: 

• En el PND 2019-2024, no se establecieron objetivos específicos, estrategias, 

metas ni indicadores, por lo que no cumplió con los requisitos mínimos 

establecidos en la Ley de Planeación 

• Esto muestra un proceso de planeación incompleto que podría poner en riesgo 

la atención y solución de la problemática de cada sector 

• Los programas sectoriales correspondientes no fueron publicados conforme al 

plazo de seis meses posteriores a la emisión del PND 

• Se pone en riesgo la coordinación de las dependencias responsables y origina 

que la consecución de los objetivos y las metas nacionales sea limitada 

Según la auditoría practicada por la ASF, la SADER falló en el diagnóstico de la 

producción de granos básicos que se pretendía atender con este programa, por lo 

que éste presentó carencias en su definición, planteamiento y estructuración. Para 

los auditores, tal deficiencia puso en riesgo la atención acertada del problema 

planteado y ocasionó que los recursos públicos no se ejercieran con eficacia, 

eficiencia, economía, transparencia y honradez, como ordenan la Constitución y las 

leyes. 

Así describe la ASF las deficiencias en la planeación del programa mencionado, 

pero lo mismo se tendrá qué decir de todos y cada uno de los programas sociales, 

trátese de la pensión de los adultos mayores, la de personas con discapacidad, las 

becas de los ninis, las becas escolares, microcréditos, mejoramiento urbano, 
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Programa Nacional de Reconstrucción, etc. Todos esos programas se ubican en el 

mismo nivel de ineptitud en su formulación, lo que evidencia que en realidad no 

buscan atender los problemas de la pobreza y la pobreza extrema, ni generar 

igualdad de oportunidades para todas las personas, sino que responden a una 

voluntad caprichosa, discrecional, voluble, cuyo único fin es atesorar a toda costa 

los votos cautivos suficientes para un proyecto transexenal. 

CINCELADA: La autora de Un daño irreparable no se conformó con la demagogia 

emanada del Palacio Nacional, hurgó en la base de datos y describió el trágico 

fiasco del siglo.61 

NOTIMEX: HUELGA EN TIEMPOS DE PANDEMIA 

No han bastado la declaración de la existencia legal de la huelga, 37 laudos que 

ordenan la reinstalación de los trabajadores despedidos injustificadamente, ni la 

reciente negativa al amparo que se intentó en contra de las y los trabajadores de 

Notimex, para poner fin al descarado esquirolaje marca 4T, el uso indebido de 

recursos públicos y la solución de una huelga que se ha alargado más de 18 

meses.62 

El Sindicato Único de Trabajadores de Notimex (SutNotimex), encabezado por la 

valiente periodista Adriana Urrea Torres, estalló la huelga el 21 de febrero de 2020 

(antes de que la pandemia se instalara en México). Denunció el despido de 242 de 

los 350 trabajadores, entre ellos un centenar de sindicalizados, la violación de 30 

cláusulas del Contrato Colectivo del Trabajo, el recorte del 72 por ciento en los vales 

 
61 La autora de este libro, que analiza en detalle la errática política gubernamental de salubridad ante la 
pandemia de Covid 19 y las desastrosas cifras de muertes, es la Doctora Laurie Ann Ximénez. 
62 Al cierre de la edición de este libro, la huelga de Notimex lleva 920 días (dos años y medio). 
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de despensa, la eliminación de la ayuda para la canasta básica, medicamentos y 

estudios, entre otros problemas, además de un decremento salarial del 40 por ciento 

que afectó los ingresos de la base trabajadora. 

Notimex es una agencia de noticias de propiedad pública y es administrada por el 

gobierno federal. El presidente Andrés Manuel López Obrador designó como 

directora de esta a Sanjuana Martínez Montemayor quien, con todo el apoyo 

presidencial, se dedicó a desmantelarla desde su arribo a su Dirección General. 

Comenzó por despedir en pleno a los integrantes del Comité Ejecutivo Nacional del 

sindicato y continuó hasta echar a la calle al 70 por ciento de los empleados. Puso 

de pretexto el combate a la corrupción, pero lo cierto es que se deshizo de personal 

calificado para suplantarlo con allegados y aviadores, además de dedicarse a hacer 

negocios con empresas y particulares, práctica que, mediante rigurosa adjudicación 

directa, continúa aún a pesar de la suspensión obligada por la huelga.  

En lugar de apersonarse para hacer negociaciones en busca de la solución al 

conflicto laboral, emprendió una campaña de ataques y difamación contra los 

sindicalizados, especialmente contra la dirigente Adriana Urrea (a quien sueña con 

ver tras las rejas), pero también contra comunicadores y comentaristas de diversos 

medios que han osado cuestionar sus manejos. Aplaudida por la intelectualidad 

orgánica de Morena y la 4T, que hace gala de demagogia con el discurso de 

“primero los pobres” y en defensa del proletariado, Sanjuana Martínez patrocinó la 

formación de un sindicato blanco y convirtió al esquirolaje en una política de Estado. 

Eso, aparte de incurrir en graves infracciones a la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas por uso indebido de recursos públicos, pues ha 

utilizado a la Agencia para su beneficio y el de sus amigos. 
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Las demandas del SutNotimex, que deberían concitar un apoyo generalizado, son: 

• Bilateralidad de las relaciones laborales entre la empresa y el Sindicato. 

• Reinstalación de las y los trabajadores despedidos injustificadamente. 

• Respeto al Contrato Colectivo de Trabajo y pago de las prestaciones adeudadas. 

• Revisión del Contrato Colectivo de Trabajo y su aplicación retroactiva. 

• Respeto irrestricto a la vida sindical. 

• No represalias contra los trabajadores activos que participan en la Huelga.  

Los huelguistas se han visto forzados a más de un año y medio de huelga por la 

ineptitud de la directora, así como la pasividad e indolencia de las autoridades 

laborales y de la Presidencia de la República. Alrededor del 80 por ciento de los 

paristas son mujeres que, afrontando las condiciones de desigualdad estructural, 

han dado incontables muestras de dignidad y firmeza, aún en las más adversas 

condiciones climatológicas, económicas y sanitarias. Ha sido una larga huelga en 

los tiempos de pandemia. 

CINCELADA: Sin vergüenza alguna, Morena impugnó la constancia de diputado de 

un preso político en Veracruz. Fracasará y, más temprano que tarde, Rogelio Franco 

rendirá protesta del cargo.63 

EL TIRO DE GRACIA A LAS ESCUELAS DE TIEMPO COMPLETO 

La eliminación definitiva de las Escuelas de Tiempo Completo es un atentado contra 

el derecho a la educación de las niñas, niños y adolescentes de las familias en 

condiciones de vulnerabilidad, al mismo tiempo que afecta los principios de interés 

 
63 Como se anticipó en la Cincelada, fracasó la impugnación de Morena contra la elección de Rogelio Franco 
como diputado federal. Sin embargo, al cierre de la edición de este libro, el desgobierno de Veracruz 
mantiene en la cárcel al diputado perredista, quien no ha logrado tomar posesión de su cargo de elección. 
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superior de la niñez y la progresividad de los derechos humanos. Esta decisión 

arbitraria del gobierno federal resulta en una violación expresa al artículo 3º de la 

Constitución que, en el inciso e) de su fracción II, señala que la educación será 

equitativa, “por lo que el Estado implementará medidas que favorezcan el ejercicio 

pleno del derecho a la educación, priorizando las zonas de muy alta marginación, 

alta marginación y zonas indígenas”. 

Por encima de lo que ordena el texto constitucional, este caso de austericidio 

arrancó con la aprobación del Presupuesto de Egresos de la Federación para 2021. 

En ese entonces, para disimular su arbitraria decisión de desaparecer el Programa 

Escuelas de Tiempo Completo (PETC), el gobierno de Andrés Manuel López 

Obrador afirmó que los beneficiarios seguirían recibiendo apoyos a través de los 

llamados Servidores de la Nación con cargo a un componente del programa 

denominado “La Escuela es Nuestra”, uno de sus programas prioritarios. Pero los 

recursos para dicho componente disminuyeron a menos de la quinta parte el año 

pasado y ahora la Secretaría de Educación Pública, encabezada por la inefable 

Delfina Gómez, le dio el tiro de gracia al eliminarlo definitivamente en la edición 2022 

de los lineamientos de operación. 

El PETC era una estrategia educativa para mejorar las condiciones de aprendizaje 

y el desarrollo de competencias de los alumnos de educación pública de nivel 

básico, orientada a sectores marginados de las comunidades indígenas, localidades 

rurales y zonas urbanas de alta marginación. Hasta el año 2020, a principios del 

sexenio de López Obrador, los planteles incluidos en el mismo se convertían en 

escuelas con horario completo en educación básica (jornadas de entre 6 y 8 horas 

diarias) para generar un mayor desempeño académico y desarrollo integral de los 
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educandos. Las escuelas se seleccionaban en convenio entre el gobierno federal y 

los gobiernos de los estados, conforme a las siguientes prioridades:  

a) educación indígena y/o multigrado; 

b) nivel primaria o telesecundaria; 

c) escuelas que atiendan a población en situación de vulnerabilidad o en 

contextos de riesgo social, y 

d) escuelas que presenten bajos niveles de logro educativo o altos índices 

de deserción escolar. 

Durante el ejercicio presupuestal de 2020, al PETC se destinó un presupuesto de 5 

mil 100 millones de pesos, con el que abarcó 27 mil 63 escuelas de educación 

básica. En ese año se atendió a una población escolar de 3 millones 806 mil 

estudiantes, a quienes se ofrecieron actividades deportivas, extracurriculares y club 

de tareas. Conforme a datos del Segundo Informe de Labores de la SEP, en 14 mil 

554 de estos planteles se atendió con comida gratuita a 1 millón 397 mil niños y 

adolescentes. Estudios independientes detectaron que, en el 60% de los casos, 

dicho apoyo fue el primer alimento que los estudiantes recibieron durante el día y 

se detectaron mejoras de hasta el 30% en su aprovechamiento escolar. 

Un resultado adicional a lo anterior consistió en que, al extenderse el horario 

escolar, las madres de familia dispusieron de más tiempo libre, lo que posibilitó que 

muchas de ellas ampliaran sus labores productivas, con lo que mejoraron el nivel 

de ingresos de sus familias. 

Pese a que el PETC contaba con una buena evaluación y a pesar de que los 

problemas que lo afectaban eran oportunidades de mejora, el gobierno de la 4T 

procedió a desmantelarlo. En plena pandemia, en septiembre de 2020, la Secretaría 
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de Hacienda y Crédito Público lo eliminó del proyecto presupuestal, mismo que fue 

aprobado por la mayoría morenista en noviembre de ese año. Lo anterior a 

despecho de que Esteban Moctezuma Barragán, entonces titular de la Secretaría 

de Educación Pública, había declarado que el gobierno federal mantendría el 

presupuesto del PETC. Ante las protestas de los afectados, comunidad académica, 

especialistas y de la diputación del PRD, se incluyó en el decreto presupuestal el 

Artículo XVIII Transitorio, en el que se declaraba que el programa “La Escuela es 

Nuestra” incluiría recursos “para ejecutar los objetivos del programa Escuelas de 

Tiempo Completo”.  

Se debe tener presente que el programa “La Escuela es Nuestra” es un muy 

deficiente sustituto del desaparecido Instituto de Infraestructura Educativa, que años 

atrás se encargaba de la construcción, remodelación, reparación y mantenimiento 

de los planteles escolares. Lo operan los también conocidos como “vividores de la 

nación” quienes, como si fueran peritos en materia inmobiliaria y/o de la 

construcción, seleccionan las escuelas que serán beneficiadas y administran los 

recursos asignados, mediante los Comités Escolares de Administración y 

Participación que forman con padres de familia que ellos mismos eligen.  

Para el ejercicio del año 2021 se incluyó en “La Escuela es Nuestra”, como ya se 

dijo, un componente PETC que no fue sino la administración de una especie de 

“muerte lenta” de este programa. Según el Tercer Informe de Labores de la SEP, el 

número de escuelas incluidas en el componente PETC de “La Escuela es Nuestra” 

durante 2021 se redujo a 9 mil 574 (la tercera parte de las atendidas en el ciclo 

anterior). Si en 2020 habían recibido alimentación gratuita 1.3 millones de alumnos, 

para el año 2021 la cifra se redujo a 313 mil (tan solo el 22%). 
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Los lineamientos de operación respectivos eliminaron toda participación de los 

gobiernos estatales en la selección de los planteles que debían ser apoyados, tanto 

en el programa “La Escuela es Nuestra” como en su componente PETC, dejando 

tal determinación a los Servidores de la Nación, el brazo electoral del gobierno 

federal. Junto a ello, en la operación del programa se eliminaron los apoyos para la 

instalación de comedores en las escuelas participantes, pues el servicio de 

alimentación consistió en entregar a las madres y/o padres de familia “los paquetes 

alimentarios” (10 pesos diarios por alumno) “para que los alimentos se preparen en 

los hogares”. 

El 28 de febrero de 2022, Delfina Gómez hizo publicar en el Diario Oficial de la 

Federación los nuevos lineamientos de operación del programa “La Escuela es 

Nuestra” para el año que corre. En los mismos se eliminó de ese programa el 

componente PETC y toda mención a las escuelas de tiempo completo, con lo que 

las y los niños y adolescentes a quienes iba dirigido, junto con sus madres, 

perdieron hasta la esperanza de recibir el apoyo alimentario. 

EL SAQUEO DEL FONDO DE SALUD 

Escondida en los transitorios de la Ley de Ingresos de la Federación 2022, que la 

mayoría cuatroteísta aprobará el Congreso de la Unión, se encuentra la culminación 

del saqueo del Fondo de Salud. Se trata de la depredación de un fondo que se 

constituyó con recursos públicos, pero también con las aportaciones de los 

beneficiarios del Seguro Popular y que respondía a un proyecto sostenible de 

protección de la salud para la población más desamparada. 
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En el ya lejano año 2004 se logró un acuerdo multipartidista para la formulación de 

ese programa presupuestario, mismo que tenía el objetivo de mejorar el servicio de 

protección de la salud para las personas que no son derechohabientes de algún 

sistema público de seguridad social y que, por carecer de los dineros requeridos, 

están también marginadas de los servicios médicos privados.  

Al Seguro Popular estaba asociado un fideicomiso público, el del Sistema de 

Protección Social en Salud, cuyos fondos se destinaban al financiamiento de 

tratamientos médicos de alto costo tales como el cáncer, trasplantes de órganos, el 

VIH, malformaciones congénitas y/o adquiridas. Su utilización evitaba que las 

familias incurrieran en gastos catastróficos o que los enfermos se quedaran sin la 

atención requerida para el restablecimiento de su salud. Este mecanismo cubría 

294 intervenciones a las que tenían derecho los afiliados, 618 procedimientos, 633 

medicamentos y 37 insumos específicos. 

Al cierre del ejercicio 2019, el fideicomiso mencionado contaba con más de 113 mil 

millones de pesos. El origen de este dinero eran los montos destinados cada año 

en el Presupuesto de Egresos de la Federación, pero también se acumularon ahí 

las aportaciones de las familias afiliadas. Aunque la mayoría de éstas tenían acceso 

gratuito, un estudio socioeconómico indicaba los casos en los cuales debían hacer 

contribuciones, que iban desde dos y hasta los 11 mil pesos.   

En 2019, la mayoría morenista en el Congreso de la Unión aprobó la desaparición 

del Seguro Popular y la creación del Instituto de Salud para el Bienestar (INSABI). 

Esta reforma transformó el fideicomiso que fue sustituido por el Fondo de Salud 

para el Bienestar (FONSABI). En los dos años siguientes, a los 113 mil millones de 

pesos se sumaron los montos presupuestados para el FONSABI, pero también se 



Página 198 de 270 
 

retiraron del mismo 73 mil millones de pesos, etiquetándolos al gasto corriente del 

INSABI.  

La Ley de Ingresos 2022 que está procesándose en el Congreso incluye un artículo 

transitorio por el cual se instruye “a la institución fiduciaria del FONSABI para que, 

durante el primer semestre de 2022, concentre en la Tesorería de la Federación 

el remanente del patrimonio de ese fideicomiso”, remanente que está valuado 

actualmente en 64 mil millones de pesos, con lo que habrá de consumarse el 

completo saqueo de sus fondos.  

El gobierno de Andrés Manuel López Obrador presume que el presupuesto del 

año entrante trae un incremento sustancial al Gasto en Salud. Lo que no dice es 

que tal incremento se basa en la rapiña del Fondo de Salud ni que se reducirá 

a cero el ahorro estratégico que el Estado y los afiliados del Seguro Popular 

habían construido para atender la protección de la salud de las personas 

marginadas de los servicios sociales como son los desempleados, los 

trabajadores del campo, los trabajadores informales de las ciudades, los 

empleados por su cuenta. Tampoco dice el gobierno de la 4T que pretende 

subsanar su desastrosa actuación ante la pandemia disponiendo de los recursos 

que originalmente estaban destinados a cubrir las enfermedades de alto costo de 

los beneficiarios del sistema de salud pública.  

CINCELADA: La persecución de científicos y los ataques a la UNAM nos recuerdan 

que el diazordacismo es la enfermedad infantil del echeverrismo que guía a López 

Obrador. 
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BANCO DEL BIENESTAR: PURAS FALLAS 

El gobierno de la 4T anunció la creación de 13 mil 500 sucursales del Banco del 

Bienestar que, a la vez, serían los Centros Integradores de Desarrollo (CID) de los 

llamados Servidores de la Nación. Pero resulta que el directorio de sucursales de 

dicho banco apenas contiene en la actualidad la ubicación de 427 sucursales 

(muchas de ellas sin funcionar) y solo hay 128 cajeros automáticos en operación, lo 

que equivale apenas al 0.9 por ciento de avance o, dicho de otra manera, un 99.1 

por ciento de atraso. 

La construcción, equipamiento y puesta en servicio de las sucursales del Banco de 

Bienestar es parte de la estrategia clientelar del gobierno federal, a cargo de su 

burocracia dorada, los también conocidos como “vividores de la nación”. Es la 

concreción bancarizada de la “entrega directa” de los apoyos a los beneficiarios 

pues, según la concepción oficial, los operadores del gobierno atenderán gestiones 

en los CID y, en las sucursales bancarias allí instaladas, los beneficiarios cobrarán 

los apoyos económicos que aquellos les asignen. 

Para el gobierno lopezobradorista, las sucursales de dicho banco junto con los CID 

son “un planteamiento de cercanía con la sociedad que nunca antes había ocurrido 

(sic)”, pues permitirán una nueva relación sociedad-gobierno, establecerán una 

coordinación intersecretarial e intergubernamental y propiciarán la inclusión 

financiera de la población. Es más, algún subsecretario se sublimó al afirmar que 

los CID “son un elemento transformador de gran alcance y el corazón de la Cuarta 

Transformación”.  

Pero del dicho al hecho hay una gran distancia. Según el Tercer Informe de 

Gobierno que López Obrador rindió al Congreso, a junio de 2021 el Banco del 
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Bienestar apenas contaba con 128 cajeros automáticos habilitados y en operación. 

El propio informe presidencial dice que el Plan de Expansión del Banco del 

Bienestar tiene el objetivo de construir 2 mil 700 sucursales dos etapas: la primera 

debía concluir el año pasado con mil sucursales ya operando, en tanto que la 

segunda contempla otras mil 700 que tendrían que estar listas en 2022. 

Lo real es que apenas 427 sucursales están construidas (muchas de ellas en 

lugares desolados y otras invadiendo parques y lugares públicos) y solo 128 

cuentan con un cajero automático funcionando. En relación al objetivo de 13 mil 500 

sucursales, el avance de construcción es del 3% y el de operación es de solo el 

0.9%. Aún si se comparan los pírricos avances con los objetivos parciales del Plan 

de Expansión, el indicador de cumplimiento para el año 2021 es de apenas el 12%. 

Tan anémico resultado ocurre pese a los montos estratosféricos de recursos 

destinados a la construcción y equipamiento de las sucursales bancarias. El 

gobierno firmó con contratistas un total de 67 contratos, la mayoría de los cuales se 

asignaron en forma irregular, pues 31 fueron de adjudicación directa, 12 se 

asignaron a entes públicos (eludiendo la licitación) y nueve por invitación restringida, 

mientras que en solo 15 la contratación se llevó mediante el procedimiento de 

licitación pública. Además, en las pocas licitaciones hubo protestas de los 

participantes. Luego de tanto embrollo, todos los contratos fueron encargados por 

López Obrador a la Secretaría de la Defensa Nacional la que, a su vez, subcontrató 

a los mismos u otros contratistas privados…  

Detrás de estos desfiguros, la danza de los millones: según los informes oficiales, 

la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) destinó en 2020 cinco mil 

millones de pesos al proyecto y para el ejercicio fiscal 2021, otros 10 mil 500. La 
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inversión acumulada es de 15 mil 500 millones de pesos y el dinero ya se gastó en 

su totalidad, pero el avance en la construcción y equipamiento de las sucursales 

bancarias es de solo 0.9%.  

Al rezago en la construcción de sus sucursales, el Banco del Bienestar debe sumar 

la calamidad de una cartera vencida insostenible que acumuló apenas a dos años 

de su fundación. Los morenistas Rabindranath Salazar Solorio y Diana Álvarez 

Maury, el primer director del mencionado banco y su sucesora, al igual que Gabriel 

García Hernández, el ex Coordinador General de Programas para el Desarrollo, 

debieran responder por los daños al erario y violaciones a la Ley de Adquisiciones. 

CINCELADA: El apoyo incondicional con el que los cuatroteístas protegen al corrupto 

y defraudador Manuel Bartlett, es evidencia de que su movimiento está moralmente 

derrotado. 

TREN MAYA: CONVOY SIN CONTROL 

El Tren Maya de López Obrador es un convoy sin control que, desbocado, avanza 

destruyendo todo a su paso. Es como si el Xiinbal (que así se bautizó al modelo de 

tren que hará los recorridos ordinarios) transportara toda clase de problemas en 

cada uno de sus carros (desde la máquina de tracción, vagones de primera, clase 

turista, comedor, carga y hasta el cabús): ecocidio, dispendio, tranzas al por mayor, 

violación de los derechos de las comunidades indígenas, daños a la selva, ríos 

subterráneos y cenotes, atentados contra la riqueza arqueológica que nos heredó 

la civilización maya. 

Los jueces federales ordenaron recientemente la suspensión definitiva de las obras 

de los tramos 1, 2 y 3, hasta la resolución del juicio de amparo interpuesto por 
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organizaciones mayas. El Tribunal Colegiado del XIV Circuito confirmó el 9 de 

marzo de 2022 la sentencia que previamente había adoptado el Juez Cuarto de 

Distrito concediendo la suspensión de las obras que demandó la Asamblea de 

Defensores del Territorio Maya Múuch´Xiinbal. 

Esta organización había impugnado la Manifestación de Impacto Ambiental (MIA) 

que la Semarnat obsequió al Fonatur, la dependencia que, sin tener atribuciones 

legales para ello, fue comisionada por López Obrador como la encargada de la 

construcción. Los mayas denunciaron que fueron violados sus derechos al medio 

ambiente sano y al de ser informados y participar en las decisiones que afecten su 

territorio y recursos naturales. 

En la primera sentencia, el juez de distrito inclinó la balanza de la justicia en favor 

de la naturaleza, pues consideró que el impacto de las obras trascenderá a las 

futuras generaciones, y ordenó la paralización de los trabajos que se hacían al 

amparo de la MIA, criterio que fue confirmado por el Colegiado. Esta resolución 

judicial afecta los tramos 1 al 3 del Tren Maya, que van de Palenque, Chiapas, a 

Izamal, Yucatán, con una extensión de 635 kilómetros. Como se acostumbra en el 

capitalismo de cuates de la 4T, los contratos respectivos, por un monto de 44 mil 

200 millones de pesos, se entregaron por Fonatur mediante adjudicación directa, 

esto es, sin la licitación pública que ordena la Constitución. Grandes potentados 

nacionales, integrantes del Consejo Asesor Empresarial de AMLO, se aliaron con 

empresas internacionales para obtener esos jugosos contratos. Otro tramo, el 4, 

con 257 kilómetros que va de Izamal a Cancún, Quintana Roo, fue adjudicado a ICA 

y a CICSA, una de las empresas de Carlos Slim. El contrato roza los 30 mil millones 

de pesos. 
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Más de 20 mil árboles de macuili, ceiba, siricote, cedro y palmas, fueron talados 

(reubicados, dijeron las autoridades) en los tramos 5 y 6, antes de que Fonatur 

modificara súbitamente el trazo de la vía férrea. Luego, más de 12 kilómetros de 

selva virgen fueron afectados por las obras de desmonte y deforestación en Playa 

del Carmen. La constructora Grupo México ostenta el contrato para el Tramo 5 y su 

dueño, Germán Larrea, es otro de los empresarios consentidos de López Obrador. 

La organización ambientalista, Moce Yax Cuxtal denunció el ecocidio señalando 

que se trata de algo “sumamente grave. Es un ecocidio total”, porque al interior de 

la zona selvática hay múltiples sistemas de ríos subterráneos, cavernas y cenotes, 

sujetas a riesgo por este megaproyecto. 

La circunstancia nos hace recordar aquella película Usttopable de 2010 (anunciada 

como Imparable en las salas mexicanas), protagonizada por Denzel Washington. El 

Tren 777 avanza sin conductor a 130 kilómetros por hora con 39 vagones cargados 

de tóxicos inflamables, lo que presagia un desastre mayúsculo cuando llegue a la 

ciudad de Stanton. El protagonista y otro trabajador del riel acoplan su locomotora 

al tren sin control y saltan de vagón en vagón, accionando los frenos manuales hasta 

que, luego de vencer todo tipo de dificultades, logran entrar en la cabina y desactivar 

el acelerador. Pero, a diferencia de lo que relata la cinta, al Tren Maya no lo detiene 

ni las sentencias de los jueces: el presidente destituyó al arquitecto Rogelio 

Rodríguez Pons para sustituirlo por el hojalatero Javier May en la dirección de 

Fonatur, pero no para detener al tren sin control, como lo hizo el héroe de la película, 

sino para que siga su empecinado avance, propagando ondas de destrozos y de 

vulneración de derechos humanos individuales y colectivos. 
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CINCELADA: Según Morena, la promoción ilegal de la farsa de revocación de 

mandato no es propaganda gubernamental. Se evidencia su arbitrariedad, 

ignorancia, desesperación. 

EL REZAGO EDUCATIVO EN LA 4T 

El modelo educativo que el gobierno federal emprendió recientemente, llamado 

pomposamente “Nueva Escuela Mexicana”, ignoró por completo el rezago 

educativo que afecta a casi un tercio de la población mayor de 15 años, problema 

que también fue omitido en el Plan Nacional de Desarrollo y en la reforma educativa 

de 2019. Se trata, nada más, de 30 millones de personas que se encuentran en tal 

condición, la cual afecta el ejercicio de sus derechos más elementales y el acceso 

a una vida digna.  

El rezago educativo es la condición de las personas con más de 15 años de edad 

que no saben leer y escribir, o que no terminaron la primaria o la secundaria. Es 

decir, son las personas que por su edad debieron concluir con la educación básica 

y no lo han hecho.  

En su forma más extrema, el rezago educativo es el analfabetismo. Quien está en 

esa condición carece de las competencias mínimas de lectura y escritura, lo que la 

coloca en la mayor de las desventajas para el ejercicio de sus derechos, ya que 

tienen menos oportunidades que los demás, ven limitadas sus posibilidades de 

conseguir empleos dignos o de emprender actividades o negocios que les permitan 

satisfacer sus necesidades. Quienes no tienen concluida la primaria o la secundaria 

enfrentan asimismo la marginación social y la falta de acceso a oportunidades de 

desarrollo en los terrenos educativo, cultural, laboral o empresarial.  
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En el año 2010, el promedio de escolaridad en México era de 8.6 años y, según el 

último censo, en 2020 se elevó a 9.7 años, lo que indica que el promedio de la 

población tiene la educación básica, pero hay 12 estados en los que el promedio de 

escolaridad está por debajo de la marca nacional, entre los que destacan Veracruz 

(8.7), Michoacán (8.6), Guerrero (8.4), Oaxaca (8.1) y Chiapas (7.8). En estas 

entidades hay municipios y regiones con escolaridad promedio de 3, 4 o 5 años, lo 

que significa que los habitantes de esas zonas se encuentran por debajo de la 

primaria terminada. Además, aún en las entidades de más alto promedio de 

escolaridad hay grupos de población en rezago educativo. 

En el año 2010 había 31.9 millones de personas en rezago educativo, que eran el 

40% de la población mayor de 15 años. En 2015 eran 30.3 millones (35%), 28 

millones en 2020 (29.6%) y para 2021 su número siguió estacionado en los 28 

millones de personas, que representan el 29.1% del total.64  

Los resultados a lo largo de los años muestran algunos avances, particularmente 

en lo que se refiere a la sensible disminución del índice de analfabetismo, pero el 

porcentaje de personas en condición de rezago educativo se mantiene en la 

actualidad en alrededor de un tercio de la población mexicana mayor de 15 años. 

Los datos de la primera mitad del sexenio obradorista muestran un estancamiento 

en la solución de este problema, el que tiene entre sus causas la omisión de 

 
64 Los datos de 2000 y 2010 son los que reporta el Censo Nacional de Población y Vivienda del año 
respectivo. Los correspondientes a los años 2015, 2019, 2020 y 2021 son estimaciones oficiales del Instituto 
Nacional de Educación para los Adultos, tituladas “Estimación de la población de 15 años y más en rezago 
educativo” para cada uno de esos años. Están disponibles en: 
https://www.gob.mx/inea/documentos/rezago-educativo  

https://www.gob.mx/inea/documentos/rezago-educativo
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diagnósticos y la pauperización de los presupuestos destinados para los programas 

respectivos. 

Vale señalar que las cifras referidas para 2020 y 2021 no contemplan los efectos de 

la pandemia de Covid-19 en las incidencias de abandono escolar o en la 

imposibilidad que esta población enfrentó para concluir su educación básica. 

Cuando en los próximos meses se actualicen las estadísticas, se deberá añadir a 

las cifras del rezago educativo el impacto de las decenas o centenares de miles de 

deserciones de la educación básica ocasionadas por la pandemia.65 

La desigualdad social en México se expresa en las abismales diferencias del nivel 

de ingreso de las personas: unos pocos concentran la riqueza y la mayoría subsiste 

en la pobreza o en la pobreza extrema. En estas condiciones, la existencia de la 

mayoría está marcada por la falta de acceso a los servicios públicos de calidad, la 

marginación y la falta de oportunidades de desarrollo. 

Un sistema educativo incapaz o deficiente produce y reproduce la desigualdad 

social. Ello es así porque la falta de acceso a las oportunidades educativas, en 

detrimento de la parte de la sociedad que sufre la desigualdad, es uno de los 

factores que contribuyen a prolongarla por generaciones. La igualdad en el terreno 

educativo debiera permitir las mismas oportunidades de estudio a todos, sin 

discriminación, con una oferta educativa amplia, diversificada y pertinente, como lo 

han explicado estudiosos de la UNAM (Hernández, H. y otros, 2011). 

 
65 La ECOVID-ED 2020 del INEGI (Encuesta Para la Medición del Impacto COVID-19 en la Educación 2020), 
indica que, de los inscritos en el ciclo escolar 2019-2020, no concluyeron sus estudios el 2% en las escuelas 
públicas y el 4.5% en las escuelas privadas. También se encontró que los menores de 15 años que estaban 
inscritos en el ciclo escolar 2019-2020 y no se inscribieron en el ciclo 2020-2021 fueron 2 millones 673 mil. 
Como causas de la deserción se señaló: a) COVID-19, b) Falta de dinero/recursos, c) Tenía qué trabajar y d) 
Otras causas (INEGI, 2020). 
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Aunque las leyes del país establecen que la educación para los adultos es la 

cristalización del derecho de acceso a la educación consagrado en la Constitución, 

las medidas que se han adoptado no han logrado reducir la cantidad de la población 

afectada.   

"Nosotros siempre hemos sostenido que la educación no es un privilegio, es un 

derecho del pueblo", afirmó el presidente Andrés Manuel López Obrador cuando 

promulgó la Reforma Educativa de 2019.66 Pese a esta afirmación y a otras de la 

misma índole, el Presidente de la República no hizo referencia alguna al problema 

del rezago educativo en la expresión formal de sus políticas públicas.  

Tal omisión es notoria en la Iniciativa de Reforma Constitucional en Materia 

Educativa, lo mismo que en el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 (PND-2019), 

documentos oficiales que en su momento fueron presentados por el Ejecutivo 

federal a la Cámara de Diputados, al igual que en los documentos descriptivos de 

la llamada Nueva Escuela Mexicana.67 

La iniciativa que López Obrador presentó para reformar el artículo 3º constitucional 

se centró en los temas administrativos y laborales, al grado de que dejó ausentes 

los problemas propiamente educativos. Es particularmente notorio el olvido respecto 

de la condición de rezago educativo que afecta a parte importante de la población 

mexicana. 

 
66 Presidencia de la República (2019). Versión estenográfica de la conferencia de prensa del presidente 
Andrés Manuel López Obrador del 19/05/2019.   
67 La Iniciativa de Reforma Constitucional en Materia Educativa de López Obrador fue interpuesta 
formalmente el 12 de diciembre de 2018. El PND para el periodo 2019.2024 se presentó el 30 de abril de 
2019.  
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El dictamen legislativo omitió toda referencia al rezago educativo. Las Comisiones 

Unidas de Educación y Puntos Constitucionales de la Cámara de Diputados habían 

modificado el texto de la iniciativa para que dijera que el Estado tomaría medidas 

para lograr la equidad en la educación, para lo que daría preferencia “a grupos y 

regiones con mayor rezago educativo”. Pero dicha formulación (propuesta por el 

PRD y otros grupos de oposición) fue excluida del dictamen que se presentó al 

Pleno (Cámara de Diputados, 2019). 

El PND-2019 incurrió en una negligencia similar, en materia educativa se limita a 

referencias tangenciales al derecho a la educación de los migrantes y los jóvenes, 

pero es totalmente omiso respecto de las personas en condición de rezago 

educativo. No las menciona en sus apartados dedicados al derecho a la educación, 

tampoco en su “Epílogo: Visión de 2024”, en el que el paraíso prometido por la 

Cuarta Transformación no incluye la erradicación del analfabetismo ni la educación 

básica para toda la población (Presidencia de la República, 2019). 

Por otra parte, en la Nueva Escuela Mexicana (NEM) también brilla por su ausencia 

el problema del rezago educativo. Anunciada como el nuevo modelo educativo de 

la 4T, la NEM no aborda en sus principios y orientaciones pedagógicas el problema 

del rezago ni, mucho menos, desarrolla alguna estrategia para resolverlo. Lo 

anterior, a pesar de que refiere la estadística que indica que solo 70 de cada 100 

personas que inician la primaria ingresan al cabo de los años a la educación media 

superior.68 

 
68 El concepto Nueva Escuela Mexicana (NEM) se expone en el documento Nueva Escuela Mexicana, 
principios y orientaciones pedagógicas de la Subsecretaría de Educación Media Superior de la SEP (2020) y 
fue incorporado en forma de norma legal a la nueva Ley General de Educación, promulgada el 30 de 
septiembre de 2019 (SEP, 2019). 
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La invisibilización de las personas en rezago educativo tiene su expresión práctica 

en el austericidio. Entre los años 2010 a 2022, la subfunción educación para los 

adultos del presupuesto federal mostró un pico en el ejercicio 2016, cuando se le 

asignaron 5 mil 464 millones de pesos. A partir de ese ejercicio su evolución es 

decreciente, incluidos los primeros años de la administración de López Obrador.  

A pesos constantes de 2010, el presupuesto que en el presente año se destinó a la 

educación para los adultos equivale a solo el 74% del asignado doce años antes. A 

valores reales se redujo una cuarta parte del presupuesto, a pesar de que año con 

año se incorporan nuevos contingentes de personas al rezago educativo. 

Según las Reglas de Operación 2022 del INEA que la SEP publicó, la titular de ésta, 

Delfina Gómez, estableció la meta de sacar del rezago a 529 mil personas durante 

este año.69 Pero la meta que para la misma materia enunció la SHCP en la 

Estrategia Programática del Ramo 33 disminuye aún más el objetivo: la meta fue 

reducida de 529 mil personas que concluyan la educación básica a solo 300 mil 

durante el presente ejercicio (SHCP, 2021). 

En ambos casos, dichas metas son un adefesio que pinta de cuerpo entero la 

indolencia del gobierno de la 4T respecto del rezago educativo que afecta a la 

tercera parte de la población mexicana pues, si este servicio se llevara cabo en los 

términos anunciados por la SEP, se requeriría de más de medio siglo (56 años) para 

terminar con el índice actual. Si dicha tarea siguiera el ritmo planeado por la SHCP, 

la superación del rezago educativo actual se llevaría 93 años, sin contar el que se 

acumule a lo largo del siglo próximo.  

 
69 Las Reglas de Operación del Programa Instituto Nacional de Educación para los Adultos para el ejercicio 
2022 se publicaron en el Diario Oficial de la Federación el 29 de diciembre de 2021 (SEP, 2021). 
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La conducta omisa del gobierno actual contradice sus consignas de “primero los 

pobres”, lo mismo que la supuesta vocación igualitaria que presume, pues la 

condición de rezago educativo hace nugatorio el derecho de acceder a la educación 

a sectores marginados por sus bajos ingresos (y dentro de estos en mayor medida 

a las mujeres, a la población indígena, a las personas adultas mayores, a personas 

con discapacidad y a quienes habitan zonas rurales).  

El no saber leer y escribir o tener inconclusa la educación básica es una condición 

que reproduce la desigualdad social y coloca en desventaja a las personas que la 

padecen. Ello va en demérito de sus derechos políticos, económicos, sociales y 

culturales. Por eso se deben hacer a un lado las ocurrencias y entender el carácter 

estructural de este problema, hacer su diagnóstico con una metodología científica 

que permita el diseño de una política alternativa. Una política pública de este tipo 

permitirá enfocar y coordinar los esfuerzos de los distintos órdenes de gobierno para 

mitigar en lo inmediato esta problemática y para erradicarla en el mediano plazo.  

Lo anterior requerirá dotar al INEA de la capacidad legal para emprender planes 

nacionales, en coordinación con las autoridades estatales y municipales, así como 

dotar presupuestalmente, en forma creciente y sostenida, a la subfunción de 

educación para los adultos, con el objeto de que el Estado tenga la capacidad de 

ofrecer el acceso a la educación básica a toda la población del país.   

SIN FONDEN 

“Que cada quien se rasque con sus propias uñas”, parece ser la política del actual 

gobierno frente a los desastres naturales. La administración obradorista 

desapareció los fideicomisos del FONDEN para echar mano de los ahorros 
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destinados a la prevención y la mitigación de daños y en 2021 subejerció la totalidad 

de los recursos presupuestales aprobados para la atención de esas calamidades. 

Las consecuencias de esa indolencia las sufren ahora las personas damnificadas 

que dejó el huracán Agatha en Oaxaca, como ya la padecieron quienes el año 

pasado resultaron afectados por la temporada de huracanes, los incendios 

forestales y las inundaciones en Tula, Atizapán de Zaragoza, Zapopan y Nogales. 

En abril de 2020 el presidente de la República decretó la extinción de decenas de 

fideicomisos públicos. La Tesorería de la Federación apenas se agenció 16 mil 

millones de pesos con esa medida por lo que, meses después, el presidente 

promovió una segunda ola de saqueo de los fideicomisos públicos, en esa ocasión 

mediante la reforma a diversas leyes para extinguir otros 109 y financiar con sus 

recursos los “programas prioritarios” que él mismo eligió.  

Entre los fideicomisos afectados en esta segunda ola quedaron los del Fondo de 

Desastres Naturales (FONDEN) que, al cierre de 2020 tenían disponibles 6 mil 861 

millones de pesos, recursos que se fueron a la caja general para compensar la caída 

de la recaudación de impuestos. 

Los presupuestos de la Federación incluyen partidas para enfrentar los desastres 

naturales. En 2020 se aprobaron 3 mil millones de pesos y 8 mil 927 millones en 

2021. Para el presupuesto 2022, se asignaron otros 9 mil millones de pesos. Pero 

debido a la extinción del FONDEN esos dineros ya no se depositan en un 

fideicomiso, lo que garantizaría su uso exclusivo para la mitigación de daños 

producidos por sismos, huracanes u otros fenómenos naturales, sino que queda a 

disposición de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.  
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Si antes se podía disponer de los recursos del FONDEN a partir de que la Secretaría 

de Gobernación hiciera una declaración de desastre y su uso se sujetaba a reglas 

de operación, ahora la determinación es de la SHCP, que libera los recursos si 

calcula que hay “disponibilidad presupuestal” y fija los plazos y requisitos que en 

cada ocasión juzgue pertinentes. La estructura del fideicomiso permitía que, si en 

algún año había un remanente del dinero presupuestado, este se quedaba como 

ahorro estratégico para los años siguientes. Sin fideicomiso, los remanentes de 

cada ejercicio se devuelven a la caja de Hacienda, no hay ahorro alguno. 

¿Cómo funcionó este nuevo esquema? Se debe recordar que en 2021 la temporada 

de huracanes golpeó fuerte al litoral del Pacífico con los huracanes Dolores y 

Enrique (junio), Nora (septiembre), la tormenta Pamela, el huracán Rick y que la 

tormenta Grace hizo destrozos en el litoral Atlántico (en octubre). Inundaciones, 

desbordamiento de ríos, deslaves, caída de puentes, destrucción de infraestructura 

y viviendas, fallecimiento de personas, daños por miles de millones de pesos. A los 

huracanes se deben sumar 7 mil 233 incendios forestales, los cuales afectaron una 

superficie de 650 mil hectáreas en todos los estados del país, así como otros 

desastres tales como la inundación de Tula, Hidalgo, que produjo la muerte de 

personas internadas en el Hospital Regional del IMSS, y el desgajamiento del cerro 

del Chiquihuite, en las colindancias de la Ciudad de México con el municipio 

mexiquense de Tlalnepantla. 

A pesar de este incompleto recuento, el informe de la Cuenta Pública del año 2021 

(que la SHCP presentó a la Cámara de Diputados hace tres meses), da cuenta de 

un dato escandaloso: el gobierno federal no ejerció en ese año ni un peso del 

presupuesto aprobado para la atención de desastres naturales. El austericidio es 
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una de las características esenciales del gobierno de la 4T. El designio oficial es 

“que cada quien se rasque con sus propias uñas”.  

CINCELADA: La Suprema Corte dio la razón al INE en la impugnación contra la 

Cámara de Diputados por la reducción de su presupuesto. Anticipo un nuevo 

desacato de Morena. 

LA QUIEBRA DE LOS FONDOS DE ESTABILIZACIÓN 

En los dos fondos de estabilización presupuestal había 368 mil millones de pesos 

en diciembre de 2018. Este monto equivalía al 10% del gasto programable del 

gobierno federal. Según los informes de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

(SHCP), para el cierre de 2021 solo quedaban en esos fondos 31 mil millones 

(menos del 1% del Gasto Programable). Resulta que el gobierno de la mal llamada 

4T se gastó en tres años y “sin fin específico” 9 de cada 10 pesos de ese dinero.  

El Fondo de Estabilización de los Ingresos Presupuestarios (FEIP) está legislado 

como un instrumento de previsión y estabilización fiscal del Estado Mexicano, cuyo 

fin es compensar la disminución de los ingresos de las finanzas públicas debidas a 

la baja recaudación de impuestos o al decremento del precio internacional del 

petróleo. La idea es que el gobierno siga funcionando a pesar de los imponderables, 

pueda tomar medidas para mitigar los efectos destructivos de las recesiones y 

garantice los salarios de los empleados públicos. Se originó como un fondo petrolero 

en 2001, pero a partir del año 2014 se transformó en un ahorro para la viabilidad 

presupuestal ante las crisis económicas. 

Otro fondo, el de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas 

(FEIEF) tiene como finalidad el compensar la disminución de la recaudación federal 
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participable en la parte que, por ley, debe entregarse a los gobiernos estatales. Se 

trata de un ahorro adicional, en ese caso, destinado a hacer sostenibles los gastos 

de los gobiernos locales del país.  

En el inicio del sexenio de AMLO, al cierre de 2018, el FEIP contaba con 279 mil 

millones de pesos en sus arcas, según las cifras oficiales contenidas en los informes 

de finanzas públicas de la SHCP. Tres años después, al cierre del ejercicio 2021, 

tan solo quedaban 9.9 mil millones: ¡269 mil millones de pesos menos! El segundo 

fondo estabilizador, el FEIEF, tenía 89 mil millones de pesos en 2018. Para 2021 

solo quedaron 21 mil.  

La suma de ambos fondos alcanzaba los 368 mil millones de pesos al inicio del 

sexenio. Después de medio sexenio y una conducción equívoca e irresponsable, la 

suma de los dos fue de apenas 31 mil millones de pesos. Si en 2018 esos fondos 

representaban el 9.7% del Gasto Programable, para el cierre del año anterior eran 

menos del 1% (el 0.7%). 

A la administración de López Obrador no le bastó saquear los dineros acumulados 

en los fideicomisos públicos (con los que engulló alrededor de 80 mil millones), los 

130 mil millones del Fondo Nacional de Salud, ni los ahorros forzados a costa del 

austericidio que sepultó la calidad de los servicios públicos (educación, salud, 

seguridad pública, principalmente). 

Como en los rubros anteriores, escandalosos cada uno de ellos, el destino de este 

otro quebranto no está claro. El Informe Sobre la Situación Económica, las Finanzas 

Públicas y la Deuda Pública, que la SHCP entregó a la Cámara de Diputados al 

cierre del ejercicio 2020, dice textualmente que entregó 204 mil millones de pesos 

del FEIP al gobierno federal para compensar la disminución de sus ingresos y “sin 
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un fin específico”. No se utilizó ese dinero para mejorar el sistema de salud pública 

durante la emergencia sanitaria del Covid 19, tampoco para un programa de 

defensa del empleo y de las empresas afectadas por el cierre obligado, mucho 

menos para garantizar la calidad de la educación a distancia de 24 millones de 

alumnos de la educación básica y media superior. Al contrario, estas actividades se 

vieron castigadas por salvajes medidas de austeridad. 

¿El destino de estos cuantiosos recursos fue la operación clientelar de los 

programas sociales que el presidente tanto presume? Bien haría la Cámara de 

Diputados si exige un deslinde de responsabilidades por la quiebra de los fondos de 

estabilización presupuestaria. 

Cincelada: El presidente de la SCJN dice que está al lado del pueblo y del derecho, 

pero con el inquilino de Palacio Nacional es tan arrastrado que hasta surco hizo. 
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10. DEMOCRACIA PARTICIPATIVA 

LA CONSULTA QUE NO ES CONSULTA 

A menos de tres semanas para que se realice la consulta sobre el Nuevo Aeropuerto 

de la Ciudad de México (NAICM), en noviembre de 2018, la decisión del gobierno 

entrante ya está tomada, pero éste continúa haciendo una doble simulación: la 

primera es la propia realización de la consulta “para que se decida 

democráticamente” y la segunda es la imparcialidad, que supuestamente sostiene 

en esta materia. 

En términos de la Constitución y de la Ley Federal de Consulta Popular, la consulta 

popular debe ser convocada por el Congreso de la Unión con más de seis meses 

de anticipación, su organización corresponde al INE, la realización de la misma 

coincide con la fecha de las elecciones federales, la votación se recibe en las más 

de 150 mil casillas instaladas y, para que tenga validez, deberá contar con, al 

menos, el 45% de participación de los ciudadanos empadronados.  

La mal llamada consulta del NAICM, a la que convocó el presidente electo, no 

cumple ninguna de estas condiciones. Andrés Manuel López Obrador ha dicho que 

el jueves 11 de octubre se darán a conocer los términos en que se realizará, apenas 

con 16 días de antelación a la misma, lo que expresa la completa falta de seriedad 

de tal ejercicio. 

El anunciado “ejercicio democrático” se ha ido degradando paulatinamente: de 

consulta popular pasó a simple consulta y, luego, siguió degenerando hasta 

convertirse en el levantamiento de una encuesta de opinión. Una de las tantas 

diferencias entre la consulta popular y una encuesta es que la primera, como ya se 
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dijo, requiere la participación de cuando menos el 45% de los empadronados para 

su validez, mientras que la encuesta se limitará a recabar la opinión de una muestra 

estadística que, cuando mucho, equivaldrá al 1% del universo. 

Hay una gran diferencia entre los 40 millones 50 mil votantes requeridos en una 

consulta popular, y los 600 u 800 mil personas que se espera encuestar. También 

la hay entre el carácter neutral de la organización de la primera, a cargo del INE, y 

la mal disimulada parcialidad de quien está organizando la encuesta. 

Al mando del ejercicio está el futuro Secretario de Comunicaciones y Transporte, 

Javier Jiménez Espríu quien, junto con el empresario José María Rioboó, ha sido 

un temprano promotor de la ampliación del aeropuerto militar de Santa Lucía como 

alternativa al nuevo aeropuerto.  

El 3 de octubre de 2018, integrantes del Frente en Defensa de la Tierra, radical 

opositor al NAICM, se reunieron con integrantes del futuro gabinete, quienes 

otorgaron explícitamente la razón a sus objeciones. Josefa González Ortiz Mena 

(secretaria de medio ambiente del futuro gobierno), Román Meyer (próximo titular 

de la SEDATU), el propio Jiménez Espriú y Jesús Ramírez Cuevas (anunciado 

como coordinador de comunicación social), expresaron con Alejandro Encinas 

(futuro subsecretario de gobernación) que el NAICM es “un enorme error desde 

cualquier ámbito que se le vea”. 

López Obrador se dice imparcial para que la gente decida sobre el NAICM. Sin 

embargo, en un video de 17 minutos transmitido el 8 de octubre, solo admitió 

continuar con la construcción del NAICM si ésta no implica recursos públicos. Fuera 

de eso, hizo suyos, presentados como novedad, diversos argumentos contra el 

NAICM y a favor de Santa Lucía. 
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La imparcialidad del futuro gobierno es simulada y su decisión en contra del NAICM 

está tomada, salvo que éste se financie con dinero privado. Entonces, ¿para qué la 

consulta devenida en encuesta? Al parecer, es un arma de negociación para forzar 

a los empresarios partidarios del NAICM a que se hagan cargo total del 

financiamiento o, simplemente, se pretende poner una mascarada 

seudodemocrática que descargue en “el pueblo” la responsabilidad de la decisión.  

DEMOCRACIA PARTICIPATIVA 

Una de las afirmaciones que Andrés Manuel López Obrador expresó el lunes 29 de 

octubre de 2018, en el sentido de que las consultas serían la tónica de su gobierno, 

despertó la inquietud de amplios círculos que vislumbran con preocupación una 

andanada de ejercicios de este tipo. Ahí mismo, el presidente electo anunció que 

se reformaría la Constitución, algo así como adaptar el texto constitucional a su 

particular práctica en la materia.  

La democracia directa o participativa es el conjunto de modalidades que permiten 

la expresión directa de la ciudadanía en temas de trascendencia, que pueden ser 

decisiones de gobierno, ratificación de leyes o revocación del mandato. Una de las 

formas de democracia directa o participativa, que es la consulta popular, está 

incluida como un derecho de la ciudadanía en nuestra Constitución Política.  

Como todo ejercicio comicial, la consulta popular amerita realizarse en condiciones 

que le otorguen garantías de legalidad, certeza, independencia, imparcialidad, 

máxima publicidad y objetividad, que son los principios rectores de las elecciones 

populares. 
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Las bases constitucionales que actualmente regulan la consulta popular establecen 

que será convocada por el Congreso de la Unión; que la pueden solicitar el 

presidente (claro, el que esté en funciones), un tercio de los legisladores o, incluso, 

los ciudadanos si la demandan en un número de al menos el 2 por ciento de los 

inscritos en la lista nominal de electores. El tema de la consulta no podrá incluir los 

ingresos y gastos del Estado, entre otros, y la constitucionalidad y pertinencia de la 

pregunta deberá ser calificada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Corresponde al INE la organización de la consulta y los ciudadanos y los partidos 

dispondrán de medios de impugnación, tanto para controvertir los actos 

preparatorios, como los propios resultados. Para que el resultado de la consulta 

alcance un carácter obligatorio para las autoridades, deben votar en la misma, 

cuando menos el 40% de los empadronados. 

Contrastando con los anuncios del presidente electo, las iniciativas presentadas al 

respecto por los diputados federales del partido Morena no proponen reformar 

ninguna de las principales reglas vigentes: ni su convocatoria por el Poder 

Legislativo, ni la intervención de la SCJN, ni la organización a cargo del INE, ni el 

umbral mínimo para que adquiera carácter vinculante.  

Las iniciativas de reforma constitucional presentadas por los diputados morenistas 

Dolores Padierna y Javier Hidalgo, con fechas del 13 y el 20 de septiembre de ese 

año, respectivamente, se limitan, la primera, a flexibilizar uno de los temas 

impedidos, sustituyendo “ingresos y gastos del Estado”, por “la imposición de 

contribuciones o la aprobación del Presupuesto de Egresos”. La segunda iniciativa 

tan solo propone ampliar el ámbito de la consulta popular, que es federal, a los 

estados y municipios, lo que en sí resulta cuestionable porque invadiría la 
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competencia de las Legislaturas estatales para legislar en la materia. En todo caso, 

la iniciativa del diputado Hidalgo reproduce el mismo esquema en cuanto a 

convocatoria, temas y organización de las consultas, dejando la regulación de la 

consulta popular del ámbito federal exactamente en los términos vigentes. 

Otra iniciativa en la materia fue presentada el 4 de octubre por la senadora Jesús 

Lucía Traviña, militante del mismo partido mayoritario. La interponiente deja 

intocadas las reglas vigentes y los temas impedidos de someterse a consulta, 

limitándose a proponer dos cambios: primero, reduce el umbral de participación que 

hace vinculante el resultado de la consulta, mediante el mecanismo de que el 40% 

requerido se calcule con la votación total de la elección federal anterior y no con el 

total de la Lista Nominal. En términos prácticos, tomando el último corte del listado 

y los resultados de las anteriores elecciones, esto implicaría reducir de 35.6 millones 

de votantes a 22.4 millones el mencionado umbral de validez. 

El segundo cambio propuesto por la senadora se refiere a que la consulta se pueda 

realizar en cualquier momento, esto es, no limitarse a la jornada electoral federal de 

cada 3 años, lo que parece muy difícil en la práctica, dado el costo y el esfuerzo 

organizativo que implica instalar más de 150 mil casillas en todas las secciones 

electorales del país. 

Como se ve, ninguna de las iniciativas presentadas por los legisladores de Morena 

convalidan, ni de cerca, la “consulta” que se realizó, la cual fue convocada y 

organizada unilateralmente por el presidente electo, con reglas de votación y 

cómputo ajenas a todo principio democrático, con una supuesta participación que 

apenas rebasó el 1% de la lista nominal. Difícilmente, los legisladores morenistas 

podrán justificar esta práctica al dictaminar sus iniciativas pues, para hacerlo, el 
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partido mayoritario tendría qué desnaturalizar completamente el concepto de 

democracia participativa. 

NULIDAD DE LA REVOCACIÓN 

Debiera cancelarse o, en su caso, anularse la revocación de mandato convocada 

para el 10 de abril de 2022. Es jurídicamente nula por la violación sistemática de los 

principios constitucionales que rigen a la democracia directa. La responsabilidad de 

tales transgresiones recae en el Presidente de la República, su gabinete, el partido 

oficial, los gobernadores identificados con la llamada cuarta transformación, lo 

mismo que sus legisladores federales. 

Es nula desde que la pretensión de su promovente no es revocar su propio mandato, 

sino por el contrario, que éste sea “ratificado”. La revocación de mandato es un 

derecho de la ciudadanía que, en virtud de ese mecanismo, puede pedir que un mal 

gobernante sea cesado del ejercicio del poder antes de que termine el periodo para 

el que fue electo. Lo establece el artículo 35 constitucional como un derecho de la 

ciudadanía y, de ninguna manera, como atribución del gobernante. Si éste no desea 

continuar en el cargo no se necesita consulta popular alguna, tiene el camino de la 

renuncia por causa grave, la que debe comunicar al Congreso de la Unión (artículo 

86). Además, la ratificación de mandato simplemente no existe en nuestro marco 

jurídico.  

Sin embargo, el 23 de julio de 2019 Andrés Manuel López Obrador firmó una carta 

“dirigida al pueblo de México” en la que establece que “se deberá llevar a cabo una 

consulta para preguntar a los ciudadanos si quieren que continúe mi mandato o que 

renuncie al cargo”. Para 2022, fue él mismo quien la solicitó. Como no tenía derecho 
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para ello, lo hizo a través de una asociación fantasma, operada por Carlos Torres, 

su flamante Coordinador General de Programas para el Desarrollo, la que concentró 

las firmas de los beneficiarios de los programas sociales, recabadas por los mal 

llamados Servidores de la Nación, al igual que las obtenidas por los gobiernos 

estatales y municipales de Morena y sus aliados, quienes obligaron a la burocracia 

bajo su mando para que llenaran y firmaran los formatos. Se trató de un sucio 

operativo del gobierno federal y de los gobiernos estatales que encabeza Morena, 

con uso indebido de recursos públicos, del que hay evidencias suficientes. Entre 

muchas, está el llamado que el 3 de noviembre del año pasado hiciera Víctor Castro, 

gobernador de Baja California Sur, quien instó a los sudcalifornianos “para que 

firmen a favor de la consulta sobre la ratificación de mandato, para que AMLO siga 

como presidente de México”; llamados similares hicieron el resto de los 

gobernadores morenistas. También la reunión que el 13 de noviembre organizó el 

Secretario de Gobernación Adán Augusto López con los gobernadores de 18 

estados en el Palacio de Cobián, sede de dicha dependencia, donde les pidió “no 

desistir en la revocación de mandato del Presidente de la República” y les instruyó 

para que en sus estados alcanzaran las rúbricas necesarias.  

La verificación del INE encontró un catálogo de millones de inconsistencias y 

falsedades en las firmas presentadas. La fantasmal asociación entregó 11.1 

millones, de las cuales 9.8 millones se presentaron en papel y no en la aplicación 

electrónica que se diseñó. Solo 7.2 millones de estas pasaron una primera revisión, 

es decir, el primer filtro descartó 2.6 millones que ni siquiera cumplían con los 

requisitos físicos del formato. Luego de capturar los datos de 3 millones de firmas, 

se descartaron otras 693 mil inconsistentes por ser firmas duplicadas, credenciales 
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inválidas, en suspensión de derechos y hasta se detectaron 17,776 difuntos que 

firmaron desde ultratumba. Luego de descartar las firmas sin los requisitos físicos y 

las inconsistentes, de las 9.8 millones de firmas presentadas en papel solo quedaron 

6.5 millones. Pero no acabaron con ello las triquiñuelas.  

Mediante trabajo de campo, personal del INE descubrió que el 25% de las personas 

enlistadas como firmantes no lo había hecho. La importancia de este hallazgo radica 

en que si se proyecta estadísticamente dicho porcentaje a las 6.5 millones de firmas 

que habían sobrevivido los primero dos filtros, el resultado se reduce a 4.8 millones. 

Se podrá decir que, de cualquier forma, ese número está por encima del 3% 

requerido para que se emitiera la convocatoria, pero no hay modo de negar que se 

presentaron al INE 5 millones de firmas fraudulentas y que las pruebas de este 

fraude monumental, plenamente documentado, están bajo el resguardo de la 

autoridad electoral. 

Tanto la Constitución como la Ley establecen que es al INE a quien le corresponde 

en exclusiva la difusión y promoción de la consulta revocatoria, pero esta disposición 

ha sido violada en forma reiterada y retadora por López Obrador y su círculo, 

además de que se negó a suspender la propaganda gubernamental como indica la 

normatividad. Ignorando el peso de tres sentencias en contra, el 22 de febrero el 

presidente dijo a sus simpatizantes: “Yo les diría… que no haya ningún acto de 

apoyo, que mejor como ciudadanos libres e independientes participen el día 10 (de 

abril)”. 

Pero, además de todo lo anterior, el gobierno y su claque en San Lázaro se negaron 

a dotar al ejercicio revocatorio con el presupuesto necesario, por lo que solo se 

instalarán 57 mil de las 163 mil casillas previstas. Obligado por la restricción 



Página 224 de 270 
 

presupuestal, el INE debió reducir el número pero, pese a que dicha reducción fue 

avalada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, resulta que no se está 

garantizando el derecho de la ciudadanía a participar en la consulta. 

Dado que el gobierno se quedó solo en el escenario del revocatorio, no son 

alentadoras las expectativas de participación ciudadana en este ejercicio. A menos 

que haya un fraude monumental, concurrirán a las urnas mucho menos de los 37.2 

millones de electores requeridos para que la consulta tenga valor legal. También 

quedarán lejos los 30 millones que López Obrador presume como si los tuviera 

escriturados. Si acaso, participarán entre 6 y 9 millones de despistados ciudadanos 

coaccionados con la amenaza de que “si no sigue el Presidente, se acaban los 

programas sociales”.  

Como se colige de este apretado recuento, la consulta es una farsa por todos lados, 

pero además viola los principios democráticos de legalidad, imparcialidad y 

objetividad a que deben atenerse estos ejercicios de democracia directa. La 

revocación de mandato del 10 de abril debiera ser cancelada, pero puesto que el 

empecinamiento presidencial forzará su realización, deberá declararse nula en su 

momento debido a la sistemática violación a los principios constitucionales en que 

incurrieron López Obrador, su gabinete, la dirección de Morena, sus gobernadores 

y legisladores. 
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11. MORENA Y SUS CORCHOLATAS 

CORCHOLATAZO IGUAL A DEDAZO 

No le salió el juego de palabras al presidente Andrés Manuel López Obrador cuando 

pretendió que una metáfora sobre los destapadores y las corcholatas encubriera su 

tapadismo, típico del pasado priista y del presidencialismo autoritario. Con esa 

declaración, que complementó a la lista que él mismo dio a conocer de posibles 

candidatos presidenciales de Morena, anticipó precozmente el final de su sexenio. 

A las nuevas generaciones poco les dicen las palabras destapador y corcholata, ya 

que mayormente conocen las bebidas en botes de aluminio y los taparroscas (tapas 

de botellas plásticas que se abren girándolas). En tiempos idos, lo común era que 

las botellas en que se expendían las cervezas y las bebidas carbonatadas de 

sabores, conocidas en México como refrescos, eran de vidrio y tenían un tapón 

metálico, que se cerraba a presión y protegía en forma hermética el contenido 

líquido. El destapador es una pequeña y muy simple herramienta con la que se 

abrían ese tipo de botellas.  

El tapadismo es un juego de tipo cortesano en el cual el Gran Elector, que no es 

otro que el Presidente en turno, designa unilateralmente a un grupo de aspirantes. 

Éstos deben ser obligatoriamente parte de su séquito, los pone a competir bajo 

reglas oscuras que solo él determina, haciendo creer a ellos y a la población que 

cualquiera tiene igual posibilidad de ser el heredero. Pero solo uno (o una) es el 

elegido de antemano. Solo el Presidente sabe quién es, pero su decisión se 

mantendrá en secreto y el elegido permanecerá “tapado” hasta que el mismo 

presidente decida proclamarlo públicamente como su sucesor. Así operó el 
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presidencialismo priista durante largas décadas y así pretende operar López 

Obrador la postulación de su candidato o candidata. 

“Ahora sí que ya no hay tapados, yo soy el destapador y mi corcholata favorita va a 

ser la del pueblo, esa es la regla”, dijo el presidente en una conferencia de prensa 

realizada el 12 de julio de 2021 en Tabasco. Al autodesignarse como el destapador, 

confirmó que hay tapado. Días antes había enlistado a algunos servidores de su 

gobierno como posibles candidatos presidenciales de Morena y de la mal llamada 

Cuarta Transformación. Como ya se dijo, una primera función del tapadismo es la 

selección de un grupo de aspirantes que hace el Gran Elector, acto cuya utilidad 

radica en ocultar o disimular la decisión ya adoptada en favor del agraciado 

(agraciada, en el caso actual). 

Dijo el inquilino del Palacio Nacional que su “corcholata favorita va a ser la del 

pueblo”, lo que expresa su pretensión de que bastará con que arrope a quien él 

eligió para que “el pueblo” lo apoye. Eso implica un abuso de la confianza que le 

tiene parte de la población y resultará violatorio tanto de los Estatutos de Morena, 

como de la Ley General de Partidos Políticos, que ordenan que la postulación de 

las candidaturas surja de procedimientos democráticos. 

Por otro lado, el circo del tapadismo que el Presidente receta a sus seguidores, 

cuando su sexenio ni siquiera ha alcanzado la mitad, es una demostración del 

fracaso de la administración que encabeza. Esto anticipa el declive de su poder que 

se verá mermado a cada paso porque, atenido a cálculos electorales, adelantó la 

sucesión. La derrota que Morena sufrió el 6 de junio de 2021 en la Ciudad de 

México, gobernada por Claudia Sheinbaum, quien es “el tapado” de AMLO, podría 

explicar este error. El adelantamiento sucesorio respondería a la necesidad de 
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disimular el desgaste de la elegida, lanzando al ruedo a algunos que ni son ni serán 

los señalados por “el dedo del Señor”. 

CINCELADA: A más de 500 días de huelga, toda la solidaridad con los trabajadores 

de Notimex, que sufren el esquirolaje y la arbitrariedad de la mal llamada Cuarta 

Transformación. 

“NO TE PREOCUPES, DELFINA” 

Delfina Gómez está señalada dos veces como responsable de cometer graves 

violaciones a la Constitución y a las leyes, infracciones que ameritan penas de 

prisión. Se trata de sentencias definitivas e inatacables del máximo tribunal electoral 

del país que, con su nombre y apellidos, implican a la hoy titular de la Secretaría de 

Educación Pública en los casos de los diezmos de Texcoco y la operación 

inconstitucional de los mal llamados Servidores de la Nación. Pese a esos graves 

señalamientos, la funcionaria no será destituida pues tiene una garantía 

presidencial de impunidad, como la que recibió Rosario Robles cuando era 

integrante del gabinete presidencial en el sexenio anterior.  

El 13 de agosto de 2013, en Zinacantán, Chiapas, el entonces presidente Enrique 

Peña Nieto le dijo a la titular de la Secretaría de Desarrollo Social de su gobierno: 

“Rosario: no te preocupes, hay que aguantar”. De esa manera, a Rosario Robles se 

le prometió que no se investigarían las denuncias por desvío de fondos para apoyar 

las campañas del partido oficial pero, como se sabe, tal garantía expiró con el 

sexenio peñanietista y la exfuncionaria sufre prisión desde hace dos años. 

Delfina Gómez sigue un camino similar al de Rosario. En ambos casos, el 

presidente en turno las resguardó de las denuncias por el desvío de recursos 

públicos en que incurrieron en sus cargos públicos. Aunque en el caso de Delfina 
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hay un agravante, puesto que las denuncias dieron ya lugar a sentencias definitivas 

e inatacables. 

Mientras fue superdelegada de AMLO en el Estado de México, la Sala Especializada 

del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) encontró a 

Gómez responsable por el uso indebido de recursos públicos con elementos de 

promoción personalizada en favor del presidente y también por desacatar las 

medidas cautelares del INE. Aunque la funcionaria impugnó, en la sentencia SUP-

REP-59/20202 de marzo de 2020 la Sala Superior del TEPJF desechó su 

impugnación por extemporánea (le fallaron los abogados), por lo que la 

determinación previa quedó firme, quedando pendiente hasta la fecha que la 

sancione la Secretaría de la Función Pública y que proceda en su contra la Fiscalía 

de Delitos Electorales (y también en contra de todos los implicados). 

El TEPJF dictó sentencia en el caso “Diezmo en Texcoco”. Quedó demostrado que, 

siendo alcaldesa de Texcoco, Delfina Gómez descontó ilegalmente el 10 por ciento 

de los salarios de los empleados del Ayuntamiento para financiar al partido Morena. 

Por cierto, también quedó probado que otro de los participantes en esta estafa fue 

Horacio Duarte Olivares, entonces Secretario del Ayuntamiento texcocano, ex 

representante electoral de Morena y ahora también encumbrado funcionario del 

gobierno federal. 

Ante esa grave sentencia, el gobierno de Andrés Manuel López Obrador no procedió 

contra la funcionaria que cometió tan graves y probadas infracciones, las cuales 

ameritan fuertes sanciones. No le pidió la renuncia, no la destituyó o la separó 

provisionalmente del cargo. Es más, ni siquiera la amonestó formal o informalmente. 

Ausente por enfermedad de su talk show matutino, el Presidente de la República la 
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hizo invitar al día siguiente a la acostumbrada puesta en escena y ordenó omitir 

cualquier mención a la reciente determinación judicial que la implicó. 

“No te preocupes, Delfina”, pareció escuchar la titular de la SEP y, como Rosario 

Robles en su momento, ella reaccionó garbosa ante la patente presidencial de 

impunidad. De la experiencia ajena, la funcionaria cuatroteísta debiera aprender que 

ese tipo de garantías tienen fecha de caducidad y que los sexenios no son eternos. 

Cincelada: Se pronosticó el desacato a la sentencia que ordena al gobierno dotar 

al INE del presupuesto para la farsa de revocación (la entrevista salió en Siempre! 

el 23/12/2021). 

LOS FIDEICOMISOS DE AMLO, CADÁVERES INSEPULTOS DE LA 4T 

El periódico Reforma dio a conocer recientemente (23/05/2022) que José Iván 

Rosas Correa, el dirigente del partido Morena en la importante ciudad de Gómez 

Palacio, Durango, tiene un turbio pasado que incluye antecedentes penales y el 

haber sido contratado como servidor de la nación por el “Fideicomiso de Transición 

2018”, que Andrés Manuel López Obrador manejó cuando era presidente electo. 

Dicho fideicomiso, al igual que otro que el líder de la 4T fundó para supuestamente 

apoyar a los damnificados del sismo de 2017, de vez en vez hacen apariciones cual 

si fuesen cadáveres insepultos.   

Los antecedentes del dirigente municipal morenista, gente de confianza de la priista 

Marina Vitela (la candidata de Morena a la gubernatura de Durango), permiten 

observar la catadura de buena parte del aparato dirigente del partido de la llamada 

4T. En la Ciudad de México, durante el año 2001, según relata el diario capitalino, 

Rosas Correa fabricó y envió una bomba envuelta como regalo para atentar contra 
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la vida de una amiga de su ex novia. Fue descubierto, detenido y sentenciado por 

tentativa de homicidio. Información adicional permite saber que, luego de salir de la 

cárcel, se incorporó a la militancia en el PRI de Gómez Palacio y tuvo empleo en el 

Ayuntamiento presidido por la hoy candidata de Morena. Con el cambio de chaqueta 

de Vitela, se sumó al partido de López Obrador. Luego de que éste ganó las 

elecciones presidenciales de 2018, Rosas Correa fue uno de los primeros 

servidores de la nación contratados con el dinero del “Fideicomiso de Transición 

2018”. 

López Obrador, que ya en el poder hizo toda una narrativa contra los fideicomisos 

públicos, tiene insepultos en el clóset un par de fideicomisos que se caracterizaron 

por malos manejos, incluidos el lavado de dinero, el financiamiento ilegal de su 

partido, la simulación y la opacidad, todo ello envuelto en frases como la ayuda a 

los damnificados de los sismos, el servicio a la nación desinteresado y épico, 

“primero los pobres” y un largo catálogo digno de una antología universal de la 

demagogia. 

El primero fue bautizado por el tabasqueño como “Fideicomiso por los demás”. Lo 

constituyó cuando era presidente de Morena y, según dijo entonces, era para 

recaudar fondos para los damnificados del sismo de 2017. Ingresaron 78.8 millones 

de pesos en la cuenta del fideicomiso, de los cuales 44.4 millones fueron 

aportaciones anónimas en efectivo. En diciembre del año pasado, la agencia Latinus 

de Carlos Loret publicó videos en los que resulta que unos de los anónimos 

aportantes fueron el actual secretario particular de la Presidencia de la República, 

Alejandro Esquer, y Denis Vasto Dobarganes, la oficial mayor del Palacio Nacional. 

Ambos hicieron múltiples depósitos en efectivo en compañía de un grupo de 
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personas en forma de carrusel, en una típica operación de lavado de dinero. Aunque 

Morena siempre negó su relación con el fideicomiso, Esquer era en 2017 el 

Secretario de Finanzas del Comité Ejecutivo Nacional de ese partido. 

En cuanto a los egresos de este fideicomiso, una investigación del INE encontró 

que 64.4 millones de pesos, el 82% del dinero ingresado, se cobró en efectivo por 

70 personas mediante 169 cheques de caja (expediente INE/Q-COF-UTF/93/2018). 

En la columna semanal publicada en el portal de etcétera (04/12/2021), referí que 

al menos 56 de esas personas eran militantes de Morena y que, entre quienes se 

hicieron con el dinero para los damnificados están varios superdelegados de AMLO. 

Son los casos de José Antonio Aguilar (Chiapas) quien cobró 501 mil pesos; Rodrigo 

Abdalá, sobrino de Manuel Bartlett y superdelegado de Puebla se hizo con 1 millón 

670 mil pesos; Nancy Ortiz, delegada en Oaxaca, obtuvo 240 mil pesos. También 

de esta forma se agenciaron dinero los impulsores de los Comités de Defensa de la 

4T, José Antonio Rueda y Alejandro García (708 mil pesos); Camilo Oviedo 

Bautista, quien actualmente es un alto funcionario de la Comisión Nacional Forestal 

(2 millones 658 mil pesos); así como Joshue Figuero Blázquez, quien ahora es el 

responsable estatal de Becas Benito Juárez en Puebla (cobró seis cheques por un 

total de 2 millones 34 mil pesos).  

El otro fideicomiso de López Obrador es el “Fideicomiso de Transición 2018”. En la 

segunda edición de mi libro Servidores de la Nación. La operación política del 

gobierno de la 4T (2021) dediqué un capítulo completo a este fideicomiso. Ahí 

expuse que, tratándose de la burocracia que AMLO dedicó en forma sistemática al 

clientelismo electoral, desde el origen todo fue simulación. Habrá de recordarse que 

el entonces presidente electo declaró solemnemente que no gastaría los fondos del 
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presupuesto federal destinados a la transición de gobierno (150 millones de pesos). 

También anunció que un grupo de personas a los que llamó servidores de la nación 

recorrería las ciudades y localidades del país para levantar el “censo del bienestar” 

y que éstos harían trabajo voluntario, pues no cobrarían sueldo alguno por su 

patriótica labor. Pero las actas del fideicomiso y los contratos que el fideicomisario 

firmó demuestran que el dinero sí se gastó y que los mal llamados servidores de la 

nación sí cobraron sueldo, entre ellos Iván Rosas Correa, aquél que fuera 

sentenciado por intento de homicidio con una bomba. 

Dos instrumentos fiduciarios de López Obrador que contravienen el discurso 

presidencial contra la opacidad y la corrupción de los fideicomisos públicos. Ambos 

muestran al inquilino de Palacio Nacional como operador de simulaciones, de 

lavado de dinero, financiamiento ilegal de Morena y clientelismo electoral con 

recursos públicos. Lo cierto es que el “Fideicomiso por los demás” y el “Fideicomiso 

de Transición 2018” a cada tanto tiempo pegan algún susto a quienes intervinieron 

en ellos, apareciéndose repentinamente como los cadáveres insepultos de la 4T. 

Su carácter fraudulento es un estigma que persigue y perseguirá a sus operadores 

y protagonistas, independientemente de que el gobierno actual les ofrezca 

impunidad. 

ILEGAL, LA CAMPAÑA ANTICIPADA DE LAS CORCHOLATAS DE AMLO 

Hasta dentro de un año y medio habrán de empezar legalmente las precampañas 

previas a que los partidos y coaliciones seleccionen a quien ocupará su respectiva 

candidatura presidencial. Eso serás el 19 de noviembre de 2023, para más 

precisión, Pero Andrés Manuel López Obrador instruyó a su partido y a los 
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aspirantes que él mismo preseleccionó para que arrancaran la precampaña en 

forma anticipada, en forma tan tramposa como si algún piloto arrancara su bólido 

antes del banderazo de salida para aventajar a los demás competidores con varias 

vueltas y pretendiera triunfar así en el Gran Premio de la Formula 1. Como este 

hipotético bribón, Morena y los aspirantes del presidente están fuera de la ley, 

incluso al grado de que esos aspirantes pusieron en riesgo su registro como 

candidatos. 

“Los tiempos del Señor” 

Ya se sabe que para Andrés Manuel López Obrador los plazos legales son minucias 

(ya dijo el Secretario de Gobernación: “los tiempos del Señor son perfectos”) y que 

pone su conveniencia y su estrategia por encima de la ley. No será la primera vez 

que el inquilino de Palacio Nacional viole la Constitución (es un violador serial de la 

Carta Magna) o que mande a sus subordinados a hacerlo también. En la campaña 

del descaro, con motivo de la farsa revocatoria de abril pasado, ordenó a 

gobernadoras y gobernadores hacer campaña en su favor, acarrear beneficiarios a 

las casillas a través de los mal llamados servidores de la nación y violó 

reiteradamente la veda de propaganda gubernamental. En las campañas para elegir 

gobernador de seis estados (cuya jornada electoral se realizó el 6 de junio), repitió 

la mecánica y el gabinete en pleno se entrometió descaradamente en las campañas 

locales, se usaron recursos públicos para apoyar las candidaturas de Morena y se 

condicionó a los beneficiarios de los programas sociales amenazándolos con 

quitarles los apoyos. Varias de estas conductas han sido motivo de denuncias 

legales y algunas ya fueron calificadas por sentencias definitivas de los tribunales, 
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en las que gobernadores y secretarios de Estado quedaron señalados como 

vulgares transgresores de la normatividad. 

Ahora López Obrador dio otra paliza a la Constitución cuando mandó a tres de sus 

subordinados directos (les llamó despectivamente “corcholatas”), a que iniciaran 

con muchísima anticipación la precampaña. El pasado 12 de junio, en el mitin 

proselitista realizado en la pequeña plaza que está frente al Teatro Morelos en la 

capital del Estado de México, desfilaron Claudia Sheinbaun, Marcelo Ebrard y Adán 

Augusto López, quienes se desobligaron de los cargos de servidores públicos que 

ostentan (por los que cobran jugosos sueldos y canonjías) para arrancar su ilegal 

promoción personal. 

Hasta noviembre de 2023 

El artículo 226, numeral 2, incisos a) y c) de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales (LGIPE) establece que los precandidatos a Presidente 

de la República pueden iniciar sus precampañas en la tercera semana de noviembre 

del año previo al de la elección y, también, que dichas precampañas no podrán 

durar más de sesenta días. El texto legal nos lleva a noviembre de 2023, por lo que 

son ilegales todos los actos de precampaña que se realicen antes, incluido el mitin 

toluqueño. Son ilegales, además, porque el artículo citado establece que las 

precampañas no pueden tener una duración mayor a dos meses, siendo que la 

precampaña ilegal iniciada el 12 de junio tendrá una duración de más de un año y 

medio. 

Los actos anticipados de campaña están tipificados como infracciones a la ley y a 

la Constitución porque quienes recurren a estas trapacerías para acceder o 

mantenerse en el poder público vulneran el principio de equidad en la contienda. 



Página 235 de 270 
 

Los adelantados hacen trampa para tomar una indebida ventaja sobre quienes 

serán sus contendientes y, con ello, inclinan la balanza en su favor de una manera 

mañosa y antirreglamentaria. Para ilustrar este ventajismo se puede poner un 

ejemplo hipotético: en un Gran Premio de la Fórmula 1, el piloto Charles Leclerc 

arranca su Ferrari 30 minutos antes de la hora indicada, mientras que Verstappen y 

el Checo Pérez del equipo Red Bull esperan en la línea de salida a que los jueces 

den el banderazo, al igual que los demás competidores. Tomada esa ventaja 

indebida, Leclerc pretende saltarse a los dos primeros en la clasificación y hacerse 

con el campeonato mundial. Ante ello, seguramente los jueces de la competencia 

descalificarían al tramposo y lo sacarían de la carrera, además de multarlo con 

muchos dólares.  

Pérdida del derecho a la candidatura 

Los fulleros que hacen actos anticipados de campaña deben ser sancionados por 

la autoridad electoral, porque es obligación de ésta dar certeza y seguridad jurídica 

a las contiendas electorales. Para ello debe calificarse la conducta ilegal, identificar 

al infractor, determinar si se produjo antes del tiempo legal permitido y si su finalidad 

fue el llamado expreso al voto en contra o a favor de una candidatura, partido y/o la 

solicitud de cualquier tipo de apoyo para contender en el proceso electoral. Estas 

condiciones son nítidas en la indebida actuación de los dirigentes de Morena y los 

aspirantes mencionados (los juristas las denominan elementos personal, temporal 

y subjetivo y están contenidos en la Jurisprudencia del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación). El antecedente directo es la declaración pública del 

propio Presidente de la República en la que designó a las tres personas 

mencionadas como posibles candidatos de Morena. Estas personas fueron los 



Página 236 de 270 
 

oradores principales del evento del día 12 de junio, combinación de circunstancias 

que cubre el elemento personal. El elemento temporal es claro, puesto que faltan 

17 meses para que las precampañas inicien legalmente. El elemento subjetivo está 

acreditado porque el mitin fue proselitista, ya que los oradores llamaron 

expresamente a votar por Morena en las elecciones locales de 2023 y en las 

presidenciales de 2024, además de que se convocó al apoyo de la candidatura 

oficialista para la Presidencia de la República.  

Encima de lo anterior, la conducta del partido Morena y sus aspirantes 

presidenciales incurrió en dos agravantes. Primera: siendo éstos son servidores 

públicos, con su actividad interesada y parcial violaron el artículo 134 constitucional, 

que los obliga a sujetarse al principio de imparcialidad. Segunda agravante: se 

utilizaron recursos públicos en estas acciones fuera de la ley.  

El que estén evidentemente probados los actos anticipados de quienes desde 

Morena suspiran por la silla presidencial, aunado a las agravantes comentadas, será 

importante a la hora en que el INE sustancie la queja presentada por el PRD y 

cuando el Tribunal Electoral dicte la sentencia correspondiente. Ello es así porque 

la ley no solo tipifica la ilegalidad de los actos anticipados de campaña. El artículo 

456 de la LGIPE también establece un catálogo de las sanciones que se deben 

aplicar a los infractores.  

Las sanciones contra los tramposos pueden ser la amonestación pública y el cobro 

de multas, la reducción de ministraciones del financiamiento público, la interrupción 

de la propaganda del partido culpable en radio y televisión. Pero más aún, a 

Sheinbaun, a Ebrard y a López les debiera preocupar que a los aspirantes que 

incurren en estas faltas se les puede imponer la pérdida del derecho a ser registrado 
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legalmente como precandidatos o como candidatos a la Presidencia de la 

República.  
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12. ALTERNATIVAS DESDE LA IZQUIERDA 

UNA OPOSICIÓN DE IZQUIERDA 

La tromba electoral de 2018, que favoreció Andrés Manuel López Obrador, dio fin a 

una etapa política de México. En lo que hace al régimen político, el resultado 

electoral apunta al tránsito de un presidencialismo acotado, de gobierno dividido, a 

un presidencialismo fuerte que, combinado con las convicciones del Presidente de 

la República, puede dar lugar al exacerbamiento del mismo. 

En cuanto al sistema de partidos políticos, la votación dio fin aquél que perdurara 

dos décadas, en el que la dispersión electoral impidió la hegemonía de alguno y dio 

lugar a tres partidos grandes que, con alianzas y acuerdos, alcanzaban las mayorías 

necesarias para las aprobaciones presupuestales y para viabilizar el ejercicio de 

gobierno. En su lugar, la borrasca ha dejado un partido mayoritario que controla 

ambas cámaras y se acerca a la obtención de los acuerdos que le permitan ostentar 

la mayoría calificada en el Poder Legislativo federal. Solo el futuro dirá si la nueva 

hegemonía será transitoria o abarcará un largo periodo. 

Carismático y cercano a la gente del pueblo (es el único político que ha recorrido 

cada municipio del país), personalmente honesto, de vida sencilla, el presidente es 

ideológica y programáticamente fiel a la herencia del nacionalismo revolucionario 

de los años del partido de Estado y del desarrollo estabilizador, que históricamente 

fue la forma que el populismo adquirió en nuestra tierra. En ocasión del aniversario 

de la Constitución, dijo que su “cuarta trasformación” ameritaría una nueva Carta 

Magna. Lo cierto es que no cuenta con un proyecto de nueva Constitución, su oferta 

es, como él mismo lo dijo, de parches mal pegados.  
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El proyecto obradorista no busca sustituir al régimen presidencialista por alguna 

variante del parlamentarismo, que en el caso de México es el sentido del progreso. 

Antes al contrario, tiende a acotar la independencia de los poderes judicial y 

legislativo, lo que igual pretende con los órganos autónomos, a la vez que en aras 

de un populismo judicial y de un sorpresivo militarismo, promueve retrocesos en 

materia de derechos humanos. La oferta democratizadora del actual gobierno se 

circunscribe a una errática concepción de “democracia participativa”, manifiesta en 

las “consultas patito” a las que ha convocado para validar decisiones tomadas de 

antemano. 

Lo mismo se puede encontrar en el plano económico, pues las medidas de 

desarrollo social que ha tomado este gobierno conviven con políticas claramente 

neoliberales.   

Tiene razón John Womack, el biógrafo de Zapata, cuando precisa que con la 

reciente alternancia no llegó al poder la izquierda socialista, sino la izquierda del 

PRI, la que había sido definitivamente marginada del poder con la llegada de los 

tecnócratas, que encabezaron el gobierno federal a partir de la década de los 

ochentas.  

Tienen razón también quienes juzgan que la oposición se encuentra pasmada ante 

la política desplegada por el gobierno lopezobradorista. Entre las ruinas de los 

partidos otrora poderosos, se comienza a vislumbrar el surgimiento de una 

oposición de ultraderecha que, ante el avasallamiento de lo que juzga como un 

gobierno socialista, postula un proyecto conservador y anticomunista.  

Mientras tanto, el PRD, que antes era el partido de izquierda más estructurado, está 

diletante entre asumir una postura de oposición o terminar de desbandarse para 
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buscar cobijo en la nueva fuerza hegemónica. El perredismo está lastrado en sus 

propios errores de burocratización, de alejamiento de la ciudadanía y de la 

intelectualidad liberal, sus casos de corrupción y de un ejercicio de gobierno que, 

particularmente en los últimos años, no se diferenció de las otras formaciones 

políticas. 

Junto a su autocrítica, hasta ahora ausente, una oposición izquierda debiera hacer 

el análisis, la crítica y, en cuanto sea el caso, la denuncia del proyecto obradorista. 

El nuevo gobierno ha impulsado políticas que pudieran ser compartidas por la 

izquierda histórica, como las relacionadas con la justicia y la igualdad social, la 

austeridad republicana, la lucha contra la corrupción y otras. Aunque en alguna 

medida comparta su ánimo justiciero, la oposición de izquierda debe emprender la 

crítica al asistencialismo y al clientelismo electoral, así como a la improvisación, la 

falta de profesionalismo y a las inconsecuencias reiteradas en que incurra el 

gobierno.  

De igual manera, en la discusión pública existen temas frente a los cuales la 

izquierda debe asumir una actitud nítidamente opositora: la exacerbación del 

presidencialismo; la subordinación legislativa y judicial; la violación al federalismo y 

al municipio libre con los superdelegados; la suplantación, debilitamiento 

presupuestal y directivo de los órganos autónomos; el tema de la moral oficial y la 

legitimación religiosa del poder que atenta contra el Estado laico; la militarización 

que conlleva la Guardia Nacional; las adjudicaciones directas, con su opacidad 

consustancial y los megaproyectos, que atentan contra el medio ambiente y los 

derechos de los pueblos originarios, como el Tren Maya, el corredor del Istmo, la 

refinería de Dos Bocas y el nuevo aeropuerto de Santa Lucía.  
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A nuestro país le conviene la existencia de una oposición de izquierda, portadora 

de un proyecto histórico propio, que confronte con claridad al actual gobierno y lo 

haga desde una perspectiva democrática, libertaria, social y progresista.  

INELEGIBILIDAD DE LOS SUPERDELEGADOS 

Una iniciativa de reforma constitucional que impediría que los superdelegado sean 

candidatos a cargos de elección popular, desde la Presidencia de la República hasta 

las alcaldías, pasando por el Senado y las cámaras federal y locales, fue presentada 

por las diputadas federales del PRD, Azucena Rodríguez y Verónica Juárez, ésta 

última coordinadora de la bancada amarilla. 

Como se sabe, desde el Decreto Constitucional de 1824, las constituciones 

mexicanas han establecido los requisitos para ocupar cargos de elección popular y, 

como parte de ellos, los impedimentos para hacerlo. Tales impedimentos, conocidos 

también como causales de inelegibilidad, se establecieron desde el principio para 

evitar que alguno de los tres poderes interviniera en los otros, salvaguardar el voto 

libre de los ciudadanos y para garantizar las condiciones equitativas de las 

elecciones. 

Así, la actual Constitución enlista en sus artículos 55 y 58, como parte de los 

requisitos para ser diputado federal y senador, el no ser elemento activo del Ejército, 

titular de órganos dotados con autonomía constitucional o de los organismos de la 

administración pública federal, Secretario o Subsecretario de Estado a nivel federal 

y local, ni presidentes municipales o alcaldes, salvo que se separen definitivamente 

de sus cargos 90 días antes de la elección. Tampoco podrán ser legisladores 
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federales los magistrados y los integrantes de órganos y tribunales electorales, si 

no se separan de su puesto con tres años de antelación a la elección. 

Condiciones similares establece el texto constitucional entre los requisitos para ser 

Presidente de la República y Gobernador, aparte de la no reelección. 

Pues bien, la iniciativa de las diputadas perredistas se basa en esta lógica 

constitucional para imponer la causal de inelegibilidad a las personas que ocupen 

los cargos de Coordinador General y Coordinadores Estatales y Regionales de 

Programas para el Desarrollo, así como sus respectivos subcoordinadores, salvo 

que se separen definitivamente del cargo seis meses antes de la elección. 

Presentada el 5 de junio pasado en la Comisión Permanente, esta iniciativa se turnó 

a la Comisión de Puntos Constitucionales y fue publicada el 10 de junio en la Gaceta 

Parlamentaria de la Cámara de Diputados, en cuya página electrónica se puede 

consultar. 

Una reciente reforma a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal creó 

los cargos aludidos, estableciendo que la Coordinación General de Programas para 

el Desarrollo dictará los lineamientos para el funcionamiento de sus delegaciones 

estatales, cuyos titulares son los superdelegados, y que éstos serán designados por 

la Secretaría de Bienestar, pero a propuesta del coordinador general. 

Por otro lado, la ley obliga todas las secretarías y dependencias federales a informar 

a los superdelegados de la ejecución de los programas que entreguen un beneficio 

directo a la población, sus padrones y actividades, otorgándoles la facultad de 

designar a todos los representantes de aquellas. 

Adicionalmente, el Ejecutivo federal designó cuatro subdelegados por estado y a 

266 coordinadores regionales de programas para el desarrollo, sin que exista base 
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legal para dichos nombramientos. Pese a esto, les asignó atribuciones similares a 

las de los delegados estatales en cuanto a la aplicación de recursos de los 

programas del gobierno federal en el ámbito de su región. 

De convertirse sin más en candidatos a Gobernador, Senador, Diputados o 

Alcaldes, los superdelegados afectarán gravemente la autonomía de los poderes, 

la libertad del sufragio, la equidad de la contienda y el derecho de los ciudadanos 

que compitan con ellos en una campaña electoral. 

Dado el alto nivel de exposición pública y las enormes atribuciones adjudicadas a 

estos funcionarios, que manejan grandes cantidades de recursos del erario público 

y son los jefes de casi 20 mil Servidores de la Nación, es necesario que se les impida 

presentarse a las elecciones, salvo que se separen de sus cargos con antelación.  

CINCELADA: Con motivo del mitin del 1º de julio, el Inmujeres ordenó un vergonzoso 

acarreo burocrático contrario a la ley y a los intereses de las mujeres.  

OPOSICIÓN DESDE LA IZQUIERDA 

En la siguiente Legislatura habrá de pasar por la Cámara de Diputados una parte 

muy importante de la estrategia del PRD: su definición como izquierda 

socialdemócrata moderna, global y decididamente a favor de la igualdad social, su 

papel como oposición desde la izquierda al gobierno de la 4T, su relevancia para 

los acuerdos entre las distintas fuerzas políticas y su reposicionamiento entre el 

electorado. Estos son los ejes estratégicos que la diputación federal perredista 

deberá traducir en iniciativas, reservas, propuestas, denuncias y discursos ante el 

parlamento. 
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Las iniciativas de leyes que presente la bancada perredista en San Lázaro deberán 

responder a una guía socialdemócrata que asocie los referentes centrales de la 

lucha por la igualdad y las libertades, con un sentido de reformas sucesivas, 

progresivas y ascendentes. Las mismas deberán ser claras en la defensa de la 

democracia electoral y en la reivindicación del Estado Democrático y Social de 

Derecho, de la laicidad del Estado, la promoción del desarrollo sustentable, lo 

mismo que de los derechos de la mujer y de la diversidad sexual. 

En el debate político actual no son añoranza las raíces de la izquierda que el PRD 

puede presumir. Por el contrario, son una muy actual y eficiente forma de contraste 

con el grupo en el poder, tendiente a develar la renuncia de este a los valores que 

ofreció defender: en vez de fortalecimiento de la democracia, consultas circenses y 

golpeteo a las instituciones; en lugar de una política económica alterna, una política 

dogmáticamente neoliberal adosada con populismo y mucha palabrería; una 

militarización desbocada e invasiva que olvidó eso del ejército a sus cuarteles. Al 

mismo tiempo, la 4T pretende desmontar el Estado laico por una interesada 

amalgama de prédicas para pastorear almas, en tanto que la prometida política de 

mitigación de la desigualdad social fue sustituida por el más excesivo clientelismo 

electoral. A diferencia de otras formaciones opositoras, la denuncia del PRD contra 

esas políticas es una crítica congruente, desde la izquierda y con toda la autoridad 

moral, pues las ha denunciado desde su fundación.  

El posicionamiento ideológico y político de la oposición desde la izquierda no tiene 

por qué ser una crítica sin fundamento, mucho menos un denuesto personal. Por el 

contrario, la diputación perredista deberá suplir la cantidad con la calidad (serán tan 

solo el 3% de los integrantes de la Cámara), lo que en primer lugar implica hacer 
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gala de sustento y raciocinio en sus proyectos y propuestas, lo mismo que un 

seguimiento acucioso, basado en datos duros y evidencias, de la aplicación de los 

recursos públicos por parte del gobierno federal y los gobiernos estatales. 

Tampoco tienen porqué limitarse los legisladores perredistas en las alianzas 

parlamentarias y los acuerdos legislativos que pacten. De hecho, la oposición en su 

conjunto, particularmente las bancadas del PAN, PRI y PRD están obligadas a 

traducir su coalición electoral en un bloque opositor en San Lázaro, como ya lo 

anunciaron. Una tarea inmediata de este bloque será el contener las ocurrencias 

que se urden en Palacio Nacional y que, en la anterior Legislatura, eran respaldadas 

por una mayoría aplaudidora, complaciente y servil, que las aprobaba “sin moverles 

ni una coma”. La defensa del INE y de los órganos con autonomía constitucional 

justifica por sí sola este aliancismo, pero también se deberá expresar en el control 

del ejercicio presupuestal, que deberá apegarse a las leyes y a lo aprobado por la 

Cámara y no quedar sujetas a una idea patrimonialista y de dominio transexenal, 

como ha ocurrido en la primera mitad del sexenio. 

Como lo hizo en condiciones igualmente adversas la bancada perredista en la 

Legislatura anterior, la actual seguramente contribuirá a que ese partido, digno 

heredero de los registros del Partido Comunista Mexicano y del Partido Mexicano 

de los Trabajadores de Valentín Campa y de Heberto Castillo, responda a los 1.8 

millones de electores que votaron por el emblema del sol azteca y se reposicione 

eficientemente en el conjunto del electorado. 

CINCELADA: Resulta curioso que Müller y Sheinbaun encabezaron el acto de la 

“resistencia indígena”, al tiempo que los xochimilcas fueron contenidos por los 

granaderos.  
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EL PROGRAMA ECONÓMICO DE LA IZQUIERDA SOCIALDEMÓCRATA 

La crisis multifacética que sufre México (económica, sanitaria y de violencia) tiene 

como fondo un creciente desarreglo social. Las características centrales de la crisis 

subyacente son la expansión de la pobreza y de la pobreza extrema, la 

profundización de la desigualdad social y el debilitamiento de la rectoría económica 

del Estado. El gobierno de Andrés Manuel López Obrador ha sido incapaz de ofrecer 

soluciones a estos problemas, pues no ensaya otra cosa que programas 

asistencialistas y obras de relumbrón que, a despecho de su discurso, no se salen 

de las recetas neoliberales. La política económica de la 4T sigue un modelo de 

neoliberalismo populista.70 

La renovación programática del PRD, que asume el carácter de partido de izquierda 

socialdemócrata, no se puede pensar sin la postulación de una alternativa a la 

política económica dominante, alternativa que trasciende las fronteras nacionales 

con la reivindicación de nuevas formas de intercambio económico y comercial entre 

los países y que, en el ámbito nacional, propone el emprendimiento de grandes 

proyectos del Estado para reiniciar el crecimiento económico de México y para 

garantizar la redistribución del ingreso. 

Dos son las vertientes de la alternativa socialdemócrata en la materia económica:  

a) Política global altermundista71 y 

 
70 El término “neoliberalismo populista” para caracterizar la política económica del gobierno de Andrés Manuel 
López Obrador fue propuesto originalmente por Pablo González Casanova, en un artículo publicado en La 
Jornada el 7 de abril de 2019 (González Casanova, 2019). Coincidiendo en lo sustancial con el maestro 
emérito de la UNAM, Octavio Rodríguez Araujo trazó la denominación “neoliberalismo asistencialista” 
(Rodríguez Araujo, 2019). Una compulsa entre los paradigmas del neoliberalismo y la política económica del 
actual gobierno se encuentra en mi ensayo El neoliberalismo populista de la 4T (Hernández, El neoliberalismo 
populista de la 4T, 2020). 
71 Se entiende por altermundismo el conjunto heterogéneo de propuestas que, bajo el lema “Otro mundo es 
posible”, reconocen la globalidad y la realidad del mundo interconectado, pero a la vez se oponen al 
neoliberalismo, al predominio del capital financiero y a la globalización sin reglas. A diferencia de los 
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b) Política económica de orientación socialdemócrata. 

Política altermundista 

En la primera vertiente, es necesario que las relaciones económicas y comerciales 

internacionales atiendan las asimetrías del desarrollo, lo que debe llevar a un 

replanteamiento del sistema de tratados en torno a dos temas torales:  

• La solución de la deuda externa de los países subdesarrollados, que 

representa una carga eterna que empeña su crecimiento y desarrollo  

• Un mecanismo obligatorio que administre los flujos financieros 

internacionales para incentivar la inversión productiva y mitigar la 

especulación. 

La deuda externa del sector público federal de México ascendió a 221 mil 448 

millones de dólares al corte del mes de junio del presente año. Con la concreción 

de iniciativas como la de una renegociación global, México podría liberar al menos 

en parte los cuantiosos recursos presupuestarios que destina a pagarla. Tan solo 

durante el primer semestre de 2021, el sector público federal pagó 5 mil 509 

millones de dólares (equivalentes a 112 mil millones de pesos al tipo de cambio 

actual) por concepto de intereses, comisiones y otros gastos de la deuda pública 

externa. 

Por otro lado, la imposición de una tasa a los movimientos transnacionales de 

capital financiero redundaría en la integración de un Fondo Internacional de 

 
movimientos antiglobalización, el altermundismo es reformista y se centra en proponer una alternativa al 
sistema económico actual. 
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Desarrollo, a través del cual la comunidad internacional financiaría proyectos de 

desarrollo de países y regiones aquejadas por la pobreza y el atraso.72 

De igual forma, es preciso que México promueva una mayor diversificación del 

intercambio económico y comercial con diversas regiones y países, en el interés de 

mitigar la dependencia estructural de la economía nacional respecto de la 

estadounidense. 

Proyecto económico socialdemócrata 

Respecto de la segunda vertiente que corresponde al plano nacional, el programa 

de izquierda socialdemócrata plantea el impulso de un modelo alterno de política 

económica, el cual busca revertir la desindustrialización y el abandono del campo 

producidos por décadas de apertura comercial indiscriminada.  

Ello se puede lograr mediante programas de fomento que asimilen la Cuarta 

Revolución Industrial, adopten las nuevas tecnologías de la información y la 

comunicación, generen procesos productivos sostenibles medioambientalmente y 

promuevan y garanticen la inversión privada, la social, la comunitaria y la 

cooperativa. 

Parte esencial de este proyecto será la recuperación de las condiciones de trabajo 

y de vida de la población trabajadora en términos de empleo formal y de mejora 

salarial. La dignificación del empleo es la mejor forma de impulsar la productividad 

y el mercado interno y, entre las políticas públicas de desarrollo social, es la única 

que garantiza la igualdad de oportunidades en forma sostenible. 

 
72 En este terreno, la izquierda socialdemócrata de México debe convertirse en impulsora de la propuesta de 
la Tasa Tobin, un impuesto internacional sobre determinadas transacciones financieras, cuyos objetivos 
principales son encauzar el flujo internacional de capitales hacia la inversión productiva y disuadir el fenómeno 
especulativo.  
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Aunado a lo anterior, la izquierda socialdemócrata plantea el tema de la cogestión 

de las empresas. La participación de los trabajadores en la administración de las 

empresas se justifica porque la buena marcha de éstas es la garantía para que los 

puestos de trabajo se mantengan y crezcan junto con las prestaciones laborales y 

los salarios, además de que tiene un sentido de avance social e histórico.73 

A contrapelo del decálogo neoliberal al que se ha plegado el gobierno de López 

Obrador, el Estado debe dinamizar el gasto público, la inversión en infraestructura 

productiva, social y en comunicaciones, la provisión y expansión de servicios 

públicos de calidad (educación, salud, seguridad) y la aplicación una política de 

desarrollo social enfocada auténticamente a la mitigación de la pobreza y la pobreza 

extrema, la que tendrá que alejarse de tintes clientelares. 

Ello permitirá igualmente la activación de políticas contracíclicas que protejan el 

empleo formal y bien remunerado, y que a la vez respalden a la subsistencia y 

crecimiento de las empresas (principalmente de las micro, pequeñas y medianas).  

Reforma fiscal progresiva 

Para todas estas políticas, que no son más que una lista inicial, se requieren 

cuantiosos recursos. Junto a las economías que se logren como parte de los 

acuerdos internacionales propuestos arriba, tales recursos serán el resultado de la 

puesta en marcha de una reforma fiscal progresiva. Ésta deberá hacer realidad el 

 
73 Thomas Piketty afirma, en su libro Capital e ideología, que la evidencia histórica de las sociedades 
socialdemócratas europeas demuestra que “es posible superar el capitalismo recurriendo a una 
combinación de propiedad pública, propiedad social y propiedad temporal” y refiere a Alemania, Suecia, 
Austria, Dinamarca y Noruega como los países en que más se ha avanzado en la cogestión como “una forma 
particular de propiedad social de las empresas y de reparto de poder institucionalizado entre empleados y 
accionistas” (Piketty, 2020). 
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principio constitucional que señala que las contribuciones al gasto público serán 

proporcionales al ingreso y a la riqueza de las personas.  

Se debe incrementar sustancialmente el ingreso fiscal total,74 tomando en cuenta 

que cada punto de su avance porcentual en relación al PIB significará 10 mil 760 

millones de dólares (unos 219 mil millones de pesos al tipo de cambio actual). El 

objetivo de mediano plazo de una reforma de este tipo es elevar del 20 al 35% en 

el ingreso fiscal total como porcentaje del PIB.75 En números absolutos, ello 

implicaría incrementar la recaudación fiscal total de México de los 256 mil millones 

de dólares recaudados en el ejercicio 2020 a 384 mil millones (en pesos mexicanos, 

se pasaría de los 5.3 billones recaudados en 2020 a 7.9 billones, un incremento de 

2.65 billones de pesos en el ingreso fiscal total anual). Cada paso en ese sentido 

será un avance a la rectoría económica del Estado.  

Para esta reforma fiscal se deberá tener en cuenta el trabajo realizado por el 

economista de origen húngaro Nicolás Kaldor, quien en la década de los sesenta 

del siglo anterior propuso para México un sistema muy avanzado de tributación 

progresiva directa, cuyo eje sería el impuesto progresivo sobre el gasto personal 

(Kaldor, 1961).76  

 
74 Se entiende como ingreso fiscal total de un país el monto de recursos tributarios y no tributarios 
recaudados tanto por el gobierno nacional o federal, como los que captan los órdenes de gobierno 
subnacionales (estados y municipios, en el caso de México).  
75 El ingreso fiscal total es del 30% en Estados Unidos, del 40% en Reino Unido y de entre 45 y 55% en 
Alemania, Francia y Suecia (Piketty, 2020). El ingreso fiscal total de México es de apenas alrededor del 20%.  
76 Entre las propuestas de Kaldor para la reforma tributaria en México destacan las siguientes:  
a) Abolir el anonimato del propietario en el sistema de acciones al portador.  
b) Implantar la declaración general única para los causantes de más alto nivel, lo que implicaría la entrega de 
un juego completo de cuentas sobre todo los asuntos personales del contribuyente, reportando en ella una 
declaración de su riqueza total al iniciarse el año y el acrecentamiento de la misma mediante todo tipo de 
ingresos (donaciones, legados, ganancias, etc.), lo que evitaría la ocultación de ingresos o propiedades, así 
como la falsificación de cuentas. A esta declaración se aplicaría la tasa de lo que Kaldor denominó “impuesto 
al gasto” y otros llaman “impuesto al ingreso” o “impuesto a la riqueza”. 
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Asimismo, se debe tener en cuenta que la reactivación económica producirá por sí 

misma una mayor recaudación de impuestos, lo mismo que el avance en la 

formalización del trabajo redundará en favor de la hacienda pública a partir de los 

impuestos que pagan los trabajadores. 

La reforma fiscal progresiva, en conjunto con una política internacional 

altermundista como la aquí planteada, redundará en la obtención de los recursos 

financieros que habilitarían al Estado para incidir en forma real en favor del 

crecimiento económico, la redistribución del ingreso y de la riqueza y el impulso del 

desarrollo con un sentido de igualdad social. 

El incremento del ingreso fiscal total requerirá un mayor control del gasto público 

que asegure su debida aplicación. Es por ello que, a la par de la misma, se deben 

promulgar reformas a la administración pública para garantizar:  

• la deliberación democrática del plan de desarrollo,  

• el fortalecimiento del servicio civil de carrera y del sistema anticorrupción, y 

• la consolidación de contrapesos, como el control parlamentario y el de los 

órganos con autonomía constitucional. 

SOCIALDEMOCRACIA Y ESTADO LAICO 

El desarrollo del pensamiento socialdemócrata implica un ejercicio crítico tanto del 

liberalismo como del socialismo, así como el acercamiento enriquecedor entre 

ambas tradiciones políticas, lo que también es válido en relación a los conceptos de 

Estado laico y el de la laicidad proyectada hacia el futuro. El intercambio en este 

 
c) Aplicar incentivos fiscales que actúen como acicate para ahorrar e invertir, tales como gravar la riqueza 
ociosa, conceder exenciones al ahorro, y subsidiar la inversión mediante bonificaciones al capital siempre 
que reinviertan en su negocio las utilidades percibidas. 
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tema es trascendente porque su fin es la creación de condiciones positivas para la 

convivencia pacífica y respetuosa entre los integrantes de sociedades cada vez más 

interconectadas globalmente y cada vez más plurales.  

En lo que fue su intento por dar aliento y futuro a la democracia, el gran filósofo de 

la política Norberto Bobbio se planteó la necesidad de articular las dos escuelas de 

pensamiento, que para muchos aparecen como totalmente opuestas. Como lo 

recuerda José Woldenberg, el liberalismo sin el socialismo es una escuela ciega 

ante las desigualdades económicas y sociales, en tanto que el pensamiento de 

izquierda sin las bases del liberalismo se desentiende de las libertades, de los 

derechos humanos y de la construcción democrática del poder. 

“Por ello (Bobbio) postulaba fundir estas dos grandes corrientes de 

pensamiento: un socialismo fuertemente teñido de reivindicaciones liberales 

o un liberalismo recargado de la cuestión social” (Woldenberg, 2019). 

Tanto el liberalismo como el socialismo fueron expresiones de modernidad frente a 

la monarquía absoluta y a las formas aristocráticas de gobierno. El desarrollo y el 

avance del carácter liberal del Estado, que parte de la libertad individual, se orientó 

hacia la emancipación de los vínculos que la tradición, la costumbre y las 

autoridades sacras impusieron a los individuos a lo largo de siglos. 

Para la doctrina liberal la única forma de igualdad que no sólo es compatible con la 

libertad, sino que incluso es exigida por ella, es la igualdad en la libertad (Bobbio, 

1989). Esto significa que cada cual debe gozar de tanta libertad cuanto sea 

compatible con la libertad ajena y que puede hacer todo aquello que no dañe la 

libertad de los demás. Prácticamente desde la instauración del Estado liberal en sus 

diversas modalidades, esta forma de igualdad inspira dos principios fundamentales 
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enunciados en las constituciones de los Estados modernos, que son la igualdad 

frente a la ley y la igualdad de derechos. 

Pero el liberalismo y el igualitarismo socialista tienen sus raíces en concepciones 

diferentes del hombre y de la sociedad: individualista conflictiva y pluralista la liberal; 

totalizante, armónica y modernista la igualitaria. Para el liberal, el fin principal es el 

desarrollo de la personalidad individual (aunque el desarrollo de la personalidad más 

rica y dotada puede ir en detrimento de la expansión de la personalidad más pobre 

y menos dotada). Para el igualitario, el fin principal es el desarrollo de la comunidad 

en su conjunto (aún a costa de disminuir la libertad de los individuos). 

Las posturas liberales fueron criticadas por el socialismo porque, a juicio de éste, 

reducen al hombre a sus componentes puramente individuales y su concepto de 

libertad es condicionada, formal y limitada, puesto que la propiedad privada de los 

medios de producción impone a los no propietarios el sometimiento a la explotación 

de su fuerza de trabajo para obtener sus medios de vida, en tanto que la 

superestructura política y jurídica garantiza que prevalezca tal dominación 

económica y social.  

Como alternativa, el socialismo puso en el centro un concepto de igualdad social 

que. para su realización. requiere de la emancipación económica de los 

trabajadores de manera que la plusvalía producida por el trabajo atienda las 

necesidades de todos los integrantes de la sociedad, en lugar de concentrarse en 

los propietarios del capital.  

La izquierda debe reconocer que la deriva de esta crítica desembocó en el asfixiante 

monopolio estatal de los medios de producción que se impuso en los países del 

llamado “socialismo realmente existente” a través de una dictadura del proletariado 



Página 254 de 270 
 

caracterizada por el partido único, la exclusión del pluralismo y la cancelación de los 

derechos políticos y civiles de las personas, la libertad de pensamiento, de 

expresión y de asociación. Se puede afirmar que las versiones extremas de esta vía 

fueron el estalinismo y el maoísmo, pero también que alcanzó niveles de exterminio 

social en la Camboya de Pol Pot (Pérez Gay, J.M., 2004). 

El concepto de izquierda se identifica con la igualdad sustantiva de derechos y 

oportunidades de los ciudadanos y se enriquece con el diálogo entre el liberalismo 

y el socialismo y con la propia autocrítica de la izquierda. A partir de esta reflexión, 

la izquierda retoma la tradición liberal que arranca con las libertades y los derechos 

humanos, comenzando por la libertad de pensamiento, de conciencia y de 

creencias, la tolerancia, el respeto al pluralismo y la competencia política en un 

marco democrático normado y garantizado por la ley. La socialdemocracia así 

entendida es la búsqueda de nuevos horizontes ideológicos y programáticos, con 

una visión estratégica y de futuro del desarrollo social y político, que forma parte de 

un renovado proyecto moderno, global y democrático.  

Tanto en el mundo como en nuestro país, se presentan nuevos fenómenos 

aparejados a la globalización, las olas de migración masiva, el resurgimiento de los 

populismos, así como el avance del fundamentalismo religioso que postula 

versiones totalitarias o fanatismos de diversa índole. El fundamentalismo coloniza a 

diversos Estados con proyectos que se asumen como misión de mandato divino, 

pero la revisión de la experiencia de la izquierda también nos muestra intentos de 

un fundamentalismo antirreligioso basado en el culto a la personalidad de los líderes 

políticos.  
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La postura socialdemócrata de Estado laico se alimenta de la tradición liberal porque 

rechaza fundamentalismos de todo tipo. Cuando se imponen las verdades absolutas 

como de observancia obligatoria, sea en forma de credo religioso o de dogma 

antirreligioso, la pluralidad pierde terreno y sin ésta, nos recuerda Pedro Salazar, la 

democracia es imposible (Salazar, 2006). 

Como nos hacen ver los compiladores de la Antología laica, la laicidad es un ideal 

cuya originalidad descansa en que permite a todos, creyentes, ateos y agnósticos, 

vivir juntos sin que unos u otros sean estigmatizados en razón de sus convicciones 

(Peña-Ruiz, 2009). La plenitud de la libertad de conciencia prohíbe todo privilegio 

concedido a una opción espiritual particular y toda monopolización del campo de la 

espiritualidad por las religiones u otras opciones espirituales. La laicidad no es una 

nueva religión secular, ni una opción espiritual entre otras, sino la condición de 

posibilidad de una coexistencia de todos los seres humanos con convicciones 

diferentes, sobre la base de la estricta igualdad de derechos. 

Contra lo que sus críticos dicen, el concepto de Estado laico no es antirreligioso o 

anticlerical, sino que es primordialmente neutral respecto tanto a las creencias 

religiosas de las personas, como a la decisión de quienes no adoptan ni practican 

credo alguno. Tal respeto es la condición de la tolerancia, que en esta materia debe 

ser entendida como una conducta civilizada de respeto a la preferencia que cada 

quien adopte en torno a tres posibles opciones espirituales, a saber:  

1) Creer en uno o varios dioses, elegir el credo religioso o cambiarlo por el de 

su preferencia (pensamiento religioso) 

2) No creer en ningún dios y basar su vivencia espiritual en considerandos 

éticos (pensamiento ateo) 
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3) Dudar de la existencia divina, aunque sin descartarla (pensamiento 

agnóstico) 

Es por ello que el concepto socialdemócrata de Estado laico excluye todo privilegio 

público concedido a la religión o al ateísmo. Esta abstención establece una 

neutralidad que sitúa al Estado fuera del alcance de cualquier dominio confesional. 

El papel del Estado (y el de los titulares de sus diversos órganos) como árbitro 

imparcial frente a la pluralidad de opiniones, puntos de vista y prácticas de corte 

espiritual, tiene como condiciones indefectibles el reconocimiento de la diversidad 

de tendencias y pensamientos y una postura ajena a cualquier creencia religiosa o 

dogma. 

SUN TZU, ABSTENCIONISMO Y CAMPAÑA DEL DESCARO 

El abstencionismo activo ante la consulta de revocación de mandato tuvo exitosas 

repercusiones. Se puede afirmar que la estrategia opositora le cambió la jugada al 

gobierno de Andrés Manuel López Obrador, contribuyó al debilitamiento de su 

ejercicio ratificatorio y le forzó a emprender una “campaña del descaro” para mitigar 

el tamaño de su derrota. No es poca cosa que haya fracasado la gran maniobra 

política de la mitad del sexenio de quien, hasta hace unos meses, monopolizaba la 

agenda política de México. Además, dicho traspiés se amplificó al embonarse con 

el desechamiento de la Ley Bartlett ocurrido una semana después. 

Una de las reglas de la estrategia indica que, si puede, una fuerza debe eludir la 

confrontación cuando un adversario más poderoso ha determinado el escenario de 

batalla y lo ha hecho asegurándose las condiciones más ventajosas. Como quedó 

claro en los hechos, la consulta de revocación de mandato no nació como demanda 
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de una parte de la ciudadanía. La idea de la consulta surgió desde Palacio Nacional 

como una estrategia de dominio político, con previsibles intenciones transexenales. 

Desde el Ejecutivo se presionó para que se expidiera la ley respectiva, se redactó 

la pregunta sesgada que contendría la boleta, se presionó a una servil Suprema 

Corte para que la validara y se ordenó la recolección de firmas para cumplir el 

requisito formal.  

Para ser ratificado con bombo y platillo, el inquilino de Palacio Nacional fijó la meta 

de 40 millones de votos, cantidad prevista en la lógica de superar el umbral que el 

texto constitucional exige para que estos ejercicios tengan validez (40% del 

electorado) y considerando que, a los sufragios obtenidos en la elección 

presidencial (30.1 millones), deberían sumarse otros 10 millones producto de su 

“exitosa gestión”. Para alcanzarla, contaba con sus “grandes logros” de gobierno, 

su popularidad, el apoyo de los partidos de la coalición gobernante, la maquinaria 

electoral sufragada con recursos públicos (servidores de la nación), la operación del 

clientelismo electoral basada en el uso indebido de recursos públicos y con su 

incesante promoción personalizada. La ambiciosa meta se desagregó en cuotas 

que se debían cubrir por estado de la República, con la participación de las 

dependencias del gobierno federal, los gobiernos estatales y los ayuntamientos 

afines. Fueron algunos boquiflojos operadores de esta estrategia quienes ventilaron 

públicamente el dato de los 40 millones de votos (uno de ellos, no el único, fue el 

senador con licencia Félix Salgado Macedonio. Además, personas del círculo 

cercano confirmaron esa meta a condición del anonimato). 

Con el campo, el momento y las reglas de la contienda definidos de manera que 

ofrecieran ventaja al Presidente de la República, el plan oficial esperaba que la 



Página 258 de 270 
 

oposición se embarcase en el intento de sacarlo del cargo, con lo que se 

demostraría que los opositores eran golpistas y que él era una víctima que solo 

podía ser rescatada “por el pueblo”. Una oposición beligerante lanzada en pos de la 

revocación, además de legitimar el ejercicio, difundiría la consulta despertando el 

interés del público y calentaría los ánimos para que los simpatizantes del gobierno 

redoblaran la movilización. Pero, contrariando el plan de AMLO, la oposición 

coincidió mayormente en abstenerse ante la revocación de mandato, lo que 

descolocó la estrategia oficial. Ante la falta de una competencia, se impuso el 

desinterés y la denuncia de que, más que democracia participativa, la consulta era 

una maniobra política.  

La idea del abstencionismo activo surgió de la ciudadanía y de organismos de la 

sociedad civil, comenzó a concebirse desde la consulta para el supuesto “juicio a 

los expresidentes” y se consensó a través de las redes sociales (véase la columna 

de este autor publicada el 31 de julio del 2021 en el portal de etcétera). De manera 

informal y paulatina, fue asumida por los partidos de Va por México y por la mayoría 

de la abigarrada y difusa oposición, salvo algunas personas y pequeñas 

agrupaciones.  

La decisión opositora fue estratégica. En los hechos, ésta aplicó una de las 

orientaciones del general, estratega militar y filósofo Sun-Tzu, quien vivió hace 2 mil 

500 años en China. En su conocida obra El arte de la guerra, expuso que una de 

las claves del triunfo es “evitar al enemigo poderoso” mientras las condiciones le 

den ventaja. Además, en la determinación opositora se concretó otro consejo del 

estratega (cuya obra es utilizada lo mismo en la política que en la administración de 
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negocios), que consiste en “irritar al enemigo poderoso y fomentar su egoísmo, si 

tiene un temperamento colérico y es arrogante”.  

Pronto se vio que las previsiones y la meta de AMLO eran demasiado optimistas. 

Los 30.1 millones de votos no están escriturados, la gestión no ha sido exitosa, la 

popularidad nunca se traduce automáticamente en votos, ni el aparato de 

clientelismo electoral funciona como espera su creador. A principios de febrero, el 

Presidente de la República dio la orden de que se redoblaran los esfuerzos para 

sacar buenos números en su ratificación, sin limitarse por la ley ni por ninguna 

consideración ética. Él mismo dio la muestra violando con flagrancia y contumacia 

tres prohibiciones constitucionales que le impedían difundir propaganda 

gubernamental para influir en los electores, promover el voto en su favor e invadir 

las funciones del INE en la promoción de la consulta. La que pasará a la historia 

política de México como “la campaña del descaro” incurrió en violaciones graves y 

dolosas a los principios constitucionales. Tuvo como piezas estelares la frase 

lacayuna de los senadores de Morena con la que invistieron al presidente como 

“encarnación de la Patria, la Nación y el Pueblo”; el descarado activismo de sus 

gobernadores y de los integrantes del gabinete presidencial, la participación de los 

generales de la Sedena y la Guardia Nacional en la campaña proselitista; la 

multimillonaria, ilícita y ofensiva campaña publicitaria y, sobre todo, la coacción del 

voto como operación de Estado y el acarreo de electores en niveles industriales.  

En fin, un López Obrador confundido por la ausencia de contrincantes, compitiendo 

contra sí mismo, con un comportamiento colérico y arrogante, actuó a la 

desesperada para elevar artificialmente la estadística de participación. Pero tales 

esfuerzos no tuvieron sino magros resultados: la ciudadanía lo desairó, la 
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participación solo llegó al 17%, la meta de 40 millones se esfumó, lo mismo que la 

mitad de los votos que AMLO obtuvo en 2018 y ni siquiera alcanzó la votación de 

su coalición partidista en la elección intermedia del año pasado.  

El Fracaso Nivel 2 de la llamada 4T, que arrojó la consulta revocatoria del 10 de 

abril, es un digno corolario del éxito de la estrategia de abstencionismo activo con 

el cual la oposición la enfrentó. 

PROTECCIÓN A ACTIVISTAS Y PERIODISTAS 

La grave situación de violencia contra activistas sociales y periodistas demanda una 

respuesta de Estado que salvaguarde la integridad de éstos y garantice la vigencia 

de los derechos humanos y de la libertad de expresión en México. Es por ello de la 

mayor importancia que en la Cámara de Diputados se impulse la actuación del 

Estado para resolver la crisis de intimidación, amenazas, agresiones y crímenes 

que sufren estos dos gremios estratégicos.  

Una iniciativa elaborada por la Secretaría de Gobierno y Asuntos Legislativos de la 

dirección nacional del PRD, en consulta con los asesores de su Grupo 

Parlamentario en San Lázaro, propone cambios al texto constitucional para crear un 

Sistema Nacional de Protección y ordenar la emisión de una Ley General en la 

materia. De aprobarse dicha reforma, se constituiría un Instituto Nacional 

ciudadanizado con la participación directa de los sectores afectados, el que deberá 

ser dotado de autonomía técnica, de gestión y del presupuesto suficiente. 

Se sabe que el gobierno encabezado por Andrés Manuel López Obrador está 

rebasado por la crisis de violencia criminal que se expande por el país. Su 

administración sostiene una ambigua postura que, al tiempo que militariza un 
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creciente número de funciones civiles, mantiene una actitud permisiva hacia las 

bandas del crimen organizado que controlan cada vez más territorio. Ello incrementa 

el riesgo al que están sujetos los periodistas y los defensores de los derechos 

humanos, pues es sabido que hay mayor peligro para la integridad física, bienes y 

vidas de quienes viven y/o trabajan en aquellas regiones en que el Estado abdicó 

total o parcialmente de sus funciones de seguridad pública.  

El inquilino de Palacio Nacional contribuye en forma lamentable a enrarecer el 

ambiente en el que periodistas y defensores de derechos humanos deben realizar 

su labor. Esto sucede cada vez que lanza ataques, insultos y descalificaciones 

contra la prensa, contra informadores y comentaristas en particular, y cuando señala 

a quienes no se subordinan a su proyecto político personal como traidores a la patria 

e integrantes de lo que él denomina “bando conservador”. También, cada vez que 

repite su necia afirmación de que los derechos humanos y el ecologismo son modas 

implantadas por el neoliberalismo, al tiempo que señala a éste como el origen de 

todos los males nacionales. 

Además de las invectivas que cada mañana se emiten desde Palacio Nacional, la 

práctica política también ilustra la animadversión presidencial contra el ejercicio 

periodístico y el de los defensores de derechos humanos. Está el caso de la larga 

huelga legal y justa de los trabajadores de Notimex, la agencia de noticias del 

Estado mexicano, que lleva más de dos años. Los trabajadores de la información 

sufrieron la violación de su contrato colectivo de trabajo, malos tratos, despidos 

injustificados y la guerra sucia de una directora defendida hasta la ignominia por el 

presidente, quien ha preferido recurrir al esquirolaje y a dejar morir de inanición el 

movimiento de los huelguistas, antes que respetar sus derechos laborales. 
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Una postura similar es la política oficial ante los problemas que enfrentan los 

activistas que defienden los derechos humanos. Descalificado de antemano por el 

inquilino de Palacio Nacional, este sector ha sido marginado de la estrategia de 

seguridad pública, puesta a cargo de los cuerpos castrenses y de la estructura 

clientelar del presidente, quienes mantienen una política de “dejar hacer, dejar 

pasar” a los grupos del crimen organizado, quienes ven a los activistas como un 

estorbo para sus negocios delincuenciales.  

Deberá recordarse que, en el enfebrecido saqueo de los fideicomisos públicos que 

llevó a cabo López Obrador en el año 2020, se confiscaron los dineros que tenía el 

Fondo que durante años financió al mecanismo de protección a periodistas y 

activistas víctimas de la violencia, dejando al garete los apoyos correspondientes, 

que desde entonces solo se cubren si es que hay “suficiencia presupuestal”. 

El 27 de enero de 2022, la Subsecretaría de Derechos Humanos de la Secretaría 

de Gobernación, informó que llegó a 52 la cifra de periodistas víctimas de homicidio 

durante el presente sexenio, contabilizando en esa cifra fúnebre los asesinatos en 

Tijuana de la periodista Lourdes Maldonado y el del fotógrafo Margarito Esquivel, 

así como el de José Luis Gamboa Arenas, director general del diario 

digital Inforegio de Veracruz. En días posteriores a esa fecha, ocurrieron los 

homicidios del editor de Noti Red, Ernesto Islas Flores de la misma ciudad 

fronteriza, y el de Heber López Vázquez, director del portal Noticias Web de Oaxaca. 

Es debido a tal récord de crímenes, aunado a los ocurridos en sexenios anteriores, 

que diversos organismos internacionales identifican a México como el país más 

peligroso para el periodismo, lo que se agrava por la impunidad de que gozan los 

agresores. En los crímenes contra defensores de derechos humanos la impunidad 
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es del 98% y del 90% en los casos en que los periodistas son las víctimas, según 

fuentes oficiales. 

Una forma de corregir esta lamentable situación es adoptar una posición de Estado 

que deje de lado la politiquería de la 4T y ponga como prioridades tanto la garantía 

de los derechos humanos como la del ejercicio de la libertad de expresión. Es por 

ello necesaria la creación de un Sistema Nacional de Protección que coordine y 

conjugue los esfuerzos de los diferentes órdenes de gobierno en la protección de 

los activistas y de quienes se dedican al ejercicio periodístico; que se expida una 

Ley General de Protección de las Personas Defensoras de Derechos Humanos y 

Periodistas; que se constituya un Instituto Nacional de Protección, con autonomía 

técnica y de gestión, encabezado por un Consejo General de composición 

ciudadana con la participación directa de activistas e informadores en sus 

deliberaciones y acuerdos. Finalmente, es necesario que tal Instituto cuente con los 

recursos presupuestales suficientes para que los mecanismos de protección sean 

eficaces y garanticen la integridad física, vida y bienes de las personas defensoras 

de derechos humanos y periodistas, así como el ejercicio de sus oficios y 

profesiones en condiciones de seguridad. 
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VIII. CONCLUSIONES Y NUEVA AGENDA DE INVESTIGACIÓN 

Sin demérito del texto del capitulado completo, en el que se pueden encontrar las 

reflexiones teóricas, jurídicas, junto con los datos empíricos de comprobación, las 

conclusiones de la investigación se sintetizan de la siguiente manera: 

1. Neoliberalismo populista y capitalismo de cuates  

No hay en la política pública del actual gobierno federal un proyecto 

posneoliberal, puesto que la política económica de la llamada Cuarta 

Transformación es tan solo un neoliberalismo populista o asistencialista. 

Sigue instalado en el país el capitalismo de cuates, cuyas raíces se remontan 

a una añeja historia de corrupción gubernamental. 

2. Presidencialismo exacerbado  

Sentencias de tribunales de diversas materias dan constancia de que el 

gobierno obradorista burla en forma contumaz lo dictado por la Carta Magna 

en materias tales como la división de poderes, el amparo, el modelo de 

comunicación política, el uso indebido de recursos públicos, las normas que 

rigen a la administración pública federal, el Pacto Federal y el Municipio Libre. 

3. Contrarreforma electoral 

El grupo en el poder proclamaba una transformación progresista y 

democrática de México, pero la verdadera intención de la reforma que 

presentó es la de eternizar su dominio e implantar un monopolio político. A 

esa pretensión responde el contenido de la contrarreforma electoral. 

4. Atropello al Estado laico 



Página 265 de 270 
 

El gobierno federal actual, contradiciendo el juarismo que presume a cada 

momento, parece decidido a continuar el plan de desmantelamiento del 

Estado laico que la derecha panista no pudo implementar durante el sexenio 

2000-2006. 

5. Militarización sospechosa 

La Guardia Nacional fue la punta del iceberg de un proceso en el cual la 

militarización de México se expandió, desde la seguridad pública, a todo tipo 

de materias: la persecución de migrantes, el control de las carreteras, la 

construcción ferroviaria y su administración, los puertos, aeropuertos y la 

marina mercante, la navegación aérea, las aduanas, la distribución de gas 

doméstico, la banca de desarrollo y hasta las campañas de salud. La 

combinación de la militarización y el presidencialismo exacerbado puede 

resultar letal para la democracia mexicana. 

6. Promoción personalizada y culto a la personalidad 

Se lleva a cabo en México una operación sistemática de enaltecimiento del 

Presidente de la República, operativo basado en la comunicación social 

presidencial y la operación en campo de los mal llamados Servidores de la 

Nación, que es reproducida por ciertos políticos e intelectuales orgánicos 

gubernamentales. 

7. Clientelismo electoral y coacción del voto 

Los programas sociales emprendidos por el actual gobierno federal, lejos de 

ser un proyecto de política pública tendiente a erradicar o mitigar la pobreza 

y la pobreza extrema en nuestro país, constituyen una estrategia de 

operación política y de clientelismo electoral. 



Página 266 de 270 
 

8. Improvisación como forma de gobierno 

Las políticas públicas imperantes se apartan de los principios de planeación 

establecidos en la Constitución y la Ley de la materia, en tanto que se 

ejecución se distancia de los mecanismos de evaluación ordenados por la 

norma legal y que consisten en la revisión de los indicadores de resultados. 

9. Doble O: ocurrencias y omisiones de la 4T 

La indolencia y omisión respecto de las normas de planeación y de 

responsabilidad hacendaria, junto con la tendencia al presidencialismo 

exacerbado, originan que muchas de las políticas públicas del actual 

gobierno se conduzcan con ocurrencias personales como factor de decisión, 

las que provocan el despilfarro de recursos públicos y la ausencia de 

resultados. 

10. Democracia participativa 

Los ejercicios de democracia participativa impulsados por el actual gobierno 

han respondido a la narrativa oficial y a sus estrategias de control de la 

agenda cotidiana del debate público, más que a un genuino interés de poner 

ciertas decisiones trascendentes en manos de la ciudadanía.  

11. Morena y sus corcholatas 

La campaña anticipada de los aspirantes a la candidatura presidencial de 

Morena para las elecciones de 2024, que el propio Presidente de la 

República bautizó como “corcholatas” y a quienes les ordenó iniciar en forma 

ilegal tales actividades, además de la toma de una indebida ventaja sobre 

quienes serán sus contendientes en la elección presidencial, constituye un 
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reto para la vigencia del orden jurídico y para las autoridades electorales y 

jurisdiccionales, que deberán sancionar tales conductas.  

12. Alternativas desde la izquierda 

La crítica a las políticas públicas de la llamada Cuarta Transformación, junto 

con los principios y orientaciones de la izquierda socialdemócrata, permite 

formular líneas que fundamentan alternativas desde los puntos de vista 

liberales y socialistas. México requiere de una oposición de izquierda, 

portadora de un proyecto histórico propio, que confronte con claridad al actual 

gobierno y lo haga desde una perspectiva democrática, libertaria, social y 

progresista.  

Esta perspectiva atiende a una guía socialdemócrata que asocie los 

referentes centrales de la lucha por la igualdad y las libertades, con un 

sentido de reformas sucesivas, progresivas y ascendentes. Las mismas 

deberán ser claras en la defensa de la democracia electoral y en la 

reivindicación del Estado Democrático y Social de Derecho, de la laicidad del 

Estado, la promoción del desarrollo sustentable, lo mismo que de los 

derechos de la mujer y de la diversidad sexual. 
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